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En términos generales la doctrirL8 acepta que el Estado moderno como unidad 

conformada de población, territorio y gobierno surge en el siglo XV de nuestra era, en 

las cluJades-estado italianas; a esta entidad se le asigna la función directiva de la 

comunidad social y politica. 

Para el logro de sus objetiVOs la comunidad se otorga una Constitución, 

documento en el que se plasma la estructura de los diversos órganos del poder público, 

la compete:lcia para el desarrollo de sus tareas y los derechos mínimos que se 

garantizan a los gobernados En este documento jurídico-polítiCO se da corporeidad a 

un órgano t;-ascendente del poder. la administración pública, 

La Administración Pública a lo largo de su histOria ha estado ligada a la 

corrupción; así, se afirma que la corrupción es tan antigua como la humanidad, 

conductas como la perversión de !a justicia, el causar daño a mujeres y niños y la toma 

de shohadh ° regalos, son condenadas por la Bibila, el Código de Manú y el de 

Hammurabí. En Grecia y Roma, cunas de la civilizaCión occidental, se sufrió el flagelo 

de la corrupCión, en la primera los sofistas hacian de lo negro blanco y de lo blanco, 

negro, y en la segunda el ejemplo del pretor Verres qUien dictaba sus sentencias según 

el dinero que le era ofrecido por las partes, es una muestra En su DivII18 Comedia 

Dante condena a los barattieri, esto es, a los que aceptan dinero o a los jueces que 

venden la JustiCia, tampoco se puede olVidar el gran problema de la SIIllOllla, que se da 

durante la Edad Media con la venta de indulgenclcs en e! seno de la Iglesia Católica 

Mal endémiCO eje nuestra época, la corrupción ha obligado a buscar los caminos 

para su control En principio los controles fueron de tipO Jurjdico, con [a evolUCión de las 

entidades económicas se refinan las formas de corrupción y se requieren, para hacerle 

frente, nuevos controles Así, institUCiones como la partida doble que ya aparece en 

algunos lib:-os en í 340, refinada por Luca de Galgo :"aclolus, mc;Jor conOCido como r:ray 

Luca Pacioll (1L145- AI517), en su libro Suma de Antlnétlca, GeornetlíD y COllt~bl\ic13d, 

V8.11 a ser el c;nteceuellie de los modelnos auditaros y de le:; COI1lC::UI11c!Z¡C La rVín[]nn 

C/¡e:,'I,; cJ8 ~2~15 ~IClle CO,";10 2JC :llOLcr :05 ~jL)lIS0S dr< illOIIC::C:-: 'll~Y;S 1;-- :1:,IS\,';::(,1011, COll 



su llamado a la razón, pone el acento en el control del poder. La leoría de la división de 

poderes, que en esta época adquiere relevancia, tiene como propósito que el poder 

controJe al poorer. 

México, no ha sido ajeno a este problema. La administración pública en sus ires 

niveles, se ha encontrado ligada a la palabra corrupción, a pesar de los múltiples 

esfuerzos realizados 8il matena normativa y control admintstrativo. 

Con la Revolución Mexicana de 1910, se sustituye a un régimen autoritario por 

otro que pretende ser más Justo El Constituyente de 1916-1917 aprueba una 

Constitución de avanzada en materia de ejercicio del poder, poniendo énfasis en los 

depositarios del mismo. Así, en nuestro pais, en los términos del Titulo Segundo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su articulo 39, La soberanía 

reside esencial y originariamente en el pueblo .. Por su parte, 81 artículo 41 de nuestra 

ley básica prescribe que el pueblo ejerce su soberania por medio de los Poderes de la 

Unión Desarrollando las ideas políticas de John Locke y de MontesqUleu, el articulo 49 

de la propia Carta Magna establece que El Supremo Poder de la Federación se dIVide, 

para su ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial La moderna teoría constitucional y 

administrativa. ha conSIderado al poder públiCO como único e indiVIsible; en 

concordancia con lo anterior, alude a una colaboraCión entre funciones, más que a una 

divISión de poderes: 

Existen dos critenos para determinar cual es la actiVidad que se encomienda a 

cada una de 13s funciones del poder publiCO la formal y la matenal En el primero se 

conSidera como actiVidad del órgano del Estado la función que le corresponde 

jurídicamente, así, al Poder leglsIE,tlvo, según este criteriO, le corresponde elaborar las 

leyes; a! Poder JudIcial dirimir las controverS!8S y al Poder EjecutIvo aplicar y ejecutar 

las leyes en la esfera administrativa En cambio, en el segundo cnterlo se atiende a ia 

naturaleza Intrínseca de la actividad que realizan cada uno de los órganos que integran 

el poder público; en este sentido se afirma que el Poder LegislatiVO, el Judicial y el 

Ejecutivo realizan actos que pueden ser cor.slderados de naturaleza adrnlnlstratlva, 

legislativa y JurisdiCCional, fOlll1Zl1 y materialmente 

Uno de los poderes o lUIlCIOl18S que mayor contacto tiene COIl 18 ciudacJallí<l, 



pút!ica se le encomienda la administración pública, esto es, la estructura organizada 

jerárquicamente que realiza tareas de complejidad técnica dianas, de carácter 

permanente, prescritas en el orden jurídico, con ei propósito de satisfacer las 

necesidades colectivas, A esta funCión se le dota de recursos humanos, patrimoniales, 

orden normativo y procedimientos técnicos para el mejor desarrollo de sus tareas, Es 

pertinente destacar que en México, en los términos del artículo 80 de la Carta Magna, la 

Administración Pública se divide para su ejercicio en centralizada y paraestatal 

Tampoco puede soslayarse que, atendiendo al régimen de competencia horizontal, en 

nuestro país coexisten la Federación, los Estados y Municipios como unidades a las 

que se les encarga satisfacer las necesidades colectivas en las diversas demarcaciones 

geográficas en que se encuentra dividido, 

Todo lo anterior nos ubica en una cuest'ón de tipo problemática, la del ejercIcIo 

del poder y su control. Para el constitucionalista mexicano Diego Valadés: "Los 

instrumentos de control son sólo una de las func;ones del poder en Gn sistema 

constitucionalista democrátiCO, Pero el poder es de una complejidad extrema, y conducir 

su comportamiento o procurar su entendimiento sólo a través de prescripciones 

invariables más que un ejercicio científico fallido es un acto de ingenuidad Los 

mecanismos del poder requieren de ajustes incesantes para los que la norma nos 

ofrece un encuadramiento que, esenclairnente, tutela el interés de la SOCiedad y de los 

individuos" 1 En este sentido, México ha impulsado diversas medidas para enfrentar el 

ejercicio ilegal del poder público, y en particular la corrupción, adoptando la doctrina 

francesa, plasmada en la Ley de Organizació" JudiCial 16-2~ de agosto de 1790, se 

estructura al contencIoso aorninlstratlvo; en 1936 se crea el Tribunal Fiscal de la 

FederaCión; en 1982, se creó la Institución globalizadora del contr81 admlnisfralNo la 

Secretaría de la Contraloria General de la Federación, antecedenie de la actual 

Secletaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo 

(jtro paso importante en materia de cJntml es el naCltlllento de la Comisión 

NaCional de Derechos l-lurnanos en 1990, IIlstllución plasmada en el clllículo 102, 

apartado B. c:e la Const¡'cuclón Polii.IC8 de los Est8.dos Unidos M2XICO[lOS, qUI2 posee 

competGncia ¡J2.r8 conocer de quejas en contí8 de 8CtOS u otlllsiOl18S en que IIlCW'I('; la 



Slutoridad administrativa que vulneren los derechos humanos Tampoco puede dejarse 

eje lado que en 1995 surge a la vida juridica la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, instrumento que pretende sistematizar la materia del procedimiento en 12 

administración pública, reuniendo diversas normas dispersas en otros ordensmientos, 

para evitar la dlscreclonalidad y dar certeza jurldlca a los gobernados. Otra reforma de 

trascendencia para el control fue la reforma a las leyes Orgánica de la Administración 

Pública Federal, Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y Federal de 

las Entidades Paraeslatales del 24 de diciembre de 1996, por medio de la cual se 

adscriben orgánica y funcionalmente a los titulares de los órganos internos de control, a 

los de las áreas de atenCión ciudadana, responsabilidades y auditoria a la Secretaria de 

Contraloria y Desarrollo Administrativo, otorgándoles el rango de autoridad y 

facultándolos para realizar la defensa jurídica de sus determinaciones en la esfera 

administrativa y ante los órganos jurisdiccionales_ Por último, no podemos soslayar que 

en 1999 se creó la Entidad Superior de Fiscalización y se ampliaron las atribuciones de 

ia Comisión Nacional de Derechos Humanos_ La relación no tiene la pretensión de 

constituir un catálogo de reformas legales relacionadas con la materia del control en la 

administración pública, es únicamente el marco referencial que nos pelm't2 entender la 

preocupación que el control de la administración pública despierta en los gobernantes y 

los gobernados. 

Asi las cosas, a pesar de los mliltlples estudiOS que se han ocupado de la 

adr.-,inistracjón pLlbllca y sus Instituciones, persisten diversas polémicas en la doctrina 

relaCionadas con la naturaleza intrínseca de la justicia administrativa, ¿es una de las 

especies del acto administrativo? ¿es formal y materialmente un acto administrativo o 

por el contrario es un acto de naturaleza formal adminlstl-atlva, pero materialmente 

Jurisdiccional? La respuesta a estas cuestiones es importante, puesto que, una manera 

de aplicar mejor las Instituciones jurídicas administrativas consiste en delimitar su 

sentido, con lo que se podrían dlse¡"'1ar mejores herramientas Jurídicas que permitan un 

uso más eficaz y efiCiente de las estructur8s y órganos encalg8dos de la justicia 

adrnlnlstratlva 

Otra polélTlIca, se uOlca en 81 contexto de IR apIICé1CIÓIl de 18 nOlTil3 

8dmliilstI811V¿, y ve:. ell ei SCiltlC10 de SI se cleoe (¡plica ilt8fc;1 o QlClmatlcélllllelH8 lél ley o, 



por el contrario, dado que realiza ciertos valores sociales, se debe justificar la aplicación 

de la norma. administrativa acudiendo a consideraciones metajurídlcas. Es evidente que 

estas cuestiones no han sido resueltas todavia En la actualidad los teóricos discuten 

modernas concepciones de lo normativo Sin embargo, si deseamos arribar a un marco 

de lo jurídico en el cual el derecho sea obedecido porque representa el sentir de la 

colectividad, se deben explorar otras formas de aplicar el orden jurídico; a esta 

circunstancia no escapa la administración 

Por lo anterior en la presente tesis nos ocuparemos de estudiar al control 

administrativo, desde el punto de vista interno y externo, incorporando la cuestión 

relacionada con la naturaleza intrínseca de los procedimientos administrativos 

estudiados yel problema de su aplicación dogmática, entendiendo por ésta aquélla en 

la que la norma juridica se Interpreta letra a letra y a conveniencia de quien la aplica, 

para justificar determinados intereses; para esto acudiremos a ideas recientes que se 

han generado en el campo del derecho. En el ámbito del control interno, como 

procedimientos específicos estudiaremos a la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo y a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; por 

lo que hace al control externo, analizaremos el Código Fiscal de la Federación. La idea 

fundamental consiste en abordar el campo del control de la administración pública 

federal, desde una visión critica y propositiva. 

En este sentido nos plantearemos las Siguientes hipótesis de trabajo: sí los 

procedimientos administrativos, acatando las garantías de audiencía y debido proceso 

contenidas en el articulo 14 de la Constitución Politlca de los Estados Unidos 

MeXicanos, se siguen en forma de proc8so, y sí 8)<isten mediOS de illlpugnaclón que 

permitan 8 los particulares inconformarse con las determinaciones contrarias a la 

legalidad, emitidas en dichos procesos, entonces constituyen actos materialmente 

jurisdiccionales Y sí los procedimientos administrativos materialmente jUrisdiccionales, 

como son. el procedimiento administrativo, el dlsciplinano y el JUicio de nulidad, tutelan 

la ~2galldad en los ac:os de [a administra.clón pública federal, entonces constituyen 

v8rJadeíOs medios de conlrol de la actiVidad adminisüativa Ahof21 bien, si es~os medios 

I"esultan 1I1suílClentes para g3í2llitlzar el apego a [a le~Jalldad en Ié'. Sdllllillstr3clóll 

rLIbIIC::: ~\: ;-::O',I,IX pcrc:C::ldcd, COírU)CIÓil Impulllcicd e IIC:C:::~I~~;-::¡ íle'!n'io:: :(~ 8f,[ic3CIÓil 



dogmática de [os mismos; entonces deben reformarse para permitir que cumplan con su 

{unción de medios de control de la legalidad en el ámbito de la administmción pública 

federal. 

Para lograr nuestro objetivo, en el capítulo primero delinearemos algunas ideas 

fundamentales relacionadas con nuestro tema; nos ocuparemos de los conceptos de 

administración, control, proceso, procedimiento y Jurisdicción, como marco referencial 

de nuestro trabajo. En el capítulo segundo abordaremos el estudio de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, enfatizando las cuestiones relacionadas con el control y 

la pretensión de justicia, contenida en el auto control que la administración realiza de su 

actividad; también veremos el medio de impugnación contenido en esta ley. En el 

capítulo tercero estudiaremos !a cuestión derivada de la potestad administrativa 

jerárquica: el procedimiento discip!inarlo, contenido en !a Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, como medio de control y justicia dado el 

amplio espectro de posibilidades que posee. En nuestro apartado cuarto analizaremos 

el contencioso administrativo que regula el Código Fiscal de la Federación, como 

representativo del control extemo de la legalidad y de la justicia en la administración En 

el capítulo quinto realizaremos ur breve ej2rciclo de derecho comparado, estableciendo 

las similltudes y diferencias entre la legislaCión nacional y las legislaciones de España, 

Francia, Inglaterra e Italia; en el capítulo sexto abordaremos las cuestiones sociales y 

jurídicas relaCionadas con el control y la JustiCia, y después propondremos una reforma 

a los ordenamientos JurídiCOS nacionales analizados Es pertmente acotar que la 

delimitación del control de la administraCión no se agota en los procedimientos que nos 

propul,2mos estudi3í; sin embórgo, conSideramos que son repíesentatlvos del control 

de la legalidad y de la justicia en la administraCión pública, además qJe, atendiendo a 

su naturaleza, se prestan para el proceso metodológico que nos hemos propuesto como 

tarea Además, en estos ordenamientos subyacen cuesllones de carácter 2xiológlco, 

que son acordes para nuestro plan de trabajo. 

Entendernos que la adrninlsíraclón p(lbllca es un ente djn81l1lco, que puede ser 

objeto de esí.udlo de la SOCIología, de 13 ClenClé1 pOlltic8., de la fllosoíía, de 18 historié: y, 

por supuesto, del der2cho eS insoslaY2.bie que en los albores del Siglo XXI, MéXICO 

ret:;Llle:e [;lP.JO:-cs hcrr:::lnlcllt:'.S junGICé;S en ill81erlr1 eJe cCl1uol de sus érg2110s 



ldministrativos, en los que se siga un cierto criterio de justicia, que permita a sus 

lesllnatarios considerar al procedimiento adminislrativo como uno de los de mejor 

:alidad en cuestiones de solución de controversias, a esta tarea pensamos dedicar la 

¡resente lesis. 





l. CAPíTULO PRIMERO 
~o1eas Tl[U'"Qdame[11t2:~eS 

la cor,upción administrativa es un mal endémico en las sociedades actuales Esta 

pato logia social motiva la necesidad de instituir controles en el ejercicio del poder, tanto 

inlernos como externos, para enfrentarla Asi en los negocios se habla del control corno 

la etapa de la administración en la cual se establecen mecanismos para revisar la 

eficacia y eficiencia de las funciones de planeaclón, organización y ejecución.2 El 

control así conceptualizado se transforma en la herramienta por excelencia que permite 

a los administradores una apropiada toma de decisiones Se habla también, en otros 

ámbitos, de controles políticos y juridicos. 

Para las necesidades de la lucha contra la corrupción en el marco de la 

administración pública, se reqUlere de otro tipo de control, que no sólo englobe 

conceptos encaminados al funcionamiento y reVISión de las actividades de una entidad 

económica, sino que, además, permita delectar y combatir los flagelos que el servidor 

público deshonesto incorpora a la administración pública, como son el soborno, la 

exto;-sión, los arreglos, las alteraCiones fraudulentas del mercado, la malversación de 

fondos, los negocIos con el dinero público, la parcialidad en la toma de deciSiones, 

colusión de funcionarios, etcétera Sin embargo, nuestro trabajO se enfoca a una 

especie panicular de los sistemas de control: los controles Juridicos de tipo adjetivo 

como herramienta fundamental para el logro de la tutela de la legalidad en los actos de 

la administración pública 

En este sentido es pertinente establecer, desde el punta de vista conceptual, el 

contenido de algunas Ideas claves para el desenvolvltlllento de la presente tesis. El 

proce::;") metodológiCO que pensamos para nuestro trabaJO, no corresponde a un estudio 

de dogmática jurídica No obstante, es preCiSO que enunciemos un concepto de derecho 

que nos Sirva de maiCO referencial él lo largo de nuestra exposIcIón 

El o8:-echo es un elemento social de caracter íSÍlcas complejas, el JUrista romallo 

Celso lo define corno ars úoni et neqw, 21 arte de lo bueno y lo PqUltstlVO, en sentido 

00J8tlvO se le enLlcnde como el conjunto de llormss POS¡Juvas que regulan 18S relaCiones 

',/r,";r"',i".I!I',,~ ["l',l' \Íl'\I,ll :,ql ]'.:' 51; 



50ciales en una colectividad humana; en sentido subjetivo se considera que es la 

3'(ribución concedida por el derecho positivo a favor de un determinado individuo. Las 

definiciones son amplias, sin embargo, la discusión doctrina! continúa. Siguiendo al 

ilustre jurista mexicano Eduardo Garcla M¿ynez3
, consideraremos al derecho como el 

conjunto de normas imperativo-atributivas que en cierto momento histórico y en un 

dete,minado espacIo geográfico, quienes detentan el poder politico Juzgan como 

obligatorias para el resto de la colectividad a ellos subordinada. Esta conceptualización 

es única y exclusivamente una forma de interpretar este proceso de relaciones 

complejas que reciben el nombre del derecho y no posee la pretensión de ser la mejor 

ni la más acabada. 

Sentada asi nuestra primera idea, es pertinente ocuparnos de delimitar a los conceptos 

centrales de nuestra exposición, que como motivo central se irán reiterando a largo de 

la misma; nosotros consideramos trascendentes las voces control, proceso, 

procedimiento, jurisdicción; administración y aplicaCión del derecho, puesto que 

proporcionan un encuadramiento debido a nuestro tema de estudio 

1.- Control 

Etimológicamente la palabra control se Identifica con las voces latinas inspectlo, 

mqU/sdío, espectatio, anís y judicium Con ella se alude a diversas cuestiones que se 

Identifican con examen, limitación, regulación, dispositivo, verificación, tutela, dominiO y 

supremacía Por lo demás es un vocablo recientemente aceptado por la Real Academia 

Española Sin embargo, en la dOCTrina Jurídica se entiende por control la actividad de 

carácter reglstral o técnico encomendada a una función pública, un ente administrativo 

estatal o a un empleado pliblico, por el orden jurídico, que se dirige a revisar la 

adecuación y legalidad de los actos encomendados a los diversos órganos del poder 

públiCO, con la ob!!g8.ción de pronunciarse sobre ellos ~ En este contexto, Rodolfo Lar a 

Ponte considera que el control es una herrarnieni.a para asegur8.r que las actiVidades de 
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los órganos del Estado se ajusten, a la legalidad para advertir su desempeño 

institucional y optimizar resultados, alcances y evitar desviaciones retroalimentando al 

sistema, a través de [a toma de decisiones preventivas y correctivas, con el propósito de 

obtener la armonia entre la planificación y la administración.' En la Enciclopedia del 

oiritlo (página 298) los profesores Giorgio Berti y Leopoldo Tumiali, afirman que: "if 

controlfo consiste in 'un potere di supremazia, che si apparflene alfo stato in quanto 

tito/are delfa sovranitá"' (El control consiste en un poder de supremacía que pertenece 

al estado como titular de la soberanía) 

1,1. C¡asiticaciones del cO!1irol 

Dependiendo del uso atribuido a la palabra control, se instituyen por parte de la 

dodrin8. una serie de clasificaciones, que guardando las proporciones, pretenden ser 

más o menos exhaustivas. Así, Karl Loewensiein considera que" "Los controles 

horizontales operan en el cuadro del aparato estatal mientras que los controles 

verticales lo hacen al nivel en el que la maquinaria estatal se enfrenta a la sociedad" 6 A 

su vez, los controles horizontales los dividió en intraorgánicos e interorgánicos, los 

primeros operan deniro de la organización de un solo detentador del poder, su función 

es limitar y vigilar el funCionamiento de esa organización, los segundos funcionan entre 

los diversos detentadores del poder que cooperan en la gestión estatal, por lo que 

norma n y [imitan recíprocamente el funcionarrlento de dos o más órganos del poder 

público. Los controles verticales son el federalismo, los derechos individuales y las 

garantías fundamentales y el pluralismo 7 

Otr a ClasificaCión se ocupa del tema atendiendo a la función u órgano del estado 

que realiza la ac'llvidad de control, así los divide en: legislativo; ejecutivo o 

administrativo y jUrisdiccional 

E~ contro~ :eg¡s~cr~¡vo, es el que ejerce el órgano encargado de expedir las leyes, 

en nuestro país el Congreso de la Unión, y se clasifica 2 su vez en control de 
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eglslación, presupuestal y político. El primero se caracteriza por la emisión de normas 

je carácter imperativo, abstracto, general e impersonal que tienen como propósito 

fundamental regular la ejecución de los planes y programas, hacer más transparente el 

uso y destino de los fondos públicos y generar criterios de conducta en el servicio 

público, como se previene en los articulas 73, 74 Y 109 de la Carta Magna federal de 

nuesiro país El control presupuestal se relaciona con los dos grandes momentos del 

presupuesto: la inicial que se refiere a la aprobación que el órgano legislailvo debe 

realizar del mismo y a la final, o sea, a la aprobación de la llamada Cuenta Pública en la 

que se comprueba que el gasto ejercido sea el efectivamente presupuestado, como se 

previene en el artículo 74, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. También existe una fase llamada política que tiene que ver con la 

fiscalizaCión del uso y destino de los recursos públicos, esto es, verificar los gastos 

generados por las dependencias y entidades de la administración pública, para lo cual 

el Poder Legislativo se apoya en su cuerpo técnico, la Entidad Superior de Fiscalización 

en los términos del artículo 79 de la Ley fundamental; uno de los aspectos de este tipo 

de control en nuestro país, consiste en el poder del órgano legislativo para citar a 

comparecer a los responsables del despacho para rnformar al legislativo de los asuntos 

que les fueron encomendados y la conformaclóll de las llamadas comisiones de 

Investigación, como se encuentra normado en el artículo 93 de la propia Ley Suprema 

fed",ral 

Por su parte el con~rol ejecutivo o administrativo se deposita en el poder 

ejecutivo y se ejerce a través de una serie de unidades administrativas especializadas 

denominadas contralorías que dependen orgánica y funcionalmente de la Secretaría de 

Contraloría y Desarrollo Administrativo, esta forma de control se encuentra regulado en 

los articulas 25,26, 89, fracción 1, 90, 108, primer párrafo, 109, fracción 111, 113 Y 134 de 

la propia Norma fundamental y en las leyes secundan as de carácter administratiVo; en 

eSle tipo de control, a su vez, pueden diferenciarse seis subclasiflcaciones: a) según la 

cl2se de actos que se re811cen para contmlar a los órganos de la admllllsiración pública, 

puede ser de vigilancia, de recomendación, deCIsión, evaluación, corrección y sanción. 

b) por el oojelo del COllllOl de legslldacJ, de TISC8.IIZaelóll, de opOi'tullidad. de gestión y de:! 

eílcl2iKl2: e) ~Oí el tiempo o nlolllento en el que S2 re8.lizc 1", función de contlol, puede 



ser control preventivo o a priod, que éiene lugar con anterioridad a [a generación de la 

actividad administrativa, también conocido como control ex ante; el concurrente o 

coincidente que se verifica durante el proceso oe la gestión administrativa y el 

conclusivo o a posteriori o ex post, que se utiliza para revisar o verificar los actos 

administrativos a controlar; d) por la forma de actuación de los órganos administrativos 

el control puede ser oficioso cuando discrecionalmente [a administración ejercita sus 

atribuciones; a petición de parte cuando la aclivldad de conlrol se da a solicitud de un 

ciudadano interesado y obligatorio cuando la ley ordena la actividad de control; e) 

desde el punto de vista del sujeto que realiza el control, éste puede ser interno si lo 

realizan órganos de la propia administración; externo sí su ejercicio se encomienda a 

órganos ajenos a la administración y 1) por los efectos o resultados del control se puede 

clasificar, a su vez, en formal si al constatar la legalidad de los actos de la 

administración los efectos de la revisión son únicamente declarativos, o constitutivos 

cuando de la actuación del órgano encargado del control se generan derechos y 

obligaciones o es un antecedente para acciones posteriores de carácter correctivo o 

sancionatorias_ 

E~ con:tro[ judiciai o jurisdHcc[ono:~ en nuesiro régimen Jurídico, de conformidad 

con el contenido de los articulos 103, 104 Y 107 de la Constitución federal, es 

competencia de los tribunales tanto federales, como locales, y puede entenderse de dos 

maneras_ Como control de la constitucionalidad, al analizar SI determinados actos de 

autoridad se apegan al contenido puntual de la Caria Magna o al establecer si el 

referido acto no conculca garantías IndiViduales También, puede considerarse como 

control de la legalidad, esto es, cuando en una determinada controversia se imprrme 

certezo. Jurídica a la actuación de la autoridad al someter sus actos a la prueba de la 

revisión jUrisdiccional Cabe menciof18 r en este tipO de control a los medios de 

Impugnación que se otorgan a los ciudadanos para combatir las determinaciones de 

autoridad contrarias al orden jurídico 

C.Jntro¡ )~,¡d¡co, SOd2¡ y po~;~¡co Otra claSificaCión es la 8mlnc-ada por Rodolfo 

L2r2 Ponte, en prl;lclplO alude a una división del control desde el p'Jnto de VlstS Jurídico, 

po[iticO y social, al PI ,mero [o C¡¡I-a.cteIIZCl por eslar COtlSlIll:lclO de llor1llúS JuddIC<lS, 
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po[itico e[ derecho juega un papel importante, puesto que institucionaliza juridlcamente 

a los Instrumentos a través de [os cuales e[ control se efectúa, enuncia que e[ propósito 

de este tipo de control es controlar al órgano más que a su actuación. El control social 

es el que realizan los agentes de control social, como son los grupos de ciudadanos 

organizados, jos medios de comunicación, etcétera, es un control infoíma! y 

espontáneo, puesto que no 8s18 Illstitucionalizado. 8 

En e[ campo administrativo, Jorge Fernández Ruiz se ocupa de [as restricciones 

impuestas a la administración pública, considera que ésta está sujeta a procedimientos 

formales y trámites precisos para garantizar [a [egalidad, imparcialidad e igualdad de 

trato a los administrados; al control jUrisdiccional de su actividad mediante el tribunal 

contencioso-administrativo o por medio de los órganos jurisdlcciollaies ordinarios, al 

control presupuestar de su actividad por parte del poder legislativo y a[ control financiero 

y contable, sin perjuicio del autocontro[ 9 

Por su parte e[ constituciona[ista Diego Va[adés, en su [,bro El Control del Poder, 

realiza toda una tipología de los controles y los conceptualiza en formales y 

ma/(elíia:es, los primeros están plasmados en la constitución y en sus leyes 

reglamentarias; los segundos van más aUs de la relación entre los órganos regulados 

constitucionalmente Un¡d~ieccionzl2St que pueden provenir del parlamento o del 

gobierno, como son la moción de censura, comisiones de investigación, veto y 

disolución de las cámaras, entre otros; y bidireccioi1a[es como el derecho de iniCiativa 

y la cuestión de confianza O>:ganfzativos y ú.Jnciona[es, los primeros se refieren a la 

situación de los órganos del poder, los segundos a su desempeño. Preventivos y 

conecí:.jvos. en el caso de los prevenllvos la sola posibilidad de su ejercicIo condIciona 

las deCISiones del órgano; en cambio en los correctivos se vislumbra la posibilidad de 

que, sin Imponer sanCiones, el órgano sCJeto al control varíe sus decisiones 

Perceptibles e jmpercep~¡b~es, los unos son aquellos cuyo ejercIcIo es visible, los 

oiros se dan en un plano específico del poder para CO!1stlÍuclonallzar dete! nllnadas 

declsíones (amadas en los ámbitos nebulosos del poder Constií:ucior:<:lcs y 

~2r2consc:·~uc!o:la~cs. estos son los q~18 eJerclian los p8.rl8lllentos y que no están 



regulados constitucionalmente, aque!!os constituyen los instrumentos de control 

plasmados constitucionalmente que pueden realizar una función política, pero su 

naturaleza es siempre Juridica. Adentrándose en su estudio, Diego Valadés se enfoca a 

un encuadramiento más amplio del control, así alude a couüro;es según su 

naréum,leza:: obligatorios, que se deben nevar a cabo tantas veces como se produzca la 

situación prevista, y potestativos, que dependen de la libre valoración de las 

circunstancias por parte de los agentes encargados de aplicarlos Por su obje'o. 

constructivos, complementan la acción de los órganos del poder y coadyuvan al logro 

de los fines propuestos, y limitativos, que son aquellos que restringen, modifican o 

evitan los efectos de una decisión, Por sus e1ec~os' vincufatorios, modifican la 

situación del órgano al que se dirigen, e indicativos que se traducen en una sugerencia, 

queja o propuesta que el destinatario puede trans~ormar o no en una decisión. CO:1 

relación a Su: frecuencia: sistemáticos y esporádicos, los pnmeros se llevan a cabo 

con cierta regularidad determinada por la ley o la practica; los segundos no tienen 

per:odicidad fija. Por su forma controles verbales, se ejercen en forma directa por los 

agente~ sO:::;[21es sin trámi'¡es especiales, y formales, se realizan acatando trámites 

específicos Ce acuerdo con ~os zgentes: colectIVOS, para tener efectos reqUIeren de 

la aprobación mayoritana, y selectivos, producen efectos aunque los practique un solo 

agente Según sus destinatarios: generales o singulares, según produzcan efectos en 

la totalidad del órgano controlado o haCia los titulares determinados de un órgano de 

poder Por su opo:li:unklad previos, progresIvos y posteriores, los primeros se aplican 

antes de que actúe el órgano controlado, los segundos acompañan la realizaCión de los 

actos del e:lte controlado y los terceros se aplican con relación ('1 los nctos anteriores 

del órgano 10 

De las clasificaciones señaladas, es evidente que la del maestro Diego Valadés es 

la más completa, sin embargo posee el Inconveniente para nuestro trabajo que se 

enfoca al control políLlco del poder, puesto que, desde su perspectiva, los controles 

polítICOS son los más dInámICOS, mtellglbles y eílcaces Cabe aclarar que tampoco 

nienosprec¡a él los coniroles jurídiCOS [""Jor 10 que 2doptarernos estél. c\¡]sríicaclón en 

nuestro eS~JciIO, sin perjuIcIO de modiílc2rla pal'2 adaptarla mejor (: llUCStlOS íllles 
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La necesidad de control es antigua, en Grecia para lucÍlar contra la corrupción 

Peride3 otorga un jornal par diem a los miembros de los jurados para evitar que el 

poder económico de Cimon los comprara. Paradójicamente. esta medida es 

considerado. por Aristóteles como el primer paso en la corrupción de! gobierno y la 

sociedad aten:ens8. 11 

Otros antecedentes de! control admlnistra:ivo son una ordenanza de San Luis de 

1256 que establece la obligaCión para los mayeurs y prud hommes de comparecer ante 

los funcionamos de cuentas. En 1303 se instala en el Palacio de ia Cite la "Cámara de 

Cuentas" de París, sus funcionarios se encargan del patrimonio resl y en forma 

accesoria del control de los gastos que efectúan los responsables de las finanzas La 

ordenanza Vivier-en-Brie de 1320 establece los principios de la carta de la Cámara de 

Cuentas y precisa su estructura, que se compone de! rey, tres o cuatro oficiales 

primeros, con tres maltres lais (abogados) intimas del rey; a los oficiales y a los maltres 

lais se les encarga oír las cuentas, ambos se auxilian de once "p3santes" ESla Cámara 

de Cuentas subsiste hasta la Revolución Francesa. 

En la etapa que abarca desde el año de 1492 hasta 1789; en Francia, como 

antecedente de los sistemas de control por órgano administrativo, opera la Cámara de 

Cuentas, que posee la facultad de "amonestar" al rey, con relaCión al registro de las 

actas reales de alcance financien~' Los ofiCiales de flnonzas antes de tomar posesión de 

su cargo prestan juramento y Justifican su fianza; deben dar cuenta de su gestión y 

abc:lar el sobrante al Tesoro real En París depositan sus cuentas en la escribanía y 

jurñr slncendad; después se someten al s~ ,ario ante los oidores, quienes pueden 

aprobar las cuentas o pronunciar "forzamlentos", "rechazos" o "reservas", con lo que se 

deberán rectlflca~ las cuentas Además, la Camara de Cuentas controla la actiVidad 

contable, al grado que puede multar a los contadores En el siglo XVII esta Cámara 

pierde su prestlgio_ 12 



En la ¡"se que va, desde la independencia de las Colonias inglesas en 

Norleamérica e! 4 de julio de 1776, pasa por la Revolución Francesa de 1789 hasta 

nuestros días, el control del poder descansa sobre las ideas de la ilustmción. El mérito 

de sustentar ideológicamente el control del poder corresponde a John locke y a Carlos 

María de Secondant y de la 8redé, Barón de Montesquieu, con la Tesis de la división de 

poderes; así el francés sostiene que' Todo estaría perdído sí el mismo hombre, el 

mismo cuerpo de personas principales, de los nobles o del pueblo, ejerciera los tres 

poderes' el de hacer las leyes, el de ejecutar las resoluciones públicas y el de juzgar los 

delitos o las diferencias entre particulares" 13 Esta idea de la división de poderes, es 

recogida en las leyes de Francia, nación a la que se le asigna el indudable honor de 

haber sido ;a creadora del sistema de control por órgano administrativo al instituir el 

lIareado Consejo de Estado, tema del que nos ocuparemos mas adelante. 

Por control administrativo se entiende la función realizada por órganos formal y 

materialmente administrativos, consistente en el uso de los medios jurídicos para anular 

o rectificar la gestión pC:blica Ilegal o Ineficaz, a través de mediOS técnicos denominados 

"procedimie<ltos administrativos", que son controles administrativos propiamente dicho, 

auditorías y procesos de determinación de la legalidad de los actos de las autoridades 

administrativas Es un control que, como lo advertimos líneas arriba, se da en el ámbito 

del poder encargado de la administración, esto es, el poder eJecutiVO, en un estado. De 

sus diversas claSificaciones se puede advertir que algunas de sus etap2s se verifican al 

interior o al exterior de los órganos administrativos pllblicos; su trascendencia radica en 

que el control ex ante es de carácter prevenLlvo y el ex post es de naturaleza correctiva, 

pudiendo, 8.demás, ser de tliJO represIvo o sancionatorio; la precedente consideración 

nos lleva al tema del control del poder. Para Roberio Drornl "EI procedimiento 

administrativo es, en suma, un instrumento de gobierno y de control. Cumple una dobie 

misión republicana. el ejerCiCIO del poder por los carriles de la seguridad y la legalidad y 

la defensa. de los derechos por las vías procesales r2curSlvas y recia1l1ativas, además 

de los modos ordinarios de parlic:p8clón procedimental en cé11ldad de 'parte 

Inleres3d2'" 14 
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i .2.1 Contro~ hüeU'U1o 

Puede entenderse como el conjunto de políticas y procedimientos que eS'tablece 

una institución para obtener una razonable seguridad de que alcanzará los fines que se 

ha propuesto, El control interno [o realizan órganos de la propia entidad administrativa. 

En el ámbito de la administración pública se encarga su ejercicio a unos órganos 

especializados denominados contralorias internas. Estas unidades administrativas 

¡orrnan parte integral de la estructura de las dependencias y entidades que conforrnan 

[a administración pública federal, existe una contra[oría interna en cada una ,en sus 

niveles federal, estatal y municipal, o éste es el ideal A partir de la reforrna del 24 de 

diciembre de 1996 a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, estos 

órganos se adscribieron jerárquica y funcionalmente a la Secretaría de Contraloría y 

Desarrollo Administrativo, como ente globalizador del control en la administración 

pública federal Es trascendente el comentario vertido en el libro Corrupción y cambio, 

en el sentido de que: "EI control interno del Ejecutivo Federal está a cargo de la 

Secodam, y se practica tanto a priori como a postenori Es decir, además de coincidir en 

alcance con el control externo. tiene la posibilidad de iniervenir en forma concurrente, 

pero fundamentalmente 10 hace de manera preventiva en el curso de las acciones 

guberI13mentales".15 

1.2.2. Con~rol externo 

El control externo es aquél cuyo ejerciCIO se encomienda él órganos ajenos al enie 

sujeto a reVisión. Para el caso de las empresas este tipO de control se encarga a 

despachos de auditores, con el propÓSito de que revisen los sIstem3S para esiablecer la 

valldez de los obJetiVOs que se tomaron en cuenta al Implementarlos, la coherencia de 

los objetivos con las metas proyecl&das, el funCionamiento Sin distorsiones del sistema 

y el curnpllmi.::;nto de las met2s propuestas Una de sus facet3s mós Interesantes lo 

constituye 13. llc;mada 8udltmic. de dcsempeho, a través de [2 cllel se pretende 

establecer SI 81 ente SUjeto él examen ha currplldo con cictelllllf1;Jd2S Ilml1laS EIl el 



;aso de la admlnislraclón pública activa se encarga a los llamados tribunales de 

;uenlas; órganos que poseen atribuciones legales para revisar la CLenta pública y 

:;stablecer lc::s responsabilidaries a cargo de servidores públicos, por el mal uso de los 

'ecursos públicos, En México esta función la ejercia hasta el 2.ño 2000 la Contaduria 

Viayor de Hacienda de la Cámara de Diputados, puesto que, a partir de esa fecha entró 

3n vigor la reforma al articulo 79 de la Constitución Politica de los Estados Unidos 

\I1exlcanos para crear a la Entidad de Fiscalización Supenor de la Federación, con 

atnbuciones para revisar lo relacionado con fondos federales que ejerzan la federación, 

los estados y los municipios, e Inclusive, los particulares, 

1.3.- Cor¡1cro[ juriscJ[ccional 

Esta forma de control se inicia en los países sajones, en ellos el tema del control 

de la administración es relativamente reciente atendiendo al principio Kmg do not can 

do wrong Sin embargo, el tema de la corrupción, problema universal, ya es abordado 

por William Shakespeare en sus obras "Enrique VIII", "El Mercader de Venecia", "Julio 

Cesar" y "Meáida por Medida", en las que utiliza el verbo corromper y hace alusión al 

cohecho en la administración de justicia. 

En un discurso efectuado ante el Parlamento en 1616, el Rey Jacobo 1, de la casa 

Estuardo, se pronuncia por mantener libre la Cancillería de corrupción Por su parte el 

Canciller real, Sir FranGls Bacón, afirma que los vicios de 18 autoridad son: dilación, 

corrupción, dureza y convenlenci8., sin embargo, no deja de causar asombro que esta 

persona haya sido sujeta a proceso veintiún veces por sospecha de corrupción. 

En 8s~e contexto, por control judiCial o JUrisdiccional entenderemos aquél que 

realizan los órganos dOlados de facultades materialmente Jurisdiccionales, sin importar 

sí son órganos "íormalmente integrados al poder judicial o se encuentran encuadrados 

formalmente en la administración La característica que estimamos fundamental es que 

puedan aplicar el derecho en el caso concreto, en ejerciCIO de sus atrl~uclones le92les, 

esto es, que el orden JurídiCO f2culte u estos órg::mos con la potestad oe resolver 

coniroverslas enÜ8 partes eml'u8ndo una resolución o sentcncl8 En ill18stro légwn81l 

Jwici¡co ele COll;ormidao eDil ei COtlLeilldo de los 2rLir:ulos 9 11" 103, 10'-:, í 05, 107 Y 133 



je la Constitución federal, el control jurisdiccional es competencia de los tribunales, 

:anto locales como federales, y puede entenderse de dos maneras Como control de la 

:;onstitucionalidad, esto es, analizar si determinados actos de autoridad se apegan al 

contenido puntual de la Carta Magna o al establecer si el referido acto no conculca 

;:)arantías individuales. También, puede considerarse como control de la legalidad, esto 

8S, cuando en una determinada controversia se imprime certeza juridica a la actuación 

de ;a autoridad al someter sus actos a la prueba de la revisión jurisdiccional En este 

último sentido, también forma parte de la función jurisdiccional de control la actividad de 

los tribunales de anulación o contencioso administrativos, puesto que, al interior del 

poder ejecutivo, se ocupan de velar por la conformidad de los actos de la administración 

con la ley a través de un proceso o juicio dirimiendo una controversia planteada entre 

partes. En este tipO de control también se puede mencionar a los medios de 

impugnación que se otorgan a los Ciudadanos para combatir determinaciones de 

autoridad contrarias al orden juridico. 

2.- Procedimiento, proceso y jurisdicción 

Para la existencia de un verdadero estado de derecho se requieren una serie de 

condiciones necesarias para el desarrollo de las relaCiones entre los seres humanos 

Estas constituyen un conjunto de mecanismos destinados a evitar que el poder se torne 

absoluto Entre esas herramientas podemos mencionar un catálogo de derechos 

humanos, garantías individuales tuteladas por el orden Jurídico y un esquema de 

derechos sociales destinados a proteger a los individuos menos favorecidos de la 

comunidad (el "estado garantista" de LUlgi Ferrajoli), un poder estruciurado y acotado 

en el derecho, con una serie de límites a su ejercicio y con medios de control 

apropiados, y órganos de legalidad Imparciales y honestos con capaCidad para la 

autocrítlca, la solUCión de controversias mediante la aplicación del derecho y la 

corrección de los desvío en los que Incurra el poder, esto es, no sólo un poder JudiCial, 

sino t8mbléí tribunales que sUJ8ien a la 8.dmlniSlr8c:ón al derecho Lo que IlOS lleva a 

las fLHlclones elel est;Jdo con'lemporánco, eni.endld2s como legislar, oclmllllstrar y 8pllcClr 



controles ad ministrativos, es evidente que no se puede dejar pasar la oportunidad de 

atender al sentido y alcance de las palabras proceso, procedimiento, jurisdicción y 

competenci81. 

2.~.- Proceso 

Por proceso se entiende la sucesión de las diferentes fases o etapas de un 

fenómeno o actividad; también, con esta voz se alude al conjunto de acciones 

sucesivas realizadas con la intención de obtener un resultado. En la antigüedad clásica, 

la palabra proceso se entendía como' acta judicialía; lis, litis; causa, ae; actlO, onis, y 

judicium, ii, con los significados de acta judicial, pleito, causa, acción y juicio; como 

puede adve;iirse cada significado es diverso entre sí, aunque complementarios. En el 

Diccionario de la Lengua, de la Real Academia Española, en su 24a edición, páginas 

1184 y 1185, se entiende por proceso: la acción de ir hacia adelante. 

Las caracteristicas del proceso no quedan debidamente establecidas con la 

multiplicidad de significados a que se refieren las palabras que lo delimitan; en la 

doctrina de! derecho procesal se ha entendido que, para que exista un proceso se 

requiere de un litigio, puesto que el primero es el instrumento jurídico de solución del 

segundo; así se afirma que el proceso es sólo un medio de solución o de composición 

dellitiglo.16 También se afirma que el proceso es un conjunto de actos complejOS de las 

partes y de los terceros, que tienden a la aplicación de una ley general a un caso 

concreto para solucionarlo o dlrimirlo 17 

Con esta palabra se consideran tres situaCiones dlfeíentes En primer lugar se 

alude a la acción y efeci.o de proceder. en segundo término se dice que es el método o 

sistema que se sigue para hacer algo y en tercer lugar se dice que es el conjunto de 

norrnas o tr2mlles que se siguen paía la actuación 21lle orgalllsmos Civiles, 
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ldministrativos, [aborales, etcétera. E[ significado de [a propia palabra procesio, onis, no 

;ontribuye a desentrañar su sentido, puesto que la voz más cercana a lo Jurídico, 

udióorum formu/ae, se entiende como el método de ejecutar algunas cosas, manera de 

)roceder en justicia, o actuación por tr¿m:tes judiciales o administmtlvos, esto es, posee 

lignificados diversos. En e[ Diccionario de [a Lengua Españo[a, páginas 1184 y 1185, 

,e entiende por procedimiento [a acción de proceder. Y por proceder (procedere) Ir en 

'ea[idad o figuradamente algunas personas o cosas unas tras otras guardando cierto 

Jrden. 

Aqui cabe hacer la siguiente reflexión' entre ir hacia delante y proceder o ir en 

'ea[idad o figuradamente unas cosas tras otras guardando cierlo orden ¿cuál es [a 

]iferencia que existe? En e[ supuesto de existir alguna diferencia es evidente que ésta 

sería muy relativa Quizá enmarcada en el sentido dinámico del primer vocablo, que 

puede darse o no en el segundo, aunque el verbo proceder o Ir ya se indica cierta 

dinámica. 

Esta conformidad lingüística nos permite entender que tan emparentados se 

encuentran tos conceptos de proceso y procedimiento; tan es así que su delimitación 

resldta ardua para la doctrina. 

Así se afirma que el proceso es el conjunto de actos realizados conforme a 

determinadas normas, que tienen unidad entre sí y buscan una finalidad, que es la 

resolución de un conflicto, la restauración de un derecho, o resolver una controversia 

preestablecida mediante una sentencia Y el procedimiento se entiende como un 

corrJunto de aclOS realizados conforme a Ciertas normas para producir un acto 18 Para 

otros, 2:11bos conceptos cOinciden en su carácter dinámico, reflejado en su común 

etimología, de procedere, avanzar, pero consideran que el proceso, además de un 

procedimiento corno forma de exterioflzarse, comprende los nexos que entre sus 

sujetos se establecen durante la subst;:lnclación del Iltlgl019
. También, se dice que el 

proceso es una instlÍllclón jurídica de satisfacCión de pretensiones confiadas a un 

órgano estatal ins'llüJido especialmente para ello, independiente y supraordenado 8 las 
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partes. Y qce e! procedimiento es un concepto puramente formal, esto es, la serie o 

sucesión da actos regulados por el derecho20
. 

Continuando con nuestra ~elación, para el constituciona!ista !gnacio Burgoa el 

procedimien·i:.o equivale a una serie de actos concatenados entre si afectos a un fin 

común que les otorga unidad21
. Al establecer la diferencia entre proceso y 

procedimiento, el maestro Cipriano Gómez Lara considera que el proceso se 

caracteriza por su finalidad de tipo Jurisdiccional compositiva del litigio, mientras que el 

procedimiento, que para él puede manifestarse fuera del campo de lo procesal, es una 

coordinación de actos en marcha, relacionados entre si por el efecto jurídico final, que 

puede ser un proceso o el de una fase o fragmento suyo, lo que lo lleva 8 caracterizar al 

proceso como un conjunto de procedimientos22
. En igual sentido, Armando Porras y 

López considera al proceso como una relación, Situación o idea jurídica directriz, en 

tanto que al procedimiento lo caracteriza como la realización plena, concreta y sucesiva 

de los actos juridlcos del proceso23 Como podemos advertir las posturas son varias, 

pero ninguna establece razonablemente la diferenCia entre proceso y procedimiento. 

Para la exposición de las sigUientes Ideas será mi guía el libro Derecho 

Administrativo español del maestro FranCISco González Navarro Existe una postura en 

matena de proceso y procedimiento, denominada "doctrina tradiCional", que sostiene: 

a) El proceso es el instrumento mediante el cual se lleva a cabo la funCión Judicial, el 

procedimiento es común a todas las especies de funCión pública, b) El proceso tiende a 

un8. cuestión específica, esto es, a la actuación del derecho obJetivo, del derecho 

subjetiVO o de pretenSiones, mIentras que el procedimiento no, el proceso es 

tridimenSional, existe un juez imparCial supraordlnado a las partes contendientes, 

mientras el procedimiento es lineal, y e) Hay una distinción tajante entre proceso y 

procedimiento, no puede hablarse de proceso ante órganos administrativos, el 

procedimiento es un presupuesto de la Impugnación procesal. 
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En una contrlbuclón al debate el procesa lista español Francisco González 

\Javarro, siguiendo las ideas del administraiivista español Manuel Ballbé Pruné, 

:allecido en 1958, desarrolia lo que llama: un8 tesis revisionista para establecer la 

9s8r¡cia del proceso, En ella parte de un concepto de función púb:ica como el poder 

aút!iCO en movimiento hacia un resultado concreto, "llámesele ley, sentencia, 

liquidación tributaria, licencia urbanística o sanción administrativa"; afirma que el 

procedimiento es la manifestación de esa función, esto es, "la historia de la 

transformación de! poder en acto", Sostiene que toda la teoría del proceso bajo cuya 

directriz nos movemos se ha construido desde la convicción de que proceso y función 

judicial son conceptos, si no idénticos, correlativos, Considera que este viejo paradigma 

ha cumplido su desiino his\órico por lo que tendrá que ser arrumbado para dar paso a 

uno nuevo, e intenta acreditar que el proceso puede ser un instrumento de cualquier 

especie de función pública, sea esta, legislativa, judicial, administrativa o politica Objeta 

a la doctrina tradicional el hecho de que no se haya molestado en demostrar que el 

proceso es instrumento de la funCión judiCial: por lo que tendrían que demostrar porqué 

una misma estructura ontológica tiene esencia diversa según tienda al ejercicio de la 

función Judicial (en CLlyO caso estamos frente a un proceso) o la ejercicio de la función 

administrativa (en este sentido estaríamos ante un procedimiento), Y sostiene que el 

proceso como Institución Jurídica aparece como una serie de actos con una estructura 

específica, y que ésta es la misma si la función a realizar es judiCial como si es 

administrativa o cualqUiera otra funCión pública Para él es la estructura la que 

determina la lendencia de aql.lellos ocios y no la dirección como afirma la doctrina 

tradicional 

Las consecuencias de la teoría revisionlsia sor,. a) distinguir cuatro especies de 

proceso' legislativo, judiCial, admInistrativo (en el que se fijan los datos 2 tenor de los 

cuales ha de ejercerse la funCión admlnlstra'liva) y político, b) se pueden aplicar al 

proceso administrativo los principios fundamentales procl8mados por \a doctíina para el 

proceso judicial, atendiendo a la unidad de ambas especíes procesales, y e) se puede 

habl2r de un derecho procesa! de la íunc!ón a:inllnlSlrallV5 Por!o 8(ltellor, se impone 

un2 llueV8 explicación que nos ap¡OXIIlle 8 ¡el esencl¿: del plOCOSO Paro rrancisco 

Gcn7;"lcz ~~cv2r;o Cilios V8íoc-:.de:()s procpsos se ""ncuen{:-(:Il "IPlllrm~ PSlOS elementOS 



1.- Un sujeto activo, que es e! titular de la función judicial 2.- Un sujeto pasivo, que es el 

jestinatano de la runción judicial. 3 - Objeto, que constituyen los datos fáctiCOS y 

urídicos sobre [os que debe pronunciarse el órgano judicial; 4.- Contenido, que es la 

ijación de los datos que constituyen el objeto del proceso. De lo anterior deduce que 

os universales del proceso son: un órgano titular de la función jud:cial, unos datos que 

lay que fijar para ejercer esa funCión y un destinatario de la misma el cual puede 

,ntervenir o no en la fijación de esos datos. Afirma que "no hay razón alguna que impida 

,,1 que los que he llamado universales del proceso judicial puedan darse también en 

cualquier manifestación de función pública". Por lo cual concluye que la diferencia entre 

el proceso y el proced'miento consiste en que hay casos en el sujeto pasivo tiene 

derecho a intervenir, y hay otros en que ese derecho no se da Para él ahi se halla la 

verdadera esencia del proceso. 24 

Así según esta tesIs, habrá proceso cuando el sujeto pasivo de la relación 

procesa! o parte tenga derecho a intervenir, en cambio cuando carezca de ese derecho 

se estará en presencia de un procedimiento, Esta teoría ha sido sujeta a crítica. Jesús 

González Pérez, afirma, de la tesis de Ballbé, en la que se sustenta Francisco González 

Navarro, que: "es Inadmisible, Porque no eXIste necesidad alguna, ni existen razones 

que fundamenten tal posición de crear un concepto nuevo -lo que Ballbé llama 

'proceso', diferente del concepto de JUicio y del de procedimiento. El proceso es la 

institución a través de la cual se realiza la función junsdicclonal,,?5 Sin embargo, la 

postura de Jesús Gonz¿lez no explica el hecho de que, si la doctrina administrativa 

admite la dlst11lción de los actos Jurídicos desde le punto de vista formal y material, y 

conviene en que todas las funciones del Estado pueden ejecutar' actos legislativos, 

administrativos y Jurisdiccionales, esto es, las funCiones legislativa, ejecutiva y judlclsl 

pueden emitir actos cuya naturaleza Intr¡~lseca contenga características de ley, de 

adminlslraclón y de Jurisdicción ¿cómo reservar entonces la institUCión del proceso a la 

función Jurisdiccional? Además, es converll(~f1te aclarar que no se está cí8ondo un 

nuevo concepto, se le está dando contenido 8 uno a través de la deSCripCión de sus 



notas esenciales Por otro lado, esta critica no da respuesta a la objeción planteada 

lineas arriba.. 

L2 teoría revisionista tiene el enorme mérito de enfocarse a la esencia misma de 

los actos que se denominan procesales; además, no incurre en ¡os equívocos de olras 

teorías en la.s cuales son notas externas a los conceptos de proceso y procedimiento 

las que intervienen en su caracterización. También, concilia estos dos conceptos con la 

teoría de los actos jurídicos de naturaleza material, donde son las netas Intrinsecas del 

acto jurídiCO concreto las que permiten su clasificación como acto administrativo, 

legislativo o jurisdiccional. Asi, para el maestro Cipria no Gómez Lara: "El proceso, como 

forma jurídica, es uno solo La diversidad se encuentra en los contenidos del proceso y 

no en el proceso mismo. El proceso es uno solo, mientras que el litigiO puede ser civil, 

penal, administrativo, laboral, eicétera·,26. Por 10 anterior, con sus reservas la 

adoptaremos en nuestra tesis, puesto que en nuestra opinión cabe una tercera 

categoría conceptUal: la de "trámite administrativo" para aquellos actos de naturaleza 

técnica que se relaCionan con la operación cotidiana de la administración que carezcan 

de las características señaladas para el proceso y el procedimiento 

2.2.1.- ProceaimITer/(o Jur[sdicdoll1a~ 

El procedimiento JUrisdiccional es aquél que se verifica ante órganos dotados de la 

facultad de jUrisdicción. La jurisdicción no es una nota consubstancial al órgano, esto 

es, no existe un órgano en el que se deposite la jurisdiCCión, sino que ésta es una 

atribUCión que el orden JurídiCO otorga a cienos entes públiCOS para el logro de 

determinados fines Es evidente que esta clase de órganos son de diversa especie. Así 

existen órganos jurisdiCCionales, legislatiVOS y administrativos a los que el orden jurídico 

les atribuye la potestad de resolver controversias que se susciten entre la 

admlnls~íaclón y los gobernados. Entre los órganos de la admlllistraclón pública 

tenemos el las diversas autOridades administrativas que, en el marco de sus funCiones, 

dirimen las dlíerencias que sUiJell entre 12 admllllstrz:ción 8.ClIVG; y los ciud8d2110S y ;:-: los 

tribunales de [o con~enCloso adminlstJStlVO, que poseCll íúculL3des legales p8ra 



xOI1!.mciarse sobre la legalidad o Ilegalidad de los actos de 3:.Jtoridad emitidos por la 

~dministración. En este sentido el maestro Antonio Carrillo Flores considera que: "El 

::ontenido del proceso administrativo en general coincide con el contenido del 

xocedimien-Lo judicial" 27 

Tampoco se puede soslayar que en esta categoría se encuadra al poder judicial, 

,on la amplia gama de tribunales que lo componen, puesto que, en un estado que se 

)recie de ser de derecho, a estos órganos corresponde ejercitar la función jurisdiccional 

on sentido estricto. En este contexto, el concepto procedimiento jurisdiccional se 

oquipara, guardando las diferencias, a proceso jurisdiccional, puesto que posee las 

notas características enunciadas con antelación,28 

En la doctrina, un procedimiento se califica de administrativo cuando se dan dos 

circunstancias específtcas: una de las partes en el conflicto es la administración pública, 

o es la propia administración quien resuelve la controversia, a través de sus tribunales o 

de sus organismos paraprocesales, o es un acto que tiende a generar un acto 

administrativo,29 

Según Rafael 1. Martínez Morales eXiste una tendencia en la doctrina a considerar 

como proceso administrativo, única y exclusivamente al que se verifica ante los 

tribunales contencioso administrativos,30 Esto puede ser así, debido a la influencia de la 

corriente procedlmentalista francesa Sin embargo a su lado coexisten otras dos 

comentes de lo procesal, ia judiclalista y la practiclsta, que no necesariamente llegan a 

las mismas soluciones,31 Es pertinente asentar que la mayor parte de los estudios sobre 

procedimiento admlnisüatlvo en México siguen a la escuela procedwrentalista francesa, 

sin embargo, algunas de sus proposiciones nos llevan a problemas que plantean 

'1 (,¡lllllo ¡ IOI'l'\, A11100[0. f 11 d,·/,II\<I lli/ídlill de' ¡m f'<lllit IIfu/( \ /n'/I/(' il fu (/(/IIIIII/I//O,'/(íll /"1/ .lí,·\/l·u, ¡ [hlci ía 

Pontl.l, 1¡llo~ > ("1;\, \lL';>,:\c(l, 1')39, l',l~~ 11·1 
'\ Vt.:,lc.t.: plinto 22 l'[[)Ct.:dllllll'ntn 

'" ('¡-[ i\j,\lllIlC/ ~jll[Jk:~. i(l1,lcll ,{\'/c'L'IiO .~,¡II""II[I"il\[!, 1<.', y :',t\) ('l\I~()\> ., ,'d jl.~ll,l, 1\'11.'\'1':0 I ()():\. 1'<1:' 113 
!\u)\t.l I~\lIllL"[n, 1\~IC'.ucl, IJ¡'III\ (11. p.l'~ (':-i? lIJC'..l. (,.lhIlHl, 1\"1('( lin . ¡'/II/I!lII{¡ iI[!1 11, ~l)' '.11.1'(11[\1,1. :\h·\lc·(l. 1'1')'). 

(1'1" -:: ~ 'i 
." (-::[ i\;,:I(,lk/l\¡UI,' l\. '{,IJ::c'l [, {ti. 1'. 

d (t[ ,\Il : 1_/ 111;t\1 1 \ (',1\1111(\. i'\[ll'((l, ¡"lll. ", . ¡l.:" [(J", 



::;oncradlcciones en el sistema, como los mencionados para las categorías proceso y 

procedimiento 

Por nuestra parte consideramos, siguiendo jas tesis enuncias en el punto 2.2. 

Procedimiento de la presente tesis, que lo que la doctrina considera como 

procedimientos son verdaderos procesos administrativos, puesto que a través de ellos 

se desenvuelve la función administrativa, además, contienen los elementos propios de 

la llamados "universales del proceso" ya que permite la intervención del sujeto pasivo 

Entend;do asi, existe una verdadera identidad entre los conceptos procedimiento y 

proceso administrativo. 

2.3.- Ju¡-[sd[cción 

Esta palabra se origina de la voz latina jurisdictio, oms. En el derecho romano se le 

consideró como la capacidad que devenía del imperio del magistrado para decir el 

derecho En la actualidad la doctrina procesa lista entiende a la jurisdiccIón como una 

función soberana estatal, que se surte en una sene de actos cuyo propósito 

fundamenta! consiste en ap]¡car una norma de carácter general a un caso particular, en 

el que subyace un conflicto, para solucionarlo o dlnmlrlo, y agregándole la nota de 

Imparcialidad en el órgano resolutor 32 

Nosotros consideramos que en rigor estricto la nota de Imparcialidad se predica 

del órgano propiamente dicho, o sea, del ser humano que encarna la función, no de la 

funCión Esto es, un ser humano puede ser Imparcial, puesto que puede plantearse 

fllles morales; pero un concepto no, ya que consiste única y exclusivamente en extraer 

las notas esenciales de un objeto para delimitarlo. 

Un aspecto Importante de la idea de JUrisdicción es su relaCión con el control 

Siguiendo a Osear Vásquez del Mercado, estimamos que' "el control [ .} lo realiza el 

Estado por el poder que tiene para mantener el orden jurídiCO y a este poder se le llama 

funCión junsdicclonal,,33 En este tenor, el poder de soberanía que corresponde al 
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Estado, que le otorgan los depositarios originarios de la misma, 10 lleva a realizar una 

serie de funciones, entre e!!as, la de mantener el orden jurídico a través de ~a 

[urisdicción. En este sentido jUrisdicción y control jurídico son términos correlativos. 

Cada vez que el juzgador, el legislador o la autoridad administrativa aplican la ley al 

caso conere'ie para solucionarlo o dirimírlo, por un lado realizan una actividad que les 

asigna el orden jurídico, pero por el otro, al maniener el orden jurídico, esto es, al 

arbitrar las controversias por medio del derecho, realizan un acto de control. 

2.4,- Compeiencia 

la palabra competencia tiene diversos significados, por un lado se refiere a la 

oposición y rivalidad que se da entre seres vivos para el logro de un mismo objetivo; se 

relaciona con el hecho de que alguna persona le corresponde hacer algo o actuar en 

deierminado asunto; también, con esta palabra se identifica a la capacidad de alguien o 

algc para realIzar una tarea con eficacia. Los la(inos la llamaban de varias formas; así, 

haLlaban de contentío; aemulalio; competitio, onis; cerlámen, inis; y jurisdictio; para 

referirse a la competencia de! juez se referían a lajudicis legitima potestas En nuestros 

días la doctrina ha llegado a un consenso y considera a la competencia como el campo 

o esfera de actuación dentro de la cual cierto órgano de autoridad con atribuciones de 

jurisdicción puede ejercer sus funciones. 

Un problema teórico que se plantea es el de diferenciar a la Jurrsdicclón de la 

competencia La primera 8S una función del estado plasmada en el orden normativo 

sustantivo; la segunda es el límite de dicha atribución, e! ámbito de validez de la 

misma 34 La. competencia, a su vez, se puede diVidir en objetiva y subjetiva. La primera 

esta referica al órgano que ejercita la compeiencla y se clasifica por materia, grado, 

terriiorio, cuantía, turno y prevención. La segunda, se lelaclona con los sujetos 

encargados de la función Competencia y jUrisdicción son lérllllllos íntimamente 

enlazados Sólo puede ejercer el control jurisdIccional, en la vía administrativa, judiCial o 

legls18tiv2, :.ln órgano dotado de jUrisdiccIón y Gil que el orden normativo le 8tnbuy2 

cierta competencia para conocer de ceterl1llnados negocios JLII·iciICOS 



La palabra administración posee diversos significados. Se !e usa para designar a 

8. orgsnización, !a ordenación económica de medios, pare: aludir al orden óe una 

Jrganización, se le identifica con la provisión, etcétera. En la Enciclopedia Jurídica 

::lmeba, Hugo Charny considera que es: "un mandato conferido a una persona para que 

ejerza la dirección, gobierno y cuidado de bienes ajenos,,35. Etimológicamente se habla 

je administratio, procuratio, gestío, dispensatio, onis, cura, ae, entre otros 

Estas ideas sobre el contenido del concepto administración sir/en a nuestros 

propÓSitoS porque nos permiten establecer el sentido de esta palabra Sin embargo, no 

son bastantes para nuestro estudio, puesto que con este vocablo hacemos mención a 

la acción y efecto de administrar; a la dirección de una entidad con técnicas especificas 

para el logro de fines concretos. la administración, así entendida, se puede realizar 

tanto en los enles públicos como en los privados Las técnicas aplicadas, ya sea en la 

administración pública como en la p,ivada, son las mismas, lo único que varia es el fin, 

puesto que las entidades públicas buscan el interés general, las privadas, en términos 

generales, el lucro. 

Se considera a la administración pública como la parte de mayor mOVilidad de un 

estado y la que se encuentra en contacto dlrec'lo con los gobernados en sus diferentes 

niveles. Asi un estudioso del derecho la caracteriza como la parle de los órganos del 

Estado que dependen del poder ejecutivo, que tienen a su cargo la función que se 

diferencia de 18 legislativa y judiCial, en forma continúa y permanente para conseguir el 

interÉ:::; públiCO, por medio de una organización jerarquizada dotada de recursos 

humanos, patrimonio, orden normativo y técnicas específicas de üabajo 36 Por su parte 

Anlonio Camilo Flores considera que "Ia Administración Pública [ 1 es la organización 

que tiene a su cargo la dirección y la gestión de los negocios estatales ordinarios dentro 

del marco del derechJ, las eXigencias de la técnica y -fast but l/al feast- una 

orientación polítlca".3? 



Si bien los conceptos enunciados pretenden ser lo bastante comprensivos, no son 

;;uficientes para dar una idea exacta de la administración pública. Así, el primer 

;oncepto es cr;ticable porque las funciones legisiativas y judicial también tienden al bien 

:;omún. Además, en las funciones de elaboración de las leyes y de jurisdicción se 

sncuentran espacios de administración Tampoco puede dejarse de lado que estas dos 

funciones son continuas y permanentes. Por su parte, la segunda definición, aunque 

más completa que la primera, olVida que las funciones de legislar y juzgar también son 

actividades del estado que se realizan en el marco del derecho y poseen una 

orientación politica. 

Por nuestra parte consideramos que la administración pública es un conjunto de 

órganos estructurados primariamente por el orden jurídico, dotados de competencia 

para la operación diaria de los servicios públiCOS, a los que la ley les asigna recursos 

humanos, materiales, financieros y procedimientos técnicos para el logro de los 

objetivos que el propio orden normativo les asigna con la finalidad concreta de lograr el 

interés colectivo, y que realizan lo que en un estado se llama función eJecutiva. El 

concepto no es períecto, pero pretende, desde una perspectiva funcional, explicar ese 

fenómeno complejo llamado adrmnlstraclón pública. En nuestro país los artículos 90, 

115, 116 Y 122 de la Constitución federal establecen las bases de organización de la 

administración pública Federal, municipal, estata! y del Distrito Federal, respectivamente 

A su vez, las correspondientes leyes orgánicas se ocupan de pormenorizar las bases 

organizatlvas de esta distribUCión de competencias vertical. 

Lo anterior nos lleva a nuestro siguiente punto que es el relacionado con la 

cen~ral¡zaclón, descentralización y desconcentración 

3.1. Cen1rz!izadór., descen-::r2l¡¡zación yaescor::cenÍ[rCJ.ción 

Todo ser requiere de una fOíma, esto es. de una manera de exienonzarse en el 

entorno específiCO en el qU8 se desenvuelva La adrnlnlstración pllb!ICS no es la 

excepclór¡. Así, tradlclonaln,enlc se h811 conSiderado COIllO formas de mgarnzaclón 

ad:';111Isti;:liiva 2 la centrs.liz2clón, 18 o'escenLla:lzaClóll y 18 c18SCOnCf;[lLT8CIÓIl 



la centralización se caracteriza por la concentración de las atribuciones y 

facultades administrativas en un solo ente al que se subordinan los demás miembros de 

la administración. Todas las potestades derivadas de las relaciones entre los entes 

administrativos [os ejercita el órgano centra!; los poderes que implica esta relación se 

concentran en el titular de la administración. Para Jorge Fernández Ruiz: "la 

centralización se caracteriza por depositar en el titular del máximo órgano administrativo 

el poder público de decisión, la coacción y la facultad de designar a los agentes de la 

administración p(Jb!ica,,38. En nuestro país, como los establecen los artículos 80 y 89 de 

la Constitución Politica de los Estadios Unidos Mexicanos, el titular de la administración 

pública federal es el presidente de la República. A él corresponde ejercer las potestades 

qU6 involucra la centralización administrativa, en función a la \lamada relación 

jerarquica. Los poderes que involucra esta relación son: 1.- Los de decisión, lo que 

implica la loma de resoluciones. 2.- El de nombramiento, esto es, designar a los 

servidores públicos al interior de la administración, en ocasiones con la intervención de 

senado, como lo señala el ariículo 89, fracciones 111, IV Y IX de la Constitución Política 

de Jos Esta.dos Unidos Mexica.nos 3 - De mando, que se surte al emitir órdenes 

obligatorias para sus subalternos. 4 - De revisión, para examinar los actos de sus 

subalternos, corrigiéndolos si es necesano, confirmándolos o anulándolos. 5.- De 

vigilancia, que consiste en el control de la actuación de los servidores públicos 

subalternos, y 6.- Disciplinario, que entraña la pOSibilidad de sancionar el 

incumplimiento o cumplimiento no satisfactorio por parte del Infel iar de las tareas 

asignadas 

La descentralización es una forma de organización administrativa de los órganos 

del poder público, en la cual, al órgano descentralizado, se le dota de personalidad 

Jurídica y de autonomía orgánica para ejercer sus tareas de tipo admllllstrativo39 A este 

tipo de descentralización se le llama administrativa También puede haber 

descentralización política, que entraña la cesión del poder, y la económica, en la cual se 

transfieren al órgano descentralizado facultades de toma de decisiones de carácter 

finanCiero. 

" j ,',[1-1,:,[.-/ I~ Ilr, J,\!:.',,- "',,\ l Ji. 1'" l'l 
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En con·lraste, la desconcen'Lmción adminrstrativa es una forma de diluir el poder y 

la competencia para el despacho de los negocios públicos, Para Jorge Fernández Ruiz 

"es una posición ecléctica o intermedia entre las tendencias organizativas extremas de 

la centralización y la descentralización, que consiste en ei traslado parcia! de la 

competencia y el poder decisorio de un órgano superior a uno inferior [ , J conservando 

la relación de jerarquía entre ambos,,40 El órgano administrativo desconcentrado como 

regla general carece de personalidad jurídica, puesto que está subordinado al órgano 

central y normalmente la desconcentración es de carácter técnico, administrativa o por 

servicIos. 

3.2 Adm[n[s~r&ción Centr@¡¡zz:da 

En el artículo 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 

establece que la administraCión pública federal será centralizada y paraestetal. Como lo 

previene el artículo 2 0 de la Ley Orgánica respectiva la administración pública 

centralizada se compone de secretarías de Estado, departamefltos administrativos y la 

Consejería Juridic8; por su parte, la adrr.¡nlstración pública paraestatal se compone de 

organismos descentralizados, empresas de participación estatal, Instituciones 

nacionales de crédito e institUCiones nacionales de seguros y fianzas, además de 

fideicomisos, en los términos del artículo 30 de la Ley Orgánica Citada, 

En la actua',dad. como lo previene el articulo 26 de la Ley Orgánica multlcitada, 

existen 18 Secretarías de Despacho y la Conseíería Jurídica 41 Una de las unidades 

administrativas iMportantes es la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo 

Esta dependencia de la administración pública federal se encuentra contemplada en el 

artículo 37 de la Ley Orgánica multicltada, y es trascendente en materia de control 

administrativo; ya que le corresponde organizar y coordinar el sisterna de control y 

evaluación gubernameni.al e inspeCCionar el ejercicio del gasto plibllco federal y su 

congruencl2 con los presupuestos de egresos También es la dependenCia normativa 

en ma'tefla de ÍnslrU11lentos y procedimientos de control de 18 admÍi1ISlración pública 

:" ¡'hld, In, l'.l~~ .c;,-; 
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federa!; verificar que se cumplan las normas de control y fiscalización; establece las 

bases generales de auditoria gubernamental; vigila el cumplimiento de las disposiciones 

en materia de planeación, presupuestación, ingresos, financiamiento, inversión, deuda, 

patrimonio, rondas y valores; organiza y coordina el desarrollo administrativo integral; 

inspecciona y vigila el cumplimiento de las normas en materia de sistemas de registro y 

contabilidad, contratación y remuneración del personal, adquisiciones. arrendamientos, 

servicios y ejecución de obra pública, conservación, uso, destino, afectación, 

enajenación y baja de bienes muebles e inmuebles; designa auditores, delegados, 

titulares de los órganos internos de control, de las áreas de aUdltoria, quejas y 

responsabilidades de los referidos órganos; recibe y registra las declaraciones 

patrimoniales que presentan los servidores públicos de la adrninistración pública federal 

y verifica su contenido, atiende quejas e inconformldades de los particulares; conoce e 

investiga las conductas de los servidores públiCOS que puedan constituir 

responsabilidades administrativas, en su caso, aplica sanCiones, y presenta las 

denuncias que correspondan ante el Ministerio Público; autoriza las estructuras 

orgánicas y ocupacionales de las dependencias y entidades de la Federación; 

establece normas, políticas y lineamientos en materia de adquiSiciones, 

arrendamientos, deslncorporación de activos, serviCIOS y obra pública, conduce la 

política inrnoblliarla de la Federal, adrnlnistra edifiCIOS públicos, lleva el registro de la 

propiedad inmobiliaria federal, entre otras atribuciones. 

3.3.- Administración ?8uaesí[a~a~ 

En esta rama de la Adminislración PúbllC8 se contemplan organismos 

descentralizados, empresas de partiCipaCión estatal, instituciones de crédito, 

Ins~:tuclones nacionales de seguros y fianzas, y fideicomisos públiCOS. Su Ley 

Re8íamenÍaria es la Ley Federal de las Entidades Paraestatales y su Reglamento Se 

ocupan de la producción de bienes o de prestar serViCIOS En los térrnlTlos de la relación 

publlcad2 en el DiariO Oficial de la Federación cel 13 de agosto eJe 1999, son un total de 

2':::,7 enLldades con estas caracie¡ísclcas :::::n[re e!las aCSlélCan IllSlllulo rVleXICíJllO de la 

~8c!io T;;,I:c:'!Ies Gr(~ílcos de i\/íéxlCO. CélS;:: c!2 ~,lo11ed:'""", \'O'lRI·iz¡ Nc:cioiléd ;Jéll2. la 



!\sistenci3 Pública, Comisión federa! de Electricidad, Instituto Mexicano del Petróleo, 

Luz y Fuerza del Centro, Petróleos Mexicanos, Instituto lVIexicano de la Propiedad 

industrial, Aeropuertos y Servicios Auxiliares, Fondo de Cultura Económica, Comisión 

Nacionai de los Salarios lVIínlmos, Compañía Nacional de Subsistencias Populares, 

A.seguradora Hidalgo, Banco Nacional de ComercIo Exterior, S.N.C , Fideicomiso de 

Fomento Minero y diversos hospitales, entre otros más 

En materia de control destaca el contenido del artículo 62 de la Ley Federal de las 

Entidades Paraestatales, que establece que los órganos internos de control serán parte 

integrante de la estructura de las entidades paraestatales, con funciones de: apoyo a la 

gestión directiva; recepción de quejas y denuncias, investigación y determinación de 

responsabilidades con el carácter de autoridad en este caso. así como, de examen y 

evaluación de los sistemas, mecanismos y procedimientos de control, por lo cual 

pueden efectuar reVISiones y auditorías. 

Igual prevención se establece, en el artículo 63 de la Ley antedicha, para las 

empresas de participación estatal mayoritaria y los fideicomisos públicos, en los 

términos de las normas que les sean aplicables y para aquello que les sea compatible 

MenCión especial merecen los llamados "órganos de relevancia constitUCional" que 

son aquellas Instituciones que se contemplan en la Norma fundamental, a los que se les 

encomiendan tareas de alta especialización técnica y que, debido a la necesidad de 

certeza e imparcralidad en sus cometidos, se les dota de autonomía con relaCión a las 

funCiones tradicionales del estado. Esto no Implica que forman una función distinta de 

las tradiCionales, atendiendo a que, en términos de! articulo Ll9 Constitucional El 

Supremo Poder de fa Federación se divide, pala su ejercicio, en LegislatiVO, Ejecutivo y 

JudiCial El hecho de su autonomía no implica que no ejerzan, en todo caso, funCiones 

de carácter ejecutivo especlallzadc;s en materias concretas. 

Entre estos órganos -tenemos al Instituto Federal Electoral que tiene su base 

consi.ltucional en el artír:ulo L11, fraCCión 111, de la Constitución general, y al que se 

enconlienda la orgélnización de las elecciones feder;::l1es Otro órgano con estas 

cmaccerisllC8S es la Conllsión Nacíoil21 de Derechos r IUlllsnos, regulad;:;: en el <JI-lícula 

102 -8, de la carta 1nagn8, que se encz¡rga de la atenCión de qllcj3s en contl él de 8CtoS 



:jecutivo. Por último, tenemos al Banco de México, entidad encargada de las funciones 

le banca central en nuestro país. 

Por aplicación del derecho se entiende el razonamiento que realiza el juez para 

mcontrar la norma que resuelva un caso concreto. Este tema nos lleva al complejo 

nundo de la técnica y de la interpretación juridicas; además, nos presenta el problema 

le diferenciar el verbo transitivo aplicar y la voz derecho. En principio es prudente 

¡firmar que el verbo aplicar tiene varios significados, entre otros, poner una cosa sobre 

,tra o en contacto con otra, que es el significado original de las palabras latinas admotio 

~ impositío, onis. Por lo que se refiere a la palabra derecho, en nuestro cuarto párrafo 

lel presente capítulo de ideas fundamentales, expusimos las ideas generales que el 

Jarticular nos merece, acotando que el presente trabajo no pretende constituirse en una 

tesis sobre el concepto de derecho. Sólo nos resta agregar que esta palabra se 

dentificaba en la Roma antigua con las expresiones' rectus; directus; justitia, ae; 

3eqwtas, atis; jus, juris, aequm, ; y rectum. 

La técnica jurídica tiene por objeto el estudio relativo a la interpretación y 

aplicación del derecho pOSitiVO a los casos concretos Eduardo García Máynez la define 

como "el arte de la interpretación y aplicación de los preceptos del derecho vigente,,42. 

La palabra técnica proviene del griego te/ajé y su significado actual es el de arte, 

entendido como disposición y habilidad para hacer alguna cosa, o como el conjunto de 

normas conocimientos o habilidades propias de una profeSión o diSCiplina La técnica 

jurídiCa se relaciona con el adecuado manejo de los mediOS para el logro de los f1ll8S 

que persigue el derecho Así, se deben distinguir en la téclllca juridlca, la formulación y 

la aplicaCión de las normas jurídicas La primera nos lleva a la técnica legislativa, 

entendida como el arte de elaborar o íonnular los preceptos jurídiCOS ordenándolos en 

leyes La segunda consiste en la Interpretación y aplicaCión, propiamente dlcl'18, del 

derecho objetlvo a casos concretos, para solucionarlos o dirimir los 



El precepto juridico consta de dos partes: el supuesto y la disposición. El supuesto 

~s la 11ipótesis norma'civa que al actualizarse genera las consecuencias reguladas en la 

¡isposición. la disposición señala las obligaciones y derechos que la producción del 

lupuesto normativo indica; por decirlo de otra manera, es el elemento imperativo

~tribulivo de la norma jurrdica. Las consecuencias normativas gener2n un cambio en la 

"fera juridica del destinatario de la norma, puesto que producen, transmiten, modifican 

) extinguen facultades y obligaciones. En este sentido aplicar una norma juridica 

,onstituye un juicio de imputación destinado a los obligados o facultados por el orden 

10rmativo. 

La aplicación de la norma jurídica exige individualizar o determinar al sujeto 

obligado o facultado y la corroboración de la existencia de un cambio en el mundo de 

los hechos jurídicos, como condición previa para imponer el contenido de la norma. 

En el acto de aplicación se distinguen dos momentos: 1. la comprobación de un 

hecho que concuerda con la hipótesis prevista en la norma; 2. La atribución o 

imputación en que se particulariza a los sujetos obligados o facultados para cambiar su 

esfero. Jur;dica al aplicarles las consecuencias normativas señaladas en la norma. El 

razonamiento de aplicacIón de los preceptos jurídiCOS se ha pretendido que sea un 

silogismo, compuesto de una premisa mayor, una premisa menor y una conclUSión. Así, 

Rafael de Asís Roig, sostiene que "Tradicionalmente se ha considerado a los jueces 

como meros apllcadores del Derecho, considerando que la técnica Judicial se apoyaba 

en el denominado silogismo bárbara, en el que la premisa mayor es una norma Jurídica 

abStracta y general, la menor los hechos concretos fijados por el Juez o el Intérprete y la 

conclusión el resultado de subsumir los hechos en el supuesto de hecho de la norma y 

aplicar las consecuencias de éste,,43 

La aplicación de la norma puede ser pública o pnvada La primera vincula a las 

partes, puesto que las obliga a sufnr las consecuencias de la aplicación La segunda es 

de simple conocimiento, puesto que no obliga a nadie 

El proceso de aplicación del derecho nos conduce a Cinco problemas 

íundameniales de 18 teoría JuridlcCl a) deterrYllnaclón ele la vlgenciCl de la ley, esto es, el 

.\\1" I{(JI', I,::,I:'¡~'[ (ti,'), /¡ ,'\ (\ \ 11""11"\ 1", ,/,,< III,)!' /"'::' ".1 ,i, Id,' ,'/ "".:, JI""'!.', 11.1".1'101" (le {;I':' UIICl l't l ,'-,-
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3stablecer el derecho positivo vigente en una determinada colectividad, en cierto 

11omento histórico; b) Interpretación, que consiste en desentrañar el sentido de una 

expresión jurídica; c) integración, que equivale a identificar las lagunas o 

contmcicciones que existan en la ley paré: colmarlas, d) retroactividad, en el sentido de 

no afectar las situaCiones jurídicas que se hayan generado válidamente en el pasado 

bajo el amparo o vigenCia de una ley anterior, y e) conflicto de leyes en el espacio, que 

establece, en el supuesto de una situación Jurídica que se encuentre regulada por dos 

órdenes jurídicos, cuál de ellos se debe aplicar 

Una cuestión interesante es la que se relaciona con la interpretación Sí como 

acotamos líneas arriba la interpretación consiste en desentrañar el sentido de una 

expresión; la expresión, a su vez, se integra por un conjunto de signos, por lo que tiene 

significación. Edmund Husserl distingue en el signo. a) la expresión en su aspedo 

íisico, o sea, el signo sensible, los sonidos del lenguaje hablado, los signos escntos, 

etcétera; b) la significación que es lo que la expresión significa, esto es, el sentido de la 

misma. En ocasiones se le confunde con el objeto a que la expresión se refiere, sin 

embargo no es eso, consiste en el elemento intermedio entre la expresión y objeto, y c) 

el objeto que es el ente materia sujeto a interpretación SituaCión que coincide con 10 

que Noam Chomsky llama la estructura superficial y profunda de las palabras. 

Existen diversos tipos de interpretación, entre ellos: a) filológica-histórica, en la 

que al Inlerpretar la ley se busca la intenCión del legislador y b) lógico-sistemática, que 

intenta encontrar el sentido lógico u objetiVO de la ley. SegLIn los autores de la 

interpretación esta puede ser: 1. Auténtica o legislativa SI la realiza el legislador. 

2. JudiCial o Jurisprudenci81 que es la que practica el órgano facultado por la norma para 

interpretar la ley, en los casos concre1.os al ejercer la funCión jUrisdiccional, y 

3 Doctrinal o privada que generan los estudiosos del derecho o el p(¡bllco en general 

La Interpretación auténtica es obligatOria, la JUrlsprudenclal obliga en determinados 

casos él los "lrl;::¡unales sujetos al podel JudiCial, y la doctrinal no obliga a nadie 

Algunas corrientes jUl"idlcas contemporáneas han puesto el acento en la 

nec2sids.d de otras fOrnlC:1S de Interp!eiar la norma, la! 85 121 caso de Gustavo 

Zaq~~blezkl, qUien propone dlstll":gulr entre IIOrrl18 y pl'1I1Clpios P3m él "dlstlllgulr los 



\firma que' "las formulas 'de principios' [ ... ] deben ser entendidas en su ethos. en pocas 

>a[abras, a las reglas 'se obedece' [.] a los principios, en cambio, 'se presta 

~dhesión",44. Otro autor, Ronald Dworkin, da una serie de ;-eg!as para Interpretar, los 

;uales consisten en: identificar e[ problema, ir al origen del problema, plantear una 

lipótesis tentativa de solución, comprobar la hipótesis en el marco normatIvo y concluir 

lplicando [a solución encontrada al caso concreto Rafae[ de Asis ROlg proporciona [o 

lue denomina un "mode[o de decisión integra[" para la ap[lcación del derecho. Primero 

,e debe establecer e[ juicIo fáctico, con [a miSión de fijar [os hechos En este momento 

odqUlere importancia [a fiabilidad de [os medios de prueba, la verosimilitud de los 

lechos y descubrir e[ significado de las pruebas. En segundo lugar se establece e[ Juicio 

10rmatlvo, que parte de [os hechos y que permite crear un enunciado normativo que se 

tendrá que justificar en la argumentación sobre las normas Por último, se toma la 

::iecisión que es el resultado de aplicar la técnica de subsunción45
. Nosotros 

consideramos plausible cualquier método de interpretación y aplicación normativa, lo 

único que se requiere es que permii.a arribar a ia solución más racional en el caso 

concreto. Todo esto es trascendente puesto que la jurisdicción como medio de control 

se relaciona íntimamente con la aplicación del derecho, como lo esIablecilllos en el 

punto 2.3 del presente capitulo. 
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11. CAPiTULO SEGUNDO 

En el capítulo anterior delimitamos, siguiendo la tesis revisionista, la diferencia 

entre proceso y procedimiento; las ideas enunciadas nos servirán de guía en el 

presente capitulo. 

Existen en la doctrina administrativa dos criterios para dIferenciar los actos que 

emiten las diversas funciones en las que se divide el poder público· el criterio formal y el 

material. El entena formal. subjetivo u orgánico atribuye al acto j"ridico la naturaleza del 

órgano del cual emana, sin considerar sus notas caraderísticas, así, al órgano 

parlamentario le corresponde elaborar leyes, o sea, generar actos legislativos, al 

ejecutivo se le atribuye la potestad de ejecutar las leyes. aplicándolas en la esfera 

administrativa, y a los de jurisdicción se les asigna el dirimir las controversias que 

surjan, especificando el derecho en el caso concreto. Por su parte el criterio material, 

también llamado intrínseco o esencial, consiste en un análisis profundo del acto jurídico 

para desentrañar las notas esenciales que lo conforman asignándole una clasificación 

entre los actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales 

En la c:ctu21idad se considera que los órganos ejecutivos, legislativos o 

jurisdiccions.les realizan actos materialmente administrativos, legislativos o de 

jurisdicción. Lo anterior rompe con el rígido molde conceptual en el cual se encasillaba 

a las actividades del poder públiCO a partir de la enunCiaCión de la teoría de la diVisión 

de poderes. 

En esta parte de nuesiro trabajo nos ocuparemos de estudiar la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo. Antes de entrar en materia es prudente realizar un breve 

ejerr.":lcio paía distinguir entre el acto admlnistréJivo y el acto jUrisdiCCional, sin perjuicio 

de !as t8SlS enunciadas para el proceso y procedimiento analizadas en el capítulo 

primero'1G ESLa diferenciaCión es importante en atención a que, sí pretendemos 

esiablecer que los actos derivados de los procedimientos en estudio son materialmente 

jUflsdlcclonales, previamente tendremos que esmblec81 CU8! es el caráC"ter conceptual 

del acto Junsdicclonc:1 y las noi,8S r;ue 10 dl"Íerencl;;;n del .:lcto ~drninlstr8tlvo Pam el 



desarroiio de nuestro tema nos apoyaremos en la doctrina del Derecho procesal, y en 

panicular en las tesis del jurista Cipria no Gómez Lara." 

Según él, para que exis!a función jurisdiccional, en primer lugm, el particular debe 

provocar o excitar al órgano del poder público encargado de esta potestad, a través del 

ejercicio de ~a acción, iniciando la instancia con su petición, denur.cI8, querella, queja o 

interponiendo reasertamiento administrativo En cambio la función administrativa es 

cotidiana, lo que se entiende en atención a su carácter técnico, por lo que no requiere 

de provocación o excitación, En segundo lugar, la jurisdicción implica una estructura 

triangular, que se conforma entre el estado y los contendientes; el primero se coloca en 

una situación de supra a subordinación con relación a las partes, para poder decir el 

derecho en el caso concreto en ejercicio del Imperio que le otorga el orden juridlco; las 

segundas se colocan entre si en un plano de coordinación o igualdad y frente al estado 

se encuentran a un nivel de subordinación, Por su parte en la funCión administrativa la 

relación es de carácter lineal en 'forma vertical, en el extremo inferior de la línea se 

encuentra e¡ gobernado y en el superior la administración; esta estructura lineal explica 

la unilateralidad que la doctrina aSigna como característica esencial al acto 

administrativo, Por úi~imo, para diferenciar entre la función administrativa y la 

jurisdiccional se acude al contenido esencial de las mismas, ASÍ, mie:ltras la función 

jurisdiccional recae necesariamente en la solUCión de una controversia, la función 

administrativa no necesariamente dirime controversias, toda vez que no puede perderse 

de vista su carácter técnico, 

Cabe aclarar que Rstas Ideas no explican porque, en determinados supuestos, la 

adminisüación debe ser excitada para ejercitar sus atribuciones Tampoco esclarecen el 

hecho de que eXisten actos administrativos no lineales, puesto que, en ocasiones la 

administración pública, en ejerCicio de su actividad, debe actuar de manera 

supraordinada a las parles en una controverSia, estableciéndose una verdadera 

relación tna¡lgular Tampoco, explica porqué en ciertas CircunstanCias la administración 

pública actúa corno Juez, al resolver corllroverSlélS entre partes conte'ldlentes Por lo 

que esté1S Ic~eas pued8n llev3r <::: una confUSión conceptuól En eíedo, sí 18 

adlllillls~rac:ór: pública uebe ser eXCitada en CleltOS C3SQS pala ejercer clerias 



atribuciones, y si existen actos administrativos que no son lineales, sino triangulares, es 

evidente que la diferencia entre el acto administrativo y el jurisdiccional radica en que el 

pr~mero no resuelve controversias y el segundo sr. ~o obstante, si una función resuelve 

controversias y !a otra eventualmente podría solucionarlas la diferencia ya no es tan 

evidente Esto nos lleva a cuestionar ¿cuál es el contenido específico asignado a las 

palabras "resolución de controversia" y "eventualmente resuelve controversias"? La 

respuesta puede conducir a un falso problema puesto que en la actividad eventual de 

solución de controversias que se asigna a la actividad administrativa, bien puede 

encontrarse una función materialmente jurisdiccional. Así, la controversia consiste en 

una discusión amplía y continúa enire partes, en la que cada una defiende poséuras 

diferentes. Para el jurista IgnaCIO Burgoa Orihuela "Basta que en un procedimiento 

cuslquiera se dé oportunidad a la persona a la que se pretende privar de algún bien 

jurídico para que se oponga al acto de autoridad respectivo o las pretensiones del 

particular que trate de obtenerlo en su favor, para que se establezca la posibilidad de 

que surja una verdadera y positiva controversia de derecho" 48 Es pertinente señalar 

que COincidimos con el Criterio de! maestro Burgo8, puesto que nos permite clarificar el 

sentido profundo involucrado en los procedimientos administratiVos, en los cuales al 

existir la oposición de partes Interesadas surge la controversia. En los términos de la 

teoría reVisionista, estos actos constituyen verdaderos procesos, y si es en el proceso 

en el que se aplica la función JUrisdiccional entonces los actos así generados, en el 

amblto de la administración, dejan de ser meros actos administrativos péU3 devenir en 

actos que se traducen en la aplicación del derecho al caso concreto, esto es, en una 

actiVidad materialmente jurisdiCCional en el marco de la administraCión pública Así, 

para Raíae! I Martínez MorClles eXiste acto jUíisdicclonal, cuando para resolver una 

controversia, se coloque un caso ante un mandato de ley y se haga a favor de una 

persona, un pronunciamiento con fuerza d~ verdad legal 49 Como se advierte, cuando 

se emite un acto administrativo materialmente jUrisdiCCional, la administraCión pública 

se encuentra írenie a un mandato legal y realiza un pronunCiamiento que adquicre 

fuerza de verdad legal 

"{' \1.11:1I1l/"\1'·I.¡j(\.IZ.<L¡·:II .. ''.','\ .. t 



Se puede objetar esta aseveración, el hecho de que los actos administrativos son 

en esencia impugnables, y que no es hasta que se agotan los cauces legales cuando 

adquieren firmeza. Sin embargo, ¿qué sLlcede con ia gran variedad de actos 

administrativos que no se impugnan? Y en última instancia, atendiendo al principio de 

separación de funciones, la actividad jurisdiccional realizada por los tribunales 

administrativos u ordinarios se traduce en la emisión de otro acto administrativo con 

firmeza legal, por parte de [a administración pública activa. Por [o anterior, 

consideramos que la "firmeza lega!" no es elemento que condicione la delimitación del 

acto [[amado jurisdiccional. E[ maestro Héctor Fix-Zamudio afirma que: "Pero ocurre que 

las autoridades administrativas y no sólo los tribunales administraÍlvos o judiciales, 

pronuncian verdaderas resoluciones procesales, aun cuando formalmente también 

posean el carácter de actos adminlstrativos"so. En este tenor, es válida nuestra 

afirmación a favor de la existencia de actos administrativos materialmente 

Jurisdicciona[es 

La ley Federa[ de Procedimiento Administrativo se pub[ICó en e[ DiariO Oficla[ de [a 

Federación del 4 de agosto de 1994. Ha sufrido tres reformas, una el 24 de dIciembre 

de 1996, otra e[ 19 de abrl[ del 2000 y la ultima del 30 de mayo de 2000 Desd2 el punto 

de vIsta forma! consta de siete títulos, porque con la reforma del 1 9 de abnl de 2000 se 

le adicIonó un éítulo tercero "A", y de veintitrés capítulos, que se dividen a su vez en 113 

artículos y 9 transitoílos, 4 anteriores y 5 de la reforma relacionada 

El título primero se llama "Del ámbitO de aplicación y pnncipios generales"; y 

consta de un capitulo único, muy a tono con la tendencia actual de establecer un 

esquema de conceptos generales en la legIslación El título segundo se denomina "Del 

régimen jurídico de los actos administrativos", y se dIvide a su vez en vanos capítulos: 

el niimero se refiere a "Del acio admltllstratlvo", el segundo a "De la nulidad y 

8nl l l:Jbilidad del acto admlnlstr2tivo": ellercero "Dela eficaCIa del acto adnlin:strailvo", el 
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lercem "A" "De la mejora regulatoria", se divide en cuatro capítulos, y el cuarto "De 18 

extinción del scto administrativo", en este título podemos encontrar la teoría del aclo 

administrativo El título tercero se rel2ciona con "Del procedimiento administrativo" y sus 

diversos capítulos llevan por nombre, el primero "Disposiciones genera!es", e! segundo 

"De los interesados", el tercero "Impedimentos, excusas y recusaCiones, el cuarto "De 

los términos y plazos", el quinto "Del acceso a la documentación e información", el sexto 

"De las notificaciones", el séptimo de la impugnación de las notificaciones", el octavo 

"De la iniciación", el noveno "De la tramitación", el décimo "De la terminación", y el 

decimopnmero "De las visitas de verificación". El titulo cuarto "De las infracciones y 

sanciones administrativas" consta de un solo capitulo El titulo quinto "Medidas de 

seguridad", también consta de un solo capitulo; el titulo sexto se refiere a "Del recurso 

de revisión", el capítulo primero es de "Disposiciones generales". 

En el entorno materia! se aplica en ámbito federal en forma supletoria a las 

diversas leyes que regula, es una norma para la Administración Pública Federal 

Centralizada de vigenCia indeterminada, su contenido es de Derecho público y de \lpo 

procedimental, también es una norma genérica. 

Algún seclor en la doctrina ha controvertido la constitucionalidad de esta ley. Asi, 

se ha conSiderado que el Congreso de la Unión adolece de facultad expresa en el texto 

de la carta magna para legislar sobre procedimiento administrativo general y federal 51 

Con el pmpóslto de contribUir constructlvamellle, por nuestra parte consideramos 

que la fracción XXX del articulo 73 de la ConstitUCión Politlca de los Estados Unidos 

Mexicanos, sí otorga facultades al Congreso para legislar en esta matena. En efecto la 

fracción XXX del artículo 73 de nuestra norma básica da atribuciones al Congreso Para 

expedir todas las leyes que sean necesarias, a objeto de hacer efectivas las facultades 

antena res, y todas las otras concedidas por esta Constitución a los Poderes de la 

Unión Constlluye lo que la doctrina ha denominado facultades ImplícIlas del Congreso 

de la Unión 



P.,hora Dlen, entre las facultades explícitas concedidas al Congreso de la Unión en 

el artículo 73 de la Constitución federal, para legislar en materia administrativa se 

encuentran. la de imponer las contribuciones para cubnr el presupuesto (fracción Vl1); 

establecer las bases sobre las cuales el ejecutivo puede celebrar empréstitos con el 

crédito de la nación (fracción VIII); legislar en toda la República en maleria de 

hidrocarburos, minería, industria cinematográfica, comercio, juegos con apuestas y 

sorteos, Intermediaclón y servicios financieros, energia eléctrica y nuclear (fracción X); 

para crear y suprimir empleos públicos de la Federación, aumentar o disminuir sus 

dotaciones (fracción XIII); cuestiones relacionadas con el derecho maritimo de paz y 

guerra, para levantar y sostener las instituciones armadas de la Unión y la Guardia 

Nacional (fracciones XII, XIII, XIV Y XV); para d'clar leyes sobre nacionalidad, condición 

jurídica de los extranjeros, ciudadanía, naturalización, colonización, emigración e 

inmigración y salubridad general (fracción XVI); para dictar leyes sobre via generales de 

comunicación, sobre postas y correos y utilización de aguas federales (fraCCión XVll); 

para legisla: en lo relacionado con la moneda y con el sistema de genera! de pesos y 

medidas (fracción XVIII); para establecer contribuciones en materia de comercio 

exterior, aprovechamiento y explotaCión de recursos naturales, Instituciones de crédito y 

sociedades de seguros, soore servicios públiCOS concesionados o explotados por la 

Federación y especiales (flacclón XXIX-A); para expedir leyes sobre planeación 

nacional del desarrollo económico y social (fracción XXIX-D), para expedir leyes para la 

progr8rnaclón, promoción, concertación y ejecución de las acciones de orden 

económico (fraCCión XXIX-E), para regular la inversión extranjera y la transferencia de 

tecnología (fraCCión XXIX-F) y para establecer tribunales de lo contencloso

administrativo (fracción XXIX-H) 

Como lo previene 124 de la Carta Magna Las facultades que no están 

expresamente concedIdas a los funcíonanos federales se entIenden re~e¡vadas él los 

Estados Sí la postura dOclíinal que alege: la ¡"1constltUclona!ldad de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo fuese veraz, nos encontraríamos con que la expedición de 

una ley rederal de proceclllllicnto adlllilllstra\ivo es competenc18 de las enild8.des 

fede!ativ2s, lo que nos IIev2 8. un 8bsurdo Por al!";;: p81·te. l(l!ll:JIÉ'll sería ilógiCO 

cansic1crZ:f ql:e, en viste:: efe que seg(rn [8 rosLIr;;: dOCt¡lil8.1 8néJl:z:ldz; no eXI~le facultad 



expresa para que la federación pueda regular el procedimiento administrativo federal, el 

funCionamiento adjetivo de la administración pública federal es imposible, puesto que no 

existe órgano competente para legislar sobre e[ particular. 

Por aIra parte, e[ articulo 89, fracción [, de [a Constitución federal [e atribuye a[ 

presidente ce ~a República la obligación de: Promulgar y ejecutar las leyes que expida 

el Congreso de la Unión, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta 

observancia. En [a frase final de este precepto, [a doctrina constitucional ha considerado 

la Iiamada facultad reglamentaria, o sea, la potestad otorgada al titular del poder 

ejecutivo para emitir normas generales, abstractas e impersonales que pormenoricen 

[as leyes generadas por e[ Congreso de [a Unión. 

Asi las cosas, una simple operación lógica es suficiente para establecer [a 

constitucionalidad de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; si el Congreso 

puede expedir leyes para hacer efectivas [as facultades otorgadas por la Constitución a 

los otros Poderes de [a Unión, Ejecutivo y Judicia[, es evidente que el órgano de 

legislación al emitir normas de contenido material administrativo reglamentarias a su 

vez de normas constitucionales, en uso de sus facultades tanto explícitas como 

implíCitas, lo hace en ejercicio de sus atribuciones legales. Pensar de otra manera nos 

llevaría al absurdo de conSiderar que qUienes ejercen la soberanía, puesto que 

representan al pueblo, no cuentan con los elementos mínimos para legislar sobre la 

actiVidad de uno de los poderes o funciones del Estado: en esie sentido, dicha actividad 

carecería de reglamentación, lo que podría acarrear peligrosas consecuencias para el 

propiO Estado en lo genelal y para [os gobernados en [o particular Llevando hasta sus 

últimas consecuencias nuestra argumentación se debe dejar claro que sí para el 

ejercicio de sus atribuciones legales, el ejecutivo requiere de una norma de 

procedimiento administrativo, en los términos de la fracción XXX del artículo 73 de la 

Constitución Politica de [os Estados Unidos Mexicanos, el Congreso de [a Unión debe 

legislar sobre 18 matena, 

No puede soslayarse el hecho de que una norma adjetiva fcdel'al no conlleva en sí 

mISr:l:::: ¿llIlcremellLo de atribUCiones p8r8. 12. administraCión, sino por el cOl1tr2.no, imrrrle 

su 2C[Ll<Jclón discreCional o arbltr3r12 En 8sie SClllldo, llné: ley de procedimiento 



doctrina es unánime en considerar que una ley ordinaria puede ampliar las garantías 

individuales contenidas en la Constitución. Y no debemos olvidar que el párrafo 

segundo del artículo 14 de !a Constitución general consigna la garantía de debido 

proceso legal. Esto hace evidente la constitucionalidad de la Ley federal de 

Procedimiento Administrativo. 

Otros argumentos en defensa de la constitucionalidad de la Ley multicitada, 

resultarían al desentrañar el sentido de la [racción XXIX-H del articulo 73 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El precepto en cuestión tiene 

como ratio iiJris la de establecer tribunales de lo contencioso administrativo que diriman 

las controversias entre la administración y los gobernados; en este sentido, aplicando el 

principio co~tenido en dicho precepto se puede establecer que, si el Congreso de la 

Unión posee atribuciones para crear normas que regulen üibunales de esta naturaleza, 

con mayor razón puede emitir normas que regulen los procedimientos a los que debe 

sujetarse la. administración federa! en sus relaciones con los particulares. También, 

cuando se aplican los principios generales de derecho se hace evidente la 

constitucionalidad de la ley en estudio; si atendemos al principio el que puede lo más 

puede fa menos es diáfano que sí el Congreso puede establecer tribunales 

intrínsecamente administrativos, también puede emitir leyes que posean dicha 

naí.uraleza, aún traiándose de las de procedimiento. 

En el presente trabaJo, dado sus características, no podremos ocuparnos del 

contenido total de la ley; nos enfocaremos fundamentalmente de los titulas tercero y 

sexto, puesto que es en ellos en los que se plasman los contenidos trascendentes para 

12 materia del control administrativo maten al mente jurisdiccional, sin embargo. haremos 

una breve referencia al contenido de algunos artículos cuya trascendencia lo requiera. 

El articulo 1" prescribe que la Ley se aplicará a los actos, procedimientos y 

resoluciones de la administración pública federal centralizada, cabe serlalar que antes 

de la refOrí:l8 de 19 de abril de 2000, el precepto en estudio excluía de su ámbito de 

aplicación a ia denominada administración paraestatal, Sin embargo, aceriadarnente, 

con la íeforma se extiende la aplicación de la Ley 8. les organismos desc8ntr3!izados de 

la Sdmlnls"t:aclón par-aestalal cuando emiten acios de aulondsci, 2< los que prestan 

serV,CiOS y.'Jb:lcos 2n forn~2 exr:[USIV2 e CU81~do celebl8Tl contrCllOS con los 0<1rtlcli18\8s 



También, en este artículo se establecen [as materias regu[ad~s por [a Ley, criterio que 

es de carácter exclusivo, al señalar a cuales negocios no se aplica la misma, puesto 

que cuentan en nuestro régimen jurídico con sus propios procedimientos. Así, la leyes 

inaplicable en materia fiscal, financiera, responsabilidades de [os servidores públicos, 

electoral, justicia agraria y laboral; tampoco se aplica a[ Ministerio Público Federa[ 

cuando ejercita sus atribuciones constitucionales; aunque no está expresamente 

señalado, también se excluye a [os llamados órganos de relevancia constitucional. 

Además, señala un ámbito reducido de aplicación en cuestiones de competencia 

económica y prácticas desleales de comercio. En e[ párrafo final, con deficiente técnica 

legislativa, aclara que [a exclusión de [a materia flsca[ no es absoluta, sino que sólo se 

refiere a las contribuciones y sus accesorios. 

Un sector de la doctrina realiza una critica infundada ai contenido de eS-te artículo 

desde nuestra perspectiva, cuando afirma que es vaga su redacción a[ no establecer [a 

autoridad a 1<; que cor~esponde la aplicación de la Ley.52 La critica es improcedente 

puesto que en e[ articulo 2 0 se establece con meridiana claridad que [a ley es 

supletoria, en materia de procedimiento, a [as diversas leyes que se aplican en [a 

Administración Pública Federal centralizada; así las cosas, es eVidente que a las leyes 

a cuales suple les corresponde establecer a que órgano de la autOridad administrativa 

compete la aplicación de las normas en ellas contenidas Criterio que se refuerza con el 

contenido de! artículo 12 de la propia ley, en el cual se h8ce mención que las 

disposiciones relaCionadas con el procedimiento adminlstratlvo son aplicables a la 

actuación de los particulares ante la administración pública y a los actos a través de los 

cuales se desenvuelve ia funCión admlnistraüva, es decir, actos administratiVos en 

sentido estricLo, procedimientos y resoluciones. Las diversas leyes de tipo 

adminlstr2tivo que aplica la administraCión pública federal, en congruencia con la 

garantía de audiencia regu!;;:da en el artículo 14 de la ConstitUCión Federal, establecen 

una serie de procedimientos a los que pueden acudir los particulares que se consideren 

agraviados por los actos de la 8.dmlnistración y !::¡s autoridades competentes para su 

aplicación, además, en 18 Ley Oígsnlca de 13 Adrnlnlstr2clón PLlbllca ¡=ederc:1 están 

plenamente delimitados los diversos órg.?nos que Integrar"'! 18 íunción acllllinlstraLlvz: y 

::-; 



3US competencias. Por lo mismo no existe vicio jurídico de ninguna naturaleza cuando 

a ley en análisis señala que es supletoria de las diversas leyes administrativas a las 

~ue regula; tailto el carácter supletorio, como la regulaCión se relacionan directamente 

:on los procedimientos, con 10 cual se acredita, nuevamente, [o iilfundado de la critica 

También en este artículo 2°, se asienta que para el supuesto de la deficiencia de 

a Ley Federal de Procedimiento Administrativo se aplicará, a su vez, supletoriamente el 

Código Federal de Procedimientos CIViles, en lo conducente. Es pertinente decir que 

80n la reforma de abril de 2000, se suprimió la frase "reguladas por la misma" en 

relación con las leyes administrativas, que tantas cnticas generó en un sector de la 

doctrina. 

El articulo 3 0 establece los elementos y reqUisitos del acto administrativo en sus 

dieciséis fracciones, con excepción de las VI y XI que están derogadas. Estos 

elementos y requisitos son, desde nuestro punto de Vista, los siguientes: A) elementos: 

la competencia del órgano de autoridad, servidor públiCO u órgano facultado para su 

emisión, cumplir con las formalidades de ley; tener objeto determinado o determinable, 

constar por escrito y tener la firma autógrafa del servidor público que lo emite; estar 

fundado y motivado; ser expedido sin error, dolo o ViolenCia y mencionar el órgano del 

cual emane. B) requiSitos: finalidad de interés público; sujetarse al procedimiento 

administrativo previsto en la ley; ser expedido sin error en la Iden'uficación de! 

expediente, documentos o nombres de las personas; señalar fecha y lugar de emisión, 

hacer mención de los recursos que procedan cuando se trate de actos recurribles y 

expedirlo decidiendo expresamente todas las cuestiones dedUCidas por las partes o 

estableCidas en la ley Los cuales COinCiden, salvando 13S diferencias, con los que la 

doctrina considera como necesarios para \a emisión del 8ctO adminlslratlvo Así la 

doctrina del Derecho AdministratiVo conSidera como elementos del acto administratiVo 

al Sll;etJ, a la voluntad, al objeto y a la forma; y como modalidades o reqUisitos al motivo 

y ia fln21ldad Además afirma que el mérito y la oportunidad no son ni elementos ni 

requiSitos del acto administrativo. A pesar de lo anterior, se ha criticado estE:' precepto 

por supuestos excesos 21 ser repetitivo del contenido de los artículos 14 y 16 

conslduclorlales y por no contener une: def!JlICIOIl del a.cto admilllstlZ:lIVO 



Nosotros pensamos que si bien [a critica puede ser vá[lda, también es cierto que 

[a certeza juridica exige que [os gobernados estén conscientes de sus derechos y 

obligaciones frente a la administración; por lo anterior, la simple reiteración en las leyes 

de los contenidos de [a carta magna, no vulnera en forma alguna al Estado de derecho, 

muy por el contrario Jo reivindica ante la acción de individuos que aplican la norma 

jurídica en su literalidad, por lo cual no pensamos que sea excesiva la enumeración. 

Más criticable nos parece e[ error de no diferenciar entre elementos y requisitos del acto 

administrativo y [a falta de un concepto del mismo, [o que trae como consecuencia 

incertidumbre juridica, con [o que se puede inducir a los gobernados a[ error en el 

ejercicio de sus derechos subjetivos y procesales ante [os órganos de [a administración, 

En e[ a(¡jculo 4 0 se ob[lga a [a autoridad administrativa a que, en determinados 

casos, publique en el Diario Oficial de [a Federación [os actos administrativos de 

carácter general y los de carácter individual. Este elemento publicista introducido en la 

Ley Federa[ de Procedimiento Administrativo se ha considerado más digno de [a Ley del 

Diario Oficial de la Federación, Nosotros consideramos que en [a medida en [a que se 

dé mayor difusión a [as normas juridicas, éstas serán más pronto obedecidas por la 

colectividad. Por lo que no estimamos fundada esta crHica 

En [os articu[os 5°, SO Y r se regula [a nJ[idad y [a anu[abi[idad en [a emisión de 

actos administrativos. Es pertinente señalar que en estos preceptos es donde se 

encuentra el sentido profundo del control materialmente jurisdiccional que está implícito 

en el procedimiento administrativo; 10 anterior atento a que sí, en ejercicio de sus 

atribuciones de autocon~rol, la autoridad administrativa puede volver sobre sus actos, de 

oficio o a petición de parte, para revisar su legalidad, se hace eVidente el carácter de 

control que poseen estos procedirnientos, puesto que la falta de adecuaCión del acto 

con [a norma Juridlca es sancionada, dependiendo de [a gravedad de la Infracción a [a 

ley, con 12 nulidad o la anulabilidad. 

En la doctrina la nulidad puede ser 2bsoluta o relativa Es absoluta cuando el acto 

jurídico carece de los requisitos de existenCia, en este caso, se afirma que el acto no es 

convalldable La nulidad es rel¡¡tlva cU8ndo el ndo JUI ídico se 8ncuerlÍrú V:C12do en sus 

requIsitos de validez, en eS'le su pues lo el aClO puede ser cOlOv;:¡lldCldo 118118ndo los 

,8(:U¡SltOS cX!QIc1os :10¡ Iz-: k-:y En el SI.I~)UCS¡c) de 18 Illlllclé1cJ e: ,utícula G dc> la LRy 



Federal de Procedimiento Administrativo señala que La omisión o irregularidad de 

cualquiera de los efementos o reqwsitos establecidos en las fracciones I a X del artículo 

3 de la presente Ley, producirá la nulidad del acto administrativo. Estos elementos o 

requisitos son: a) ser expedido por órgano competente con las formalidades de ley o 

decreto para emitirlo, b) tener objeto determinado o determinable y preciso en cuanto a 

las circunstancias de tiempo y lugar, previsto en la ley; e) cumplir con la finalidad de 

interés público; d) constar por escrito y con flrma autógrafa de la autoridad que lo 

expida; e) estar fundado y motivado; f) sujetarse al procedimiento administrativo 

previsto en la ley; g) que se expida sin que medie error sobre el objeto, causa o motivo, 

o sobre el fin del acto; h) expedirse sin que medie dolo o violencia en su emisión, e i) 

mencionar el órgano del cual emana. En este supuesto, quizá como reflejo de la 

consideración doctrinal de que no existen nulidades de pieno derecho, se afirma que el 

acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será inválido no se considerará 

legítimo ni ejecutable, y, en el colmo del absurdo, se afirma que será subsanable, sin 

perjuicio de que pueda expedirse un nuevo acto. Con lo anterior se desdibuja iodo el 

esquema de las nulidades. 

Por su parte, como lo previene el articulo yo de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, La omisión o irregulandad en fos elementos y reqUisitos serlafados en 

las fracciones XIII a XVIII del artículo 3' de esta Ley, producirá la anulabílidad del acto 

administrativo. Estos requisitos y elementos son- a) que se expida el acto administrativo 

sin 8rror en la identificación del expediente, documentos o nombre completo de las 

peróonas; b) señalar lugar y fecha de su emisióc. c) hacer mención de la ofiCina donde 

se encuentra y puede ser consultado el expediente, d) hacer mer¡ción de los recursos 

que procedan en los actos recurribles y e) decidir todos los puntos propuestos por las 

partes o regulados en [a ley El acto anulable se considera válido. goza de la presunción 

de legitimidad y ejecutivldad, y es subsanable, sin perjUicio de que la autoridad puede 

emlUr otro acto nuevo Lo anterior confirma nuestra crítica, pL!esto que, SI el acto 

adrnlnlstr2tivo nulo y el anulable son subsanables, y sí además siernpr8 es posible que 

la aUtoridad emita un nuevo acio ¿cu<':l es propósito de llléint8ner esto:; diferetlCiaclón 

entre nU:ldCid y anulabilld3d? 



Otro aspecto que debe criticarse de la nulidad y anulabilidad regulada en estos 

preceptos, es el que se relaciona con el hecho de que se sanciona Igual la omisión y la 

irreQuiaridad en los elementos de! acto administrativo, tanto en el supuesto de la nulidad 

como en ei de la anulabilldad. Todo esto hace que 8sta herramienta jurídica sea un 

imperfecto medio de control, puesto que permite la emisión de actos administrativos en 

lo que se omitan requisitos esenciales y sanciona levemente dicha situación. Además, 

coloca al administrado en un estado de dependencia de la buena fe administrativa, 

puesto que en el supuesto de que obtenga la nulidad del acto administrativo omiso o 

irregular ¿qué Impide a la autoridad emitir un nuevo acto con los mismos vicios? 

El articulo SO es importante puesto que establece el principio de prevalencia del 

acto admin¡strativo, consistente en la presunción irus tantum de validez otorgada a ese 

acto para que surta plenamente sus efectos, hasta que una autoridad administrativa o 

jurisdicclonel no determine su invalidez. 

Los preceptos 9° y 10° condicionan la exigencia de validez y eficacia plena del 

acto administrativo a su nOLlficaclón legalmente efectuada. 

En el articulo 11 0 por su parte, se regulan las diversas formas de extinción del acto 

admlnistralivo, como son que haya cumplido la finalidad propuesta con su emisión; que 

expire el plazo a que está sujeto; por la falta de realización del término o condición 

suspensiva dentro del plazo señalado en el mismo, por el cumplimiento de la condición 

resolutoria, por renuncia del Interesado cuando el acto sea en su beneficIo y no se 

afecte el interés público y por revocaCión, formas de conclusión del acto administrativo 

que han sido reiteradas por la doctílna. 

2.- ?rocedimi2,Tlo 

PrevIo 81 estudiO de las normas que en la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo se ocupan de le: materia procesal. cabe mencionar que en el capítulo 

anterlor51 establecimos la diferenCia entre 12s voces proceso y procedimiento en 

térr,linos de la tesis revisiorllsts. expu8slCl por francisco Gonz{¡lcz N,lVmro Una de 18s 

consecuencias de la rl1enclonado -teSIs seria qllé lo que 1:1 doctnna cOllslcler8 



proced[miento fuese en realidad un verdadero proceso. Cabe mencionar que un amplio 

sector de la doctrina del Derecho Administrativo no concuerda con esta conclusión. Asi, 

e! maestro ~v'liguel Acosta Romero considera que el proceso es un conjunto de actos 

realizados de conformidad a determinadas normas, que poseen unidad entre s¡ y 

buscan solucionar un conflicto, la restauración de un derecho o resolver una 

controversia preestablecida, mediante una sentencia y por procedimien lo, entiende el 

conjunto de actos realizados según ciertas normas para producir un acto; señala que 

las diferencias entre uno y otro consisten en que en el primero hay unidad y se busca 

solucionar un conflicto, mientras que e! segundo es un conjunto de actos con cierta 

unidad y finalidad, que no busca solucionar un conflicto, sino realizar un determinado 

acttJ.54 

Como [o asentamos en otra parte, esta diferenciación es artificiosa. En efecto, sí 

ambos, proceso y procedimiento, son un conjunto de actos que poseen unidad y deben 

apegarse ai orden normativo, es eVidente que el simple hecho del objeto final en cada 

uno de e[[05, a saber la solución de una controversia y la generación de un acto, no es 

su·ftciente para diferenciarlos, puesto que no penetra en sus notas esenciales. Además, 

toda controverSia, cuando se resuelve dentro de los causes normativos Implica generar 

actos, actos que son distintos de la controversia. ¿Qué sucede cuando los actos del 

procedimiento se encaminan a resolver un conflicto? 

EXisten otras posturas que permiten establecer más raCionalmente las 

características de nuestros conceptos El procesalista espallo] Nlceto Alcalá-Zamora y 

Castillo conSidera que por procedimiento en un sentido riguroso cabe entender la mera 

coordinación de actos procesales en marcha hacía un determínCldo objetivo, que puede 

ser un proceso o el de una fase o fragmento del mismo 55 Carlos Cortés Flgueroa por su 

parte, afirma que tanto proceso como procedimiento están integrados por actos 

Jurídicos procesales, a los que entiende como manifestaciones de voluntad dirigidas a 

prodUCir consecuenCias de derecho en el ámbito procesal 56 Por su parte, el estudioso 

del proceso espaiiol, Pedro Aragoneses Alonso, Siguiendo a CarneluHI, 8firrna que 
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cuando se dice el juicio y el proceso o procedimiento, que salvo el valor convencional 

que S8 le quiere dar en el lenguaje científico a la palabra aluden a la misma idea, no se 

quiere decir otra casa en definitiva que se trata de un desarrollo de algo que se forma 

en el tiempo,57 Claras argumentaciones que, relacionadas con !as ya expuestas en el 

Capítulo Primero, permiten sustentar nuestras ideas sobre proceso y procedimiento. 

El título tercero de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo se refiere al 

procedimiento. El artículo 12 ya fue comentado en relación con el artículo 2 de la propia 

ley; el artículo 13 ubica a esta ley en la vanguardia normativa, al incorporar una serie de 

principios como son los de: economía, celeridad, eficacia, eficiencia, legalidad, 

publicidad y buena fe. A estos principIos la doctrina los considera como conceptos 

jurídicos indeterminados o normas flexibles, ya que consisten en un juicio o estimación 

que debe atenerse a las circunstancias reales a calificar y al sentido jurídico que se les 

asigna, e implican la subsunción en sus categorías de un supuesto dado, con lo que se 

evita la discreclonalidad en la aplicación de la ley ,58 En íntima relación con este 

precepto se encuentra el artículo 16 de la ley, puesto que en sus diez fracciones señala 

una serie de imperativos a cargo de la autoridad administrativa en sus relaciones con 

los particul8res, con la "nalidad de preservar la publicidad, equidad, seguridad juridica, 

el respeto y evitar molestias innecesarias a los gobernados en los procedimientos 

adminisüativos. 

En el artículo 14 se establece la acción oficiosa o a Instancia de parte en el 

procedlnllento administrativo, Como lo previene el ariícul0 18 en el caso de 

procedimientos, éstos conUnúan de oficio sin perjuicio del impulso que puedan darles 

los interesados, sí a éstos corresponde reéllizar 21gLln acto dentro del procedimiento y 

no lo verifican, se produce 'pso Jure la caducidad de la Instancia. Un Importante 

elemento de certeza Jurídica se plasma en el artículo 15 ya que, atendiendo al principio 

de legalidad contenido en el articulo 13, obliga a las autondades a no exigir mayores 

formalidades que las prevIst2s en la ley Además, este precepio establece los requisitos 

de las promociones para IniCiar la instanCia ante la autoridad administrai.lva en el 

proc~dl[lllento, esto es, deben ser por escrito, contener nombre, denominación o razón 
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social da quien o quienes promueven, y, en su caso, del representante lega!; señalar 

domicilio p6.ra oír y recibir notificaciones; mencionar a las personas autorizadas para 

recibirlas; manifestar [a petición que se formula, los hechos o 12s razones que motivan 

[a petición; e[ órgano administrativo al cual se dirige y el lugar y recha de su emisión E[ 

escrito correspondiente debe firmarse o llevar impresa [a huella digital del promovente, 

en este último caso, queda la duda de si debe contener una firma a ruego para 

autentificar ia hue[la, nosotros consideramos que sÍ, A la promoción se deben anexar 

los documentos que acrediten la personalidad y los que señalen las normas 

administrativas que en forma especifica regulen e[ acto respectivo, 

La reforma de abril de 2000 incorporó a este cuerpo normativo el artículo 15-A que 

regula [o relacionado con [os documentos que se adjunten con la promoción Para e[ 

supuesto que [a promoción no cumpla con los requisitos legales señalados en e[ articulo 

15 o en las leyes administrativas aplicables a[ acto, como [o establece el artículo 17-A 

se debe prevenir a[ promovente para que subsane la omisión dentro del plazo que 

señale la autoridad administrativa, que no podrá ser inferior a cinco días hábiles, en 

caso de que no se desahogue la prevención en este plazo se desechará el trámite 

También regula una serie de reglas a propÓSito de la prevención 

Se reformó el articulo 17 para reduCIr el plazo de 4 meses para obtener la 

respuesta de ia autoridad a una petiCión a 3 meses; salvo dispOSICión en contrario, se 

entiende que el silencIo de la autondad configura [a negativa flcta, con lo cual se puede 

iniciar la Impugnación correspondiente ante el Tribunal Fiscal de la Federación, ahora 

llamado Tcibunal Federal de Justicia Fiscal y Admlnlstratlva59
. Para sustentar la 

impugnsción se obliga a la autOridad a certificar la eXistencia de la negativa en un plazo 

de dos días hábiles siguien'les a la solicitud respectiva. En este tenor, el artículo 17-B 

establece que el término para que la autOridad dé respueSta al escrito del gobernado, 

corre a partir del día hábil siguiente al de la presentación de la promoción 

correspondiente 

Los srtículos 19 y 20 contienen, el primero, cuestiones que se relaCionan con los 

promoventes, la forma ele acreditar le: personalidad en el procedlllllento y ICl procuraclon; 
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el segundo regula ellitisconsorcio. Otras cuestiones de carácter procesal se regulan en 

los articulos del 21 al 27, preceptos en los que, para garantizar la imparcialidad en el 

despacho de los negocios administrativos, se señala!1 los impedimentos y ei 

procedimiento de calificación de las excusas, mismas que deberán ser calificadas por el 

superior jerárquico. Una forma de burlar tan noble institución está con ¡en ida en el 

articulo 22, q:Je menciona que el servidor público que se hubiere excusado podrá 

resolver un asunto baJO la supervisión de su superior jerárquico. Esta disposición 

vulnera el principio de Imparcialidad que debe privar en el despacho de los negocIos 

pÚbliCOS, puesto que nada garantiza que el interés particular que posea el servidor 

público qLle se haya excL.:sado, y debido a esta disposición esté conociendo de un 

expediente, no afectará la resolución que se emita en el caso concreto. Por si esio fuera 

poco, en el articulo 23, en una inexacta aplicación de principio de validez del acto 

administrativo se hace menCión que la intervención de un servidor público impedido en 

un procedimiento administrativo, no implica necesariamente la invalidez de los actos 

administrativos correspondientes, aunque si hace sujeto de responsabilidad al servidor 

público Consideramos que nuestro estado de derecho no puede tutelar la arbitrariedad. 

El interes públiCO y el régimen juridico exorb:tante contenido en todo 2CtO de la 

administración, no debe llevarnos a justificar monstruosidades Jurídicas de esta 

naturaleza que rompen con el equilibrio y la equidad en los procedimientos 

administrativos. 

Por otro lado, el artículo 25 regula otra íarma de eVitar que UII servidor público 

impedido conozca de determinado asunto la vía Inhlbitorla Este incidente puede ser 

planteado por el propio servidor pllbllco impedido o por el superior JerárqUICO Consiste 

en un arma de dos filos, puesto que sí bien pueden ser una herramienta procesal de 

gran utilidad para garantizar la ImparCialidad de los órganos de la admrnistración 

pública, nada Impide que el superior jerárquico utilice esta herí8mien"i.a en SL: muy 

par'lIclliar Interés, puesto que, en el supuesto que no desee que un servidor públiCO 

conozca de de~erm¡nado 8sL:nto, puede acudir al expediente de la inhibición 

Inventándole un im,oedllllento 

SI el selvldor pllbllco Im[ledlclo IlO se Inhibe, el 1I1telCS;:1do POcJlÓ sollcltm lél 



pruebas corcespondientes Al dia siguiente de la integración del expediente, el servidor 

público recusado manifestará lo que a su derecho convenga y el superior jer¿rquico 

deberá resolver en un término de tres días. Contra las resoluciones 81l materia de 

impedimentos, excusas o recusaciones no existe recurso alguno. No obstante, es 

evidente que se puede promover el remedio juridico necesario cuando las 

determinaciones emitidas en esta materia sean violatorias del orden normativo. 

En los articulos del 28 al 32 se regulan los términos y plazos en los 

piOcedimientos administrativos; el plazo es un período de tiempo durante el cual se 

puede verificar lícitamente una conducta en un procedimiento, en cambio el término es 

una fecha determinada en la cual se puede cumplir con la orden emitida por la 

autoridad, es el ¡,n del plazo Estos preceptos establecen las diligencias administrativas 

se llevarán a cabo en días y horas hábiles; la forma de computar los plazos regulados 

en dias, meses y años, señala la prórroga cuando el plazo vence en dia inhábil para el 

día hábil siguiente; la suspensión de términos, y hacen mención que las diligencias o 

actuaciones se efectuarán conforme a los horarios que cada dependencia o entidad de 

la administración pública federal previamente establezca y publique en el Diario Oficial; 

además, autorizan a la administración pública federal a ampliar los plazos de oficio o a 

petición de parte, y se establece un plazo de diez días para cuando no esté regulado un 

periodo determinado para la practica de ciertas diligencias en las leyes administrativas, 

como son las notificaciones, citaciones, emplazamientos, requerimientos, visitas e 

informes con la obligación de hacerlo del conocimiento del interesado 

El acceso a la Infonnación y documentación contenida en el expediente, como una 

faceta de la. garantía ele audiencia a favor del adminlsüado, se regula en el articulo 33, 

por su parte, el articulo 34, para hacer efectiva la garantia señalada establece el 

derecho de los gobernados a obtener copias certlflcad8s de las constancias que obren 

en los expedientes respectivos Aquí cabe señalar la Ilegal práctica admlllistíativa de 

realizar un procedimiento paralelo al formal, ante la eXistencia de una organización 

admlnislíativa informal que no COincide siempre con el organigrama y la de llevar dos 

expedientes de un mismo asunlo, \0 que dej8. en estado de Indefenslóll 81 gobernado G0 



Cabe destacar que, si bien la experiencia que narra Agustín Gordillo se refiere a 

Argentina, nuestro país no se encuentra exento de ella, puesto que cualquier litigante 

sabe que cuando se enfrenta en proceso a la administración pública debe solicitar como 

prueba todos y cada uno de los expedientes en los que se consignan las actuaciones 

administrativas, ya que, si deja la decisión de remitir el expediente a la propia 

administración, ésta enviará únicamente aquellas actuaciones que le son favorables lo 

que le puede llevar a perder el juiCIO. Con esto adquiere carta de naturalización la ilegal 

práctica de ¡levar expedientes paralelos. 

Un tema íntimamente relacionado con el anterior es el de la publicidad de los 

actos de autoridad que se generen en el expedíente, lo que nos lleva a la cuestión de 

las notificaciones y su impugnación que se regula en los artículos del 35 al 41 de la ley 

en estudio. 

a} ínicio 

El escrito que sirva para instar ante las autoridades administrativas e iniciar el 

procedimiento administrativo debe contener los reqUisitos que señala el artículo 15 de la 

ley. Como 10 previene el artículo 42, estos escnto deben presentarse ante las oficinas 

autorizadas (oficialía de partes de las dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal), las oficinas de correos, rerrlltirse por mensajero o por telefax. Se 

excluye el escnto inicial de impugnación que siempre debe presentarse en la oficina 

correspondiente Sí el escrito se presenta ante un órgano incompetente, supliendo la 

deílciencia, la autoridad ante la que se presentó debe remitirlo a la que sea competente 

en '...in plazo de CinCO días, esta circunstancia debe hacerse constar en el mismo 

doc..~mento y en la copia sellada del mismo Además, el precepio s8rla\a una serie de 

reglas para la recepción de los documentos enviados por correo 

Para surtir a la segundad y certeza Jurídicas, respetando el derecho de petición 

que reguls el artículo 8" de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 

artículo L13 de la ley ser-lala que por ningún motivo se podlán rechazor los escritos en las 

unidades de í8cepclón de; documentos, eStO con el prOpÓSitO de eVll8f que 12 

disCí8C:0I131IG<.:d e;l le¡ receDción de las pi'OillOCIOI18S. ;JoslLJllll2 a b ;:;utOTld<Jd 



3dministrativa vulnerar los derechos legitimas de los gobernados y se convierta en 

:uente de a:-bltrariedad en perjuicio de los ciudadanos. 

El párrafo segundo de este precepto establece una cause: de caducidad al señalar 

~ue: Cuando en cualquier estado se considere que alguno de los actos no reúne los 

requisitos necesarios, el órgano administrativo lo pondrá en conocimiento de la parte 

interesada, concediéndole un plazo de cinco dias para su cumplimiento. Los 

interesados que no cumplan con lo dispuesto en este articulo. se les podrá declarar la 

caducidad del ejercicio de su derecho, en los términos previstos en esta ley: Lo anterior 

puede causar confusiones, ya que el desechamiento que prevé el articulo 17-A, para el 

supuesto de que no subsane la omisión o Irregularidad que contenga el escrito inicial, 

en el plazo otorgado por la autoridad, es diferente a esta caducidad operante que 

contiene el seg undo párrafo del articulo 43. El desechamlento a que alude el articulo 

17-A deja al particular en la aptitud juridica de volver a intentar las vias 

correspondientes para hacer efectivo su derecho, en cambio, la caducidad a que alude 

el articulo 43 lleva las consecuencias de la caducidad a una sanción mayor, equiparable 

a la prescripción, al ordenar la caducidad del ejercicio del derecho QUizá lo que se 

pretendió fue establecer la caducidad del procedimiento y no la del eJercIcIo del 

derecho, la poca clandad con la que se redactó el precepto lleva a una contradicción 

entre los articulas 17-A y 43 

Además, como la caducidad que regula el artículo 43 se refiere a "alguno de los 

actos", deja cierta ventana a la dlscreclonalldad; lo anterior atento a que, el propósito 

del procedimiento radica sustancialrnente en la creación de un acto Jurídico de 

naturaleza administrativa En este sentido, el contenido del segundo párrafo del artículo 

43 posibIlita a la autoridad administrativa no sólo a ocupmse de los requisitos de 

procedlbllidad a que se reíiere el artículo 15, sino, además, le permite decidIr, SI1l el 

procedimiento prevIo, sobre la conformidad o disconformidad de los actos en lo que 

particular sustente su instancia ante la autondad administrativa, lo que choc2l con la 

leQalld3d al vulnerar la certeza Jurídica y el pr:IlCiplO de validez de los actos jurídicos 

Tambíéll. deja en !llanos de la autOridad admH11stratlva el establecer qué debe ser 

en~ellCllc!o po:- "rsíjuisl10s necesarios del odo", con lo clIal coloc2 ;] la élulo:-ldí'1.d que 

ICSU0 11/8 el proceclillllenio el1 une; rOSICIÓll SLlrro:ílor 81 de C:Cjllé!l?: ~~LJe elllltió el 2ClO CluC 



,e califica. Esta cuestión es distinta a la regulada en el articulo 15 de la ley para los 

requisitos que deben contener las promociones. Esto es así porque, al estar colocada 

esta caducidad operante en el capítulo correspondiente al inicio del procedimiento, hace 

pensar que ~a misma no se relaciona con la caducidad que regulan los artículos i 8 Y 60 

de la propia ley. La hipótesis del artícuío 18 se refiere a la caducidad por falta de 

impulso que los interesados deban dar al procedimiento. El artículo 60 también regula 

una caducidad por inactividad procesal En cambio, el articulo 43 establece una 

caducidad que implica la falta de requisitos del "acto". Por lo cual, para surtir a la 

certeza jurídica se debe clarificar el artículo 43, suprimiendo la palabra "acto" 

adecuándola a una caducidad por inactividad procesal o de plano se debe derogar del 

sistema contenido en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

en el artículo 44 se faculta al órgano administrativo para adoptar las medidas 

provisionales establecidas en las leyes administrativas de la materia a que se refiera el 

acto, atendiendo al carácter supletorio de la Ley Federal del Procedimiento 

Administrativo; además, permite que se apliquen las medidas provisionales reguladas 

en la propia ley para asegura la eficacia de las resoluciones Sin embargo, el aCierto se 

desvanece ante el amplio margen de discrecionalidad para la aplicación de estas 

medidas, puesto que sólo pueden aplicarse "5: existen sufiCientes elementos de juicio 

para ello". Por su parte, el artículo 45 regula [a InstitUCión procesal de la acumulación 

b) Tr@mite 

Con aCierto el artículo 46 establece el orden nguroso que se debe seguir en el 

trámite de los asuntos, aunque bJmblén deja cierta elasticidad requerida en lodo 

procedimiento, al permitir alterar el orden en el despacho de los negocios por causa 

debidamente motivada La vulneración de este precepto sujela al serVidor público a las 

responsabilidades de ley 

Los articulos 47 y 48 se refieren a los inCidentes que surpll durante el der de los 

procedimientos, éstos no suspenden el procedi"11tento, LIlltC3t1lente la recl1sación deberá. 

resolverse anles de diclór rcsoluclon en el prillclpc:1 Los InCidentes se llCl.!11Il8!8n por 

8scrllo nentlo de los CinCO ciíC"lS siguientes 8. 12 1l0l[~ICéiCi(Jtl del él.cto que :os rnotlve, 



ofreciendo las pruebas respectivas que se desahogarán en un término que no exceda 

de diez días, después se emitirá la resolución respectiva. 

Por su parte los artículos 49, 50, 51, 52, 53, 54 Y 55 regulan lo relacionado con las 

pruebas en el procedimiento administrativo los actos para determinar, conocer y 

comprobar los hechos se realizarán de oficio; en los procedimientos administrativos se 

admiten toda clase de pruebas excepto la confesional de la autoridad. Atendiendo al 

principio de oficiosidad el órgano de decisión se puede aliegar de los medios de prueba 

que considere necesarios para solucionar el asunto planteado, con los límites 

establecidos en la ley. Se deben admitir las pruebas que presenten las partes, éstas 

sólo podrán ser desechadas en los siguientes casos: a) sí no son ofrecidas conforme a 

derecho; b) sí no tienen relación con el fondo del asunto; e) sí son improcedentes e 

innecesarias, o d) si son contrarias a la moral o al derecho. la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo no contiene reglas claras en materia de prueba, puesto 

que deja un amplio margen a la discrecionaltdad en esta cuestión, lo que contraría a la 

seguridad y certeza jurídicas. En efecto, toca a la autoridad decidir sí las pruebas son 

ofrecidas "conforme a derecho", sí tienen o no "relación con el fondo del asunto"; sí son 

"procedentes o innecesarias" o sí son contrarias a la "moral o al derecho" No palia la 

irregularidad la mención de que la resolución deberé estar debidamente fundada y 

motivada, puesto que los conceptos previstos como hipóteSIs son de carácter 

indeterminado con diversos contenidos conceptuales 

En el artículo 51 se esiablecen diversos plazos para el desahogo de las pruebas, 

conducta que deberá realizarse dentro de un plazo no menor a tres ni mayor a quince 

días después de su admisión Otro asrecto regulado es el que se relaciona con el plazo 

para las pruebas que requieren ulterior desahogo, para este supuesto se concede un 

plazo no menor de ocho ni mayor de quince días Por último, el precepto regula las 

pruebas supervenientes, las que podrán presentarse mientras no se emita la "resolución 

definitiva", entendiéndose por t8: aquella que pone fin a! procedll1"uento dirimiendo las 

cuec:tiones planteadas por los acclonantes en lo principal 

Las acluaciones neCeS2f18S palé< el desahogo de las pruebas 8.dml(ldas se 

notlílcaran a los interesodos con UIl8 clllilcipacióil de tres clí~s, segllll lo seíla,l8 el 

2ít:Clllo 52 



Una cuestión importante se regula en los artículos 53, 54 Y 55, pues en ellos se 

facuila a ~a autoridad para requerir informes u opiniones a otros órganos 

administrativos; éstos pueden ser obligatOriOs o facultativos, el criterio para determinarlo 

es de tipo exclusivo. Serán obligatorios cuando así lo establezcan las leyes, en caso 

contrario serán facultalivos y no vinculantes para el órgano que los solicitó Esto deja 

amplio margen a la discrecionalidad, puesto que, ante el silencio de la ley, los informes 

carecen de ftlerza jurídica para ser tomados en cuenta por la autoridad que tramIta el 

procedimiento administrativo. Esta dlscrecionalidad puede tener consecuencias graves 

cuando en el informe se establecen situaciones que benefician a los demandantes en 

los refe:-idos procedimientos, puesto que la autoridad, según su personal apreciación, 

está en libertad de valorarlos adecuadamente o no hacerlo. El plazo para emitir el 

informe u opinión es de quince días, salvo disposición en contrario. La sanción para el 

supuesto que no se emita el informe es leve, toda vez que se entenderá que no existe 

objeción a las pretensiones de! interesado, con lo que se asi:-nila el silencio en esta 

situación con una positiva ficta. Sin embargo, el órgano omiso queda sin sanción 

El articulo 56 regula la institución de los alegatos, para lo cual los Interesados 

cuentan con un plazo no inferior a cinco ni superior a diez díCi.S Los alegatos se 

presentan por escrito y deberán ser tomados en cuenta en el momento de emitir la 

resolución SI no se emiten alegatos, y así se hace del conocimiento de la autoridad, 

concluye el trámite. 

Como puede advertirse, a pesar que no se establece la obligaCión a cargo de la 

autoridad de llevar a cabo una audiencia para la admisión y desahogo de pruebas, y 

reCibir alegatos, es evidente que la misma está Implícita en la ley, SI esto no es así, 

Gcómo se podrían desahogar pruebas como la 'cestimonlal? Además, sería absurdo 

establecer la posibilidad de oirecer pruebas y no la de admitirlas y desahogarlas, 

También debe notarse que las fases de este procedimiento son la postulatoria, en la 

cual se fija el contenido del procedimiento, que equivaldría él la fiJaCión de la litiS en el 

prOCedll111ento CIVil, :a probatOria, que contiene la dilación probatOl"la, el ofrecimiento, 

2d.-nlsión y desallOgo ce: pruebas, y de alegatos o concluslva., 811 ];::¡ cU21 los Interesados 

en el [lrOCed¡¡llienw ad11llnlsLrsi.ivo hacen la rei8clón del contellido de L:::s constancias 

de: 2)([;er1icllie r2S;)8ctivo C(:rl los ilecllos controvel·tldos, íJé.r8 for;lllllr:r su petición a 12 



3utoridad administrativa. Con esta actividad conduye el procedimiento y se abre paso a 

a etapa de decisión. 

En esta etapa la autoridad administrativa realiza una Importante labor al aplicar el 

jerecho al caso concreto, al establecer una relación entre los hechos probados por los 

particulares y la norma que soluciona la situación plc:nteada en el procedimiento. 

En el articulo 57 de la Ley Federal del Procedimiento Administrativo se establecen 

las formas para conclUir el procedimiento: a) la resolución, b) el desistimiento; e) la 

renuncia al derecho en que se funde la solicitud, siempre y cuando no esté prohibida 

por la ley, [o anterior atento a que sólo pueden renunciarse aquellos derechcs 

particulares que no afecten el interés público; d) la declaración de caducidad, e) la 

imposibilidad material de continuar el procedimiento por causas sobrevenidas, y f) el 

convenio entre las partes que no sea contrariO al derecho, que verse sobre materias 

transigibles y cuyo objeto sea la satisfacción del Interés públiCO. 

El deSistimiento de la solicitud o la renuncia al derecho están contenidos en el 

articulo 58 de al ley Como está redactado deja la sensación que el desistimiento o 

renuncia puede darse aun y cuando ya se haya emitido resolución definitiva. En este 

sentido debiera establecerse la prohibiCión del deSistimiento o renuncia cuando ya 

eXista resolución definitiva para darle certeza a ¡'os actos de la administración. 

La resolución que ponga fin al procedimiento administrativo deberá deCidir todas 

las cuesllones planteadas por los Interesados y de ofiCIO las que deriven del propio 

procedimiento. Para ello la autOridad deberá poner a la vista de los interesados el 

procedimiento, prevIo él la resolUCión, por un plazo no superior a diez días para que 

manifiesten lo que a su derecho convenga y aporten las pruebas respectivas También 

se tutela el prinCipiO de congruencia puesto que la resolUCión debe deCidir todas 

cuestiones plélntec:das por los Interesados En un claro atentzv10 contra la segurldc::d 

JurídiCo, se faculté: 8 la autoridad administrativa para l[iicl?! un nuevo plOcedlml8nto, 

como se }J1"eV ,211e 2n el élrtíCL~lo 59 



Por su parte, el artículo 60 regula la figura procesal de la caducidad de la 

instancia; ahí se establece que en los procedimientos iniciados 8 solicitud de un 

interess.do, cuando se detenga por cuestiones imputables al mismo, se ~e advertirá que 

transcurridos tres meses sin aCluación se producirá la caducidad de la instancia. sr 
concluye el plazo y el Interesado no realiza la actividad necesaria para reanudar el 

trámite, se ordenará el archivo de las actuaciones. Contra esta detel"minación procede 

la revision en términos del articulo 83 de la ley 

La declaracíón de caducidad no produce la prescripción de las acciones del 

particular ni las de la administración, pero los procedimientos caducados no Interrumpen 

ni suspenden el plazo para el cómputo de la misma. El contenido de este precepto hace 

evidente la diferencia entre la caducidad operante que regula el artículo 43 y la que 

conlienen los arlículos 17 -A, 18 Y 60 de la ley 

En los procedimientos iniciados de oficio, la caducidad se dictará a petiCión de 

parte o de oficio, en el plazo de treinta dias contados a partir de la expiraCión del plazo 

para dictar resolución. Para computar este plazo se debe estar al contenido de la ley 

administrativa que regule el acto específico sobre el que verse el trámite, en los 

términos de los artículos 2 0 y 16, fracción X, de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo" Este precepto es Incongruente y deja ampliOS márgenes a la 

arbitrariedad, en atención a que si se inició el procedimiento de OfiCio, fue porque se 

advirtiÓ una Violación flagrante a la ley, por lo que la declaración de cadUCidad 

Implicaría, necesariamente, una actuación negligente de parte de la autoridad que 

tramita el procedimiento Así, la declaraCión de caducidad en los procedimientos 

oficiosos prodUCiría dos efectos Indeseados: por un lado, ocultaría la actuación 

negligente del servidor público encargado del tramitar el procedimiento, por el otro, la 

ViolaCión flagrante él la ley quedaría Sin sanción al caducar el procedimiento en el cual 

se ventila Esto Implicaría una doble vulneración del orden normativo Por otra parte, en 

el caso de procedimientOs "Incómodos" la autondad con dejar paSé1I" el término de 

cadUCidad y archivar el expediente respectivo puede beneílclar a un determinado 

promovente 

L2 discreclonolldCld que contiene 12 Ley reder8.1 de rrocpcillill811l0 Adnllllistr8tivo" 

es ~c;lp8ble en su 81tícu[o 61" ell esie ]lrocc::pto se PP¡"llllt2 a 1:] 8UtOrlC;2d emitir" el é:cro 



ldministrativo sin sujetarse a los requisitos y formalidades del procedimiento, 

'espetando las garantías individuales, en el caso de situaciones de emergencia o 

Jrgencia, debiendo fundar y motivar su determinación. Un sector de la doctrina 

:::onsidera a. esta norma un verdadero atentado a [as garantías individuales y 

"ecomienda su derogación61
. Por nuestra parte, no compartimos la alarma que suscita: 

~sta norma, puesto que la consideramos una verdad de perogrullo, ya que señala que 

a autoridad debe en todo tiempo "respetar las garantías individuales", es claro que, 

:amblén en las situaciones de emergencia o urgencia la autoridad debe aplicar las 

~araniías de debido proceso, audiencia, fundamentación y motivación; por lo que en sí 

llismo el precepto es inútil, y es por esto que debe desaparecer de la ley. Tampoco 

80demos dejar de señalar que la única forma de suspender las garantías individuales la 

::ontiene el ar(ícu!o 29 de la Constitución; por lo que una norma inferior no puede 

::ontradecir a la carta magna, con lo que es diáfana su inutilidad. 

3.- Impugnación 

El estudio del tema de la impugnación en la materia administrativa nos lleva al 

campo de lo que la doctrina ha denominado el "recurso administrativo" A esta figura 

jurídica se le define como: "Un mediO ordinariO de impugnación y directo de defensa 

legal que tienen los gobernados afectados, en contra de un acto administrativo que 

lesione su esfera jurídica de derechos o intereses, ante la propia autoridad que 10 dictó, 

el superior jerárquico u otro órgano administrativo, para que, 10 revoque, anule, reforme 

o modifique, una vez comprobada [a ilegalidad o Inoportunidad del acto, restableciendo 

el orden jurídiCO vioJado, en forma económica, sin tener que agotar un procedimiento 

jurisdiccional"6~ También, se afirma categóricamente que [os recursos administrativos 

son de naturaleza admlnlstrativaG3 Nosotros no COincidimos con esta apreciación 

porque, como ya [o estableCimos, para que eXista proceso se deben dar los llamados 

"universales del proceso", y en el recurso administratiVo existen un órgano públiCO 

titular de 18. funCión JUriSdiCCional, unos datos que se deben film para ejercer dicha 

,,1 (r. \ .. '(I~L· IZilW"IO. :'\ll"IIl'I) l'i .,¡, /, I'! (,/, ',:1 ,/,' /'I,)( ('/IIIi! 11'" j,('i/:I).'\{!U!¡l(! , i','" ~ II 
Sl'JI.lí':\I.'·".\[:,:I'~" ¡\I"/:,, í,:n ",'I!', ,'i\',S',,' ';,:"r',i/I" :7'c,! :"'1111.1 \:.,Icn :'1'1(, ]',1" 
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función, y un destinatario de la misma con derecho a intervenir en el desenvolvimiento 

de la '[unción, 

Al respecto, es perí.inente el comentario del maestro procesal¡s'la Niceto Alcalá

Zamora y Castillo, para quien la circunstancia de que el verdadero proceso 

administrativo vaya precedido de una fase previa. ante la propia administración, no 

reduce aquél a la condición de recurso, ni permite presentar el conjunto como la 

sucesión de uno jerárquico o administrativo y otro de índole Jurisdiccional. Para él la 

etapa ante la administración persigue una finalidad autocompositiva manifiesta (con dos 

sujetos y no con tres como en la relaCión procesal). Así, considera que la contienda 

administrativa recorrería dos etapas: una preliminar y autocompositiva, entre partes tan 

sólo, Sin importar el papel relevante que se aSigne la administración, y otra principal y 

jurisdiccional, con relación triangular entre partes y Juzgador; pero sin que implique 

recurso, Después se pronuncia porque en España e hlspanoamérica se abandone la 

defectuosa nomenclatura de procedencia francesa según la cual se llama "recurso 

administrativo" al que en forma más breve y exacta debe llamarse proceso 

administratlvo64
, 

Nos sumamos a la voz del reconOCido maestro y abogamos porque se nomine 

correctamente a la revisión que contiene la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, como "proceso administrativo de reVISión", dejando la voz de 

"autocompos:ción administrativa" o trámite administrativo, para lo que impropiamente ha 

Sido llamado procedimiento administrativo 

La revisión o nulidad es el proceso por medio del cual se impugnan actos 

admi:::2trativos firmes, cuando los documentos incorporados al expediente, base para 

emitir el acto, o por cuestiones sobrevenidas, hubiese duda acerca de la validez del 

acto65 Este "recurso" está incorporado en el artículo 83 de la ley Federal de 

Procedimiento Administrativo. Cabe destacar que este precepto fue afectado por la 

reforma del 19 de abril de 2000, con anterioridad establecía que' Los mteresados 

afectados por los actos y resolUCiOnes de las autoridAdes administre](lvAs que pongan 

íil7 a! proced/{n/anto éldrnllJls[ra[¡vo, él una mst'anc/él o resuefve1!7 Uf) expedJer7/'e, podréÍf7 

,,' c:¡ ( '" ':", ,,,'\ ,:, {, II! II.U,'o'" "1"" ,,:1 ,,',J<" :'~ \ '"~ 
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interponer recurso de revisión o intentar las vías judiciales correspondientes. En la 

reforma, con falta de técnica jurídica se sustituyó la voz "autoridades administrativas", 

por "Administración Pública Centralizada", contradiciendo la propia reforma, puesto que, 

en el artículo JO se dieron atribuciones a los organismos públicos descentralizados de la 

Ad",;nistración Paraestatal para aplicar la ley; con lo que se advierte que el legislador 

omitió incluir entre los actos impugnables a los generados por estos organismos; con lo 

anterior la única vía posible para el particular afectado en sus derechos por estos 

organismos es la vía judicial. El plazo para interponer este "recurso" es de quince días 

como lo previene el artículo 85. 

El artículo 83 está íntimamente relacionado con el artículo transitorio segundo de 

la ley; en éste se establece lo que la doctrrna ha considerado como una derogación 

general, puesto que dice que se derogan todas las dispOSiciones que se opongan a la 

ley, en particular los diversos recursos administrativos de las diversas leyes de las 

materias reguladas por la Ley Federal de Procedimiento Adminlstralivo En la crítíca se 

llega a considerar que esta derogación atenta contra las garantias de legalidad y 

seguridad jurídicas establecidas en los articulas 16 y 72, inciso f) de la Constitución 

Política de los Estados Unidos MeXicanos" Es importante señalar que de los preceptos 

constitucionales que señala una parte de la doctrina como vulnerados, no se advierte la 

Irregularidad que se alega En efecto, el primer parralo del artículo 16 de la carta magna 

dice que NadIe puede ser molestado en su persona, farm//éi, domic¡/IO, papeles o 

posesiones, sino en Virtud de rnandanllento escnto de la autoridad competente, que 

funde y motive fa causa lega! de! procedimiento 

Las garantías contenidas en este precepto se consideran aplicables a todo acto de 

autoridad, sin embargo, excluyen al procedimiento de creación legislativa, puesto que 

en los términos del artículo 72 de la propia ley fundamental, posee características 

propias en materi3 de diSCUSión y aprobaCión de leyes y de los órganos corr.petentes 

para ello. Por lo que no existe vulneración a las garantías que regula este precepto 

Además, es de explorado derecho que 18s g8rantías de legal¡dad están contenidas en el 

artículo 14 de nuestra Ley de leyes 



Por otra parte, el artículo 72 ínclso f) preceptúa que. En la interpretación, reforma o 

derogación de leyes o decretos, se observarán los mismos trámites establecidos para 

su formación Así, sí el órgano facultado, en la especie el Congreso de la Unión, 

determinó la derogación de los diversos recursos administrativos contenidos en leyes 

de la matería, durante el procedimiento legislativo para aproba, la Ley, se cumple con la 

norma mencionada al principio, por lo cual no existe vulneración a la seguridad jurídica, 

muy por el contrario, esta norma surte a ella, puesto que, de no existir, quedaría la duda 

sobre cual es el "recurso" que se debe interponer contra las determinaciones de la 

autoridad administrativa. 

En apoyo a esta argumentación, el articulo 9' del Código Civil Federal, en el 

capítulo relacionado con la teoría de la ley, afirma: La ley sólo queda abrogada o 

derogada por otra posterior que asi lo declare expresamente o que contenga 

disposiciones total o parcialmente incompatibles con la ley anterior Para el maestro 

Jorge Alfredo Domínguez Martínez lo único que abroga o deroga a una leyes la 

vigencia de otra posterior que prive de efectos a la anterior, según él, la privación de 

efectos puede indicarse expresamente por la ley que lo ordena, en sus artículos 

transitorios, o bien, si no hace mención expresa, la aboliCión de la ley anterior es causa 

de la incompatibilidad entre la ley anterior y lo regulado en la nueva En el primer caso 

se habla de abrogación o derogación expresas, en el segundo de tácita67
. Lo anterior 

pone en evidencia lo infundado de la critica. 

En el articulo 84 se estatuye que la oposiCión a los actos de trámite en el mal 

llamado "procedimiento administrativo" deberá alegarse, por los interesados, durante el 

"procedimiento" para que sea considerada al emitir la resolUCión que corresponda En 

todo caso, la oposición a los aclos de trámite podrá hacerse valer al impugnar la 

resolUCión definitiva 

En el ariículo 86 se establece que el escrito de interposiclon del recurso deberá 

presentarse ante la autOridad que emitió el acto y que será resuelto por el superior 

jerárquico, con excepción hecha de los aclOS que provGngan del tllular de una 

dependencia, puesto que, en este C8S0, será el servrdor mencionc::do quien resuelva el 

"recmso" Adenlás, seil8.18 los r::::quisitos que debe contener Gl escnto respectivo, que 
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son: órgano administrativo a quien se dirige; nombre del recurrente y tercero 

perjudicado; domicilio para oír y recibir notificaciones; acto que se recurre y fecha de 

notificación o en [a: que se tuvo conocimiento del mismo, agravios; copia de [a 

resolución o acto que se impugna y de la notificación respectiva, en el caso de negativa 

ficta deberá anexarse el escrito inicial de la Instancia; las pruebas correspondientes y el 

documento para acreditar personalidad. 

En la tramitación de la revisión es factible obtener la suspensión de los actos de 

autoridad al Interponer el "recurso'., satisfaciéndose estos requisitos: a) que lo solicite 

expresamente el recurrente; b) que sea procedente el "recurso"; e) que no se cause 

perjuicio al interés social o se contravengan disposiciones de orden público; d) que no 

se ocasionen daños o perjuicios a terceros, o que se garanticen éstos, y e) que se 

garantice el interés fiscal en el caso de multas La suspensión o su negación deberá 

acordarse dentro de los cinco días siguientes a su interposición, en caso contrario, con 

acierto jurídíco, el precepto establece que operará la posítiva ficta y se concederá la 

suspensión. 

En el articulo 91 se regulan las conductas posibles en la resolución del "recurso"; 

ahí se afirma que la autoridad podrá. desechar el "recurso" por improcedente. En los 

términos de los artículos 88 y 89 las causales de desechamiento son de naturaleza 

procesal. Las primeras se enderezan por falta de algún requisito legal, como son a) 

cuando el "recurso" se presenta fuera del plazo legal, esto es los quince días a que 

alude? EoÍ artículo 85, b) cuando no se acredite la personalidad del recurrente y e) no 

aparezca suscrito el documento por quien deba hacerlo, a menos que se firme antes del 

plazo para interponer el "recurso" En caso de existir estas causales de desechamiento 

se iiene por no interpuesto el "recurso" Las segundas tienen que ver con cuestiones 

que afectan la buena marcha del "procedimiento", como son la litispendencia; 

2 cuando no se afectan los Intereses Jurídicos del recurrente, 3 contra actos 

consumados de manera Irreparable; 4 contra actos consentídos expresamente, y 

5 cuando S8 esté tramitando ante ¡os tnbunales algún recurso o mediO de defensa legal 

que pueda ~ener por efecto modificar, revocar o modlílcar el acto respectivo En el caso 

de que se dé alguna de eS ll8.S causales, se decreta el sobres8111118nto del "recurso" 



Otra conducla posible de la autoridad es el sobreseimiento del aclo impugnado. 

Las conduclas que llevan al sobreseimiento son' el desistimiento del promovente; el 

fail6Clmiento de~ agraviado; que sobrevenga alguna causal de improcedencia regutadas 

en el artículo 89; cuando cesen los efectos del aclo respectivo; cuando falle el objeto o 

materia del acto respectivo y cuando se trate de un acto inexistente. 

También la autoridad puede: a) confirmar el acto impugnado; b) declararlo 

inexistente, nulo o anulable, o revocarlo total o parcialmente; c) modificarlo u ordenar su 

modificación o d) dictar u ordenar expedir uno nuevo que [o sustituya En esta actividad 

es donde se advierte claramente el proceso del control de la legalidad de los actos de la 

administración pública. Asi, para Manuel Atienza' "Un aspecto central de la idea "Estado 

de Derecho" consiste precisamente en postular el sometimiento de las autoridades al 

Derecho, el control que el Derecho ejerce sobre quienes detentan el poder público "'

En este sentido es evidente que al someter a las autoridades al derecho, se hace 

evidente la labor adjetiva de control de los "procedimientos administrativos" en el marco 

del ejercicIo de la función pública; puesto que, al declarar la nulidad o anulabilidad de 

un acto de autoridad en la vía adminlstraliva, a través de! recurso de "revisión", como lo 

previene el artículo 83 en relación con los articulos 5" y 6", de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, a la par de afectar las Situaciones jurídicas concretas que 

dieron vida al acto específico, satisfaciendo las pretensiones de los gobernados que 

piden privar de efectos normatIvos a un acto irregular o contrario al derecho, es claro 

que se desarrolla una actividad de control, al subordinar al órgano del poder al orden 

normativo De lo que resulta que el procedimiento mismo se vuelve un acto accesorio 

de uno prinClpe;:!· 12 resolución de controversias En este contexto el "recurso" participa 

de la adJetivldad de los controles69 

Para garantizar certeza Jurídica a los ciudadanos y congruencia en la resolucían 

de sus controversias, en el arHculo 92 se establece que la resolución del "recurso" se 

fundará en derecho y examinará todos y cada uno de los agravios hechos valer por el 

recurrente, se facul'la a la aUlorldad para I11vocar hedlOS notonos, y aplicando un 



principio de economía procesal se dice que cuando un agravIo sea suficiente para privar 

de validez al acto impugnado, su análisis será suficiente. 

Atendiendo al principio narra nihi facium daba tibi ius se atribuye a la autoridad la 

potestad de corregir los errores que advierta en la cita de los preceptos jurídicos 

violados, y examinar en conjunto los agravios y los razonamientos del promovente, con 

el propósito de resolver la cuestión planteada; sin embargo, se le prohibe cambiar los 

hechos en el recurso, circunstancia entendible en atención a que la desnaturalización 

de las circunstancias de hecho conlleva necesariamente a una solución jurídica 

diferente. También relacionado con el tema del control, en el párrafo antepenúltimo del 

articulo 92 se da potestad a la autoridad para dejar Sin efectos legales los acios 

administrativos, cuando advierta una ilegalidad manifiesta aun cuando los agravIos sean 

insuficientes, con ia única obligación de func:ar cuidadosamente los motivos de la 

ilegalidad del acto y precisar el alcance de su resolución Con esto se establece en 

matena administrativa la institución de la s~plenGia en la deficiencia de la queja. 

Esta norma también señala el término para realizar determinada conducta 

ordenada en una resolución, que es de cuatro meses. 

El artículo 93 prohibe revocar o modificar los accos administrativos en la parte no 

Im¡::1Jgnada por el recurrente. Atendiendo a un prinCipio de certidumbre jurídica, se 

preceptúa que la resolUCión expresará con claridad los actos que se modifiquen y sí la 

modificación es parcial, debe precisarse su alcance. 

Para el supuesto de que no se emita la resolución en el plazo legal, tres meses 

según el artículo 17, el acto se considerará confirmado, en este caso se faculLa al 

particular para esperar 12 resolución o impugnar, vía la negativa flcta, la confirmación 

del acto En el artículo 96 se regula una institUCión similar a la contenida en el artículo 

59 de la ley. 

4.- FUHlC:Ór. de contro: y a~;¡cac~ón de bs Llor:nas en e~ procedimiento 

Hemos conSiderado en nuestra. exposiCión que cuando la auimldCld administrat\v8 

resuelve el "procedllnlenLo z:dlllllllstl'?lIVO y e! "recurso" de revlslon eJ81cli8 funciones de 



lctividad de! órgano que resuelve el "procedimienlo" y el "recurso", ya que puede 

raducirse en confirmar, declarar inexistente, nulo o anulable, revoca:r o modificar el acto 

~dminlstrativo o los actos jurídicos impugr¡ados. En este caso, la autoridad controla la 

lctividad del inferior Jerárquico, puesto que sujeta el acto administrativo a un examen 

Jara verificar su adecuación al orden normativo Para Sergio Monserrit Ortíz Soltero el 

;ontrol de los servidores públicos regula y encauza el ejercicio de las funciones y 

,tribuciones públicas que por mandato legal les corresponden, posteriormente 

:;onsidera que el control legal de los gobernantes se ejerce a tmvés de los medios 

urídicos, esto es, las leyes, los recursos y los juicios existentes en el derecho vigente o 

as responsabilidades de los servidores públicos". 

Esta situación nos lleva al problema de la aplicación del derecho en el marco del 

'procedimiento" administrativo. Es palpable el malestar de la ciudadanía cuando tiene 

que enfrentarse a la autoridad en el ¡cámlte de determinado asunto, y también es 

evidente que, ante lo "engorroso" de los trámites burocráticos, prefieren acceder a las 

diversas modalidades de corrupción La norma aplicable a los "procedimlentos" 

administrativos contiene problemas que aún no se solUCionan, algunos de ellos ya se 

analizaron en este capítulo; sin embargo, también contiene aCiertos que se deben ser 

reconocidos y loados. La Ley Federal del Procedimiento Administrativo, como toda 

norma, debe interpretarse para adecuar sus hipóteSIs normativas a la casuistica del 

problema concreto que se dirime Así, para Jesús González Pérez, esta ley constituyó 

un paso Importante en la estructuración de esta pieza esencia! que es el procedimiento 

administrativo en un sistema de Justicis administrativa, y afirma que su éxlto y eficacia 

dependerá en buena medida del personal que la interprete y aplique!! Cn'lerio con el 

que coincidimos. 

Esto nos lleva a temas relaCionados que exceden el contenIdo de nuestro trabajo: 

el serVicio Civil de carrera en el serviCIO público, cen mecanisrnos claros de Ingreso, 

permanencia y egreso de la adrninlstíación pública; la formaCión del personal de la 

adrninistración pública, a través de esquemas de preparación Jurídica ql1e permitan un 
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,ervicio de excelencia a la colectividad; la organización de los órganos que realizan 

'unciones materialmente jurisdiccionales en el marco de la administración, tema que se 

jebe abordar en un trabajo orgánico administrativo; el contubernio entre control y poder 

=:on sus secuelas de injusticia y corrupción; el uso político de los esquemas 

administrativos; el sistema de administración de Justicia administrativa, en el que se 

debe garantizar el profesionalismo, la transparencia, la imparcialidad, la honradez, la 

eficiencia, la eficacia, la equidad y la justicia, estas últimas entendidas no en su sentido 

aXlc!ógico, sino en contexto más procedimental como la aplicación efectiva de la norma 

jurídica a la situación de hecho por ella regulada, de manera que se garantice la tutela 

efectiva de los derechos de los accionantes; etcétera 

No obstante, consideramos que se puede dar un paso efectivo hacia una 

verdadera justicia administrativa, sr los entes encargados de dirimir controversias entre 

el gobernado y la administración se imbuyen de un cierto criterio de justicia al aplicar la 

norma en el ámbito administrativo. 

El derecho es una herramienta para el logro de ciertos objetivos sociales, la 

medida de la justicia, cualquiera que ésta sea. se encuentra en el IndiViduo, no en el 

derecho 





111. CAPíTULO TERCERO 

En el capítulo antecedente analizamos el contenido de la Ley Federal de 

Procedimiento Adminisi.rativo, advertimos las semejanzas entre proceso y 

procedimiento y siguiendo a Niceto Alcalá-Zamora y Castillo nos pronunciamos por 

llamar a la fase de actividad administrativa que se desenvuelve en forma de actos 

formal y materialmente administrativos, autocompositiva, y dejamos la denominación de 

proceso administrativo para el mal llamado "recurso". En este capítulo teca analizar una 

norma jurídica que posee estrechas similitudes con el procedimiento jurisdiccional: la 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, la cual, además, es una 

ley de control por antonomasia. 

Para el maestro Ignacio Burgoa si el funcionario público debe considerarse 

servidor público, es evidente que está ligado a los gobernados a través de dos 

principales nexos jurídicos: el que entraña la obligaCión de ajustar sus actos a la 

Constitución y a la ley y el que consiste en realizarlos honestamente y con espíritu de 

servicio; los primeros están sujetos a los principios de legalidad lato sensu y estncto 

sensu, los segundos, al de responsabilidad. Y define a la responsabilidad administrativa 

como la situación que se origina en el hecho de que el funcionano público no cumple 

sus obligaciones legales"-

La Ley Federal en análisis consta de cuatro títulos. El primero se refiere a las 

"DispOSiciones Generales", el segundo a los "Procedimientos ante el Congreso de la 

Unión en materia de JUicio Político y Declaración de ProcedenCia", el tercero a las 

"Rs::,ponsabllldades Administrativas" y el cuarto al "Registro Patrimonial de los 

Selvldores Púb]¡cos" También contiene 8 capílulos, 93 artículos y cuairo transitorios. 

Cabe señalar que la leyes reglamentaria del Titulo Cuarto "De las Responsabilidades 

de los Servidores PúbliCOS" de la Constitución Política de los Estados Unidos 

MeXicanos 

El Tilulo Cuarto de la cartc:. magna federal consta de los dl-lículos dei 108 al 11L1 

Los artlculos que se refieren al control adlllilllSlratiVO son el 108, í 09 1 ~13 Y 1 í/: Los 



artículos 110 Y 114, párrafo primero, de la Ley Fundamental regulan el juicio politico y el 

111 y 112 la declaración de procedencia Como en el presente trabajo nos ocupamos 

del estudio de la ley, aludiremos brevemente a su base constitucional 

Artículo 108 del referido lítulo de la ley suprema, en su párrafo primero, establece 

quiénes deben ser reputados como servidores públicos, para el efecto de 

responsabilizarlos por los actos u omisiones vlolatorios del orden administrativo en que 

incurran en el desempeño de sus funciones. Así se señala con este carácter a los 

representantes de elección popular; a los miembros del Poder Judicial Federal y del 

Poder Judicial del Distrito Federal, los funcionariOS y empleados y en general, a toda 

persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la 

administración pública federal o en el Distrito Federal, así como a los Servidores del 

Instituto Federal Electoral. En el artículo 109 se alude a los tipos de responsabilidad en 

los que pueden incurrir los servidores públicos, a saber, la política, la penal y la 

administrativa En la fracción 111 de esta norma se preceptúa que se aplicarán 

sanciones administrativas a los servidores públicos por fos actos u omisiones que 

afecten la legalidad, honradez. lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en 

el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Ademas, establece la autonomia 

de Jos procedimientos para aplicar sanciones por las responsabilidades en que Incurran 

los serVidores públiCOS y señala como garantía para los infractores, el que no se les 

pueda imponer dos veces, por una sola conducta, sanciones de la misma naturaleza El 

artículo 113 delinea el contenido de las leyes sobre responsabilidades administrativas, 

dice que deben establecer las obligaCiones de los servidores públicos, las sanciones 

por incumpl:miento de las mismas, los procedimientos para aplicarlas y las autoridades 

competentes para hacerlo Asienta que son aplicables como sanciones, además de las 

que señalen las leyes: la destitUCión, suspenSión, inhabilitación y sanciones pecuniarias 

sin exceder de (res tantos los beneficios obtenidos o el daño y perjuicio causado. Para 

concluir COíl las normas constitucionales que se ocupan del control adrnlllisiratlvo, el 

pánafo flJlcd del articulo 114, deja él la ley establecer los plazos de prescripción con la 

s21vedad de que, cU8ndo los actos sean graves, no podrÉ: ser II1ferlor 8. tres Síl0S. 



El artículo 10 de la Ley Federa! de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 

establece que su objeto es reglamentar los sujetos de responsabilidad, las obligaciones 

en el servicio público; las responsabilidades y sanciones administrativas así como [as 

que deban resolverse en juicio político; las autoridades competentes y los 

procedimientos para aplicar las sanciones y el registro patrimonial de los servidores 

públicos. 

En el artículo 2° se agrega una nueva categoria de servidores a los que se les 

aplica la ley: a qUienes manejen o apliquen recursos económicos federales. Por su 

parte, el artículo 3° otorga competencia para aplicar ia ley a las Cámaras de Senadores 

y Diputados al Congreso de la Unión, autorización entendible si consideramos las 

cuestiones de juicio político y la declaración de procedencia; a la Asamblea de 

Re¡Jresentantes del Distrito Federal (ahora Asamblea Legislativa); a la Secretaria de la 

Contraloria General de la Federación (actual Secretaría de Contraloria y Desarrollo 

Administrativo); las dependencias del Ejecutivo Federal, al Departamento del Distrito 

Federal (en este momento Gobierno del Distrito Federal); al Consejo de la Judicatura 

del Distrito Federal; al Tribunal Fiscal de la Federación (actualmente Tribunal Federal 

de JustiCia Fiscal y Administrativa), a los Tribunales del TrabaJO, en los termlnos de las 

leyes respectivas y a los demás órganos JUrisdiccionales que determinen las leyes. De 

lo anterior se advierte una amplia gama de entes facultados para aplicar 

responsabilidades administrativas, atendiendo a la naturaleza compleja del Estado 

El articulo 4° refrenda el contenido del artículo 109 de la carta magna federal al 

preceptuar que, si los actos u omisiones encuadran en uno o más de ¡os casos sujetos 

a ssnclón, los procedimientos respectivos se seguiíán en forma autónoma e 

independiente según su naturaleza y por la vía procesal que corresponda También 

obliga a las autoridades competentes para apl¡C3r la ley a turnar las denuncias él qUien 

deba conocer de ellas Además, refrende: el espirllu del principIO legal non bis in idem 

contenido en la ConstitUCión, al asentar que no se aplicarán dos veces por une: sola 

conducta. SZlllClon2S de la misma natufcdeZ8 



Nos dedicaremos a establecer el trámite del juicio politico y la declaración de 

procedencia; ambos procedimientos son ejemplos claros de ejercicIo jurisdicdona! y de 

control; sin embargo, dado el propósito y extensión del presente trabajo no podemos 

estudiarlos detenidamente. 

2.- Breve re'Jerencia a[ juido pomico 

Este mecanismo de control materialmente jurisdiccional de la actuación de los 

servidores públicos, tiene raigambre muy antigua en nuestro país, puesto que es una de 

las instituciones jurídicas vigentes en el derecho novohispano, conocida como juicio de 

residencia. 

Para Carmelo Viñas Mey, al juicio de residenCia estaban sujetos por igual todos 

los miembros del Gobierno civiles, eclesiástiCOS y militares, desde el Virrey al último 

subalterno los jueces residenciadores pregonaban el inicio de su actuación, para que 

cualquier persona que lo deseara formulara agravIos. En seis meses debía sustanciarse 

el juicio y enviarlo a España para que el Consejo de Indias resolviera, en el supuesto de 

que fuera encontrado culpable, el servidor público estaba obligado a indemnizar a los 

perjudicados o sino lo hacia el Estado"-

El articulo 110 de la Ley fundamental regula lo relacionado con el JuicIo politico, y 

en él se establece que serán sUjetos de éste' los Senadores y Diputados al Congreso 

de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Consejeros 

de ;a Judicatura Federal, los Secretan os de Despacho, los Jefes de Departamento 

Adnllnistrativo, los Diputados a la Asamblea del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del 

Distrito Federal, el Procurador General de la República, el Procurador General de 

JustiCia del Distrito Federal, los Magistrados de Circuito y Jueces de Dlstnto, los 

Magistrados y Jueces del Fuero Común del Distrito Federal, los Consejeros de la 

Judicatura del Distrito Federal, el Consejero Presidente, los Consejeros Electorales, y el 

Secretario ejecutiVO del Inslltuto Federal Eledoral, los Magistrados del Tribunal 

Eledora!, los Direci.ores Generales y sus eqUivalentes de los organismos 
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descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y 

asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos. Esta circunstancia la refrenda 

el artículo 5 de la Ley Reglamentaria de¡ Titulo Cuarto de la Constitución 

El juicio político se encuentra regulado en los articulas del 5 al 24 de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

Ignacio Burgoa entiende por juicio politico una aciividad politlco-jurisdiccional del 

Congreso de la Unión, y establece que debe referirse a los delitos oficiales, esto es, 

aquellos en que incurran los altos funcionariOS de la federación durante el desempeño 

de su cargo o comisión pública. y lo define como el procedimiento que se sigue contra 

algún alto funcionario para desaforarlo o aplicarle la sanción legal conducente según el 

delito oncial que hubiese cometido y de cuya comisión se le declare culpable. En el 

primer caso le llama antejuicio en el segundo considera que se trata de un verdadero 

proceso74
. 

A pesar del enorme mérito de establecer la naturaleza jUrisdiccional del juicio 

politico, la mención del gran publicista mexicano es criticable Si bien es cierto que 

dogm¿ticamenle se entiende por delito el acto u omisión que sancionan las leyes 

penales, y que el juicIo político tiene como propÓSito aplicar las sanciones de destitución 

de! puesto e inhabilitación, también es cierto que no toda conducta antisocial puede 

considerarse como delictiva. Las hipótesis que regula el articulo 7° de la Ley Federal de 

los Servidores Públicos, están directamente relacionadas con la actividad de naturaleza 

política del servidor público Baste advertir el amplio margen de dlscrecionalidad y 

subjetividad que contienen las conductas reguladas en el mencionado precepto. Así, 

con excepción de las violaciones graves y sistemáticas a las garantías constitucionales, 

el ataque a la libertad de sufragiO y la usurpación de atribuciones, que pueden 

configü~ar hechos delictivos, es evidente que las otras conductas son de naturaieza 

eminentemente política Tal es el caso del ataque a las institUCiones democráticas, el 

ataque a la forma de gobierno, cualquier infraCCión u omisión grave a la Constitución o a 

¡as leyes federales, y las violaciones graves y Sistemáticas él los planes, programas y 

presupuesi.os de la administraCión pública federal. que COTltlenen para su detelminaclón 

un ampliO illal'gen de dlscrcciollé1ildad y subjetlvlclod F::li eSl8 sentido 018g0 Valadés 

-: (L /'" 



considera que cuando de estos actos tengan el carácter de delictuosos, se aplicará 

también la norma penal, afirma que en este caso la tipificación es exacta y no da lugar a 

las posibles interpretaciones subjetivas que el jL:icio político sí permite75 

Ademés, en los términos de la ley reglamentaria, en caso de que eXistan delitos en 

las conductas de tipo politico, se debe aplicar 1" declaración de procedencia y ajustarse 

a la ley penal. Lo que desvirtúa, también, la pretendida asimilación de las conductas 

sus~eptibles de juicio politico con los delitos Importante salvedad en materia de juicio 

politico lo constituye la expresión de las ideas; ya que en congruencia con los articulas 

6° y 61 de !a Carta Magna, es improcedente este juicio por la simple expresión de las 

ideas. 

Corresponde a la Cámara de Diputados constitUirse en órgano de instrucción y 

acusación y 8 la Cámara de Senadores fungir como jurado de sentencia. El juicio 

politico se inicia con la denuncia que formula el Ciudadano, bajo su más estricta 

responsabilidad, apoyada con pruebas documentales u otros elementos probatorios. En 

él intervienen la Of:cialía Mayor, la Subcomisión de Examen Previo de las Comisiones 

Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia Su temporalidad está 

constreñida al tiempo durante el cual el servido' público desempeñe su empleo, cargo o 

comisión y [lasta un año después de conclUir sus funciones. El Juicio debe concluir en 

un año. la Cámara de Senadores aplicará las sanciones correspondientes por el voto 

de las dos terceras partes de los miembros presentes en la sesión. Cabe asentar que 

las determinaciones de las Cámaras en materia de jUicio político son inatacables 

3.- La dec:aración de ;:;rocedenda 

En el artículo 111 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos se 

regula la denominada declaración de procedencic.: En el precepto se establece que 

para proceder penalmente contra los diputados y senadores al Congreso de la Unión, 

los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la No.clón, los Magistrados de la Sal8 

Supenor del Tribunal Electoral, los Consejeros de la Judic8tura í="ed2r81, los Secretarios 

de Dcspélcho, los Jefes de Dep3rtamento J\dminlslrsllvo, los Diputados él la AS81llble2 

;'1 



del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el Procurador General de la 

República, el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, así como el Consejero 

Presidente y los Consejeros Electorales del Consejo General del Instituto Federal 

Elec'toral, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, !a Cámara de 

Diputados declarará por mayoría absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha 

lugar o no a proceder contra el inculpado. 

La declaración ce procedencia no prejuzga sobre los fundamentos de la 

acusación; sin embargo, si la resolUCión es negativa se suspende todo procedimiento, 

sin perjuicio de que la imputación por la comisión del delito pueda continuar cuando el 

inculpado haya concluido el ejercicio de su cargo. Si se declara que ha lugar a 

proceder, el servidor público será separado de su encargo, y quedará a disposición de 

las autoridades competentes para que actúen con arreglo a la ley, esto 8S incoando el 

procedimiento penal respectivo. Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con lo 

dispuesto en la legislación penal. Para Sergio Monserrit Ortíz Soltero, la declaración de 

procedenCia es un procedimiento sumario de tipO político y materialmente jurisdiccional, 

que se interpone contra servidores públiCOS que gozan de inmunidad procesal para 

posibilitar la procedencia de la acción penal76 

Al presidente de la República sólo se le pude juzgar por delitos graves del orden 

común y por traición a la patria, como lo previene el artículo 108 Constitucional Las 

declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores Son 

inatacables. La Ley reglamentaria del Título Cuarto de la Constitución Política de los 

Estados Unidos MeXicanos regula la declaración de procedencia en sus artículos del 25 

a129. 

L1,.- C:l pron¡em2 que ;Jl2n~ea el ar¿¡cl:lo L]·5 de ~8 Ley i-edera[ de 

Respo::lsab~i¡dades de :os Servidores ?úb~icos 

Este precepto se encuentra en el Capítulo IV de la ley llamado "DIspOSiciones 

Comunes para los Capítulos II y ¡I[ del Título Segundo", y en el se establece que En 

¡oo'as IDs cuestiOnes relativos DI proceo'lfwcn[o no prevIstas en esta Ley. así como en ID 



apreciación de las pruebas, se observarán las disposiciones del Código Federal de 

Procedimientos Penales. Asimismo se atenderán, en lo conducente las del Código 

Penal. 

En una interpretación artificiosa del nombre del capitulo y de la ubicación del 

articulo 45 en el mismo, se ha pretendido establecer que la supletoriedad que regula se 

aplica única y exclusivamente al juicio politico y a la declaración de procedencia y que 

la leyes omisa tratándose del procedimiento disciplinario; en este contexto, con apoyo 

en la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia con rubros "Supletonedad del 

Código Federal de Procedimientos Civiles en materia administrativa"; "Procedimiento 

administrativo. Supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles", se 

considera que la norma supletoria aplicable al tercer procedimiento que regula la ley -el 

procedimiento dlsciplinario- es el Código Federal de Procedimientos Civiles7l 

El criterio de referencia violenta el contenido de la norma. En efecto, el precepto 

es claro cU8ndo señala que el Código Federal de Procedimientos Penales se aplicará a 

todas las cuestiones relativas al procedimiento no previstas en la ley; y la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos regula tres clases de procedimientos· 

el juicio polítiCO, la declaración de procedencia y el procedimiento disciplinario. Así, in 

claris non f¡f interpretatio. Además, en principio, cabe señalar que la materia 

administrativa o la sancionatoria, como se desee, corresponden al ámbito de! derecho 

público, por lo que una norma adjeiw3 aplicable a la materia Civil, de carácter privado, 

generada para establecer el procedimiento para hacer efectivos derechos de esta 

naturaleza, no puede regir un procedimiento de derecho público También, la norma 

prol~(~sal es de tipo instrumental, esto es, proporciona los mediOS para hacer efectivos 

los derechos y las obligaciones consignadas en la ley, por lo que no cabría el 

argumento de la naturaleza penal del Código Federa! de Procedimientos Penales para 

controvertir su aplicaCión a la materia de responsabilidades administrativas. 

Ahora. bien, es conveniente señalar un argumento de carácter histórico. En la Ley 

de Responsabilidades de los funcionarios y empleados de )a Federación, de) Distrito y 

Terrrlorios Federales y de los altos funcionarios de los Estados, de 30 de diciembre de 

V,\l\l' (,1/,'111',:1" /0 (l/Ji (.( 1011 ,i,'/ 11\1,'1110 d,' ¡("fiUI,,,d'lil,¡"1I I(",!I ,'.' ','1,1, ,(1 /'Iíi h, (1 I dklO:l (k],1 \l'Lld.1I1.1 d;: 
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1939, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 21 de febrero de 1940, en su 

artículo 68, se establecía que: En todas las cuestiones relativas al procedimiento no 

previstas en esta Ley y en la apreciación de las pruebas, se observarán las 

disposiciones del Código Federal de Procedimientos Penales, observándose también, 

en su caso, las del Código Penal en cuanto fueren aplicables. Por su parte, [a Ley de 

Responsabilidades de [os funcionanos y empleados de [a Federación, del Distrito 

Federa[ y de [os altos funcionarios de [os Estados, de 27 de diciembre de 1979, 

publicada en el Diario Oficial de [a Federación del l' de abril de 1980, establecía en su 

artículo 62 que' En todas las cuestiones relativas al procedimiento, no previstas en esta 

ley, y en la apreciación legal de las pruebas, se observaran las disposiciones del Código 

Federal de Procedimientos Penales, observándose también, en su caso, las del Código 

Penal en cuanto fueren ap!icables. Como se advierte !a norma que históricamente se ha 

aplicado a [os procedimientos para determinar responsabilidades de [os servidores 

públicos, es el Código Federa[ de Procedimientos Penales. 

Además, el Poder Judicia[ de [a Federación ya se ha pronunciado en su 

jurisprudencia sobre la sup[eioriedad del Código Federa[ de Procedimientos Pem,[es a 

[a Ley Federa[ de Responsabilidades de [os Servidores PúbliCOS. En una tesIS con dos 

precedentes de [a Novena Época, visible en e[ Semanario Judicial de [a Federación y su 

Gaceta, Tomo V, correspondiente a enero de 1997, página 540, con rubro 

"Responsabilidad Administrativa de funcionanos púb[lcos Son ap[lcab[es 

sup[etoriamenie [as disposiciones del Código Federal de Procedimientos Penales, y no 

[as del Código Federa[ de Procedimientos Civiles", se establece que' "Para investigar [a 

conducta de los servidores públicos [ ] y en su caso fmearles responsabilidad y 

aplicarles la sanción respectiva, es aplicable el Código Federal de Procedimientos 

Penales, porque e[ articulo 45 de [a Ley Federa[ de Responsabl[ldades de [os 

Servidores PúbliCOS, expresamente establece que en todas las cuestiones relativas al 

procedimiento no previstas en esa ley, así como en la apreciaCión de pruebas, se 

observarán las disposiciones del Código federal de Procedimientos Penales, 10 que 

excluye la 2pllcación para ese efecto del Código Federal de Procedimientos CIviles" Etl 

i.esls P XX:I/96, de [a Novena ÉpOC8., vIsible en el SR111anal1o Juulclal de la FederaCión 

y GacecG, :on--o IJ!, correspondien'lr 8 n18rZO de 1996, páglrl3 I:GG, que lleve: por rubro 



"Responsabilidad administrativa de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito. En el 

procedimiento relativo son aplicables, supletoriamente, las ciisposiciones del Código 

Federal de Procedimientos Pena;es", se refrenda, mutatis mutandis, con similares 

argumentos ei sentido de la tesis anterior. 

Por último cabe señalar que el proced;miento disciplinario, al iguai que los otros 

procedimientos que estatuye la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, desde el punto de vista de su naturaleza jurídica tiene más coincidencias con 

el derecho sancionador que con el derecho privado. Se debe puntualizar que existe un 

tímido inten·to de aplicar supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Penales 

a los procedimientos disciplinarios Así, en la "Guía y Reglas para la aplicación de 

sanciones ~revistas en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, según el tipo de íalta", emitido por al Secretaría de Contraloría y Desarr01lo 

Administrativo, en sus páginas 39 y 40, se afirma. "Es 1l8cesario puntualizar, que esta 

Secretaría inveteradamente ha sostenido el criterio de que en el procedimiento 

administrativo de responsabilidades, debe aplicarse supletonamente el Código Federal 

de Procedimientos Civiles, por ser dicho procedimiento esencialmente de naturaleza 

civil no penal Sin embargo algunas salas del Tribunal Fiscal de la Federación, así como 

tribunales colegiados de Circuito en matena admlnistraliva, interpretando 

incorrectamente el articulo 45 de la ley federal de responsabilidades el cual se 

encuentra coiocado en el Título Segundo de dicha ley, que se refiere al JUicio Politico y 

a la c2claraclón de procedencia, han resuelto que la legislación aplicable al 

procedimiento administrativo en forma supletOria es el Código Federal de 

Procedimientos Penales y en consecuencia han declarado la nulidad de lo actuado al 

haber aplicado la autoridad Instructora, el Código Federal del Procedimientos Civiles, 

por tanto, para eVitar esta situación es conveniente en lo subsecuente aplicar el Código 

Federa! de ?rocedimientos Penales". 

A este documenio cabe realizarle algunas preCISiones Primera el criterio para 

aplicar el Código Federal de Procedimientos CIViles al procedlrllíento disciplinariO, no 

administratiVo, tiene su géneSIS en una desafortun8da interprelación, letra a letra, de la 

i...ey Federal de ResponsíJb¡:loades de los SerVidores PúbliCOS, por lo qlle los trlbunall2s 

adllllllistrotlvoS y JUdlcI81es c(~rrlgleron ese críOí Segundo elixoceclllnl81ll0 regul3do en 



la Ley Federal de Responsabilidades, no es de naturaleza civil, ni iampoco 

administrativo, su naturaleza juridica se acerca más al proceso penal, en cuanto a su 

carácter indagatorio, la aplicación de sanciones y la defensa social que Involucra como 

herramienta contra ia corrupción. Tercera la pretendida natura!ez2 administrativa del 

procedimier:to disciplinario deviene única y exclusivamente del hecho de que lo aplican 

aUloridades administrativas. Y cuarto, cuando se establece que sería conveniente la 

aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Penales al procedimiento 

disciplinario, es claro que no se ha aprovechado la experiencia jurídica que [e aportaron 

los tribunales a la administración pública federal en su jurisprudencia. Por lo que 

hacem0s votos porque se retome una sana práctica interpretativa, y se aplique 

supletoriamente al procedimiento disciplinario el Código Federal de Procedimientos 

Penales. La aplicación de esta norma, solucionaria muchos problemas que se 

presentan en el procedimiento; como es el caso del carácter que deben tener los 

quejosos en el mismo, la admisión y desahogo de pruebas, los apremios, la 

coadyuvancia, entre otros 

El procedimiento disciplinario introduce un actor de carácter casi desconocido en 

la Administración Pública Federal' las contralorías internas. La contraloría interna, como 

órgano integrante de la estructura de las dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal, cuenta con una serie de herramientas normativas que le permiten el 

mejor desempeño de sus funciones 

Sus objetivos son el apoyo a la función directiva, para lo cual fiscaliza la gestión 

administrativa; vigila que los serVidores públicos en el desempeño de sus funciolles 

cumplan con sus obligaciones y se apeguen a la legalidad, realiza el control y 

segUimiento de las metas fijadas en los programas de trabaJO; promueve el 

mejorc:miení.o de la gestión y coadyuva a elevar los niveles de eficiencia, eficacia y 

productividad. 

Para el logro de sus objetivos las contralorias Internas cuentan con una estructura 

orgánica, autorizada. tanto por la Secretaría de H8cienda y Crédito Público. como por la 

Secretaria de Conüaloría y Desarrollo Administrativo Los empleados con los que 

cuent2n esios órg21los de control son eje dos tipOS los que dependen funCional y 



están adscritos a las dependencias o entidades en la que se ubican dichos órganos de 

controi. Los primeros son: bs iitulares de los órganos internos de control y los de las 

áreas de responsabilidades, auditoria y quejas de los referidos órganos Los segundos 

son el demÉls personal que presta sus servicios en estos órganos. 

Según el Reglamento Interior de la Secretaria de Contraloria y Desarrollo 

Administrativo, en su articulo 26, las funciones que se otorgan a las contralorias 

Internas son: coordinar, supervisar y dar seguimiento a la recepción de quejas y 

denuncias; investigar y fincar las responsabilidades administrativas e imponer las 

sanciones en términos de ley; calificar y constituir los pliegos de responsabilidades; 

dictar las resoluciones en los recursos de revocación y reVisión, que se hagan valer en 

contra de las resoluciones que se dictan en materia de inconformidades; llevar a cabo la 

defensa jurídica de las resoluciones que emitan ante las instancias jurisdiccionales 

representando al Secretario del ramo; expedir certificaciones de los documentos que 

obren en sus archivos; coordinar, supeíVisar y coadyuvar a la implementación y 

operación del sistema integral de control gubernamental; vigilar el cumplimiento de las 

normas de control que emita la Secretaria de Contraloria y Desarrollo Adminisírativo, 

coordinar y supervisar la programación y realizaCión de auditorías, Inspecciones o 

viSitas de cualquier tipO; reCibir, tramitar y dictaminar las solicitudes de los particulares 

relacionadas con la reparación del daño causado por servidores públicos; coordinar, 

supervisar la formulación de sus anteproyectos de programas y presupuesto, formular 

denuncias y querellas ante las autondades competentes por hechos de los que tengan 

conocimiento y que puedan ser constitutivos de delito, entre otras cosas. Entre las 

funciones otorgadas a las contra lo rías internas se encuentran actividades que 

contienen fuertes características de tipo materialmente jUrisdiCCional, sobre todo las que 

se relaCionan con la determinación de responsabilidades administrativas y el dictamen 

de reparación del darla 

Por lo que hace a los titulares de las áreas de r"esponsabilldades, trenen como 

funciones Iniciar e InStrUir e! procedimiento de investigación para determinar 

responsabllidsdes e imponer sanciones administrativas, llevar registros de los asuntos 

de su compeienc¡3.; pl"Oporclon8r los elernellLcs necesarios 21 tltulm del órg8.110 mlerno 

de con"l~o! rars emitir 18S reso!uclones respectivas en los recursos de; r:::vocacrón, recibir 



'l resorver fas inconformidades, e instruir los recursos de revisión interpuestos contra las 

resoluciones emitidas en las inconformidades, entre otras 

En cuanto a las funciones aSignadas a los mulares de las áreas de auciitoría 

destacan las de coordinar y supervisar la vigilancia del cumplimienlo de las normas de 

control y fiscalización que emita [a Secretaría de Cantraloría y elaborar normas 

complemen·~arias en materia de control; realizar auditarias y revisiones, por sí mismos o 

con apoyo de las unidades administrativas de la Secretaría, entre otras. 

Para los titulares de las áreas de quejas' coadyuvar en la recepción de quejas y 

denuncias; turnar al área de responsabilidades las denuncias y realizar el seguimiento 

del procedimiento disciplinario; conocer previo a la presentación de una inconformidad 

de las irregularidades que se hayan cometido, con la finalidad que se corrijan cuando 

proceda, entre atraso 

Por su parte el demás personal de apoyo puede ser de tipo técnico, administrativo 

o secretarial; con la salvedad que el vínculo laboral lo tienen con la dependencia o 

entidad en la que presten sus servicios, y únicamente están adscritos al Órgano Interno 

de Conlrol'8 

5.- R.efeuei1c~a a.1 marco norma,ivo de; con'írol ¡n'ierno 

Norma Importante en materia de control interno es la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, puesto que, en su artículo 37, desarrolla las 

atnbuciones de la Secretaria de Contraloría y Desarrollo J6.dmlnlstrativo Por su 

importancia hay que señalar ei contenido de las fracciones XI y XII que le permiten 

designar y remover delegados, a los titulares de los órganos internos de control, a los 

de las áreas de auditoría, queias y responsabilidades, en las dependenCias y entidades 

de la Administración Pública, dándoles el carácter de autOridad a los cuatro últimos para 

la defensa de sus resoluciones. La XV en cuanto al reCibo y registro de declaraciones 

pcürimonlales; la XV! en la que le permite reCibir quejas e incol1forl11id8des relaCionadas 

con los convenios y contratos que celebre la Administración Pllbllca Federal y la XVII 

Vld\lO vi ,1J(ICUIO qlllllÍ\) 11:lil'.ll\111(l (iet I)n:ll'Il' q\le IL"iP!lll.: \°11(,',' ()JI':~ [,1 In I t.:dl'J.11liL- :{,o'I'llll\,dlilld.ld<.'\ (jl'l(l~ 
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que faculta a esta. dependencia para conocer e investigar las conductas de los 

servidores públicos que puedan constituir responsabilidad administrativa, imponer 

sanciones y presentar las denuncias correspondientes al Ministerio Público. 

la fracción XII del articulo 37 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 

federal fue reformada el 24 de diciembre de 1996, de esta reforma Arsenio Farell 

Cubillas, entonces titular de la Secretaria de Contraloria y Desarrollo Administrativo, dijo 

que: "Se hebia ampliado, pues, el sistema de control de la administración pública, ya 

que de una sola área facultada legalmente para resolver y aplicar sanciones 

económicas y menos de veinte para imponer sanciones administrativas, los cambios 

legales y reglamentarios facultaron a doscientos treinta órganos internos de control para 

realizar acciones preventivas y para imponer sanciones administrativas, permitiendo 

incrementar, en consecuencia, doscientos treinta veces la capacidad de respuesta de la 

Secodam,,79. 

De la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, destacan 

para la materia del control interno, los artículos 3°, fracción 11, que le da competencia a 

la Secretaria para aplicar esta ley; el 47 que señala las obligaciones a cargo de los 

servidores públicos para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, ImparCialidad y 

eficienCia en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, el 48, el 49 y 50 que 

establecen la potestad para cualqUier interesado de presentar quejas y denuncias y la 

obligación de los servidores públiCOS de no estorbar este derecho; 52, 56, fraCCiones IV 

y VI, 57, 58, 59, 60 Y 61 que delimitan el marco competencial de los órganos Internos de 

control y algunas de las atribuciones a su cargo; 77 bis que se refiere a la obligación de 

reconocer la responsabilidad de indemnizar la reparación del dalla en cantidad liquida a 

los particulares, cuando se haya determinado la responsabilidad del servidor público y 

la falta administrativa les haya causado darlOS y perjUicios a eSTos particulares; el 78 

que se refiere a la prescripción de las facultades del superior Jerárquico y de la 

SecreTaria para aplicar sanciones; el 80 sobre la obligación de presentar declaración de 

situación patrimonial, el 81 que regula los plazos paía presentar la declaración de 

situaCión patnmOnt2\ y el 85 que serlala la POSibIlidad de que en la practica de 



investigaciones o auditorías se interponga Inconformidad en contra del contenido de las 

actas 

0.- ProcedJimientm cHsd:'J~¡nario 

Previo al análisis de las normas que contienen disposiciones de carácter procesal 

aplicables a la materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, 

es pertinente precisar las notas que se deben cumplir para considerar a una 

concatenación de actos como proceso. Para el maestro Clpriano Gómez Lara existen 

siete puntos fundamentales que sustentan la unidad del proceso: 1. El contenido de 

todo proceso es un litigio; 2. La finalidad de todo proceso es la de solucionar un 

conflicto. 3 En todo proceso existe un juez o tribunsl y dos partes que están 

supeditadas al tribunal con intereses contrapuestos entre sí. 4 Todo proceso presupone 

la eXistencia de una organización de lribunales, con jerarquías y competencias. 5. En 

todo proceso existe una secuencia u orden de etapas. 6 En todo proceso existe un 

principio general de impugnación y 7. En todo proceso existen cargas procesales, como 

medidas de actuación de las partes80 . 

A reserva de volver sobre el particular, realizaremos el análisis del contenido de 

esíos siete punías al adentrarnos en el contenido adjeíivo de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos 

Según el publicista Sergio Manserrií Ortiz Soltero, en el procedimiento diSCiplinario 

se pueden encontrar las siguientes fases: a) recepción de la queja o denuncia; b) 

admisión de la queja o denuncia, c) rallflcación y salvaguardas, d) investigación de la 

queja o denuncia; e) citatorio; 0 notificación, g) audiencia y h) resolución81 

Por nuestra parte haremos las siguientes acotaciones: el capítulo procesal de la 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Púb!icos está contenido en el 

artículo 64, esta norma adjetiva resulta insufiCiente para resolver la casuística que los 

procedimle;'1tos disciplinarios plantean De ahí la trascendencia del estudiO del artículo 

"'('rr i,'"" ¡ (;,·!I,'I,:!d,!/"lh,·\II. 1'.1", 1, 
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45 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos para establecer 

la norma aplicable supletonamente a esa ley. 

También, sí bíen es cierio que en los ariículos 37, fracción XVII de la Ley Orgánica 

de la Administración Pública Federal; 64, fracción 111, y 65 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos y 14, fracción 11, inciso b) y 26, fracciones 

111, numeral 1 y IV, inciso a), numeral 1, del Reglamento Intenor de la Secretaria de 

Contraloría y Desarrollo Administrativo, se faculta a los órganos internos de control pm8 

investigar quejas o denuncias; también lo es que la fase de investigación no e~.t8 

debidamente regulada en estos ordenamientos En efecto, el ariículo 37, fracción XVII, 

se relaciona con una atribución genérica concedida a la Secretaría de Contralor::l. y 

Desarrollo Administrativo, conocer e investigar conductas de servidores públicos. El 

ariículo 65 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores PúbliCOS, en ",1 

que se sustenta la "fase de investigación' o "verificación", señala que en los 

procedimientos que se sigan para la investigación y aplicación de sanciones se 

observ2rán [as reglas del artículo 64, esto es, respetar las garantías de audiencia y 

debido proceso. Por lo que debe interpretarse a la luz del propiO articulo 64, fracción 111, 

en el que se establece la posibilidad de disponer la prádica de nuevas Investigaciones 

cuando no cuente con elementos para resolver o adVierta nuevos elemen'tos de 

responsabilidad dentro de la audiencia que regula el menCionado artículo En este tenor 

se debe concluir que las investigaciones a que aluden las normas relaCionadas son 18:5 

que se generen en el procedimiento disc'¡pllnario Por último, la sana Interpretación del 

ariiculo 49 de la ley sustantiva de la materia, que establece que con la queja o denuncia 

se iniCiará, en su caso, el procedimiento disciplinan 0, nos llevan a concluir que 

Jurídicamente no exisíe la llamada "fase de :nvestlgaclón", practica en la que 

inapropiads:mente Incurren las contralorías internas, al fraccionar en forma Inadecuada 

el procedimiento disciplinariO 

En efecto, en última instancia, el contenido de todo proceso o procedimiento es el 

de llegar a escablecer hechos controvertidos para aplicar el derecho al caso concreto 

Por lo que la "investigación" es materia propia del "prOCedIl1118Ill0" Sería absurdo coni:ar 

con UI1(i e~apa probatoria, SI pr8cilC8Jllenie, previa jo IIlVC:'silg8clón, yé">" se tienen 

del1i11ilCldos l21lio el 8CtO que vulnere: !2 norIl1C;!Ic]CC: 2dmHlls¡r;c;tlv~ COlilO;-:! rrcsumo 

<),1 



responsable de ésta De ser así, lo que corresponde es emitir la resolución que en 

derecho proceda, no controvertir nuevamente los resultados de la "investigación" en un 

"procedimiento", lo que atenta en contra del principio de economía proces21. Además, 

un esquema de esta naturaleza a'lenta contra las garantías de legalidad y debido 

proceso que contiene nuestra carta magna 

En cambio, como lo previenen los articulas 47 y 49 de la ley, es con la queja o 

denuncia, derivada del incumplimiento de las obligaciones a cargo del servidor público, 

con la que se iniciará, en su caso, el "procedimiento disciplinario" correspondiente. De 10 

expuesto se sigue que es necesariamente dentro del procedimiento disciplinario, mal 

llamado administrativo, donde se debe practicar la investigación de los hechos materia 

de la queja o denuncia, para aplicar, posteriormente, las sanciones que correspondan. 

Existen una serie de consideraciones que se deben tomar en cl/enta de la 

pretendida "íase de investigación". Su íinalidad supuestamente consiste en establecer 

los hechos para aplicar las sanciones que correspondan a servidores públicos que 

vulneren el código étiCO aplicable al servicio público Sin embargo, si el propósito de 

todo proceso es l'ijar los hechos para después aplicar el derecho al caso concreto para 

solucionarlo o dirlmirlo, es evidente que en la práctica esta "fase de investigación" 

carece de sentido. Ahora bien, esta "fase de Investigación" se puede traducir en 

violaciones procesales graves en perjuicio de los servidores públicos, puesto que 

escudándose en el supuesto carácter "reservado" de las mismas y a que presuntamente 

no hay imputación en contra de persona alguna, se les niegan una serie de derechos en 

los qut. se surte ia garantía de aud!encla, como son: el acceso 81 expediente respectivo, 

ofrecer pruebas, obtener copia y a instar. Por supuesto que une:: situación de esta 

naÍuraleza permite los arreglos "bajo el agua", en atención a que, un servidor público 

que sabe que está siendo sUjeto a una investigación busca la forma de enterarse de! 

contenido de la misma, sin Importm los mediOS a los que recurra, con lo que esta "fase 

de investigc:clón", SI bien puede ser un elemento que correctarnente aplicado Impediría 

procedimientos innecesarios, en el esquema discrecional actual prohíj3 corrupCión. 

Además, es un elemento de distorSión de los fllles de 18 l·espons8bilidad administrativa, 

en atención él quG' las contralorlas inlernas amparándose en esta supuestCl "fase ce 

íIlVeS\iQ2clón" c:cuc:ell ;:; 12 fl81.sS'l8 pr~cl!c2 de "~bsolvei· de 12 ínst;::nclC::' esto 8S, dCI:tiO 



de esta fase emiten "acuerdos de archivo" por falta de elementos, improcedencia o 

incompetencia sin pasar por el rigor (écnico de un proceso, Se debe destacar que al no 

reconocerse el carácter de parte al quejoso o denunciante, a fa par que se vulneran sus 

legitimes derechos procesales, la actividad de los órganos internos de control se realiza 

sin ningún contrapeso sociaf; así, la relación en la fase de investigación, e incluso 

dentro de procedimiento disciplinario, se establece únicamente entre la administración y 

el servidor público indiciado, lo que puede dar pie a la corrupción e impunidad. Por lo 

que se debe rechazar por artifiCiosa y falta de apego a la normatividad la denominada 

"fase de investigación" que se realiza antes del procedimiento disciplinario. 

Atendiendo a la naturaleza pública del procedimiento diSCiplinario, la fase de 

ratificaCión también es innecesaria, lo anterior toda vez que el interés en este tipo de 

procedimientos se surte a favor del Estado, pues a él le interesa que los individuos que 

encarnan a los órganos investidos de autoridad se sujeten al código ético aplicable al 

servicio público, para preservar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia 

en el desempeño de su empleo, cargo o comisión. También, en última instancia, el 

desprestigio de la actuación del servidor público que contraviene el código ético 

repercute en la administración pública, al socavar la confianza de la: ciudadanía en Ia:s 

instituciones Tampoco puede soslayarse que la ratificación puede constituir un 

elemento de presión en contra del gobernado en el caso de procedimientos Incómodos, 

ya que en la misma se le puede obligar a retractarse de su declaraCión inicial o a variar 

el sentido de sus ImputaCiones, con lo cual se podría encubm la actuación de un 

servidor público "amigo" o se podrían generar nuevas acusaciones contra un servidor 

público "enemigo". Se debe destacar que la fase de ratificación se pide como un 

elemento de certeza en la acusaCión, sin embargo, si no se reconoce el carácter de 

pari.e del quejoso o denuncla:nte ¿qué sentido tiene citarlo a ratificar? 

Tampoco se debe olVidar que las salvaguardas contenidas en el articulo 50 de la 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, se traducen en 

obligaCiones de hacer y de no hacer a cargo de los servidores pLJbIICOS. como es el 

caso de reSpeL2r y hacer respetar el derecho a 18 formulación d8 quejas o denuncias, y 

ev¡i;..lr que CO:1 motivo de ellas se causen rnolestlas Illnccesanas al queJoso. Este 

prr(:c:-;:~t8 2g18g8 una !--:l~e\l2 c;;:us31 ele responsahlllc!z::d c:cl:llIIlISÜ:-:LIVrl. ?pllc0ble <::1 



servidor público que inhiba el quejoso para eVitar la formulación o presentación de 

quejas o denuncias; o a él que realice cualquier conducta injusta u omita una justa y 

debida que lesione los intereses de quien presente quejas o denuncias 

En este sentido, consideramos que las fases de! procedimiento disciplinario son, 

preseniación de la queja o denuncia; radicación de la queja o denuncia e inicio del 

procedimienio disciplinario; investigación de los hechos materia de la queja o denuncia; 

sí se comprueba el hecho presuntivo de responsabilidad administrativa y se puede 

atribuir a un servidor público, citatorio y notificación, o en su defecto, resolución de 

inexistencia de responsabilidad; audiencia de ley y resolUCión de responsabilidad o de 

no responsabilidad e imposición de sanciones. 

Del conienldo del artículo 64 se pueden perfilar situaciones de carácier 

ma,:erialmente jUrisdiccional. En otra parte del presente trabajo afirmamos que los actos 

de jUrisdicción son aquellos que se encaminan a [a resolUCión de controversias, El 

vocablo jurisdicción proviene de la voz latina jurisdictio-oms que significa poder o 

autoridad que se tiene para gobernar o poner en ejecución las leyes, o para aplicarlas 

en juicio. Sin embargo, si se atiende a las voces latinas jus, derecho, recio, y dicere, 

proclamar, declarar, decir, se refiere a proclamar el derecho, En este contexto la 

jurisdicción es un deber y una facultad de los órganos del Estado para administrar 

justicia As:, para Carnelutli en las funciones públicas que se presentan en la 

organización constitucional del Estado occidental, el poder legislativo crea las normas 

legales, mientras que el adminisirailvo y judicial las aplican. Este criterio lo refrenda el 

jurista mexicc:no Ignacio Burgoa, ya que en su opinión' "Tampoco 13 función 

jurlsdlcclon21 sólo es desplegable por los órganos Judiciales formalmente considerados, 

ya que es susceptible de ejercitarse por órganos que, desde el mismo punto de vista, 

son ad.DJinistr2-¡iv:Q..~ o legislatlvos"fl2 

En este contexto, en el caso específico de los órganos internos de control, a la par 

de la función administrativa de fiscalizaCión y control, desarrollan una aciividad que 

puede ser considerada materialmente jUrisdiCCional La ley en análiSIS en sus ar(ículos 

49, 52, 57 párrafo segundo, 58 y 60, alude a dos aspectos centrales del poder 

diSCiplinario del ESlado la pOSibilidad eJe apllc3f sanciones por el incunipllll11enLo de las 



obligaciones administrativas a cargo de los servidores públicos, y a los órganos 

competentes para aplicarlas a través del denominado procedimiento disciplinario 

contenido en el artículo 64 de la ley, 

E! precepto mencionado establece: 

''ARTíCULO 64, La Secretaría impondrá las sanciones administrativas 

a que se refiere este capítulo mediante el siguiente procedimiento", 

Dicha norma consta de un párrafo inicial, cuatro fracciones y tres párrafos finales, 

En la fracción I establece que se deberá citar al presunto responsable a una audiencia, 

haciéndole saber la responsabilidad o responsabilidades que se le imputen, el lug8:' dla 

y hora en que tendrá verificativo dicha audiencia y su derecro a ofrecer pruebas y 

alegar en la misma lo que a su derecho convenga, por sí o por medio de un defensor. 

Todo esto con el propósito evidente de salvaguardar las garantías de audiencia, debido 

proceso, legalidad, fundamentación y motivaCión previstas en la carta magna. 

Se señala que a la referida audiencia aSistirá el representante de la dependencia 

que para ta~ efecto se deSigne, la voz dependencia no debe ser entendida en sentido 

estricto, puesto que se refiere, tanto a aquéllas como a las en(idades de la 

administración pública federa!, relacionando armónicamente el contenido de esta 

fracción con el artículo 67 de la ley en cita También, esta fraCCión señala como garantía 

para 2! presunto responsable que entre la fecha de la citación y la de la audiencia, 

deberá mediar en plazo no menor de CinCO ni mayor de quince días hábiles con el 

propÓSito de preparar su defensa En 10 que se refiere al tema de las pruebas en el 

procedimiento disciplinario, Juan Francisco Arroyo Herrera sostiene que: "Como el 

precepto no enumera las pruebas que serán admiSibles, se puede aplicar el principio de 

que para probar los hechos, es admisible cualquier mediO de prueba que produzca 

convicción en el juzgador, siempre y cuando no vaya contra la moral y las buenas 

costumbres»S3. Criterio al que nos adherimos, puesto que podría poner íln a la neíast8 

práctica de que, como se consloer2 al procedirniento oisclpllnaíio "administrativo", no se 



aceptan algunas pruebas que ofrece el servidor público presunto responsable, entre 

ellas, la confesional de la autoridad que lo inculpa. 

En la fracción 11 se asienta que, una vez concluido el desahogo de pruebas, se 

deberá emitir ¡a resolución en un plazo de treinta días hábiles siguientes. La resolución 

puede establecer la inexistencia de responsabilidad o imponer sanciones 

administrativas. En los términos del articulo 53 las sanciones pueden ser apercibimiento 

privado o público, amonestación privada o pública, suspensión, destitución del puesto, 

sanción económica o inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o 

comisiones en el servicio público. Para la imposición de sanciones se deben valorar 

diversas circunstancias de carácter personal de! infractor y de comisión del hecho para 

agravar o atenuar la sanción, como lo previene el articulo 54 de la propia ley. La 

resolución se hará del conocimiento del interesado, de su jefe inmediato, del 

representante designado por la dependencia y del superior jerárquico dentro del plazo 

de setenta y dos horas. 

Por su parte, la fracción i1l, regula el supuesto relacionado con la práctica de 

nuevas diligencias de investigación y la citaCión para otra u otras audiencias, dentro del 

procedimiento, Es en este sentido en el cual debe Interpretarse ei contenido del artículo 

65 de la Ley, y no para fundamentar una ineXistente fase de investigación, ajena al 

procedimiento. 

La fracción IV, por último, regula lo relacionado con la suspensión de los 

serVidores públicos sUjetos a procedimiento, en forma temporal, mientras se resuelve la 

cuestión planteada, dando reglas para la aplicaCión de esta medida cautelar y Sin 

prejuzgar sobre la responsabilidad que se imputa, 

En este sen~ido el maestro José Trinidad Lanz Cárdenas, aSienta que. "En cuanto 

al procedimiento para exigir la responsabilidad administrativa, éste se inicia al citar ia 

Secretaria de la Contralorí8 o el superior jerárquico al presunto responsable a una 

audienCia [. 1 Al conclUir la audiencia o dentro de los tres dias !lábiles Siguientes, la 

Secretaría o el superior jerárquico debe resolver sobre la eXlstencl8 de responsabilidad 

e irpponer al infractor las sanCiones admlnlsti'atlvas correspolldlentes"R.¡ La aparente 

dlsc,e¡:;allcla elltr2 la opinión del maestm José TrwlIdad Lanz C2rd8nas y el contenido 



del articulo 64 de la norma aplicable a 18s responsabilidades administrativas se podría 

explicar en vir(Ud de que, temporalmente, el libro del maestro se ubica hasta el año de 

1993, y no recoge importantes refórmas al ámbito del control, en particular la de! 24 de 

diciembre de 1996; sin embargo, coincide con nuestro esquema. 

Como se puede advertir en esta facultad disciplinaria del Estado S8 verifica una 

verdadera contienda jurídica en la cual el servidor público presunto responsable funge 

como sujeto activo; la administración pública a través del representante de la 

dependencia designado hace las veces de sujeto pasivo u ofendido y el órgano interno 

de control, al aplicar el derecho al caso concreto, se transforma en órgano de 

jurisdicción en sentido material. 

Luis f-:umberio Delgadillo Gutiérrez opina que' "Según la naturaleza del órgano 

competente para su aplicación, la disciplinarla es una sanción administrativa, puesto 

que su determinación es matena de una autoridad que la impone en sede y conforme a 

procedimientos administrativos, independientemente de que la resolución que la 

contenga pueda ser impugnada y resuelta por la autoridad judicial mediante sentencia, 

lo cual no cambia su original carácter administrativo"S5. 

Nosotros consideramos excesivamente formalista el criterio del maestro Luis 

Humberio Delgadillo, ya que alendlendo a la naturaleza intrinseca de los actos 

derivados del procedimiento administrativo disciplinario, su teleología se surte en la 

aplicaCión del derecho al caso concreto, dirirni8ndo una coniroversia derivada de la 

presunta infracción a la legalidad administrativa. En el procedimiento disciplinario eXiste 

un verdadero conflicto de intereses centrado en la pretensión del Estado de preservar la 

legalidad, honradez, lealtad, Imparcialidad y efiCiencia en el servicio públiCO, y la 

pretensión contraria del servidor públiCO presunto responsable de sustraerse a dicho 

código étiCO, así como un órgano, la contralaría interna, encargado de establecer si 

existe o no dicha vulneración y, en el supuesto afirmativo, aplicar las sanciones que en 

derecho procedan, No eludimos que puede darse el caso de! allanamiento a la 

pretensión S2nClonatona adminlsiTéülva del Estado, Sin embargo, esto no cambia el 

elhos JUflSclcclonal del procedimiento disciplinario Consideramos que ests. actividad de 

\\ r)d,~,\,i,ll\l ('\lill'iIL'/, 1.\11\ i Itlllllh:llo, /,/1/'(' ,;,U ,/,' ¡t,\!,,,¡;\.!hl/¡.:u'!,, j, {UI \,"\ "i"h'\ /"í,r,I,', "1, .~ L ['el. ]'01:1'1:1, 
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[os órganos internos de control posee las notas esenciales características para ser 

considerada materialmente una actividad de carácter jurisdiccional, puesto q:J8 existe 

un litigio, representado por 12 pretensión de! Estado de aplicar sanciones adminis'trstivas 

y la del presunto responsable de sustraerse a la misma; existen dos partes y un órgano 

de jurisdicción, el presunto responsable y el represeptante designado por el titular de la 

dependencia o entidad de la Administración Pública Federal donde preste sus servicios, 

y como órgano de jUrisdicción la contraloría interna; existe una secuencia de etapas: 

recepción de la queja o denuncia, radicación, citación, notificación, audiencia, 

presentación de pruebas, admisión de pruebas, desahogo de pruebas, alegatos, 

resolución y notificación; esto es, existen momentos y cargas procesales, puesto que no 

se pueden entender de otra manera las distintas fases y la actividad o la proyección de 

actos desplegados por el presunto responsable o su defensor, el representante de la 

dependencia o entidad y el órgano interno de control Con lo anterior el procedimiento 

disciplinario encuadra en los puntos uno, dos, tres, cinco y siete de los propuestos por 

el maestro Cipriano Gómez Lara para reconocer a un proceso. En este contexto, cabe 

señalar que para establecer el tipO de actividad que el Estado despliega, atendiendo al 

criterio material de distinción de los actos juridlcos, se debe estar a sus noias 

intrínsecas y no al órgano del cual emanan como lo pretende Luis Humberlo Delgadiilo. 

7.- Reg[2mento ¡n~erior de ia Secretaria de COi1iraioría y Desarrol~o 

Ad ... iITrI[strativo 

Esta norma cuenla con once capítulos y cuarenta y dnco artículos, toda vez que 

mediante Decreto publicado en el Diario OfiCial de la Federación el 4. de septiembre de 

2000, se le adicionaron once artículos, a los treinta y cuatro, originales para dar 

atribuciones a la estructura interna de las Direcciones encargadas de las 

responsabilidades administrativas, auditoría y control Esta norma establece la 

competencia de los órganos de Ls Secretaría de Contralaría y Desarrollo Administrativo. 

Para los efectos del control interno deslaca el capítulo VIlI, relatiVO a "De los Delegados, 

Comisarios PúbliCOS, TllUI8:8S de los Órganos Internos de Control y Supervisores 

Regionales', SIento ('1 que, en su 3rtículo 26 il2CC relCiclón .:1 lé:S diversas 8Iríbucioll8S 



otorgadas a. estos órganos administrativos_ En el párrafo segundo de ia norma 

mencionada se faculta a la Secreiaria de Coniraloria y Desarrollo Administrativo para 

designar a los titulares de los órganos internos de control, a los de las áreas de 

auditoría, quejas y responsabilidades en las dependencias, órganos descentralizados y 

eniidades de la Administración Pública, asi como, en la Procuraduría General de la 

República como lo previene el artículo 37, fracción XII, de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal. 

En la fracción 111, puntos del1 al 11, desarrolla las facultades de las titulares de los 

órganos internos de control, la fracción 111, incisos a), b) y e), en sus diversos puntos, 

desarrollan las atribuciones de los titulares de las áreas de responsabilidad, auditori" y 

quejas. Estas atribuciones se complementan con las contenidas en los artículos 13 v 't, 

para la Contraloría Interna de la propia Secretaría de C0ntraloria y Desaree:i') 

Administrativo. 

También se señala que para la atención de los asuntos y substanciación de los 

procedimientos a su cargo, las autoridades de los órganos internos de control se 

auxiliarán del personal adscrito a los propios órganos internos de control, en 

congruencia con el contenido del 81iiculo qUinto transitorio de la reforma del 24 de 

diciembre de 1996 a la Ley Federal de responsabilidades de los Servidores PúbliCOS, 

entre otras situaCiones Existe una amplia gama de reglamentos y acuerdos que 

otorgan facultades en materia de control a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo 

Administrativo; lal es el caso del Reglamento de la Comisión de Avalúos de Bienes 

Nacionales, Reglamento de la Ley Federal de las Entidades Para estatales, Acuerdo por 

el que se lijan criterios para la aplicaCión de la Ley Federal de Responsabilidades en lo 

referente a los familiares de los Servidores PllbIICOS, entre otros9G 

S.- ;mpugnadón 

Por Impugnación se entiende "Acción y efecto de atacar, tachar o refutBr un acto 

jud,Cial, documento, deposIción testimonial, Informe de peritOs, etcéler8, con el objeto 
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de obtener su revocación o invalidaclón ,087
. En la materia administrativa, como 10 

establecimos al tratar el apartado correspondiente a la impugnación en ley Federal de 

Procedimiento Adminisí.rativo88 se afirma que el recurso administrativo es el medio lega! 

de que se puede servir el particular afectado en sus derechos jurídicamente tutelados 

por un acto administrativo para obtener de la autoridad administrativa una revisión del 

propio acto que emitió, para que lo revoque, lo anule, o lo reforme en el supuesto de su 

ilegalidad89 Por nuestra parte, al referirnos al recurso que regula la ley Federal de 

Procedimiento Administrativo realizamos las observaciones correspondientes. En los 

artículos 70, 71 Y 73 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos 

se establecen dos medios de impugnación: la revocación y el juicio de nulidad ante el 

Tribunal Fiscal de la Federación 

8.1 Revocación 

En los términos del artículo 71 las resoluciones por las que se impongan 

sanciones administrativas, pueden ser impugnadas por el servidor público ante la propia 

autoridad, medianíe el recurso de revocación que se Interpondrá dentro de los quince 

dias sigUientes a la fecha en que surta efectos la notificaCión de la resolución recurrida. 

Este recurso se substanciará mediante escnto en el que se expresarán los agravIos que 

a juicio del servidor público le cause la resolución reCUrrida; al escrito se le debe 

acompañar copia de ésta y de la constancia de notificación, y las pruebas que se 

estimen necesarias. La autOridad debe acordar sobre la admisibilidad del recurso y las 

pruebas. Una vez que se desahoguen las pruebas ia autoridad emitirá resolución en un 

plazo de treinta días hábiles y la notificará al interesado en un plazo no mayor de 

setenta y dos horas. 

En los términos del artículo 72 se puede solicitar la suspensión de los actos 

malena de la impugnación, Este precepto deja muchas dudas y ampliO margen a la 

discreclol1alidad Puesto que, por una parte el artículo 71 establece que la Impugnación 
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se interpone ante la "propia autoridad", por lo que debe entenderse que es la que emitió 

el acto impugnado, por la otra, el articulo 72 no establece cual es la autoridad 

competente para resolver sobre la suspensión, por [o que, nuevamente, debe 

entenderse por ta! a la autoridad que emitió el acto impugnado. Un problema 

interesante es el que se relaciona con la imparcialidad en la resolución del recurso. Si 

es la misma autoridad que lo emitió quien debe resolverlo, es eVidente que, de buena o 

mala fe, va ha pretender que prevalezca el acto impugnado, lo que puede llevarla a ser 

parcial al dictaminar. Por lógica, para salvaguardar la imparcialidad y objetividad en la 

resolución del recurso, éste debería ser resuelto por el superior jerárquico de la 

autoridad que emite el acto. Oiro problema es lo limitado de las normas procesales, 

puesto que sólo son tres fracciones del artículo 71 las que se relacionan con la materia. 

Así, nuevamente nos enfrentamos al problema de la discíeciona!!dad. 

8.2. ,Juicio de Nu~idzd 

En los articulas 70 y 73 de la norma en análisis, los servidores sancionados o 

afeciados por las resoluciones administrativas que se dicten conforme a la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos, a la par del recurso de revocación, 

podrán impugnarlas ante el Tribunal Fiscal de la Federación. Huelga decir que este 

juicio es materia de estudio en el capítulo cuarto de la presente tesis. 

Ahora enunciaremos un comentario sobre el procedimiento disciplinario Como se 

dejó asentado acreditamos que este procedimiento cumple con los puntos uno, dos, 

tres, cinco, y siete, de los píOpuestos por el maestra Gipriano Gómez Lara que permiten 

identificar a un proceso Toca acreditar que cumple con los puntos cuairo y seis. Como 

se advierte de [os artículos relacionados en este apartado, el procedimiento disciplinario 

exige una estructura de "tribunales" -órganos de decisión- con jerarquías y 

competencla.s· el órgano Interno de control, el superior jerárquIco del mismo y en otro 

plano el Tribunal Fiscal de la FederaCión, que aunque es un órgano de JurisdiCCión 

plena, formalmente es parte Integrante del poder ejecutivo, aden'ns, de los preceptos 

transcritos también se advierte un principio gcneral de Illlpugn<lClón represent<Joo tanto 

por i2 ICVoc2c:ón, como pOí ei JUICIO de nulld8d COll lo .1lltcllm quede: CI8ro que el 



procedimiento disciplinario cumple con los siete puntos que configuran la unidad de lo 

procesal, y no puede, al menos desde el punto de vista material, ser considerado un 

aClo administrativo. 

~'.- rUrildón de cO[U~C"o[ ':J @p~icadón de [as nonnas en ba: [Glo~es~2d 
cHsc[p[inarfla 

Como asentamos, la corrupción es un mal endémico de nuestros dias Y a esta 

patología social no se encuentra ajena la administración pública; en ella encuentra su 

fuec,ie de empleo un amplio sector de la población del pais, y a pesar de grandes 

esfuerzos tendientes a erradicar el problema de la corrupción, al parecer nos está 

ganando la batalla. Asi, para enfrentar la corrupción en la administración pública, se 

proponen tres tipos de medidas: 1.- implementar en la administración estructuras 

colegiadas, esto es, evitar que la toma de decisiones se concenlre en un solo individuo 

2.- Revisión de la actividad de los inferiores por parte de los superiores jerárquicos, o 

sea, que la supervisión jerárquica sea efectiva, sin delegaciones de ninguna naturaleza. 

3.- división por temas plenamente diferenciados de la toma decisiones, esto es, 

establecer, en cuanto seó posible, distinciones entre cada una de las operaciones 

administrativas y encargar su cuidado a técnicos especializados con el propósito de no 

diluir la responsabilidad. Con lo que se pone énfasis en los controles de tipo preventivo 

antes que en los corredivos y represivos. Esto implica el entender la naturaleza de las 

atribuciones concretas encomendadas a los entes administrativos y en particular las 

que se otorgan a los órganos internos de control 

Las medidas que propone la doctnna implican una amplia reforma de la 

administración, tanto desde el punto de vista orgánico como funcional La reforma, en 

su aspecto funcional, pasa por entender cual es la natUíaleza de los diversos actos que 

generan los órganos de 18 administración pllblica, InclUidos los órganos internos de 

control. SI bien es eVidente la naturaleza admlnistraí.iva de los entes encargados de la 

fiscalización y control, tampoco se puede soslayal· que la funCión sancionadora, 

ejercitada en el procedimiento diSCiplinario, 'llene n8iuraleza materialmenie 

Junsdiccional, puesto que consiste en decir el derecho en el caso concreto En este 

SCilllC;O se co:¡vieíle 2:: :e:ev2nt2 el i.e~ll(; eie:! 18 2[Jllc;::¡c1ón del derecho en ¡él. r81ll8 
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3dministraliva del gobierno. Asi en la 9'. Asamblea General Ordinana de la Federación 

\lacional de Colegios de Abogados del año 1982, Fernando García Cordero se 

Jregunlaba ¿A quién protege en realidad la ley de Responsabilidades: al pueblo del 

funcionario o al funcionario del pueblo? Y sostenía ¿No sería mejor una ley directa 

:ontra la corrupción 8dministraliva c,ue una ley de responsabilidades de funcionanos?90 

En la actualidad no se tiene noticia de que estas preguntas hayan recibido respuesta. 

Es pertinente asentar que es en el marco de la aplicación de las normas relacionadas 

con el procedimiento disciplinario en donde más errores se encuentran. 

Algunos de los errores lienen su génesis en una interpretación excesivamente 

dogmática -Ielra a le!ra- de las normas contenidas en la ley Otros se deben quizá a la 

ignorancia o a la mala fe, cuando no al dolo manifiesto, en el trámite y resolución de 

expedientes. Unos más, a estructuras que se encuentran diseñadas para generar "actos 

administrativos" no actos materialmente jurisdiccionales Tampoco se puede soslayar 

que con las elecciones llegan al poder partidos políticos diferentes al que gobierna, con 

nuevas formas de entender a la administración pública Este hecho en sí mismo no es 

negativo, lo criticable consiste en que, para colocar a sus cuadros en los puestos claves 

de la administración pública, píOvocan una expulsión de mano de obra calificada de los 

órganos administrativos. Esto paraliza [a íunción administrativa hasta que los nuevos 

administradores entienden el manejo de las estructuras complejas a su cargo y 

aprenden su operación, La administración ya no puede estar experimentando car:a 

sexenio, con la expulSión de servidores públicos capacitados; se le debe poner coto a la 

desbandada sexenal y aprovechar mejor los recursos humanos que [a propia 

administración públic8. forja 

Uno de los rubros más sentidos por parte de la ciudadanía es el que se relsciona 

con :a administración de justicia, ac'tivldac:i que ha sido descuidada por el poder público 

permitiendo que la corrupción se Infiltre en su estructura, desnaturalizando dicha 

función, 
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A 10 anterior debemos agregar la desconfianza que, con motivo o sin él, manifiesta 

el ciudadano hacia la administración de Justicia. Es en el nivel de administración de 

jusí.icia en el que las funciones administrativas y jurisdiccionales se relacionan con los 

pari·'culares. El primer paso para romper el círculo corrupción, impunidad, desconíianza, 

cor:~pción, se debe dar con el entendimiento de la naturaleza intrinseca de la actividad 

desarrollada por el Estado en la materia disciplinaria, puesto que es el primer escalón 

en el cual el ciudadano pretende convencerse de la veracidad, honeslidad y íorlaleza 

de las instituciones; de esta manera se podrán diseñar mejores herramientas 

legislativas para solucionar problemas como el que la corrupción plantea al tema del 

control. Podemos concluir con las palabras de Arsenio Farell Cubillas: "La adopción en 

nuestro medio de medidas preventivas y sanciones contra un vicio tan antiguo como la 

corrupción es producto de serios estudios y discusiones internas, y constituye un 

esfuerzo más contra la nociva práctica que tanto afecta la relación entre gobernantes y 

gobernados"91. 





IV. CAPíTULO CUARTO 

Código Fiscal Qe Ja: Ferdleracü6U1 

Previo al es1udio del tema del juicIo de nulióad, conviene señalar que esta 

institución jurisdiccional de control administrativo tiene su antecedente remolo en el 

recurso de exceso de poder que instrumenta el Consejo de Eslado francés. En el 

capítulo quinto delinearemos los antecedentes históricos de ése órgano del poder 

público francés. 

El juicio de nulidad constituye ya una verdadero litigio jurisdiccional en el que las 

partes se sujetan al imperio de un órgano contencioso-administrativo, para establecer la 

legalidad de un aclo de la administración activa o controvertir la acluación de la misma, 

por lo que nos encontramos ante un proceso administrativo. Existen diversas clases de 

proceso administrativo. Éstos pueden ser: de conocimiento o de ejecución; los primeros, 

a su vez, se dividen en: a) declarativos, SI se solicita una declaración que reconoce algo 

existente, por ejemplo la nulidad de un acto administrativo; b) constitutivos, cuando se 

solicita el nacimiento, modificación o extinción de una relación jurídica concreta y e) de 

condena, cuando obligan a una prestación de dar, hacer o no hacer. En los ejecutivos 

se pide al órgano de jurisdicción una manifestación de voluntad, un hacer, con el 

propósito de ejecutar un mandat092 

Otra clasificación los divide en' A) ordinarios y B) especiales. A los primeros se 

acude cuando no existe disposición sobre el particular, y son de administración central, 

de administración local y de entidades locales Los segundos se subclaslflcan: 1.- Por 

su fundamento jurídico material y 2.- Por su 'fundamento jurídico procesal. los de 

fundamento jurídico material se diferencian por los sujetos y por su objeto; éstos son 

lesividad, aquéllos son los que afectan a la hacienda pública local y de suspensión 

gubernamental. Los de fundamento jurídiCO procesal se subdividen en los que aseguran 

los efectos de otro proceso; los que facilitan el desarrollo de airo proceso y los que 

impugnan otro proceso. Estos ültimos son. de lesividad, de apelación, de queja, de 

nulidad, de revisión y de audlencla93
. 
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la ratio iuris de esta institución consiste en que se considera que la administración 

pública al resolver los recursos que contra sus determinaciones interponen los 

particulares actúa como mejor conviene a sus intereses, por estimarlos más importantes 

y desliqados del interés del litigante, sin importarle violar el orden juridico vigente y 

perjudicar al interesado Así, se piensa que el recurso administrativo no es el medio 

apropiado para alcanzar un verdadero control juridico de los aclos administrativos; en 

este sentido, se afirma que el juicio contencioso administrativo es el más idóneo para 

lograr la tulela de los intereses que se controvierten a la administración pública94 

La doctrina considera que por contencIoso administrativo se puede entender, tanto 

la jurisdicción que se otorga a determinados órganos estatales para conocer de los 

conflictos que surgen entre la administración pública y los gobernados, como el proceso 

relacionado con la jurisdicción mencionada, o sea, el que se realiza para dirimir este 

tipo de controversias. Para Antonio Carrillo Flores el contencioso administrativo es la 

contienda que nace por el obrar de la Administración Pública, tanto en su seno mismo 

corno fuera de ella95
. 

Al contencioso administrativo se le ha caracterizado de diversas formas: 1.- se 

habla del contencioso administrativo como contienda administrativa, en la que interviene 

la administración como poder público; 2.- se alude al contencioso administrativo como 

acción administrativa, o sea, el poder de dirigirse a los órganos jurisdiccionales 

solicitando la modificación del acto administrativo concreto que causa perjuicio al 

solicitante; 3.- Se afirma que el contencioso administrativo es una pretensión procesal 

administrativa, esto es, una declaración de voluntad por la que se pide a los órganos 

administrativos la reforma de ciertos actos administrativos; y 4.- también puede ser 

conceptual Izado como una institución destinada al examen de las pretensiones de 

contenido adminisüallvo96 A nosotros en lo particular nos interesa visualizarlo como 

una pretensión procesal administrativa. 

Así, e¡ contencIoso administrativo puede iraducirse en JUICIOS de plen2 jurisdicción 

y JuiCIOS de anulación o Ilegitimidad En nuestro pélís, se afirma que el contencioso 

admlJllsiratlvo de plena jurisdiCCión federal o local se tramita ante el poder Judicial y el 
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contencioso administrativo de anulación o ilegitimidad se desarrolla ante el Tribunal de 

Justicia Fisoal y Administrativa o el Tribunal de lo Contencioso Administrativo local. 

Las car2cterísticas del contencioso administrativo de plena jurisdicción son. a) 

violación del derecho subjetivo o garantia plasmada en la norma fundamental; b) un 

conjunto de medios para cumplir la sentencia; c) la sentencia tiene efecios inler partes, 

o sea, no tiene efectos generales; d) el órgano de decisión fundamenta las 

consecuencias de su determinación; e) el proceso va más allá de la simple declaración 

de nulidad, al grado de imponer una serie de conduelas obligatorias para las partes; f) 

para sustentar la legalidad o ilegalidad del acto se analizan sus caracteres Inlernos y 

externos; y g) el proceso es de tipo subjetivo, esto es, se traduce en el papel que 

asumen las partes al concurrir al juicio y la presunta violación al orden juridico. En 

cambio, el contencioso administrativo de anulación contiene los siguientes rasgos: a) la 

violación es a la ley in genere; b) el tribunal de anulación carece de medios para hacer 

cumplir sus sentencias; c) la sentencia es generala sea erga omnes; d) el tribunal de 

anulación no puede dar órdenes a la administración; e) la materia de la impugnación es 

una resolución o una ejecutoria, f) las causas de nulidad son variantes del principIO de 

legalidad, esto es, son las diversas facetas en las que se puede traducir la garantia de 

legalidad general; y g) el juiCIO del tribunal es de carácter objetivo, puesto que, nada 

tienen que ver las características de [os litigantes, sólo importa la violación a la ley. 

Visto desde esta perspectiva, cuando los órganos del poder público con 

atribuciones de iu,-isdicfío tutelan la conformaCión de los actos de autOridad aplicando el 

orden Jurídico, se configure.: un proceso de control de la actividad administrativa, puesto 

que se dejan sin efectos los aclos que no se conforman en su esencia con los 

postulados que se exigen para su naCimiento pleno a la vida Jurídica. Así, se dice que. 

"Hoy ya e¡ recurso contencioso-administrativo no es un recurso mentado desde ia 

propia administraCión y en propio Interés, sino que es un heierocontrol (valga el 

términos) un control arbitrado por auténtiCOS jueces, un control jurisdiccional pura y 

simplemenLe, y, por consiguiente en interés de los demandantes,,97. En este sentido, la 

actividad oe ;OS tnbu!l21es de !o contencioso administratiVo cumple con 18 t2re8 de 

preservar en su materlalid<3d e[ derecho Estos ól-ganos de [a potestad adrnmlstrativa 
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ejercen la ,,¡ribución de control de la legalidad a través de un verdadero proceso en el 

cual se plantea una contienda ante un juez de !a materia administrativa, intervienen 

partes que deducen derechos procesales, se aportan, admiten y se desahogan pruebas 

y se concluye emitiendo una sentencia que reconoce la legalidad del acto y lo confirma, 

o que afirma su ilegalidad y lo anula en todo o en parte. 

Para Ramón Martínez Lara, la administración pública tiene interés en velar por el 

cumplimiento de las obligaciones que le han sido encomendadas; sin embargo, los 

recursos que se promueven en su interior son resueltos como mejor conviene a sus 

particulares intereses, por considerarlos más importantes y desligados del interés de los 

promoventes, sin importar que esta actuación implique una violación al orden jurídico 

vigente y cause perjuicios al administrado. Por esta razón, se ha deslegiiimado el 

recurso administrativo como un medio pa.ra alcanzar un verdadero control jurídico de los 

actos de administración; así, el juicio contencioso administrativo aparece como el medio 

más idóneo y eficaz para lograr dicho control98
. Ante esta voz, podemos reafirmar que 

el propósito del contencioso administraf ") consiste en la tutela de la legalidad 

administrativa, lo que sustancialmente transforma a este juicio en un medio de control 

jurídico de la actividad administrativa. 

En nuestro país, siguiendo la tradición francesa de separación entre la 

administración y la jurisdicción, el contencioso administrativo esta a cargo del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa o de los Tribunales de lo Contencioso 

Administrativo en [os Estados y el Distrito Federal. 

Se ha discutido en la docirina si el tnbunal es un órgano de plena jurisdicción o de 

anulación; para EmiliO fv'largám Manautou éste es un tribunal de anulaCión y no de plena 

jUrisdicción, toda vez que no puede ejecutar sus sentencias y ante el incumpl;miento de 

sus deCisiones se debe acudir al juiCIO de JUrisdicción plena No desmerece esta 

arg umentación el hecho de que el tribunal pueda conocer del incumplimiento de 

sentenclos, pues es(o se limite: e: los casos de IIldebld8 repetición del acto anulado o 81 

eX('8sa o defecto en el cumplimiento de 18.s sentencias (ver articulo 239-0 del Código 
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Fiscal de la Federación). Además, e[ juicIo que se ventila ante e[ tribunal es de 

ilegitimidad ante la violación de la ley en la resolución emitida99 

Sin embargo, discrepando del criterio anterior, el maestro Hécior Fix Zamudio, 

establece das grandes rubros del contencioso 2dministrc:tivo de anulación y de plena 

jurisdicción. E[ primero "Está integrado por dos tipos de conflictos: [os estrictamente 

fiscales [ ... ] y en segundo término, las controversias derivadas de las prestaciones 

económicas que otorgan instituciones de seguridad social en beneficio de los 

empleados civiles y militaresl1
• El segundo está limitado "A ciertos aspectos 

especialmente patrimoniales (como) . [a reclamación en contra de [os actos u 

omisiones del Estado (es decir, el Gobierno Federa[) cuando ocasionen daños y 

perjuicios en los particulares, por una actividad culposa en la prestación de los servicios 

públicos [ ... ] E[ segundo secior (corresponde a) las controversias que se derivan de [a 

interpretación y cumplimiento de contratos de obras púb[icas"'oo Con este criterio 

coinciden José Luis Vázquez A[faro y Gonza[o Armienta Calderón. 

Por nuestra parte, adhiriéndonos a la opinión de los maestros mencionados, 

consideramos que e[ Tribuna[ Federa[ de Justicia Fisca[ y Administrativa, en una recta 

interpretación de sus atribuciones, debe ser considerado un órgano de jurisdicción 

mixta, parte anulación, parle de plena jurisdicción. 

Las causales de anu[aclón que regula e[ Código Fisca[ de [a FederaCión, en su 

articulo 238, son: 

a) La incompetencia del funcionario que dicte la resolución o tramite el procedimiento 

de donde emsne la resolución Impugnada 

b) La omisión de los requisitos formales exigidos por 13s leyes, que afecte las defensas 

del quejoso y trascienda el sen'lldo de la resolución impugnada, inclusive la falta de 

fundamentación. 
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c) Los vicios en el procedimiento que aíecten las deíensas del quejoso y que 

trasciendan el senlido de la resolución. 

d) Si los hecnos que motivaron [a resolución no se realizaron, fueron distintos o se 

apreciaron en "forma equivocada, o la resolución se dictó en contravención de las 

disposiciones aplicables o se dejó de aplicar las debidas. 

e) Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de íacultades discrecionales 

no corresponda a los Ílnes para los cuales se confirieron esas facultades. 

Como ya se asentó lineas arriba, todas estas causales de nulidad se traducen en 

la violación de las disposiciones normativas por parte de la autoridad que emitió el acto 

especifico que se impugna, esto es consecuencia direcia del principio general de 

legalidad que establece que las autoridades sólo pueden hacer aquello que la ley les 

permite, por lo que, al rebasar la autoridad administrativa su ámbito de atribuciones, 

ipso ¡ure se actualiza el derecho para el aíectado en su esfera juridica de acudir ante los 

órganos contencioso administrativos y demandar la nulidad de los actos generados en 

contravención al orden jurídico. Es en este sentido como los tribunales de anulación se 

convierten en garantes de la legalidad, al privar de efectos jurídicos a los actos de las 

auioridades emitidos en violaCión de lo prescnto en las normas administrativas Para 

Georges Lutzesco, refiriéndose a la materia Civil, la nulidad es la sanción inherente a 

todo acto jurídico celebrado sin observar las reglas establecidas por la ley, para 

asegurar la defensa del Interés general, o para expresar la protección de un interés 

privado 101. Podrá criticarse que la teoría civil no debe aplicarse a la materia 

administrativa, sin embargo, al constituir !os gmndes temas del derecho ramas de! árbol 

de la liam8.da cjencla jurídica, nada impide que se usen para acreditar la existencia de 

ClerC8S consecuencias normativas en otras cuestiones Jurídicas análogas. Así, cuando 

los tribunales conlenCIOSO administrativos nuliflcan un acto en beneficio del interés 

generala particu!m realizan funCiones de preservación del orden jurídiCO, con lo cual 

demostramos que estos tribunales ejercen una función de control en el marco del poder 

ejecutivo En este sentido, para EmiliO Margáin Manau'toLl el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y j\cl:ninis1ratlva es un trtbunc:1 2.drrlirilstlaUvo dotado de plena 2u1.onomía, con la 

organizaCión y mribuclones que le alarga su ley orgánlc2, por lo c;ue 8Ctll3 con tOLül 
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ndependencia de la autoridad ,02 Esta autonomia permite que el tribunal pueda ejercitar 

as funciones de tutela de la legalidad que la norma le encomienda, sujetando a los 

Jetos de la autoridad administrativa a un control de carácter jurídico y externo o ex post 

acto 

El Código Fisca! de la Federación se divide en seis títulos, éstos a su vez en 

liversos capítulos, que contienen doscientos sesenta y tres artículos y once transitorios. 

~abe destacar el carzcter dual de este Instrumento ¡uridico por un lado regula la 

nateria fiscal, como son. los Impuestos, las obligaciones y derechos de los 

;ontribuyentes. los procedimientos a los que pueden acudir los particulares contra los 

~ctos de las autoridades fiscales, los delitos contra la hacienda pública, etcétera. Por 

)tro lado, en materia contenciosa administratIVa reguia en su Titulo Sexto el llamado 

procedimiento contencioso administrativo" 

1.- ?rocedllr.ien"to con~el1cioso 

Este procedimiento está contenido en los articulas del 197 al 263 del Código 

=-iscal de la Federación En este trabajo nos vamos a ocupm fundamentalmente de 

3quellos preceptos relevantes para acreditar [a naturaleza materlalm8nte JUrisdiccional 

:le este juicio contencIOSo y de su carácter de medio de control de la actuación de la 

3utondad admllllstratlva 

El articulo 197 establece la obligación de sujetar los juicIos que se promuevan 

3.nte el Tribuil81 Federal de JustiCia Fiscal y Administrativa a las disposiciones del Título 

3exto, relac!onaoo con el procedimiento contencioso admlnlstr8tlvo También señala 

~ue la supletoried8d en este tipo de JUICIOS se surte a favor del Código Federal de 

:Jrocedlmientos CIviles, siempre que no contraveng3 al procedimiento contencioso 

'egulado en el prcp'o código Lo c.Hlterlor lleva a pensar en una supletoriedad acotada, 

luesto que, suponiendo que la disposición a suplir contenldc: en el Código Fiscal de la 

-:ederaclón, sea cont!3dlcloria con el contenido del Código Federal de Procedimientos 

:::::iviles, no h::1l~112 s'J¡¡!elmlec13d pOSlhll2, a pesar de las lagunas JUI ídlcas de carácteí 

110C8S81 quo COllLlJVler8 dlCh8 llorrr:a También, en el precepto en eSludlo S8 es'lablec8 
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! litisconsorcio activo, al obligar a que cuando la resolución impugnada afecte a dos o 

lás person2s y éstas promuevan juicio, designen a un representante común. Además, 

na importante institución en materia de tutela de 18 legc:l1dad, (rascendente para el 

ontrol de los actos de la autoridad, lo constituye la mención contenida en el párrafo 

nal del precepto en cita, que permite hacer valer conceptos de violación no pl2nteados 

nte la autoridad administrativa al momento de interponer el "recurso" administrativo 

Por su parte el articulo 198 señala quienes tienen el carácíer de partes en el juicio 

ontencioso administrativo; así, se establece que pueden concurrir al juicio como 

lartes: a) el demandante, b) los demandac.os, aSignándoles esta calidad a la autoridad 

I~e dictó la resolución impugnada y el partlculm a quien favorezca la resolución cuya 

lodlficación o nulidad solicite la autoridad administrativa, el titular de la dependencia o 

,ntldad de la Administración Pública Federal, Procuraduría de la República o 

'rocuraduria de Justicia de! Distrito Federal, de la que dependa la autoridad que emita 

,! acto que se controvierta; c) La Secretaría de Hacienda y Crédito Público será parte 

~n los juicios en que se controviertan los actos de autoridades federatIvas coordinadas, 

:mitidos con fundamento en convenios o acuerdos en matena de coordinaCión en 

19resos federales T2,molén se asienta el carácter de parte de esta dependenCia del 

~jecutlvo federal, cuando se trate de controversias en las que se litigue el Interés fiscal 

le la federación. y d) el tercera que t~nQa una pretensión incompatible con el 

lemandante, en esle caso. se debe entender que el tercero es aquella persona que 

losee un Interés contrario al del demandclllte en el juiCIO de nulidad Además en este 

¡recepto se refrClldZ! la necesidad de eSlablecer el litisconsorclo activo cuando dos o 

nás personas Iltlg'Jen un asunto élnte eltflbunal, en caso de no seiialar representante 

~omllfl en r::I escilto el JuicIo se tendrá por no Interpuesto 

Por su parte, e! artículo 200 del referido Código prohibe la gestión de negocios en 

os JuiCIOS contencioso-administrativoS, para los particulares establece que su 

epresentación d?berá ser otorg8da en escrllura públlC2 o carta poder firmada ante dos 

cstigos y ru~lflC2ciss I~s flfrnas, ante flotaflo o 8nte los secretariOS del propio tribunal 

:11 el c(Jso de !(l$ 8.utonclz:dcs su rerresentaclón cort·e a car~o de la unld2d 

JdI1l1l1Istl2:LIV8 f>IlC8:Q¡1c]Z; de su dl.!~ens,¡ Jll!íd:C8 larllbién crl el ;Jrecep'Lo q~le nos 



'n derecho que a su nombre reciba notificaciones, realice promociones de trámite, rinda 

,ruebas, presente alegatos e interponga recursos. Para los mismos fines las 

IUloridades pueden autorizar delegados 

Los arti culos 202 y 203 se ocupan de la 1.11procedencia y el sobreseimiento, el 

¡rimero se divide en dieciséis fracciones y en cinco el segundo. Entre las causales de 

Tlprocedencia S9 encuentran' a) que no se afeelen los intereses juridicos del 

lemandante; b) la incompetencia del tribunal; e) la cosa juzgada; d) el consentimiento 

lel acto a impugnar, en este caso se entiende consentido el acto cuando no se 

)romueve algún medio de defensa legal en e! término legal o juicio ante el tribunal 

lentro del plazo legal; e) la litispendencia: f) cuando existe algún medio de defensa 

1revio y no se agote, con excepción hecha SI el medio de defensa es optativo; g) la 

;onexidad, esto es, SI las parte que promueven el juicio son ¡as mismas e InvOCan 

dénticos agravios, si son diferentes las partes y los agravios invocados, pero el acto es 

~I mismo o se impugnan varias partes del mismo acto; o si se impugnan actos que son 

mtecedente o consecuente de otros (ver articulo 219 del Código Fiscal de la 

=-ederación); h) que se encuentre subjúdlce en la vía jurisd¡ccional; i) contra normas de 

;arácter general y abstracto, si no existe acto concreto de aplicación; j) si no se hacen 

raler conceplos de impugnación; k) cuando no exista el acto reclamado; 1) los que se 

'efiere el articulo 97 de la Ley de Comercio Exterior; m) en los demás casos en los que 

a improcedencia resulte de alguna disposición del Código Fiscal o de las leyes fiscales 

:::specl;:¡les, n) los actos dictados en un procedirlientos de resolución de controversias 

Jrevis"i.o en un tré't2do para eVitar la doble tributación, y ñ) que se trate de resoluciones 

:lictadas pOí autoridades extranjeras que determinen impuestos y sus acceSOriOS, cuyo 

:::obro y recaudaCión hayan sido solicitados a las autoridades mexicanas. Importante 

11enclón se r8ali78 en este precepto a! serlalar ql!e la procedenCia de! juicio será 

::xarnlnada de OfiCIO 

Ei sobreseillllento Pi·ocede en los siguientes casos POí deSistimiento del 

Jemandc:nte, cusndo durante el Juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causales 

:-le 111l¡lfOc8c!cncln, en caso de muelle del demandante, si la prelensión es 111Lransllllslble 

J SI su mue! tp deja SIIl f1l2tefl8 Cil pro(:edlf~llenLo, SI !~ autOridad demandada deja sin 

:<-:'cto:? e! Z1C:O i:~·:Jllq,¡=:.C.!O, 'y' :;;¡ los cesos C'~: 1::;::: que il::ly I:llrec¡¡-ncn;o le981 p::::;rc.: emitir 



esolución en cuanto al fondo. También, para no limitar a la autoridad, se hace mención 

lue el sobreseimiento podrá ser total o parcial 

Los artículos 204, 205 Y 206 se ocupan de los impedimentos, las excusas y del 

)rocedimlento para su calificación, en términos generales cOinciden con los que la 

Joctrina y la Ciencia del Derecho Procesal establecen para estas figuras jurídicas. 

En el artículo 207 se señala el término para interponer la demanda de nulidad, que 

'" dentro de los cuarenta y cinco días sigUientes a aquél en que surta sus efectos la 

lotificaclón de la resolución combatida. También requla diversas hipótesis para la 

JresentacÍón de la instancia de nulidad por correo; en el caso de actos favorables a los 

)articulares las autoridades podrán presentar la demanda dentro de los cinco años 

;iguientes a la fecha en la que se haya emitido la resolución; Además, en este precepto 

;e regulan los supuesto de la muerte y la Incapacidad duronte ei juicIo de nulidad. 

Según el aítículo 208 los requIsitos que debe contener la demanda de nulidad son' 

3) nombre y domicilio fiscal y en su caso domicilio para oír y recibir notificaciones en la 

;ede de la Sala Regional competente; b) resolución que se impugna; e) autoridad o 

,utoridades demandadas o nombre y domiCilio del demandado cuando el Juicio lo 

Jromuevan las 2utondc:;des; d) los hechos que motivan la demanda, e) las pruebas que 

:;8 ofrezcan, para el supuesto de las pruebas pericial o testimonial se precisarán los 

1echos sobre los que deben versar y señalaran los nombres y domicilios del perito o de 

os testigos, f) los conceptos de Impugnación, g) el nombre y domicilio del tercero 

nteresado y h) lo que se pida, señalando si es una sentenCia de condena, las 

::antldades o acto cuyo cumplimiento se demanda 

Si se omiten los datos que contienen los InCISOS a), b) y f) se desechará la 

Jemanda pOI improcedente, cuando fallen los dalas señalados en los Incisos e), d), e), 

~) y h) se prevendrá al promovente para q1re en plazo de cinco días subsane la omisión, 

::on el aperciblrniento de que, en caso de no hacerlo, se tendrá por no presentada la 

jemanda o flor no ofrecidas las pruebas. Según 18 reforma publicada en el DiariO OfiCial 

le la Feder2.clÓn del 31 de diCiembre de 2000, cuando íalte el domiciliO del promovente 

J se desconozcc; el de Llll tercero, léls notlfic8clones se decÍusrán por lista. 

Corno se advierte::, el c.sf:3cl2r técilico del J~JlCIO de nulidad lo hace un medio de 

::~)fl:ml c!s 1,:; !C'C;:-:ilcZ":ci G2 ros 2CtOS de ID 8df111r1Is'lrscrón públlc?' 2CliV8: en este coni8xlO, 



o es extraño, por !njusto que p2rezca, que la omisión reiacionada con íos conceptos de 

npugnaclón por parte del promovente del juicio provoque su desechamiento, puesto 

ue al omitir este requisito se considera que no existe agravio alguno. Más 

esproporcionada p8rece ser ia mención de dasechamiento por la omisión de los 

equisltos de los puntos a) y b), puesto que, podria darse el caso de que una demanda 

'stuviera firmada, aunque no constara el nombre de! promovente, sin embargo la sola 

rrYJ8 implica en si misma una manifestación de voluntad el nombre del promovente 

!odría obtenerse por otros medios, por úitimo la omiSión del requisito de nombrar la 

esoluclón que se impugna, SI es clara la intención del demandante lo que podria 

!creditarse de los documentos que adjunte a su demanda, se subsanaría con una 

,imple aclaración. Lo anterior permitiría que el jUicio de nulidad redujese sus 

:omplicaciones y surtiera efectivamente a su propÓSito de preservar el Estado de 

lerecho. 

La referida reforma del 31 de diCiembre de 2000, adicionó el articulo 208-BIS, en el 

¡ue se regulan los requIsitos para solicitar la suspensión y su trámite. Los requisitos 

,on pedir la suspensión en el escnto de demanda o por "escnto presentado en 

:ualqUler tiempo, hasta que se dicte sentencia" ante la Sala de conOCimiento y que se 

¡arantlce el interés fiscal 0, tratándose de contribUCiones, se reaiice depósito ante la 

-esorería de la rederaclón. En este último caso, con buen espíritu de Justicia 

listributlva se establece que cuando se trate del cobro de sumas que excedan las 

)osibi¡¡d3des del é1ctor, a JuiCIO del rnaglstmdo Instructor, no se exigirá el depósito 

18.mblén, CO:l deí:cicnte técnica jlHldlCa, se regula que en "el auto que acuerde la 

;ollcitud de suspensión de la ejecución d81 acto impugnado, se podrá decretar la 

;uspenslón prOvisional de la ejecución" Jurídicamente la suspensión del acto 

mpugnado ~rae aparejada la suspensión de su ejecución, atendiendo al pnncipio de 

1U8 lo accesorio sigue 18 suerte de lo prinCipal Tal vez, esta menCión, se relacione con 

a Insana pr2ctica de la Tesorería de la Federación y las autOridades hacend2ílas que 

:::n occ;¡slones dec:c]pn CJCClÚC:I G:ctos adminlstréltlVOS aun encontrándose en üámii.e 

litCIOS de nt:;Ic1ilci en esle precepto S2 cJlce que conlra el auto que decrete o niegue la 

;uspeílslon r:o ;-:~("1cC'c¡c í8CUlSO alguII(l Lo r:l1ltenor aienía cOlllra el prlilc:pio de reVISión 



Jeteíminación de esta naturaleza, al tratarse de un acto definitivo, puede acudir ai Juicio 

le amparo. Otro aspecto interesante es la excesiva discrecionalldad que se deja en 

nanas de la sala de conoCimiento, pues se le faculta, en la fracción V de este precepto, 

i denegar la suspensión cuando se ocasionen perjuicios al interés genera!; y la 

:ontenida en el segundo párrafo de la fracción Vil, relacionado con la apreciación de ¡as 

:ondiclones económicas del actor para autorizarlo a no presentar el depósito que 

¡manhce las obligaciones fiscales a su cargo. Además, según el párrafo final de esta 

lOrma, mientras no se dicte sentencia la sala podrá revocar o modificar el auto que 

laya decretado o negado la suspensión "cuando ocurra un hecho superveniente que lo 

ustifique". Todo lo anterior hace manifiesta la discreclonalidad que permite esta norma. 

Otro desfase jurídico de! precepto en estudio se encuentra en el procedimiento 

Jara otorgar la suspensión. Como lo previene la fracción IV se debe emitir una 

:;entencia interlocutona para decretar o negar la suspensión definitiva, por lo que, el 

3.uto a que alude la fracción 1II no tiene el c2.rácter de definitivo En este tenor, carece 

:le sentido establecer que en contra de la emisión del suto no procede recurso alguno 

Po: otra pane, en los términos del artículo 209 con la demanda se deben adjuntar 

Jn8 serie de documentos que son 1. copia de la misma y de los d'Jcumentos anexos 

:Jara cada una de las partes, 2 El documento con el que se acredite la personalidad o 

2n el que conste que fue reconocida por la autoridad demandada o acreditarla por 

lledlo del registro correspondiente; 3. El documento en el que conste el acto 

mpugnado o la instanCia no resuelta por la autoridad; 4 Constanc;a o'e notificación del 

::Jcto impugnado, excepto cUando se alegue bajo protesta de decir verdad que no se 

I·ecibió o se haya notificado por correo; 5. El cuestlonmio que deberá desahoga el 

perito; 6. El intelTogatorio para los tesllgos; 7 Las pruebas documentales que se 

ofrezcan En el sllpuesto de que se Olnltan los documentos marcados con los números 

::lel 1 2114 se prevendrá al ocursante pZlra que los presente en un lapso de cinco días, si 

no los presellta dentro del plazo se tendrá por no presentada la demanda; cus.ndo se 

ti ale di? [os dlJCllrnentos sei'ialados en los pUlltoS 5, 6 Y 7 18s pruebas se '¡8r~drán por no 

oflccldss ~s 1 ill:"l 01 L8ilie li2C8r notor c;ue el Pleno de 12 Su.orem3 Corte de Justicia de le:. 

NacloJ1 c.lelPllllll~Ó 211 jUllsprudellCI3 que 135 causales de:; desechamle:l(O que regl;la e! 

1 (, 



3rlículo 209, en sus fracciones 1, 11, 111 Y IV, son inconstitucionales 103. Con lo que se 

18ce eVidente !a vulneración de garantías lo que refrenda lo dicho en su oportunidad 

oara el artículo 208 

En el supuesto de que se alegue el que acto administrativo impugnado no fue 

lotificado o lo fue ilegalmente, el artículo 209-3is señala una serie de reglas: si el 

jemandante afirma conocer el acto la impugn2clón de la notificación se hará valer en la 

jemanda, si el actor manifiesta que no conoce el acto administrativo que pretende 

impugnar, así lo hará saber en su demanda Si el tribunal sostiene que no hubo 

10tificación o fue ilegal, considerara notificado al demandante a partir de la fecha en 

'lue la autoridad lo dé a conocer en el Juicio de nulidad, dejará sin efectos todo lo 

actuado con base en la notificación tildada y estudiará la impugnación que se hubiere 

formulc:do en contra de! acto respectivo Si el tribunal considera que la notificación fue 

debidamente practicada sobreseerá el juicIo si eXiste extemporaneidad 

El articulo 210 establece los supuestos para la ampliación de la demanda de 

nulidad, dentro del plazo de veinte días hábiles siguientes al acuerdo que admita la 

contestación de la misma, en los casos siguientes' a) cuando se Impugne una negativa 

fieta; b) contra el acto principal de uno accesorio Impugnado que se dé a conocer en la 

contestación; e) en los casos previstos en el artículo 209 Bis (en el supuesto de que se 

alegue no conocer el acto que se pretenda Impugnar, y la autoridad acompañe a su 

contesl0Clón la constancia de emiSión y su notificación), y d) cuando se introduzcan 

cuestiones que 110 vulneren el artículo 215 (esto es que no cambien los fundamentos de 

derecho del acto Impugnado), genéricamente la ampliación debe tratarse como uno 

demanda de Ilu!id8d puesto que, mutatis muland¡s, está sUjeta a los mismos requIsitos 

que la instancia illicia] 

En el precepto 211 se regula la intervención del tercero en el juicIo de nulidad, ahí 

se eslablece que podrá aperscnarse al juicIo dentro de los cuarenta y CinCO días 

siguientes a aquél en que se le corra traslado de la demanda, el escnto con el que 

comparezca cJebe contener [os requisitos s8rlaJados para la demanda o de la 

corliestaclón, 80ClllfÍs, debe JUS'llílC81' su derecJlO parCl Illí.ervenlr en el asunto 



Una vez admitida: la demanda, como lo previene el artículo 2í. se correrá traslado 

e ella a la parte demandada para que la conteste dentro de los cuarenta y cinco djas 

Igulentes a aquél en que surta sus efectos el emplazamiento. También en este 

recepto se establece que el término para contestar la ampli8ción de la demanda es de 

einte días siguientes a aquél en que surta sus efectos la notific8clón del acuerdo que 

Idmita la ampliación. La consecuencia de no contestar la demanda o que ésia no se 

afiera a todos los hechos imputados, es que se tendrán por cierlos ios hechos que el 

Idor impute de manera precisa al demandado. También se regula la notificación 

lflciosa de la demanda a la autoridad que, a pesar de no haber sido señalada como 

lemandada por el actor, deba ser parte en el juicio. 

Con la a:npliaclón de la contestación de la demanda se debe expresar: Los 

:1cidentes de previo y especial pronunciamiento, es pertinente asentar que, como ,lO 

lreviene el artículo 217, dichos incidentes son la incompetencia ierritorial, la 

~cumulación, la nulidad de notificaciones y la interrupción por causa de muerte, 

jisolución, Incapacidad o declaración de ausenCia; las cuestiones de fondo que se 

elacionen con la Id/s planteada, referirse concretamente a cada uno de los hechos 

3firmándolos o negándolos o exponiendo como ocurne;-on; los argumentos que 

;ustenten la inefic8cI8 de los conceptos de Impugnación; y las pruebas que se ofrezca:1. 

31 el precepto se refiere a la ampliaCión de la demanda, es eVidente que lo prescrito es 

3plicable también a 18 contestación de la demanda, puesto que sería absurdo que en la 

JmpllaClón de la demanda se pudieran hacer valer, por ejemplo los Incidentes de previo 

( especial prolllmcianllenio y no se pudiera realizar esta conducla en la c::mtestaclón de 

él. dernarlda ESL8 es la in[erpl'etación que debe darse al contenido de! ar'dculo 213 que 

38 comenta 

A la contestación se le deben adjuntm. Copias de traslado; el documento con el 

~ue se acredite la personalidad, los cuestionariOS para el desahogo de las pruebas 

J81'ic12i y testllTlonlal, y. en su caso, la ampliación de fas mismos, y las pruebes que se 

Jfrezcal1 Es'le preceplo se aplica también al supuesto de 18 c:.mpl13clón de la demanda. 

~2b2 precisar (:ue lo cJiSrU8sto 2;1 los tres úlLmos p¿rr2)OS del artículo 209, 

íelaclonaclos COil 12 exj1i~lciÓI1 de los documentos y las c8us8[es de desechamien',o, 

I : ~; 



Los artíeu!os del 218 al 229 regulan la tramitación de los Incidentes en el juicio de 

lulidad. Como ya se precisó estos incidentes son: 1 La incompetencia, para cuyo 

jesahogo se establece tanto la !nhibltona como la declinatoria; 2 La acumulación de 

3.utos cuando eXista identidad de partes y de agravios, cuando el acto impugnado sea el 

Tlismo o se impugne varias partes de un mismo acto, o cuando el acto Impugnado sea 

:mtecedente o consecuencia de los otros Un aspecto interesante relaCionado con la 

3Cumulaeión es el que se regula en el párrafo tercero del articulo 222, que establece 

~ue: Cuando no pueda acreditarse fa acumulación porque en alguno de los juicios 

'Jub¡8Se cerrado la instrucción o por encontrarse en diversas instancias, a petición de 

Dane o de oficio, se decretará la suspensión del procedimiento en el juiCIO en trámite. La 

suspensión subsisUrá hasta que se pronunCÍe /a resolución definitiva en e/ otro negocio. 

Una conduela de esta naturaleza, si bien puede tener ventajas evidentes para la parte 

:¡ue la promueve, también puede causar perjuicio a la contraparte al obligar a que se 

detenga el procedimiento en su fase terminal, mientras que no se resuelva el juicio 

correspondiente; 3 La nul:dad de notificaciones, que se deberá tramitar por escrito 

dentro de los Cinco días siguientes a aquél en que se tenga conocimiento del hecho, 

aportando las pruebas respectivas, si se admite se correrá traslado a las demás partes 

para que dentro del plazo de cinco días manifiesten lo que a su derecho convenga y 

después se emitirá resolución Decretada la nulidad se repondrá la notificación anulada 

y las actuaCiones posteriores Aquí es prudente señalar que las cuestiones relacionadas 

con las notificaCiones y el cómputo de los términos se regulan en los 5rtículos del 251 al 

258; 4 La interrupción del JUIcIo por causa de muerte, disolUCión, incapacidad o 

declaratoria de é1.usencia, que debe durar como máximo un año y será dictada por el 

magistrado Illstructor cuando tenga conocimiento de alguna de las causas seiialadas, 

tr3nscurndo el plazo, comparezca o no el representante legal o el tutor, se reanudará el 

Juicio 5. La recusación que sera cé1.llficada por el preSidente del tribunal, 6 El incidente 

de suspensión d8 la eJeCUCión, cuando la aUtoridad ejecutora niegue la suspensión, 

recllace la gar81liía o íeinicle la eJec~clón, Y 7 InCidente de 1alsed2d de documeni.o. 

Cuando SR l~arnlt(~¡l los Incld211tes de incompetencl2., aculllulaclón, nulid2G, InterrUpción 

o recusaclóll se suspender2: el JuiCIO en el pnnclpé".1 h8sta que 58 dicte resolUCión 

I " 



En los juicIos de nu[,dad se admiten toda clase de pruebas excepto [a confesional 

le la autoridad, mediante la absolución de posiciones y la petición de informes, salvo 

lue éstos ú!i:imos se limiten a hechos que consten en documentos que obren en poder 

le [as autoridades, ta[ como se previene en e[ articulo 230 Es importante destacar que 

micamente pretendemos establecer de manera razonada las similitudes que existen 

~ntre el procedimiento contencioso y el jurisdiccional, y de ninguna manera 

lretendemos agotar el tema del contencioso administrativo, por [o que, en matena de 

)rueba, sólo nos ocuparemos de 10 que consideremos irnportante. 

La materia probato:ia en el juicio de nulidad se regula en [os articulas del 230 a[ 

'34, e[ primero trata de [a prueba pericial, el siguiente de la prueba testimonial; e[ otro 

;e relaciona con [a ob[lgación a cargo de [as autoridades de otorgar, previo pago de 

lerechos, los documentos que obren en sus archivos que les soliciten los demandantes 

)ara sustentar su acción de nulidad, el precepto final se refiere a la valoración de las 

)ruebas 

En e[ articulo 235 se serla[a que diez dias después de que haya concluido [a 

;ubstanciación del JUicio y si no existe cueStión pendiente de desahogar, se notificará 

JDr lista a las partes para que de:1tro del plazo de cinco días formulen alegatos Al 

lenC8r el plazo, con alegatos o sin ellos, quedará cerrada la instrucción sin necesidad 

je declaratOria expresa 

En el artículo 235 se preceptlla que la sentencia se emitirá por unanimidad o por 

nayoría de votos, dentlO de los sesenta días siguientes a aquél en el que se cierre la 

nstrucclón en el JUicio, pal-a eSte efecto e! magistrado semanero debe formuiar un 

Jloyecto dentro de los cuarenta y Cinco días sigUIentes al cierre de instrucción. Cuando 

se adVierta una causal de sobreseimiento es factible emitir resolución aún cuc:ndo no se 

:iaya cerrado la InslHlcclón En esta etapa se pueden emitir votos particulares o 

engrosar el ~all0 con los criterios de la mayoría 

I\ciem¿s, en el precepto slgulerlte, 81·tículo 237, con la reformé1. ele 31 de dlciembíe 

::le 2000, se (lgrpgó filie 12s sentenCias que emita el Tllbunal Federal de Justicia Fiscal y 

r\c:I¡llnIS~i;:-:tl\Ja se íUllClz;r,:c;n en de:scho y í8Solvf>rón sobe fa prpt'ensió;7 o'e! octorque se 

ciOc!II,-:CO (f(' ,su (fe,'nn!)c/n, en rch-'c/ón con uno /cso/ucltín rm{)l.rgrwcio En alguna medida 



3forma oblig;ada a! órgano de jurisdicción administrativa a examinar todos y cada uno 

'e los puntos con[¡overt¡a'os 031 acto impugnado. En este mismo precepto se alude a 

na serie de requisitos que deben coniener las sentencias, entre eBos: EJ menciona.do 

e que se fundarán en derecho, lo que implica ajustarse a! dogma de estricta legalidad 

examinar la pretensión del actor que se deduzca de su demanda en relación con la 

"solución impugnada, y se concede a la autoridad la facultad de invocar hechos 

otorios, Esta mención del apartado b puede llevar a una contradicción, puesto que, en 

'! párrafo siguientp. de esta norma se establece que: Cuando se hagan valer diversas 

'ausales de Ilegalidad, la sentencia o resolución de la sala deberá examinar primero 

Iquéllos que puedan llevar a declarar la nul,dad lisa y llana, En caso de que ia 

'entencla declare la nulidad de una resolución por la omisión de los requisitos formales 

!xigidos por las leyes, o por viCIOS del procedimiento, la misma deberá se/jalar en qué 

arma afectaron las defensas del particular y trascendieron el sentido de la resolución, 

ésto debe correlaCionarse con lo prescrito en el articulo 238, fracciones 1I y 111, en 

ltenclón a que, ante la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes y vicios 

le procedimiento, se da a la autoridad administrativa la posibilidad de emitir un nuevo 

3CtO, toda vez que en la parte flllal del artículo 239, señaia que' Siempre que se esté en 

1lgu170 de los supuestos previstos en las fracciones II y I/f, del artículo 238 de este 

;ódlgo, el TnbunE11 Fiscal de fa FederaGÍón declarará fa nulidad para el efecto de que se 

'(Jponga ei procec,l¡nllento o se emita nueva resolución; en los demás casos. también 

)odrá Indicar los té/[)]!f1oS conforme 8 los cuales debe dictar su resolución la autondad 

3umimstmllva, salvo que se [¡éJle de facultades discrecionales De lo anterior se infiere 

llJe es factible desobedecer el contenido de lo regulado en el artículo 237, ya que, 

Jasia que el Tribunal Federal de JustiCia Fiscal y Administrativa alegue en sus 

'eso!uclones que se omitieron [as formalidades legales o se incurrió en violaciones al 

Jrocedimlento. paia r¡ue IpSO iere decreten la nulidad para efectos, y se abstengan de 

::mallzíJr los demás conceptos de ImpugnacIón Cuando el demandante controvierte 

::uestlories de forma leg31 o vIcios del f1rocedirnlento, es la slluaclón csrece de 

irnportc;ncla, SI11 E': I tlbéll'gO , cualldo paralel81ll81lt8 a estas causales de anu!aclón, se 

agregar: 81<;;'1II1lCll~OS que ~18SC181lclen 8.1 landa de 18 u'eLemllnación ele auí.Olidad, se dejé: 

:-:1 ;JiT'.iIOV~:;l" e;"" ~;~ II:Sl~~il('[:: Cí¡ :l\dcí2ilSrÓll JllrídlC8. 2d2Ll1;~S. se :J(~nnlte c: ID 8U:Oíidad 

1', 



erfeccionar su acto, con 10 que se le concede una indebida ventaja procesal que 

)mpe con el principio de igualdad entre las partes. 

También, en el artículo 237 se establece que las salas podrán corregir ¡os errores 

ue adviertan en !a cita de los preceptos que se consideren violados y examinar en 

onjunio los agravios y causales de ilegalidad, asi como los razonamientos de las 

,artes, para resolver la cuestión planteada. Esta conducta no implica suplencia de la 

¡ueja, puesto que este conducta la prohibe expresamente el precepto en estudio al 

,eña!ar que' No se podrán anular o modificar los actos de las autoridades 

,dministraflvas no impugnados de manera expresa en la demanda; lo que nos lleva a 

:onsiderar que la mención de esta norma es única y exclusivamente la aplicación del 

)rincipio de derecho narra mhi factum, dabo tibl ius o el de curia novít iura. 

Otro aspecto importante de la reforma al precepto mencionado, consiste en que se 

)b!iga al órgano de jUrisdicción administrativa a constatar previamente el derecho que 

iene el particular y la ilegalidad de la resolución combatida, en el supuesto de que 

:ondene a la autondad a la resiltución de un de'echo subjetivo violado o a la devolución 

je una cantidad. Con 10 cual se avanza al establecimiento del contencioso 

:1dminlstratlvo de plena jurisdicción 

De las causales de nulidad ya hablamos en la introducción del presence capitulo. 

~abe serlalar que la reforma del 31 de diciembre de 2000 agregó una 'fracción IV al 

,rticulo 239, en la que se estable que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

~dministrativa podrá Dee/arar ID exístencia de un derecho subjetivo y condenar al 

-::urnpllfTue/Jto de una ob/¡gaclófl, así como declarar la nulidad de la resolución 

~mpLfgnoda El contenido de este precepto refrenda nuestro comentarla en el sentido de 

~ue se 2vallza h2cía un contencioso administrativo d8 plena JUriSdiCCión. Una cuestión 

n(eresante derivada de este tema, es la que relaCiona el párrafo penúltimo del artículo 

239, al esi.ablecer que el órgano contencIoso administra\wo podrá hacer valer de oficio 

la I1lCOmpetenCIG ce la 8lltOllCCld y la falta absolutu de motivaCión y fundamentación del 

acto, por ser cuestiones de orden públiCO, lo que Implica cierto grado de suplenCia Esto 

nos lleva z¡ ;:dvertli ::1 Slgeilen',:::; CO'itrZ:cllcc;ón 18 preS8ív2clón del orelen JurídiCO también 

es de OIc1en publiCO, PUCStO que, f-stc es el minllilo dp ga¡·antí3s que nos aiarga la vida. 



misiones de las formalidades legales o vicios del procedimiento se debe permitir a la 

utoridad subsanar el acto? Si en (Iltima instanciz:, la nulidad por incompetencia de la 

utoridad y por faifa absoluta de motivación y fundamentación del acto, tienen como 

ropósito la protección del gobernado ¿No deberí8, en este sentido, considerarse a las 

)rmalidades legales o vicios de procedimiento, como otras causales para suplir la 

eficiencia? 

En el articulo 239 se reguian los efectos de las sentencias, se afirma que éstas 

'odrán: Reconocer la v3lidez de la resolución impugnada; declarar la nulid8d de la 

8so1ución impugnada; declarar la nulidad de la resolución impugnada para 

'eterminados efectos, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la 

lutondad debe cumplirla, con excepción hecha del supuesto de facultades 

liscreclonales y declarar la eXistencia de un derecho subjetivo y condenar al 

:umplimiento de una obligación. Si la autoridad debe verificar alguna conducta, ésta 

le be rea,llzarse en un plazo de cuatro meses. 

El artículo 239-A regula la facultad de atracción del Pleno o de las Secciones del 

-ribuna! Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en los juicios con caracteristicas 

~speciaies, esto es, si el valor del negocio excede en mil quinientas veces el salario 

nínlmo o cuando en una resolUCión se deba establecer por pnmera vez la interpretación 

je una ley o fijar el alcance de los elementos de una contribución hasta formar 

unsprudencl8. La petiCión para ejercer la facultad de atracción deberán realizarla las 

3alas Regiona.les, hasta antes del cierre de instrucción 

2.- Quej~ 

Es LHi8 Instancia que se Interpone ante la sala que emitió la sentencia, por una 

;ola vez, como lo seriala el artículo 239-8, en los Siguientes casos. Contra la resolUCión 

~ue replla indebidamente la resolUCión anulada o que ¡ncurra en deíeCÍo o en exceso, 

:::uando la resolUCión se dicte:! en cumplimiento de una sentencio, cUDndo :a autoridad 

Jlillta c2r CL!mpill~lleilto 2 la sentencia despu(;s de tr2nscurrldos los cuaba meses Cjue 

::;eílalu 2! élTllcul() 239 y SI lB 811londélú 110 eJe; cumpiln-:18nto a 18 orden de suspensión del 



lonente, dentro de los quince días siguientes al día en que surta sus efectos la 

lotiflcaclón del acto o la resolución que la provoca; SI se trata de la omisión a dar 

:umplimiento a la sentencia la queja podrá inlerponerse en cualquier iiempo, siempre y 

:uando no haya prescrito el derecho del queJoso o cuando se trate de la negativa a 

,uspender el acto Impugnado En el escrito se expresaran los motivos de la queja; el 

nagistrado pedirá un Informe a la autoridad señalada como responsable, quién deberá 

endirlo en el plazo de cinco dias, vencido el plazo, con Informe o sin él, el magistrado 

lará cuenta a la sala o sección que corresponda, la que resolverá dentro de los cinco 

lías. La determinación puede anuiar la resolución repetida, en su caso, aplicar multa a 

3. autoridad que incurrió en el acto y ordenarle que se abstenga de incurrir en nuevas 

epeticiones. A qUien promueva una queja notoriamente Improcedente se le Impondrá 

.!na multa. 

3.- Acl~r@c¡ón. de sentencia 

Se regula en el articulo 239-C, a favor de la parte que estime contradictoria y 

)bscura una senlencla deliribunal, una acción Jurídica para promover, por una sola vez, 

a aclaración dentro de los diez días sigUientes a aquél en que surta sus efectos la 

lOtlflcaclón de la referida resolUCión El escrito se debe presentar ante la sala o sección 

W8 dictó la sentencia y deberá señalar la parte de la sentencia cuya acl2ración se 

;olicita El órgano COlltenclOSO administrativo deberá resolver dentro de los CinCO días 

:;iglllentes, SH' vúriar la sLlstallcia de la se'ltencía La aclaraCión no admite recurso 

31gUIlO 

4.- Exciia.:iva de jus~icia 

Se podra prescnt:¡r ante el presidente del Tnbunal redera! de Justicia Flsca! y 

!\cJllllnlstrz;tiva, SI el t112glsirado responsable no lmmula el proyecto respect~vo dentro 

:iel pl2.z0 sell8lé:do Pll el CÓdigO. esto es, cuarent2 y C¡[leo dias slgl:ientes al cierre de 

nSlrucclól1 ell los i2111111105 del 2rtíclllo 23G [S18 'Ílgw8 jUlídlca está COiltenlda 2n los 



I magistrado responsable qlJe corresponda, quien debe rendirlo en un plazo de cinco 

ías. Con la excitativa de justicia y el informe, el presidente dará cuenta al Pleno y S! 

ste encuentra fundada la excitativa otorgará un término que no excederá de quince 

¡as para que el magistrado formule el proyecto respectivo. Si no cumple serÉ 

usütuido. Si la excitativa se promueve por no haber dictado sentencia, a pesar de 

xistir el proyecto, el informe se pedirá al presidente de la sala o sección respectiva, 

ara que lo nnda en un plazo de tres dias; en el caso de que se considere fundada la 

xcitativa de justicia se concederá un plazo de diez días para que la sala o sección dicte 

entencia y SI ésta no lo hace, se podrá sustituir a los magistrados renuentes o cambiar 

e sección Cuando un magistrado haya sido sustituido en dos ocasiones conforme a 

ste precepto se podrá hacer del conocimiento de! presidente de la República. 

Como se advierte, [a queja, [a aclaraCión de sentencia y la excitativa de justicia no 

onstltuyen en sí mismos recursos o medios de impugnación; únicamente son medios 

e resolución de problemas derivados, en e[ caso de [a queja de [a repetición Indebida 

le\ acto nulificado; en el supuesto de la aclaración de seni.encla, de la obscuridad del 

ontenido de la misma, y para evitar que interpretaciones letristas hagan de la sentencia 

In jnstrumellto nulo, por último, en el supuesto de 12 excitativ2 de justicia, es una 

lerramienta que coadyuva a una expedita justicia, al prevenir retrasos Indebidos en la 

,olución de los negocios Juridlcos que se ventilan en las salas o en las secciones 

:orrespondlentes. ante la apatía o negligencia de los magistrados 

5.- 8.ecuisos 

5.1. Rec[z;T12dón 

El recurso de reclalll8clón procede en contra de las resoluciones del magistrado 

flstructor que. Admlt;::; In rlemanda; deseche o tenga por no presentada [a demanda, la 

:oniestaclón, \8 ampliación de ambas o alguna pruebe:., las que decreten o nieguen el 

;ob:-8sei1ll1cnto del JUICiO; o las C{ue 8dnlltan o rechacen \a IntervenCión del tercero La 

cc!2nlZ1clóll so ltl:('lp(!Ilcf¡{1 ;:;¡¡t8 la SClI;¡ o secc¡orl 18Sp2ct1V2, deiltl"O de los qUince ciías 



Iguientes a aquél en que surta sus efectos 18 notificación de que se trate, como se 

ogula en el artículo 242. 

Interpuesto el recurso se ordenará correr traslado a la contraparte por el término 

e quince días para que exprese lo que a su derecho convenga y sin más trámite se 

ará cuenta a la sala para que resuelva en el término de cinco días. Se prohibe la 

'xcusa de! magistrado que haya emitido la resolución. Si la reclamación se interpone 

ontra el acuerdo que sobresea el juicio antes de que se hubiera cerrado la instrucción, 

. SI hay desistimiento del demandante, no será necesario dar vista a la contraparte. Lo 

Interior en los términos de los artículos 243 y 244. 

5.2. Revisión 

Como lo establece el artículo 248 del Código Fiscal de ia Federación, las 

esoluciones de las salas regionales que decreten o nieguen el sobreseimiento y las 

;entencias definitivas, podrán ser impugnadas por la autoridad a través de la unidad 

,ncargada de su defensa jurídica, interponiendo recurso de reviSión ante el tribunal 

:olegiado de circuito competente en la sede de la sala regional respectiva. Este recurso 

:!s la contraparte del juicio de amparo directo que se otorga al particular en la Ley de 

"\mparo para tutelar las garantías Individuales. Este recurso se interpone por escrito 

:!enlro de los quince días sigUientes al día en que surta sus efectos la notificación de la 

;entencia o del sobreseimiento o su negativa, en los siguientes supuestos 

3) Negocios cuy8. cuantía exceda de tres mil quinientas veces el salario mínimo general 

vigente rljanD del área geográfica correspondiente al Distrito Federal. 

)) Que sea de importancia o lrascendencia cuando la cuantia sea inferior a la serlalada 

antes o de cuantía Indeterminada, debiendo el recurrente razonar esta circunstancia 

::) Resoluciones emitidas por la Secretaría de HaCienda y Crédito Público o por 

autoridades fiscales de las entidades federativas coordinadas en ingresos federales, 

en los siguientes casos 1 Interpretación de leyes o reglamentos 2 Determinación 

de los elementos 8SenCIz.dcs de las contribUCiones. 3 Competencia de la 8uloíldad 

que Ilé:ya. c;lcLJdo u ordCllé{(jO resolUCión o haya trcmiioclo el procedimiento de que 

se; r:c'! I\'~. o "';:'1 ~:n:ldo hs í:--:cult.Jdes ele cOnl:Jfch:::CIU;l. ,,1, vlolscioncs proceszles 



durante e[ juicio que afecten [as defensas del recurrente y trasciendan e[ sentido del 

fallo, 5 violaciones cometidas en [as propias resoluciones o sentencias; y 6. [as que 

afecien e; Inierés osca[ de [a Federación 

Reso[uciones dictadas en matena de [a Ley Federa[ de Responsabi[idades de [os 

Servidores Públicos. 

Resoluciones en materia de aportaciones a la segundad social, cuando el asunto 

verse sobre [a determinación de [os sujetos obligados, de conceptos que Integren [a 

base de cotización o sobre el grado de riesgo de las empresas. 

En [os casos de [a atracción a que se refiere e[ artículo 239-A. 

1) Cuando [o interponga [a Secretaria de Hacienda y Crédito Público en [os juicios que 

versen sobre resoluciones emitidas por las autoridades fiscales de las entidades 

federativas coordinadas en ingresos federales 

Si el particular interpone el amparo directo contra la misma resolución o sentencia 

llpugnada en reVisión, el tribunal colegiado de circuito resolverá ambos en la misma 

;eslón, como se regula en el artículo 249. 

Aunado a esto en [os ari.ícu[os del 259 a[ 263 se permite a[ tribunal crear 

urlsprudenc'a, cuando el pleno de la sala superIor apruebe tres precedentes en el 

nlsmo sentido no Interrumpidos por uno en contrario, en el caso de las Secciones de la 

3ala Superior, sus precedentes serán jurisprudencia siempre que se aprueben cinco en 

::1 mismo sentido no interrumpidos por otro en contrano Los precedentes se forman 

3tendiendo a las tesIS sustentadas en las sentencias o en las resoluciones de 

~ontradlcclón de sentenCias, aprobadas por el pleno, por lo menos por ocho 

11agistrados de la salla superior, una vez publlcados en la Revista del Tíibunal Fiscal de 

a Federc;ción que constituirán preceden'le También serán precedente las tesis 

3us'lentadas en las sentencias de las secciones de la sala supenor, siempre que sean 

3probadas cuando menos por cuatro magistrados integrantes de la Sección de que se 

rale y sean publicadas en la Revisia del Tribunal Fiscal de la FederaCión. 

El JLlIC;O de nulidad es un rroceciimienlo administrativo que se Inicia previa 

?Xc!t2clón del órg8no de Ju,isdicció:1, en 21 i1ltervienen parles, SClar y demandado, con 

.1m:: li(is C011Cíe:a la pretens!ón de parle ciel demónds.nte de nuliílC8.1 el scto 

:::c:i~~itl;s~í·c:t:\'o o llíl~, (;cle~¡:-~IILoCLÓí; G2 o::..:tor,cccJ con'~e:l:C:2 en lE12 resoluc!cn ~! 12 de 18. 
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utoridad de sostener su legalidad; existe una fase de ofrecimiento y desahogo de 

ruebas; hay una etapa de aleg3t05, el órgano de jUrisdicción administrativa. realiza 

ctos especificas tendentes a aplicar el derecho en el caso concreto y medios cíe 

npugnación. Además, participa de las caracterísiicas que la doctriné: ha señalado para 

onsiderar a un proceso como jurisdiccional, atendiendo a su materialidad. Así en las 

al abras del maestro Jesús González Pérez, el proceso administrativo se desarrolla 

nte los órganos de una jurisdicción especial; la llamada jurisdicción contencioso

dmlnlstrativa; por lo que define al proceso admi'listrativo como la serie o sucesión de 

ctos que tienden a la actuación de una pretensión fundada en normas de derecho 

Idminislra'tivo por órganos de la jurisdicción especIal contencioso-administrativa 104. Así, 

~s claro que el proceso contencioso admlnistratlvo es un acto materialmente 

Jrisdicclonal que realiza un órgano que se encuentra encuadrado en el ámbito de 

lctuaclón del poder ejecutivo, pero que cuenta con autonomía funcional. 

6.- F:.;nción de con~rol y apncación de ~as normas en e[ ~rcced¡mien'Í:o 

:orr.\:enc:oso 

Como ya. delineamos la función de nuildad que realizan los tribunales de 10 

:ontencioso-adminlstrativo, como es el caSO del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

;dmlnlstratlva en nuestro país, constituye una forma materialmente jurisdiccional de 

:ontrolar los actos de la autoridad administrativa Así, para la Magistrada Presidente, 

V!aria Guadalupe I\gu\rre, los casos más frecuentes que resuelve el tnbunal se refieren, 

8. "El porcentaje más alte es nulidad (contra resoluciones de dependencia del 

Gobierno) Una bllena parte se concede paré! efecto de que se corrija el error, y otras 

son de manera I\S3 y 118n8, porque no había afectaCión al erano, o no tenía razón la 

autOridad, o su Iflte1rretaclón de la ley no es la correcta,,105 

1\] Ilablar de control jurídico se debe precisar que se alude a la actuación de las 

autoridades ell el C8illpO de sus atribuciones legales 

(1: ;'1",,, ¡' ','1" ,,,,1',,1 :\r ,1,'1\" 1'.1'" I 11 \ 117 
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Sin embargo, no debe extrañaí que se confunda el aspecto toral dei control, al 

rada de considerar que la materia del control no es la conducta de los órganos dei 

oder público, si no que, muy por el contrario, lo contíOlab!e es la actuación de los 

emandantes o peticionarios de la nulid2d de un deterrninado acto de autoridad que les 

ausa agravio Así tenemos a los órganos contencIoso administrativos iuielando los 

ltereses del poder ejecutivo, en lugar de preserJar el Estado de derecho, puesto que: 

Un aspecto central de la idea 'Estado de Derecho' consiste precisamente en postular el 

,ometimiento de las autoridades al Derecho, el control que el Derecho ejerce sobre 

luienes detentan el poder público. Esto último puede lograrse en dos formas distintas' 

!) haciendo que unos órganos o instituciones jurídicas contíOlen a otros [ ... ]; b) 

lermltiendo (o promoviendo) que las Instituciones sociales controlen la aGÍuaclón de los 

¡rganos Jurídicos,,105. De lo expuesto se hace evidente que los órganos de jurisdicción 

ldmlnistrativa deben entender que la ratio iuns de su actividad es el control. 

En este sentido, los tribunales de jurisdicción administrativa deben estar atentos a 

;ll inconmensurable labor jurídica, que se surte en la preservación del orden normativo, 

I que indirectamente realiza el interés social, nullficando los actos de a.utoridad 

~dmin¡stratlva que se aparten de la legalidad, sUjetando de esta manera ai poder 

JúbllcO al imperiO de la ley Asi, para Emilio Margáin Manautou, el prinCipiO de legalidad 

~onslste en el respeto del acto que se emite en la ley u ordenamiento en que se apoya; 

echazo a la arbjtrariedad, al abuso del poder, a la actuación caprichosa de la autOridad 

llism8 Y advierte que, gener8lmente, la Violación al prinCipiO de legalidad la 

:::ncontmlllos en el acto de aplicaCión de la ley por la autOridad adminiStrativa 107. En 

:::ste sentido cabe seflalar la enOl me tmscendencla del control adminlstrstivo encarnado 

31l la actividad del Tnbunal Federal de JustiCia Fiscal y Administrativa y la importancia 

:le la aplicaCión del derecho en esta rama del derecho público 

Sm embargo, estos órganos jurisdiCCionales enfrentan problemas comunes él todo 

:irn OA tllormales Uno de ellos es el rezago en elir¿mlte y resolUCión de los asuntos, ya 

lU8. este LllfJltrlal resue,lve cincuenta mil asuntos al año, con lIniCamente 101 

:' \' 
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nagistrados en todo el país, por lo que cada magistrado debe resolver en promedio 495 

lsuntos anu21es, !o que es una carga de trabajo excesiva 108 

Aderflás, el tIempo que tard2n en resolver un asunto limita la confianza de la 

~iudadanía en este Tribunal, lo que rompe con el principio de justicia expedita; y si bien 

a resolución o'e prob!'emas jurídicos no puede quedar sujeta a criterios de 

oroductlvidad, por la complejidad que cada caso concreto plantea, se puede buscar el 

Junto de equilibrio que permita otorgar una justicia administrativa rápida y de calidad 

urídica. 

También, tratándose de la ejecución de las sentencias que emita el tribunal, se 

3dvierte que los medios de defensa con los que cuenta el particular dentro de la esfera 

je competencia de la jUrisdicción contencioso administrativa son !¡mríados, lo que 

Jenera problemas para los demandantes en el jUicio de nulidad, así, para Emilio 

Margáin Manautou, si la autoridad responsable no da cumpilmiento a la sentencia hay 

lue acudir al Juicío de amparo a fin de lograr que la autoridad judicial federal obligue al 

funcionario responsable a que cumpla con ella; SI da cumplimiento, pero repitiendo el 

mismo acto, la sanción no es una garantia de que se proceder6 a cumplir y si hay 

exceso o defecto en el cumplimiento de la sentencia no hay sanción. ni ia Sala requenrá 

al superior jerárqUICO para que ordene al inferior a dar exacto cumplimiento de la 

sentencia, por lo que SI la autoridad responsable repite su acto violando la sen'lencia, ya 

no puede acudlrse de rU8VO ante la Sala que instruyó el juiCIO Habrá que iniciar un 

nuevo JuiCIO de tlUl1d8d: oJfl 

Esta situación no es privativa de nuestro pais Así, Eduardo Gsrc:a de Enterria 

refiere que "Hoy el prob,ema de\ contencioso administrativo no es sólo el retraso en 21 

decisiones de los recursos, SinO la Insuficlenclo misma de sus decisiones, aun siendo 

temporáneas Lo <lU8 hay que poner en cuestión, en Francia y en otros sitios que nos 

son más fíJmi\lcH8S, son las bases mtsmas de la técnica del excés de pOUVOIr, y en 

concreto los vieJOS dogmas [ ], de la deCISión ejecuton.s como 'apertUía' necesaria y 

llTllCa del contencioso. la 1I1CxlstenCI8. de conlr8pesos eíect¡vos frente él los abusos, 

caGa dí;;: illélS 010111(1110S. ce ese forr~1:d8bI2 :~Hiviieglo (:e la decisión previa y, 8n fin, 12 
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~cnica misma del 'proceso al acto', que hace puramente declarativas las seniencias 

stimatonas, que no contempla la posibilidad de extraer de la anulación declarada las 

onsecuenCl3S q:.Je interesan al recurrente que ha ganado el proceso; que exduye las 

7jocUons (sic) u órdenes de hacer dirigidas él la Administración para rectificar la 

ituaclór '\egal constatada, y más aún la posibilidad de sus~ltuir por comisarios 

Jdiciales o por el propio Juez la inactividad deliberada de la entidad vencida; que hace 

n consecuencia, virtualmente facultativo el cumpiimlento de las sentencias por las 

Idmlnlstraciones perdedoras y que ni siquiera Impide eficazmente la repetición 

,definida a arbitrio de la Administración de los litigios ya decididos con la 'fuerza de la 

osa juzgada' por la sola via de volver a dictar un acto análogo al anulado, lo que 

,b!igará a un nuevo recurso,,1 íO 

Cuestión interesante es el manejo de los recursos rumanos, mateiia.les y 

'conómicos del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa: si bien es un 

¡rgano autónomo de! poder Ejecutivo, en la práctica una gran cantldad de sus recursos 

lumanos provienen de las dependencias y entidades de la administración pública 

ederal, quienes a\ realizar sus labores tienden a repetir los vicios que pululan al Interior 

le la misma. En este sentido, un buen programa de capacitación, pautas de eficiencia, 

lroductlvidad y conclentlzación de los recursos humanos permitirían a este órgano 

urisdlccional enfrentar con mejores perspectivas el futuro En materia de recursos 

nateriares se re debe dotar de 1a ¡Ilfraestructura necesana para un mejor desarro!!o de 

;us atribUCiones, Irlcluldos, por supuesto, los medios Informáticos, por lo que hace a los 

ecursos flllancleros, por un lado, se debe incrementar el presupuesto, que para el año 

je 1999 fue de 628 nlillones 116 rruI pesos anuales que reCibe, por el otro se le debe 

Jernlltir diverSificar sus fuentes de fInanciamiento, para que, sin ateniar en contra de la 

Fatuidad de la illlpmtlción de JustiCia, este órgar'~ <::"e pueda aliegar de recursos propios 

~ue complementen el finanCiamiento público 

Una situación qlJe también se relaciona con ¡os recursos humanos del tribunal es 

-elclllva COI: su IrlclepelldencI8 El hecho de que sean integranies de la administración 

lllblic8 íedor81 los C]lIC Irlgrcs2r1 Zi 12s í¡13S de los magistrados en el Tnbuna\ Fede¡;:::: de 
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usticia riscal y Administrativa, mina su independencia, puesto que se sienten ligados, 

a!vo contadas excepciones, con el poder ejecutivo. 

Otro problema se relaciona con la apUcación de las normas en e¡ ámbito 

,dministraiivo, lo que nos lleva a la Teoria General del Derecho y de su mano a la 

iencia jurídica El Derecho Administrativo se nutre de los diversos conceptos que 

Iniforman a la ciencia jurídica en general, baste ver los conceptos de acto, 

)ersonalidad, norma, prescripción, caducidad, proceso, procedimiento, derecho, 

)bligación, etcétera, para dar cuenta de 10 anterior. Emilio Margáin 1V1anauíou propone 

¡ara el derecho administrativo una Interpretación estricta, igual a la que se aplica en 

nateria tributaria; y considera sujetos a dicha Interpretación !lleral los conceptos de 

;ujetos, objeto, casos de excepción, requisitos u obligaciones e infracciones y 

¡anciones administrativas 111 Sin embargo, este tema todavía no se agola, por lo que se 

)ueden intentar vías novedosas de solución al problema planteado. 

En este contexto, para el procesallsta español Jesús González Pérez "La tarea del 

urlsta consiste en determinar la norma juridica aplicable El problema de la aplicación 

jel derecho en general conSiste en la determinaCión de la norma con arreglo él la cual 

jebe resolverse la cuestión planleada,,112 De este problema no está exenta la matena 

:ontencioso-adminlstratlva, no es extraño encontr8f en los expedientes respectivos 

verdaderas aberraciones Jurídicas que contradicen al derecho. La tarea de aplicar la 

norma es para jUristas comprometidos con el derecho y deseosos de hacer justicia en el 

caso concreto 

Los problemas aquí planteados no pretenden ser un muestrario complelo de las 

situaCiones concretas que aquejan al Tribunal Federal de JustiCia Fiscal y 

Admlnistrailva, sin embíJfgo, atacando esta pequena muestra imaginatlvamente se 

pueden dar pasos slg)lificativos para contar con un tribunal de Justicia administrativa de 

excelenCia entre las Illstltuclones Jurídicas del país 

,11 (11 [,," 
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'. CAPíTULO QUINTO 

En este espacIo nos ocuparemos del estudio de la materia procesal administrativa 

~n oÍras leg islaciones El propÓSito fundamental radica en anaiizar cuales son las 

~oluciones r:ormatlvas que otros países han aplicado en las cuestiones procesales 

Idministrativas Asi como en el derecho comparado se puede hablar de sistemas 

:1rídICOS, para conceptualizar al conjunto de normas e Instituciones que forman un 

Jerecho positivo que rige a cIerta colectividad 113, en el campo de! derecho 

,dministrativo, por lo que hace al ejercicio de la jurisdicción administrativa, se alude a 

raríos esquemas, como son: 1.- Sistema administrativo continental europeo o francés; 

2 - Sistema angloamericano o Judicia!; 3.- Sistema de Tribunales especiales o mixto y 

;.- Sistema romano. En el primer caso, el tribunal se ubica en el marco del poder 

'jecutlvo, pero sin formar parte de él; en el segundo el tribunal es parte del poder 

udicial; en el tercer sistema el tribunal no corresponde a ninguna de las jurisdicciones 

::statales 114 y en el cuarto esq!Jema corresponde a la JUrisdicción civil resolver las 

:::ontroversias adminisíratlvas Aquí estudIaremos el sistema judlcla!ista español, el 

31stema administratIvo vIgente en Francia e Italia y el esquema angloamericano o 

udiclalista representado por Inglatelra Es pertinente aclarar que sólo trataremos estos 

sistemas Jurídicos en los que sea relevante para nuestro tr8.baJo 

1.- Es¡cail2 

España, Iben<=! o Hispanla, "costa o Isla de conejos", fue conquistada por los 

romanos eniJe los a110s 206 y 19 a e , por lo que se nutrió de las insti¡uGÍones jurídicas 

romanas En el sistema Jurídico español, no obstante que se encarga al poder JudiCial la 

solución de ¡as cOiltroversias que surgen entre el gobernado y la administración pública, 

11, ell "11 \l III (;;;1.'('11('1 ((I",ldu \ 11:1.1, ,\111,"11111 !w¡rlr¡i'l (/JII{c'III!'I>"il/¡'(!\, \Ill', (hiUllll11II\L'i'dty 1'1l'''~-
11.111.1, í\k'I\,', jtl\)(l, p.'I:', " 
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;e diferencia de los sistemas judicialistas en que existe una separación funciona.l entre 

)s tribunales civiles y los administrativos. 

En España encontramos antecedentes dei contencioso adminislratlvo desde 1776, 

:on [a Rea[ y Suprema Junta de Ape[aciones; en este pais han estado vigentes diversas 

lOrmas constitucionales' [a Constitución de Sayona de 1808 creó un Consejo de Estado 

;imPar a[ francés; [a de 1812, tuvo una vigencia accidentada de 1812 a 1814, de 1820 a 

[823 Y de 1836 a 1837, para totalizar seis años, y a[ igual que [a de Sayona instituyó un 

~onsejo de Estado, e[ Estatuto de 1834 duró en vigor 3 años, suprimió a[ Consejo de 

estado e instituyó e[ Rea[ Consejo de España e Indias, órgano que se eliminó en 1837 

,demás se crearon [os Consejos Provinciales, tomando como modelo a [os Consejos 

le [a Prefectura franceses; [a Constitución de 1827 tuvo vigencia 8 años, y [a de 1845, 

24 años. A[ año siguiente se creó e[ Consejo Rea[ que se ocupaba de [os asuntos 

;oníenc1oso administrativos. Las controversias de la competencia del Consejo Real, se 

.signan en 1354 a un tribunal contencioso administrativo; sin embargo, en 1858 se 

nstaura nuevamente el Consejo de Estado, que en 1860 amplia sus atribuciones en 

llatena contencIOso administrativa. En 1868 se restablece el sistema JudiCial en España 

{ se emite al año sigUiente la Constitución de 1869, con vigencia de 4 años. En 1870 se 

expide la Ley Org¿nica del Poder Judicial, que SI bien no se ocupa de la materia 

::ontencloso adrlllnlstrativa, es un paso significativo en la estructuración del poder 

udlcial español En 1874 se suprime al Consejo de Estado. Entre 1875 y 1876 la 

urisdicción contenciosa administrativa la ejercen los Consejos Provinciales y el Consejo 

Real, posteriormente se expide la Constitución de 1876, que dura 47 arios en vigor; 

hacía 1888 y hasta 1894 se establece un sistema mixto de arreglo de las controversias 

administrativas, encomendándose la solUCión de estos ¡!lIgios a tribunales formados por 

jueces y admlnlstréldores Sobre esta etapa de la jurisdicción contencioso-administrativa 

espallola, el maestro Héctor Fix-Zamudio afirma que "En España se observa en un 

periodo la Influenclé'l del SIStclll8. francés, en cuantO se estableció en el año de 1858 el 

Consejo de Est;::¡do, que dependía forlllalmenle de 18 2dm!lllstración, y que después 

SUfriÓ V8:105 cc-:ild:IOS, fue suprimido c]oíinlllvc::m2::1C? en 1902, al reslablecerse el 

¡XlliClíJlO JlId:ci;-lIlst~l (:LJI~ es 81 criC Impera er b 2ctu;¡[idad"IE; En 1904 se enc3rg2 [e; 



urisdicclón administrativa al Tribunal Supremo y a sus homólogos provinciales, 

~onsagrando definitivamente el sistema judicial para la resoiución de conflictos entre la 

~dministraclón y ios gcbernados en España En 1931 se expide otra Constitución con 

/igencia de 8 años; después se emiten las Leyes de 1938, con 37 años de duración En 

1952 se expide el texto refundido de una Ley de Jurisdicción Contencioso 

~dministrativa, que, en opinión de José LUIs Vázquez Alfara, en la "Elaboración de la 

ey fue utilizada una depurada técnica, calificada de constructiva, sólida y diáfana; 

·epresentó Raemás la estructuración de un sistema eficaz de garantías judiciales del 

ldmlnistrado,,116. 

En materia de justicia administrativa en España se han presentado dos principios 

lpuestos: la igualdad y la desigualdad de la administración pública en materia de 

)roceso; al principio, atento al dogma de separación de funciones, se consideró 

mposible que el poder judicial fiscalizase al poder ejecutivo En canica de esta teoria se 

:J.rgumentaba que la administración debería ser juzgada en igualdad de condiciones con 

os particulares. De ahí los múltiples cambios que observamos en su legislación en esta 

nateria. 

El tema de la jUrlsdiccjón contencioso-administrativa es retomado en el sistema 

urídico español, hasta la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 

lel 27 de diCiembre de 1956, publicada en el Boletín Oficial Español 363, de 28 de 

:liclembre de 1956, que atribuye la solución de esta clase de controverSias a tribunales 

~ue dependen formalmente de la organización Judicial comlJn, conformados por 

nagistrados profeSionales La materia contenCIoso admlnlstralíva es resuelta por tres 

órganos 1 Las Sales de las AudienCias Territoriales; 2. Las competenies del Tribunal 

3upremo y 3 Las de reviSión de lo Contencioso Adminisirativo del propio Tribunal 

3upremo Los tnbunales españoles cuentan con una jUrisdiCCión especializada por 

llaterias la clvli, penal, contencioso-administrativa y laboral. A la matefl8 coni:encioso~ 

3dminlslrailva le corresponde la competenCIa para conocer de las acciones de derecho 

)úblICO (adminlst,allvo y fISCC:[), en las controversias que se generen entre los 

)artlcu!ares y le: adrnttllstración pLlbllC2 



El 17 de marzo de 1973 se redistribuyen las competencias de estos tribunales; 

Jna parte importante de la competencia directa del Tribuna! Supremo se transfirió a las 

3a!as de lo Contencioso Administrativo de las Audiencias. Al Tribunal Supremo se le 

jejá la función de dirección y revisión de los recursos 

Destaca por su trascendencia la Constitución de 1978, que se encuentra en vigor, 

Juesto que constituye un paso Importante en materia de control jurisdiccional de la 

3dministración La Constitución instituyó el Tribunal Constitucional, órgano competente 

Jara conocer del amparo constitucional, que se promueve por Violaciones a las 

ibertades consignadas en la Carta Magna española, en sus articulas del 14 al 38. En el 

3rticulo 24, numeral 1 se establece con amplitud la garantia de acceso a la justicia al 

establecer que' Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los 

rueces y tribunales en el ejercIcio de sus derechos e mtereses legítimos, sin que en 

r7ingún caso pueda producrrse indefensión. Por lo que se refiere al contenido del 

3rticulo 24, numeral 1, de la Constitución española de 1978, Eduardo Garcia de 

EnterrÍa sostiene que entre sus consecuencias se encuentra que la jL:sticla 

administrativa se transforme en una justicia de tutela de derechos e Intereses legítimos, 

una tutela o'e posiCiones subjetivas, poniendo fin en España él la concepción üadiclonal 

del contencioso administrativo frances de excés de pouvolr, como un proceso al acto; 

además, esta tutela de derechos e interese legitlmos posee una extensión universal y 

por último implica la Justiclabllidad plena de la dlscrecionalidad 117
. Una norma 

importante para nuestro estudiO es el artículo 117, numeral 1 t de la Constitución que 

preceptúa La justrcJéJ emana del pueblo y se Ddmínistra en nombre del rgey por Jueces 

y fvlaglstracJos rntegrantes de! poder JudICial, /fJdGpendíentes, mamovibles, responsables 

y somei'lü'os LÍnrcmnente al imperio de la ley También, destaca la Ley 62/1978 de 

Protección JurisdiCCional de los Derecros de la Persona que otorga la garantía 

contenciosa adrnlnlstréltlva contra actos de la administraCIón que vulneren los derechos 

elernen'lales 

E! 2 de JuliO de 1985 se expidió la Ley Orgánico dei Poder Judicial, que eSlrUcluI·a 

30/1992, de iégi!llen JurídiCO de ras !\c!ílllnls'cíaclones públlc8.s y del procedimiento 

("1 1/. 



\dministra'tivo común, del 26 de noviembre de 1992; así, en una pirámide ¡maginaria en 

S1 cúspide tenemos 8.1 Tribunal Supremo compuesto de seis salas: la 1a de lo civil; la 2« 

le lo criminal, ia 3a
, 4a y sa se ocupan de lo contencioso-administrativo, esto es, de !os 

ecursos frente a los actos y disposiciones reglamentarias de la administración, en 

lIgunos en última instancia y en otros en apelación contra ¡as sentencias y autos de las 

ialas de lo conter.clcso-admlnlstrativo de la Audiencia Nacional y de las Audiencias 

-erritona!es; la 6a tiene competencia para conocer de las cuestiones sociales. 

La Audiencia ~Iaclonal, creada por el Real Decreto-Ley de 1977, consta de dos 

i8las: una penal y otia de lo contencioso-administrativo, con competencia para conocer 

le los recursos contra actos de los órganos de la administración del Estado que tengan 

ltribuciones en todo el país y que sean de Jerarquía inferior a Comisiones Delegadas 

lel Gobierno Se exceptúa de esta competencia a los recursos contra disposiciones 

lenerales, la responsabilidad de la administración, de los gobernadores y autOridades 

le jerarquía igual o superior a director general y los que se refieren a actos 

ldmlnistrallvOs realizados por la administraCión previo Informe preceptivo del Consejo 

le Estado, o por el Consejo Supremo de Justicia Militar o a propuesta o con Informe de! 

nlsmo. 

En otro nivel de nuestr¡::¡ pirámide se encuentran los Tribunales Superiores de 

lusticia, que conocen de los recursos administr2tivos que no estén atribuidos a otros 

lrganos jurisdiCCionales, de los recursos contra actos y determinaciones de contenido 

ldministrativo del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma y de Jos 

~onsejeros, de los recursos contra acios y órdenes de los órganos de gobierno de la 

:"samblea LegislatiVO de la Comunidad Autónoma y sus comisionados en materia de 

J8rsonal y z:dmlrllstt"acrón y del recLlrso coni.encioso electoral. Además, en segunda 

nsianci8, tie:len c011lpetencia para conocer de los recursos legales que se promuevan 

;ontra las resolUCiones de los Juzgados de primera instancia 

Adcméls tenemos él 188 Audlcnc¡¡Js Terntor181es o ProvlrlCl8les, que son órganos 

udlclales colegj<lcJs que existen en cad8 L¡tlO de los 15 dlstn'los en los que se diVide el 

]3iS, CU8I1i:: con S"IDS de lo CIVil y de lo COlltf2;lcloSo-Adl-ll:r;:st~éüIVO, c::dem¿s de le: 

\lidl8IICl8 r;·OV1T](;I;¡[ l.~;s S;1[8S de lo COlll!~¡'CIOSO ACP1:nlsír8tlvo se I¡gen por ia Ley de 
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ietoS de los órganos administrativos de competencia regional o provincial: los actos de 

)rgano de competencia estatal de nivel orgánico inferior a ministro en determinadas 

naí.enas (sí el nivel es de ministro la competencia correspondería a la Audiencia 

~acional), e incluso contra actos de ministros o de órganos centrales de tuteia, cuando 

m vía de recurso jerárqUICO o en ejercicio de la acción fiscalizadora cOilfirman actos de 

)rganos o entes de competencia regional o provincial 

Las AudienCias Provinciales cuentan a su vez, con juzgados de Primera Instancia 

~ Instrucción, que son órganos judiciales unipersonales, competentes en las materias 

)en81, contenci8so-administrativa, de 10 social, de menores y vigilancia penitenciaria. En 

~I nivel Inferior de nuestra pirámide se encuentran los llamados juzgados de distrito, que 

:ontienen a los juzgados de paz, juzgados municipales y comarcales. Estos juzgados 

,8 ocupan de los juisios y faltas en materia civil en litigios cuya cuantía no sea superior 

1 50,000 pesetas, esto es, unos $2,511.00 pesos aproximadamente, además poseen 

:ünbuciones de conciliación en determinados conflictos 

Una de las caracteristlcas interesantes del sistema judlclalista español consiste en 

:;!] cúmulo de garantías con las que se rodea a la actividad procesal. Francisco Ramos 

\~éndez las divide en' a) garantías de actiVidad de las parLes, en eSte lugar se 

~ncuen~ran las garantías de igualdad, audiencia y contradicción, defensa; y presunción 

Je inocenCia, b) gar8ntías de la actividad junsdiccional que comprenden las de juez 

Jredeterminado y la de obtenCión de una resolución fundada en derecho, e) garantías 

jeljuiclo, en las que se ubican las de ser Juzgador eOIl las garantías legales; el [Jrincipio 

je legalidad; de acusaCión, de tutela efectiva (prohib:clón de inaefenslón y eficacia del 

uiclo) y publiCidad Este esquema está tUtelado por los tribunales ordinariOS, el recurso 

je amparo y los mecanismos supranacionales 118 

Este mismo publicista, en relación con el sistema procesal administrativo español, 

afirma que el enjl!ICIOflllento en esta materia se encarg2 de someter al poder públiCO a 

control, de c1e-fendcr 81 cludadcmo y G. 13 propia administración para que coexlsts el 

Iíláximo d2 libollad 1I1c1lvldua[ con ei mínimo de cmgC'ls públicas razonables para 

r~lc:.llíeilCí 21 :UflCIOIWillIC:llo elel SIsíeil12 ~,g 

·,s \ ',1", \ l','~( ]'1_11":.1 ,!llllp"!. lt:Jlll, ,1: '(',-' l.: (ll!l',\I:IILIPI\ "\P,II)cll,l 

,1 ' .'1' ',/, n,' , I 



Un aspecto poco explorado en nuestro país es el que se refiere a la tutela de las 

Ibertades via la interpretación de la Constitución, un ejemplo de esto lo constituye la 

~cclón contra la a~bilrariedad, En España el articulo go, numeral 3, establece para la 

utela de la libertad e Igualdad que, La ConstitucIón garantiza el principio de legalidad, 

a jemrquía normativa, la publicidad de las normas, la irreiroactividad de las 

iisposiciones sancionatorias no favorables o restrictivas de los derechos individuales, la 

;eguridad jurídica, la responsabilidad y la Interdícción de la arbítraríedad de los poderes 

Júblicos La doctrina española ha Interpretado que la interdiCCión de la arbitrariedad 

;ontenida en esta norma, constituye una garantía que tutela la libertad e igualdad, Este 

)recepto permite a los tnbunales españoles enfrentar la actuación despótica de los 

írganos del poder público, Para el jurista Diego Valadés "La garantía contenida en el 

lrticulo 9 3 constitUCional amplia el hOrizonte de las garantias de la libertad y 12 

gualdad" Y afirma que "La Interpretación jUrlsprudencial ha Ideniiflcado como arbitrario 

31 acto jurídico que carece de explicacIón racional o de coherencia instttucional, con lo 

;Lial va más allá de la sola apreciación de la constitucionalidad o de la legalidad de los 

3Ctos,,120. Como se adVierte esta acción contra 'a arbitrariedad puede aplicarse en el 

3mblto del derecho administrativo mexicano, baste tener presente el cllmu!o de actos 

3dministrativos que cotidianamente emiten los órganos dependientes del ejecutivo 

:ederal con las características de arbitrarios Además esta acción contra la arbitrariedad 

:;s más comprensiva que nuestro JUICIO de amparo, puesto que el acto Impugnado 

Juede ser pnv8do de efectos cuando excede el marco racional o institucional de su 

:::JllISIÓn 

Una cuestión ClU8 no puede soslayar se es la POSibilidad de confundir el acto 

arbitrario con el acto discreCional Para el maestro español Tomás-Ramón Fernández 

'El principIO en cuestión postula una distinción neia entre arbitrariedad y 

dlscreclonalldad, entre lo que es frute de la mera voluntad o el puro capricho de los 

aclministr::-:dores y lo que, por el contr;;uIO, cuenta con el respaldO -m8yor o menor, 

nleJar o peor, es 0(12 ClIeStlÓn- de una fund8J-;lenbJclón que lo sostiene"i 21 Así, el acto 

,';" ",,'''','',,''','' ,,\: 
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jiscrecional y el arbitrario no se identifican. En el primero la norma jurídica autoriza su 

:;misión dejando cierto margen de libertad para su concreción En el segundo no existe 

a norma jur;dica que autorice a emitir el aCtO o éste carece de sustento racional o 

nstitucional Esta Invaluable herramienta juridica de tuiela de la libertad e igualdad no 

;e encuentre: exenta de riesgos. El principal consiste en otorgar al juez la posibilidad de 

:!rigirse en legislador, puesto que con su actuación puede exceder e incluso mejorar el 

llarco normativo legislado Sin embargo, los riesgos pueden minimizarse e Inc!uso 

:raducirse en ventajas al establecer garantias más eficientes, que salvaguarden la 

iberlad e igualdad de los individuos 122 

Algunos antecedentes del controi administrativo en esie pais ya fueron 

relacionados en el capitulo primero, como son' la ordenanza de San Luis de 1256, la 

Cámara de Cuentas de Paris de 1303, la ordenanza Vivier-en-Brie de 1320, la Cámara 

je Cuentas que funciona entre 1492 y 1789, además, se asenió que la Idea del control 

del poder descansa sobre las Ideas de la ¡lustración 123. 

Corresponde aqui anailzar los antecedentes que van de 1789 hasta nuestros días 

En la Ley de Organización Judicial 16-24 de agosto de 1790, (i(ulo segundo, artículo 13, 

se establecía 

Las funciones judIciales son dlstlfltas y quedarán siempre separadas de las 

funCIOnes admimstrativas, fos Jueces 170 podrán, bajo pena de delito, 

estorbA!, de cualq/JIcr maneta que sea las operaciones de los cuerpos 

acJrninislrativos f7I citar ante elfos a fos administradores por razón de sus 

funCIOnes 

Previo al estableCimiento del Consejo de Est2.do en Francia, 18 Asamblea de 1790 

deja el control de 18. lega\ldad en los acíos de la adrnwlIstraclón en manos del poder 

ejecutivo 1\ partir ele la Constitución 12 {mllarlo del afio V1!1 (:799) esta tares se 

encOI118ncl<l1 j 81 ConsejO eJe :'st2r10 

" el I 1,; ( '( 'i' '," 1', 1" : ~~. 
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La evo[uclón de este órgano del gobierno francés, se divide en tres etapas: la 

lrimera va desde la primera fuente legislativa 1799 hasta la ley de! 24 de mayo de 

1872, [a segunda ¡ranscurre de [a ley del 24 de mayo de 1872 hasta [a ordenanza del 

11 de julio de 1945; !a tercera abarca ae [a ordenanza de[ 3i de julio de 1945 hasta sus 

eformas, 

":JrÍl"Y'Jera etapa: 

Por decreto del 11 de junio de 1806 se crea una comisión de lo contencioso; en 

Jecreto del 22 de julio de 1806, se publica un reglamento sobre los negocios llevados al 

~onsejo de Estado y establece un procedimiento para ventilar las cuestiones 

:ontenciosas. Las ordenanzas del 2 de febrero y 12 de marzo de 1831 elevan a rango 

)úblico las audiencias en las que el consejo resuelve la materia contenciosa, El 3 de 

narzo de 1849 se Instituye una sección de nueve consejeros dentro del Consejo de 

::stado a la que se otorga jurisdicción propia erigiéndola en un verdadero tribunal. Por 

Jecreto del 25 de enero de 1852 se torna al esquema de Justicia retenida, dejando las 

'esoluciones del Consejo de Estado como simple opinión, divide los asuntos en los que 

Jermiten el patrocinio de abogado y los que no lo permiten, de los primeros conoce la 

~samblea Publica del Consejo, de los segundos conoce la sección del contencioso 

Segunda etapa:: 

Se inicia con la Ley del 24 de mayo de 1872 que erige al Consejo de Estado en el 

Jrgano soberano para resolver la matena contencioso administrativa, así como de las 

jemandas de anulaCión por exceso de poder, se abandona la JUrisdicción retenida y 

"rincipia la jurisdicción delegada En esta fase el Consejo de Esiado se compone de un 

,8resldente, le gE1fde de sceaux, un vicepresidente, consejeros de estado en serviCIO 

:Jrdinano en nlrrnero vanable, consejeros de estsdo en servicIo extraordinano, martres 

des rplIlJÁfAS, 8U(J]tores, un seCíetario general y uno especial Funcionaba en A.samblea 

General; en secciones p;:jr<J los negocIos de la administración aCtiVa, como órgano de 

consulté': y '}{¡12 el contenCIoso z:drninlStrarlvo como órg2no de resolución, con tres 

eslrUCCUi'as 8sIJeciz:llz::¡d8S 13 2sClmbleCl PLlbllca Gel consejo, le:. sección ordinans. de 10 

I " 



rerrCefféJ e~2pa: 

Aquí es trascendente la labor legislativa contenida en la ordenanza del 31 de julio 

le 19~·5, el decreto de la misma fecha y la ley del 8 de agosto de 1950, puesto que, la 

"imera une en un código los textos legales dispersos relacionados con el Consejo de 

:::stado, la segunda reemplaza a los consejos de prefectura por tribunaies 

,dministrativos de primera instancia, transformando al Consejo de Estado en tribunal de 

3pelación respecto de ¡as decisiones tomadas por dichos jueces de primera Instancia, 

°or decretos 73·682 y 73·683 del 13 de Julio de 1973 se emite el Código de los 

fribunales Administrativos, ordenamiento que regula la organización y funcionamientos 

le los tribunales administrativos de primera instanCia, el 10 de agosto de 1975 se 

,xpidló un reglamento para la organización y operación del referido Consejo 

Importantes reformas al sistema francés lo constituyen las Leyes 87·1127 del 3'1 

le enero de 1987, 88·097 del 2 de septiembre de 1988 y 88·905 del 3 de septiembre de 

1988 Por 12 primera se crearon las cortes administrativas de apelación, acercando al 

~squema vigente en FranCia a un sistema de organización judicialista en la jurisdicción 

administrativa. Al Consejo de Estado se le atribuyeron facultades de: a) juzgador en 

única instanCia en asuntos de trascendencia nacional; b) juez de apelación para ciertos 

asuntos; y c) juez de casación en relación con los trIbunales administrativos y las cortes 

administrallvas de apelaCión La segunda reforma se enderezó hacía el procedimiento 

administrativo instituyendo medidas cautelares, como son, las de référé experllse, que 

puede acord8r dentro del procedimiento una serie de medidas útiles de carácter pericial 

° para el desanollo de la instrucción, aun Sin deciSión administrativa previa, référé 

provIsion, que es una forma de gamntlzar los danos al acreedor que inicie. una demanda 

de fondo o de hacer frente a la responsabilidad patrimonial del estado y una cláusula 

abierta por mediO de la cual se faculta al tnbunal administrativo aplique medidas 

necesarias de UígenCIa, previa petición de parte, para resolver el asunto, incluso sin 

eXistir ulla resolUCión 8dmlnlstrativa p¡evia La tercera tiene como objetiVO la ejecución 

de sentencl2S, aunque no modlíica el sistema de remiSión a la autondad administrativa, 

crea un8 InSlC:;lCIZl 3c18ratorl3 a r8vOí de los nllillSLroS en cuya unidad admlnisüatlva se 

haya declarado Ilulo el acto, para proveer a su eJecución Sobre esias medidas se 

¡ \' 



dministrativa, puesto que se trata de impedir los frecuentes abusos de la autotutel8 y 

frecer a los ciudad2nos instrumentos prácticos de defensa fuera del paradigma 

adicional del excés de pouvoír124
. 

E[ 15 Y 16 de mayo de 1990 se emitieron [os Decretos 90-400 y 90-416, por medio 

e [os cuales se introdujeron una sefle de reformas para prevenir [as dificultades en [a 

jecución de las decisiones de la justicia administrativa, para facilitar o acelerar la 

jecución incrementando [as atribuciones de la sección instructora y medios de 

~presión para los responsables de la ineJecución de las sentencias. Eduardo García de 

:nterría conSidera que con esta reforma "Se ha operado una transformación del 

Istema tradiclona[ de largo alcance [ ... ] sin ninguna 'ruptura' con todo el proceso 

istórico precedente, sino como un paso adelante del mismo en vector dinámico y de 

8sarr01l0,,125 

Los asuntos se distribuyen entre los miembros de la sección para su análisIs y 

Jrmulaclón de proyectos; si no existen objeciones al proyecto se aprueba en la sección. 

\Igunos asuntos, por su importancia, pueden pasar a ser discutidos en el pleno, en 

londe después del debate serán aprobados o rechazados. 

El Consejo de Estado posee dos atribuciones fundamentales: a) es consejero de 

3 administración activa, ya que tiene participación en la formulación de leyes y 

locumentos de tipo legislativo y b) tiene íunciones Jurisdiccionales, conforma al lado de 

3S Cortes Administrativas de apelación y [os ¡ribunales administrativos de primera 

nstancia la jurisdicción administrativa general. 

El Consejo de Estado se diVide en cinco secciones o formaciones, las cuatro 

)rimeras se encargan de los negocIos consultiVOS y administratiVos y la quinta de las 

;uesiiones contenciosas Cada secCión se integra por un presidente, seis consejeros de 

=-stado en serVicio ordinario, un maitre des requétes, un auditor y demás personal 

El Consejo de Estado puede funcionar en secciones, asamblea general o plenana, 

) en sección de lo contencioso y 3sGrnblea plenaria de lo contencioso En el caso de las 

3sambleas generales es el Vicepresidente del Consejo de Estado quien las dirige 



Parte del enorme prestigio que posee el Consejo de Estado francés lo debe al 

~uroso proceso de selección de su personal, que se inicia con el examen único de 

gr8so de \a Escuela Nacional de Adminisiración y se da paso a paso, satisfaciendo los 

:;qulsitos de ascenso que se establecen en su escalafón 

Ante el Consejo de Estado se pueden tramitar cuatro tipos de procedimientos. 

1. Contencioso de anulación u objetivo, que se dirige a controlar la legalidad de los 

ctos de la acminisiración iuielando el cumpllmlenio de las normas juridicas en los 

ctos de la administración, lo que se realiza a través rle dos herramientas jurídicas: A) 

I recurso por exceso de poder, encaminado a nulificar los actos o resoluciones viciados 

e ilegalidad, en los supuestos de incompetencia, vulneración de las formalidades del 

roceáimiento y Violaciones sustanciales a 1. una ley o reglamento o por su 

eficienie in-cerpretación; 2 una norma general de derecho, 3 la cosa juzgada y 

determinaciones administrativas particulares definitivas; en estos casos [as 

entencias del Consejo de Estado tienen efeelos erga ommes, y B) el recurso da desvío 

e poder por medio de! cual se revisa una resolución generada por la autoridad en uso 

e facultades discrecionales, emitida con intención Ilegítima Sobre el desvío de poder 

,1 publicista Héctor Flx-Zamud!o afirma que "Debe recordarse. como una de las 

reaclones de mayor significado de la jUrisprudencia del propio Consejo de Estado, el 

oncepto de desviación de poder, como Instrumento para el examen de las facultades 

liscreciol'lales de las autor ¡dades administrativas, que anieriormente escapaban al 

:onirol !Ud¡Clal',176. 

11 Conte~lr:¡OSO de plena JUrisdicción que persigue la protección de los derechos 

lúblicos subjetiVOS de los administrados, aquí el Juez puede confirmar, anular o 

nodificar el acto Impugnado, las matefiéls que íegula son: 1. los contratos 

¡dmlflIS(rativos; 2 la responsabilidad de la administración y ia de sus funcionarios y 

1. litigios de naturaleza pecuniaria La diferencia, entre el contencIoso administrativo de 

mulaclón y 21 de plena IUrlsdicclón, consiste en que en el pnmero el juez se limlia a 

Jeclarar la nulidad del aCio, en el segundo surte a las pretensiones del demand2mte 

ldo¡Jtc::ndo 125 medld8s necesallas l:'7 
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111. Contencioso de interpretación que comprende el recurso de interpretación en 

eenv!o de tribunales judiciales en el que se invita a las parees para que se dirljan a un 

uez administrativo para solucionar una cuestión litigiosa en maceria adminislratlv8J como 

~cto prejudicial y el recurso directo de interpretación en el cual se solicita directamente 

~ un juez o:dmlnlstrativo la interpretación de un acto o de una resolución, ambos 

!dmlnistrativos, y 

IV. Contencioso de represión para aplicar sanciones a los particulares que no 

ldaptan su conducta a las reglas de derecho administrativo 

Sí bien es cierto 10 que afirma el maestro Héctor Frx Zamudio sobre el desvío de 

Joder, en la actualidad esta institución no responde a los retos que el estado moderno 

Jlantea. Así, atendiendo a las reformas realizadas en al legislación administrativa 

rancesa de 1988 y 1990, el maestro Eduardo Garcia de Enterria afirma que. "El 

Jaradigma histórico del excés de pouvoir ha Sido de pronto encontrado Inadmisible, 

ncapaz de expiicar los nuevos valores del Estado de Derecho, las nuevas demandas 

:;ociales" después de estimar que este paradigma ha musrto, sostiene que "El nuevo 

Jaradigma me parece estar en el pnnciplo de la tutela judicial efeciiva de derechos 

v'erdaderos de los ciudadanos,,12s. 

Este país encarge al poder judicial la resolución de los litigios administrativos, esto 

es, pertenece al esquem8 judiclallsta Como ya mencionamos es un régimen de 

derecho costumbrista, sus principales documentos conslilucionales son la Magna 

CI/altha L¡be¡ha!um de 1215; la Petición de Derechos del2 de Junio de 1628, la Habeas 

COI pus Amondlnen! /le! de 26 de miOyo de 1679, el B¡fl oi R¡gh!s 13 de febrero de 1689, 

Ae! o;' SeWem8n¡ del í 2 de junio de 1701, Parlli"men! Ae! del í 8 de "gasto ce í 911; el 

Estaluto de 1}/(::sfm¡IJs¡'er del i 1 de diCiembre de 1931 Y una Parliélment /\ct del í 6 de 

diciembre de 19~1Q 1 a jurisdicción ordil18ija sufrió un c,:linb:o Importante con las 

112ili8d2s ··~2yps de 18. ~ll~1:r;é1llll·2 \:2 137::::''' en 12 que S8 prOr.lueve una 2mplia reforma 

leglsbllva Ci 1 Clí(';S~lonr;s !Udlc¡~lies pcr p;:¡¡·':e eJe:': péUtJn10IHO Antes de 1873 la rnai.8na 



'elacionada con la conTención administrativa se encomendaba a la Corte de! FIsco 

:Courl of Exchequer), que tenía competencia para conocer de [as contenciones 

'e!acionadas con los ingresos de la corona la Corte de Apelación del Fisco (Court of 

~xchequer Chamber) que resolvía los recursos interpuestos en contra de [as sentencias 

:iIGtadas por la Corte del f-isco y, por último, se encontraba la Cámara de los Lores que 

3tendía los recursos promovidos contra las determinaciones que en segunda instancia 

:;mitía la Corte de Apelación del Fisco. Hay que asentar que estos tres tribunales eran 

Jarte integral del poder j'Jdicial ingiés. 

A partir de 1873 el Parlamento emite las Leyes de la Judicatura, promulgadas 

entre 1873 y 1875, que dotan al poder judiCial de Inglaterra de unidad; y crea la Alta 

~orte de Justicia (High Court of Juslice) y la Corte de Apelación (Court of Appeaf). La 

I\lta Corte de Justicia se dividia hasta 1880 en cinco salas, a saber la Chancery 

fJivision; la Kmg's Bench O/vision, la de los "Juicios Ordinarios", la Exchequer Oivision y 

a Probate Oivorce and Admira!ty Oivision; la primera se ocupaba de los jUicios de 

'equidad", la segunda de juicios relaCionado con el common law, la tercem de los juicios 

Jrdinarios, la cuarta de los JuiCIOS fiscales o relacionados con el fisco, y la quinta de las 

:::uestiones suscitadas en materia de suceSiones, divorCIO y el almirantazgo 

En 1880 se íusionan las salas de la Corte del Rey, la de los Juicios OrdinariOS y la 

del Fisco en una sola sala, la Kmg's Bench Oivision que se ocupa de la materia 

contenciosa administrativa en primera instancia Conoce de los writs u órdenes, sobre 

todo los de certlOraly y el de pro!nbItlOn dirigidos contra las decisiones de ministros, 

lribunales de rnenor rango y tribunales administrativos de tipo especializado. Sin 

embargo, se dejo a la Chaf7cery Oivis/o!7 el mender los wrf¡'s o{ manda mus cuando 

procede atüe los órganos de la administración La Corte de Apelación revisa en 

segunda instancia las sentencias de la Alta Corte de Justicia, por medio de su primera 

sala, que se OCUpé> de les 8suntos Civiles y administrativos o common law. 

En el 8ilo ele 1971 se aboliÓ 18 [)Ivislón de Sucesiones, DivorCIO y Almirc:ntazgo, 

dividiendo sus funciones entre la DIVISión de la BC:;ilca de la Reina (Queen's Bench 

Di\/Isio:;) , !él DiVisión de 12 C2ncillerí2 (Ch2l7ceiy O/v/sicn) y la DIvisión de la Fa!l1i112 

(/=nm:/y O¡vislon) Lél ley ele 1", SUrn~:;!l18 Corte de JUStlCi2 de 1981 establece que la 



\.pelacicnes, la Alta Corte de Justicia y la Corte de ia Corona; se le da, además, el 

:arácter de presidente de la Suprema Corte al Lord Canciller. 

La estructura divlslonal de la Alta Corte es inexistente en los hechos, dado el 

:aráder jurisprudencia! de estos tribunales, lo que les permite en la práctica conocer de 

odas las materias puestas a su conSideración, inclusive la administrativa. 

En Inglaterra los t"bunales aplican el common law y la equi/y; el primero deviene 

le la costumbre institucionalizada, transformada en ley común; la segunda es el 

:onjunto de normas elaboradas para complementar y revisar al common faw por la 

;ancillería El common law y la equi/y entre 1873 y 1875 son aplicados 

:oncurrentemente por las mismas jUrisdicciones; así la equity tiende a aplicarse en el 

:onjunto de materias que se estima conveniente hacer juzgar mediante un 

lrocedlmiento escrito; en cambio, el common {aw se refiere 8 las materias que se 

uzgan oralmente 129 

En este sentido la Queen's Beanch Divlslon, la Chancery Courl; la Court of Appeal 

I la jUrisdicción ordinaria inglesa son competentes para aplicar el derecho en todas las 

:ontroversl8S de carácter administrativo, con excepción hecha de las materic:s 

eservadas a los Tnbllnafs, ó:ganos administrativos con facultades para decidir ciertas 

:onuoversias 130 

Como ya lo asentamos, la actiVidad jUrisdiccional se ejerce a través de los writs u 

)rders, los más comunes son los de mandamLis, que son órdenes que se dan a las 

~utoridades para que realicen una conducta que omitieron; prohíbl{¡on, que es una 

)rden que se gira él una autOridad para que cese de ejercer una competencia que no le 

:orresponde y certiomri, que es una orden que se da a una autOridad para que rerr1iia 

;us actuaciones al tribunal superior, quien puede anularlas Además, en ocasiones se 

.lllliza la figura de la IfljUfJctlOrJ o el declaratory judgment. 

El prOCed¡¡l1lerlto es relativamente sencillo, consta de tres 8lapss a) demanda, 

we SI se decla3 íundada da lugm a la emlsrón de una rule nisl de efectos suspensivos 

::ontra el aClO 1I11pugnado, b) después viene la íase contradictoria que es 

·l;llc],smeílls::n8Illc Of8:, e~ h Cjue :nteíVieiler. el J~lZg8dor y !ss psrtes, y c) 12 sentencia, 



!n la que, si se declara fundada la acción del demandante la rule n;sÍ se tra.nsforma en 

ule absolute; si es rechazada la. acción la rule n;sí deja de proteger al demandante. 

Los admimstrative tnbuna/s, por su parte, tienen su origen en la legislación 

lelegada, coexisten con los tribunales civiles y penales, prestan ayuda a los diversos 

ninlsterios del gobierno. actúan como parte integrante de la administración; poseen 

:ompetencia por materia y territorio especificada por el caso concreto, resuelven 

:ontroversias entre la administración y los gobernados aplicando los principios de la 

UStiCI8 natural y sus determinaciones se encuentran sujetas a la revisión de la 

urisdicción ordinaria. Como rasgos comunes se encuentran que: son órganos 

:olegiados; dirimen litigios entre la administración y los gobernados, y pueden ser 

¡rimera o segL!nda Instancia Estos tribunales tienen su regulación en la Tribunal and 

nquiries Act de í 958, también, estos órganos se encuentran bajo la supervisión del 

~ounci/ of Tribuna/s. Es pertinente señalar que estos tribunales no integran un sistema 

:oherente de control o supervisión sobre el conjunto de las actividades de la 

3dminlstración pública 131 

La evolución constitucional italiana se puede seljalar a partir del 17 de marzo de 

1860, que es cuando se proclama el Reino ele Italia. Previo a esta proclama se 

,ncuentra vigente el Estatuto Alberllno, llamado asi en honor a su promulgador el Rey 

:arlos A:berto de CerdeílD Diez arlos despLés de la ocupación de los Es'cados 

=:Jontíflclos, se proclama 18 unificación de ltal12 En este país hubo un órgano de JustiCia 

3dminislral1va ¡'8sla mediados del Siglo XIX (desaparecIó en 1865). Entre 1881 y 192J" 

S8 íue dotando 81 Consejo de Estado de facultades JUrisdiccionales para conocer de las 

:::ontroversl3s relacionadas con actos 8dministrativos De este período destaca la 

:::re2clón d:::> 125 secciones 1\1 y V del Consejo de Estado. 18. atribUCión de competencia 

2xcluslva al Consejo de Estado y a las Juntas prcvinclales pma conocer de Illigios en los 

que se contrc/i:íi2r8n derechos subJetiVOs y la Codlílcación de las cl!8s'dones 

le!;-¡cIOIi2tlZ1S r:on C:SLOS órg8ros cn 18S Test! Un/GI 1054 y 1058 de 1924 Duran-le el 

( !I ,),,:,\ 



labiemo de 3enl'o Mussolini hubo una variada gama de tribunales especiales, algunos 

:on atribuciones en materia adminislratlv2, sin embargo, fueron suprimidos por la 

~onstltución italiana de 1948 El esquema italiano, según José Luis Vázquez Alfaro, 

üribuye en matena administrativa, competencia Jurisdiccional a los jueces ordinarios, 

especto de derechos subjetivos, y a los tribunales administrativos, respecto de 

ntereses leg ítimos 132; no obstante, esta afirmación es parcialmente cierta, puesto que, 

;omo lo veremos más adelante, el artículo 103 de la Constitución Hallana otorga en 

~iertos casos al Consejo de Estado atribuciones para tutelar derechos subjetivos. 

La Conslltución vigente en Italia data de 1948, y fue aprobada por la Asamblea en 

a sesión del 22 de diciembre de 1947 Importan para nuestro estudio los siguientes 

lrlículos de la Carla Magna Italiana. el 24 donde se deja claro que Todos pueden 

lcceder a la justicia para la tutela de sus propios derechos e intereses legítimos. En el 

lrliculo 100 se reg'Jla la naturaleza jurídica del Consejo de Estado, puesto que se 

líirma que: El Consejo de Est2do es un ó;-gano de consulta jurídico administrativo y de 

utela de la Justicia en la administración. En este mismo precepto se establece la 

ndependencia del Consejo de Estado y del Tribunal de Cuentas, y de los miembros de 

,mbos instltulas, frente al gobierno. En el Titulo IV "La Magistratura", Sección I 

'Ordenamiento JurisdiCCional", arlículo 103, se le otorga el rango de órgano de 

urisdicción al Consejo de Estado, cuando se asienta que. El Consejo de Estado y los 

Jemás órganos de jUSftCf8 admmistrativa tienen frente a la Adminisfraóón pública 

'Unsd¡cóón de futefa sobre los intereses legítimos y. en partIculares maienas mdicadas 

'Jor fa ley, tambIén sobre los derechos SUbj8Í1vOS. Con lo que, en el contencioso 

3dmlnistratlvo italiano constituye un sistema de Ilegitimidad o anulación y de plena 

urlsdicclón 

En matena de recursos el artículo 111 de la Constitución Italiana establece la 

:xocedenCl3 del íCClHSO de casación por los "motivos inherentes a la jurisdicción"; 

3.demás, en el artículo 113 se dice que contm los actos de la administraCión pllbllca se 

3dllllllrá la tut81a j',¡¡;sdiccio1l81 de los derechos y los intereses legílimos ante los 

',1" 1') 



Por decreto-ley del 3 de marzo de 1948 se creó la VI sección en el Consejo de 

estado con atribuciones jUrisdiccionales En 1965 se suprimen las juntas provinciales y 

)ara 1971 se introdL!cen en el esquema italiano los Tribunales Regionales 

\dministrativos, como jueces de primera Instancia para atender los procesos contra 

~ctos de la administración pública a cualquier nivel Al Consejo de Estado se le dejó el 

lapel de tribunal de apelación en malena administrativa. Cabe precisar que en el 

lsquema de JUrisdicción administrativa Italiano los tribunales de esta materia son parte 

lel poder ejecutivo. 

Al igual que su similar francés, el Consejo de Estado italiano se encuentra 

~structurado en secciones; cada sección cuenta con un presidente y hasta siete 

~onsejeros. Las secciones 1, 11 Y 111 ejercen tareas de consultoría en matena de 

3dministración y legislación, las restantes -IV, V Y Vl- se ocupan de las cuestiones 

urlsdiccionales administrativas La Asamblea plenaria se compone de un presidente y 

::uatro miembros de cada una de las secciones. Una de las atribuciones trascendentes 

je pleno es resolver las contradicciones en las sentencias para uniformar la 

urisprudencia. 

La ccmpetencia de los tlibunales administrativos italianos es de legitimidad, mérito 

{exclusiva Con la primera se ocupan de los recursos contra actos definitivos de las 

3utondades administrativas en Jos que se incurra en exceso de poder o por violaCiones 

::1 la ley La segunda se ejerce a través de los recursos que tienen como finalidad 

:::onstatar la oportunldac y convenienCia de un acto administrativo, destac2n en este 

3partado los recursos cuyo propÓSito consiste en lograr que la administración ajuste su 

:::onduct2 8. IZls determinaciones de la jurisdicción ordinaria 133 La tercera consiste en la 

::ompetencia que la ley otorga a los tíibunales administrativos para conOCer de una 

materia concreta, como es el empleo públiCO, en la que se controvierten derechos 

subjetivos 

El procedlll1ienio ante [os órganos de Jurisdicción administrativa es relativamen'¡e 

simple, sigue los pasos de un Ill!glO entre partes, se presenta la demandE: y se notifica a 

ia contraparte, C011 1p8Tece 12 demandada, después se ofrecen, admlter: y desahogan 

pruebas, en las CLl2stIO!l2S probatort2s prev:;lece el principiO Inqulsi'uvo, por último se 

: " 



mite la seni:encia, en la que se puede anular el aClo Impugnado. Es importante asentsr 

ue los órganos de la jurisdicción ordinaria tienen competencia para resolver conflictos 

nire la adm[nistraclón y los gobernados en cuestiones relativas a los derechos civiles y 

alílicos. En la sentencia que emitan los cribunales de la jurisdicción ordinaria se puede 

egar a considerar ilegal el acto administrativo impugnado, lo que obliga a la 

dministración a conducirse en los términos que seña!a la sentencia. 

Asi, como se puede advertir, la resolución o sentencia de los órganos de 

Jrisdicción administrativa puede ser la base para actuar ante la Jurisdicción ordinaria; y 

i la inversa, una sentencia de la Jurisdicción ordinaria puede servir para ejercitar una 

Icción ante los tribunales administrativos. Especial atención merece el l!amado giudicio 

1; ottemporanza mediante el cual se deduce como pretensión ante un juez 

,dministrativo la ejecución de sentencias civiles o administrativas que la a.dministración 

'ública se niega a cumplir. Sobre este juiCIO se dice que en la práctica está jugando un 

¡ran papel para asegurar la ejecución de los fallos'34. En esle seniido, es evidente que 

3. jurisdicción administrativa Italiana cuenta con un conjunto de procedimientos que 

Jermlten a los gobernados obtener una tutela efectiva de sus derechos subjetivos frente 

1 la adminsriJaclón 

5.- Consideraciones iinales 

Corno podemos advertir después de este breve recorrido por el Derecho 

=':omparado, las soluciones que España, Francia, Inglaterra e Italia han aplicado en 

natena contencIoso adrrl11isirativa son dlfcl entes de las que se han contemplado en 

luestro país 

En efecto, en ivíéxlco se aplica durante la época colonial un sistema de solUCión de 

::olltroversl8s administrativas de carácter judiciallsta. EsICJ. materia se encomendaba a 

8S audienCias, qllt? eran los órganos Jurisdiccionales en la Nueva España En 1786 se 

::.:reó 18 Juntó SlIpellor ct? :-lCJ.clenda competente en materia fiscal Las COnStitUCiones de 

8é:yono y C<ÍdiZ crCZ:IOI~ Uil COJ1S8JO de [siSGO con i!lJer?ncia en cuestiones 

;:)UOCí!l8;IV8S I_G ConstlluCión de 132L! rc(omó el s¡slen18 jUdlClélllSt2 en los términos de 

'( 'L 



u articulo í37, fracción 11; además, en el precepto 116, fracción IX, regulaba 1" 

xisiencia de un Consejo de Estado. Las Siete Leyes Constitucionales de 1836, 

ontlnúan con el esquema: JudicialIsta, puesto que, en la. Ley Quinta relacionada con el 

oder judicial, artículo 12, fraCCiones VI y XI, se encomienda él. esta función ¡5 resolución 

e las coniroverslas adrninistr2tlvas, en materia fiscal reaparecen los tribunales de 

:acienda que se encuadran en el poder judicial Las Bases Orgánicas de 1843 

efrendan el sentido judiclalista de la resolución de conflictos administrativos en sus 

Irticulos 115 y 118 Es importante aseniar que estas Bases, en su articulo 111, crean 

In Consejo de Estado. El Acta Constitutiva y de Reformas de 1847 puso de nuevo en 

'igencia a la Constitución de 1824, lo que reafirmó el carácter judicialista de la 

eso lución de controversias administrativas en nuestro país 

Corresponde a don T eodoslo Lares ser el pionero en la introducción del sistema 

:ontinental europeo a MéXICO, a través de la Ley para el Arreglo de lo Contencioso 

'.dministratlvo y su reglamento Por esta ley de 1853 se reestructuró el Consejo de 

::stado otorgándole atnbuciones para resolver controversias administrativas, ejerciendo 

Jna jurisdicción retenida El 20 de septiembre de 1853 se expidió la Ley Orgánica de los 

Jueces y Tribunales de Hacienda, los que se subordinaron en segunda instancia a los 

Tribunales Superiores de Hacienda En la Carta Magna de 1857, se regresa al sistema 

¡udlclalista en los términos del articulo 97, fraCCión 1, del referrdo ordenamiento EI4 de 

diciembre de 1864, durante el gobierno de Maxlmlliano de Hasburgo se estructuró un 

Consejo de Estado al que se encomendó organizar un tnbunal de lo contencioso 

admimshaüvo Así, e11° de noviembre de 1865 se emitiÓ la Ley sobre lo Contencioso 

Administrativo, que estableCIÓ un tilbullal de lo conlencioso admlnislrativo que ejercía 

una JUrisdiCCión retenida. Después del Segundo Imperio y hasta la Constitución de 

1917, se encalgó 810s tribunales fedemles resolver las controversias administrativas 

El 31 de agosto de 1936 se publica en el DiariO OfiCial de la Federación la Ley de 

... iustlcia Fiscal, por JIledlo de la cual se Insliiuye el Tribunal Fiscal de la Federación, 

slguicndo e\ II',ode\o conunelltal europeo, sistema que se ha consolidado en nuestros 

días SIil em~z::iqo, COI: inoíwo 09: m:2vo 90\)lell'o de Vicente ;-ox Quesada, se 

2SClIcilñn vocee::, que PIC'lcnriPll que S2 I1lcorpore el Tribunal Fec1er21 de JUSilCI3 ¡=\scal y 



=.;soluclón de cOfltroversias administrativas en el sistema judicialista. Cabe señalar que 

n paso en esta dirección lo constituyen las reformas de 2000, al Código Fiscal de la 

"ederación y a la Ley Orgánica del Tnbunal Fiscal de la Federación, por medio de las 

uales se le otorgaron facultades a este órgano de justicia administrativa para conocer 

fe litigios relacicnados con derechos subjetivos, consolidándolo como contencioso de 

)Iena jurisdicción, y el cambio de su denominación por la de Tribunal Federal de 

lusticla Fiscal y Administrativa 135. 

Con este apretado recorrido a los antecedentes del con~encjoso administrativo en 

Mxico, se deja claro que se han aprovechado las experiencias que sobre el particular 

;8 tuvieron en otros países, para la estructuración del órgano encargado de la solución 

je las controversias entre la administración y los gobernados. 

Ahora bien, es importante para nuestro trabajo establecer las diferencias entre los 

;fstemas de control de 10s actos de administración de carácter administrativo y 

urisdlccionc:l, sin olvidar que 811 el caso de los sistemas mixtos, éstos participan de los 

;macteres delos otros dos sistemas' 

\) E~ co;¡'trol por órgano jurisdiccional: 

Se ejerce por los órganos de la jurisdiccló;-, ordinaria o por una jurisdicción 

3dminlstrativa encuadrada formalmente en fa jurisdicción ordinaria. 

No eXiste la acción oficiosa por lo que se debe instar ante el juez para obtener la tutela 

egal 

El Juez puede venflcar la legalidad o lnconstltucionaJ!dad de! acto Impugnado. 

El juez puede ordenar la reforma del acto impugnC'ldo o dIrigir la forma de su emisión 

Existen clenas normas de procedimiento a las que debe 2Justarse el Juzgador y 

18ceSarian18nte culminará en una sentencia 

Después de agotada la vía impugnativa la sentencia adqulrlr¿ la autoridad de la cosa 

uzgada 

El Juez rosee los medios materiales paí8 obtener el cumplimiento de las sentencias 

~ue enlll2 



) E~ con'i::rol por érgzno adm¡nis~TG:<.c¡VO: 

3e ejerce por órganos que dependen formal o sustancialmente de la administración 

ctiva, con un menor o mayor grado de independencia. 

_a instancia p:Jeda iniciase de oficio o a petición de parte, puesto que se reconoce el 

erecho de fa administración a la autocorrección de sus aclos. 

3e verifica la legalidad del acto. 

Jependlendo de su mayor o menor autonomía, el órgano de decisión no se encuentra 

::l.culíado para reformar o mejorar el acto, únicamente puede anularlo o instruir a la 

dministraclón sobre el sentido en el que se debe emitir el nuevo acto. 

=xlste cierta discreciona~idad para la emisión del acto; en algunos casos se constriñe al 

"speto de la garantía de audiencia 

Se discute todavía sobre al existencia de la cosa juzgada en el campo de 

;dministración; sin amba~go, jurídicamente, en nuestro país, ia reso!ución administrativa 

~s impugnable, por lo que podría llevar a estimar que no existe la cosa juzgada; sin 

~mbargo, queda pendiente de establecer el supuesto de los actos administrativos que 

la se impug nan y adquieren ejecutlvldad 

La administración no posee los medios mateílales para hacer cumplir sus resoluciones, 

¡alvo en determinados casos. 

No pretendemos que le;¡ enumeración sea exhaustiva; sin embargo, tenemos 

)resente que estos ejercicios sirven para que otras personas retomen estas 

?xpenencias y las traduzcan en mejoras en el campo de lo JurídiCO 

En este contexto, debemos recalcar que lo trascendente no es el esquema de 

"esoluclón eJe conflictos en mot2ria adminlstratlva, no Importa SI el órgano jurisdiccional 

3ldministratlvo se encuadra en el poder ejecutivo o en el poder Judicial. lo que importa 

~s que se encuentre Integrado por personas conscientes de su alta responsabilidad; 

-lOnestas, de a¡r.plla experienCia y de capacidad píObada; respetuosos del derecho y de 

as instituciones republicanas, eO;l los recursos y salvaguardas necesarias para el 

]'esmro¡lo rle sus l8reas Estos individuos deben poseer la más firme convicción de que, 

31 c::p!lcm el derecho <11 C2S0 cOlocreto en al esfera adrn1!listrotlv2, ejercen un mediO de 

~on:rol de 18. legzdlcléld en ];¡ 3d!11111¡s~raCIÓ!1 pLlblICCl, preservzm el estado de derecho y 

i ; ~ 





II CAPíTULO SEXTO 

Aquí nos abocaremos al an¿lisis de dos cUestiones complejas. el control 

idministratrJo y la justicia. En el capítulo primero, puntos 1 y 4, nos ocupamos de definir 

os conceptos de administración y control, por lo anterior debemos señalar que 

1tlllzaremos estos vocablos en el sentido ahi enunciado Sin embargo, también se hace 

18cesaria la conceptuali78r.ión de la justicia Como prolegómenos. cabe afirmar que al 

lablar de Justicia aludiremos a la medida de razón que incluyen los jueces en sus 

'esoluciones al dirimir una controversia; esto es, nos ocuparemos de la palabra justicia 

:!n las cuestiones relacionadas con la aplicación del derecho en el caso concreto. 

Filosóficamente se entiende por justicia un cnterio ético que nos impele a otorgar a 

)tros 10 que se les debe conforme a las eXigencias ontológicas de su naturaleza, para 

:;u subsistencia y perfeccionamiento individual y colectiv0136
. Y para nc:die es ajena !a 

Jefinición de Justicia aristotélica, "justo es lo conforme a la ley y lo equitativo", que 

,onsta de dos grandes marcos de referencia justicia de lo general y de lo particular; 

esta CJltima. a su vez, se diVide en justiCia distributiva, que se ocupa de las cosas 

repartibles y rectificadora, que se aplica a las relacionales interpersonales Para que se 

Jueda dar la Justicia distributiva, se requiere la existenCia de lo repartible, la instancia 

encargad8 de repartir y el criterio para determinar la rectitud de la distrrbuclón Además, 

de los valores jurídicos fundamentales depende la existencia de todo orden normativo 

genuino, entre estos valores se encuentran la Justicia, la seguridad jurídica y el bien 

comun 1:lr Con cstélS bases podemos arribar a un cfl~erio de lo justo en el ámbIto de lo 

procesal, específrcC'HneJ1te en el campo del proceso administrativo 

Nos Importa enunciar los niveles de interacción entre las ide3s de administración, 

aplicaCión de las normas jurídicas, control, sociedad y, por supuesto, la Justicia. Esto 

tiene corno fin, estGblecer 18 conformld3.d o dlsconforrnrd3.d de los procesos 

admrnlstratlvos riwtGrJalmente JurisdiCCionales -relaCionados en los capítulos segundo, 

tercero y cual·to de 8si~ obra- CO:1 cierta Id'23 de JustiCia en el contexto de la sociedad 



on la que se aplican Por lo anterior, requerimos un concepto de justicia lo 

;uficientemente flexible, que nos Sirva de puente o paradigma, para especificar si en el 

~mbito de los procesos administrativos se puede acceder a la justicia en 81 caso 

;oncr8l0. 

Un problema que surge en esta cuestión tiene que ver con el carácter 

widenlemenle intimista de la idea de justicia. Así, para el célebre autor de la Teoría 

Jura del Derecho, el dilema de la Justicia se resume en que: "Sólo puedo estar de 

~cuerdo en que eXiste una justicia relativa y puedo afirmar qué es la justicia para mí. 

Jada que la Cienc;a es mi profesión y, por tanto, lo más importante en mi vida, la 

lusticia, para mí, se da en aquel orden social bajo cuya protección puede progresar la 

Júsqueda de la verdad. Mi Justicia, en definitiva, es la de la libertad, la de la paz, la 

Justicia de la democracia, la de la tolerancia"'38. Esta hermosa cita que expresa el 

1es;derafúm de identidad entre Justicia, libertad, democracia y tolerancia, no pasa de 

38r, en el contexto de lo científico, una simple postura personal de quien la enuncia. Es 

:;vidente que, guardando las proporciones, todos tenemos una idea de justicia. que 

::olncide más o menos con la idea general de justicia que nuestro momento histórico 

lOS impone 

Existen en el campo de las Ciencias SOCiales, diversas concepciones de la justicia; 

3sí es claro que para un SOCiólogo la palabr2 Justicia tiene una connotación díferente de 

a que pueda. dal-le un abogado o un Ingeniero, por ejemplo Las tesIs de la justicia van 

jesde las posturas íusnaturo/¡stas, kéJntléJnas, uti/Jtaristas, fllstoncistas, analíticas, 

3tcétera 

John Ravvls en su libro TaoríD de lo JUStlCIO, habla de una justlci2 formal que 

:::onSlste en la adrnilllstración unparclal y congruente de las leyes e institUCiones, sin 

Importar sus prinCipiOs sustantivos Después de enunCiar sus dos prinCipios de justiCia, 

alude a la j US1ICI<?l procesal perfecta e imperfecta. A la primera la conSidera como 

aquella en la que se cumplen dos condiCiones eXiste una norma Independiente para 

decidir el resul,8do que es jUSLO y un procedimiento que gc:rantiza que se llegará 2 él; la 

segunde:: radIC8 811 que existe 1I:1 ulteílo Independiente paréJ el resulic::do correcto, sin 



embargo no hay un procedimiento 'factible que conduzca a él con segundad 139
. Sobre 

2sta concepción de la justicia se ha dicho que: "Social justice, under its psudonym of 

'dlstrlbutlve juslice' has enjoyed a slgnlficant audlence among academic political theorist 

since John Rawl's book A theory al' Justlce turned much al modern political theory in 

Britain and the unlted S~ates of America Inío diSCipline focused on issue of distribution, 

One could be forgiven for thlnking that political theory is about how best to distribule lhe 

benefits of social cooperation an how one can justify such claims of justice lo others,,140 

(Justicia Social, bajo su seudónimo de 'justicia distributiva' ha encantado a una 

audiencia significativa entre los académicos de la teoría politica desde que el libro de 

John Rawls A theory of Justice se convirtió en la más moderna teoría política en 

Inglaterra y los Estados Unidos de América como la diSCiplina enfocada a temas 

relacionados con la distribución Se nos puede perdonar por pensar que esta teoría 

política trata sobre como se distribuyen mejor los beneficios de la cooperación social y 

sobre como se ¡::;uede Justificar semejante reclamo de justicia pare OlíOS), No se pueden 

negar las ventajas de esta teoria, puesto que despOJa a la justicia de su carácter 

intimista al fundar a la justicia procesal perfecta en la eXistencia del tribunal o juez y la 

norma procesal; es lO es, órgano de decisión y reg18s de procedimiento pata arribar a 

una solución "justa", Ta·nbién, permite establecer fuera de subjetivismos cierta medida 

de Justicia en el campo de aplicación de las normas jurídicas en los procesos 

admlnlsti8tivos Además, coinCide, guardando las proporciones, con la opinión del 

JUrista Diego Valadés, auien considera que: "Podemos entender el acceso a la justicia 

como la serie de procedimientos que garantizan al IndiViduo mayores y mejores 

pOSlbllldadc:s de obtener el esclareClnli8nto de hechos o la reparación de intereses 

indebidamente 8feclados rnedlante procedimientos slrnplif!cados, y con el apoyo de 

instituciones especializadas,,'t1' Tanlblén, la idea de justicia enunclad2 guarda ciertas 

semejanzas con la Justicia distnbutiva anstolélica, así, entenderemos por justicia en el 

p,esente trab8Jo, 18 JUSClCICi procescd perfeCta a la que 8ltJCJe John Rawls_ 

l '11 ! ,11\ 1~ !' ,11'1 ',1/,,1/' 
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1.- Con lroi y adm¡n¡s~ración 

Como ¡'lemas acotado en el presente trabaJo, la ódministración es una parte 

wstancial de toda entidad pública o privada Toda administración requiere de clerte: 

Josis de control, toda entidad productiva, incluido el Estado en su faceta de 

organización jerárquica, se propone una serie de objetivos que, según el esquema 

,doptado, pueden ser más o menos importantes para la entidad. El proceso de la 

)roducción, distrib~ción y consumo de bienes y servicios, al movilizar recursos 

llateriales, humanes y financieros, requiere de una serie de procesos de carácter 

,omplejo que permitan optimizar el uso y aprovechamiento de los refendos recursos, 

3qui penetramos en el campo de lo administrativo. Esta actividad se realiza de 

::;onformldaó a un plan o programa preestablecido más o menos flexible, en el que se 

Jlasman los momentos y objetivos de la movilización de los recursos. Ahora bien, estos 

"ecursos pueden ser utilizados para las metas y fines propuestos o desviados para 

:)ropÓSIIOS ajenos a los programados Es en este momento cuando aparece el control 

en sus dos facetas mas conocidas: control preventivo y correctivo, como aspecto 

secundarlo y accesorio de una actividad primana o principal. Así, para José Luis 

Vázquez Alfaro, dentro del vocabulario administrativo, la voz control nos Sir./8 para 

::lescnblr la actividad de verificación o inspeCCión de la regularidad de un acto o de una 

serie de actos. Así el control administrativo consiste en una actividad o una sucesión de 

acciones de n3turaleza preventiva, así como una verificación a posteriori, que Nene por 

objeto gar8J1tlzar la adecuada gestión de los recursos humanos, materiales y 

íln2ncicrcs, la utiliZaCión de los fondos públiCOS y la obtenCión de los resultados 

previstos por la misma administración 142 

El elemento por excelenCia de conüol de carácter preventivo y correctivo, en una 

organización econónllca cualquiera, Incluyendo a la adnllnistración pública, io es la 

aUdllO¡:8 I:,tsrna, el fnstlfute or (n(ema(s Auo'¡iors la define como "una funCión 

Pldependrer.te de valo:ac!on, estab!eclda dentro de une:;: olganización, pare:: examinar y 

evaluar sus acLivlCla.des en beneficIo de la propia orqarllzac¡ón Su objetivo es servir de 

\' 1: >,111 , \ 1:, (, 1, r 1 , 1', 1; 



Jase para que los miembros de una organización desempeñ~n con eficacia sus 

esponsa.bI1idades" 

No debemos olvidar que para el desarrollo de la. actividad públ!ca se establecen 

ma serie de parámetros, que se plasman en reglas o normas de diverso tipo, y se 

lcotan con el contenido del principio general de legalidad que proviene del orden 

uridico. "la autoridad sólo puede hacer aquello que la ley le permite". En nuestro 

égimen Juridico los servidores están constreñidos en su actividad por la protesta de 

~uardar y hacer guardar la Constitución y las leyes que de ella emanen. En igual 

lentido la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos establece un 

Tlarco ético, cuya observancia se Impone a los servidores públicos para salvaguardar la 

mparcia1ldad, honestidad, legalidad, eficacia y eficiencia en los empleos públicos. 

De la necesidad de control no están exentos los entes públicos; la administración 

Jública requiere de un órgano especializado que realice las funciones de fiscalización, 

::ontrol, Vigilancia y evaluación de su gestión, lo anterior con el propósito de preservar ia 

iegalidad en su interior Una de las vertientes más importantes del control de la 

administración es la llamada justicia administrativa, esto es, el conjunto de procesos a 

[ravés de los cuales la administraCión pública aplica el derecho en la vía gubernativa. 

A.quí cabe asentar que tan justiCia es el otorgamiento de una licencia, como la solución 

de una controverSia entre p8rtes, puesto que. amb8s actividades requieren aplicar el 

derecho en el caso concreto_ 

Siguiendo 8. John Ra.w!s entendimos a la Justicia como justicia formal, por su parte 

la administración quedó caracterizada en el capítulo primero, numeral 1, al que 

remitimos Sin embargo, cabe destacar la !rnbrlcaclón entre los conceptos de justicia y 

adllllnlsíración, no sólo porque en el campo gram8íical apz;recen unidos en la aCTividad 

q:Je realizan los entes pLJblicos nenonllflados juzgados o tribunales, tarTlblén es así, 

porque 2íl 18 SOC[CdéiC exiSl8 81 })robien12 de cómo repartir el curr.uio de bienes escasos 

que se 8dnlllllsn;:-;n Lr:: soluc¡(m Id88(;'::: por Aflsiot81es todsvíé: na ha Sido superada En 



8 ciudadanía, el ejercicio de los derechos de cualquier tipo; además, con un sentido de 

a justicia social se tutela en forma especial a grupos vulnerables de la población; casos 

laradigmálicos son (eran) en nuestro pais los de los obreros y campesinos. 

En el campo de la Justicia 8dmmislrativa se encuentran plenamente diferenciados 

~stos principios de justicia conmutativa y distributiva; baste señalar la existencia de 

Jrogramas sociales con sentido igualitario y dlstnbuiivo, También, en el campo del 

Jrocedimiento se puede encontrar una idea de justicia; así, los diversos procedimientos 

~ue aplican las autoridades administrativas para satisfacer las más variadas 

18cesidades sociales, el ámbito económico, pOlítiCO, cultura!, de acceso a la justicia, 

,tcétera, podrian ser ejemplos de la existencia de una regla independiente y un 

)rocedimiento para acceder a un resultado justo, 

No obstante, una mención como la realizada líneas arriba Implica soslayar que 

Jna situación se desprende del mundo del ser y otra distinta del mundo del deber see. 

~sí, el maestro Diego Valadés Identifica las razones que han mantenido al individuo 

31eJado de los órganos de justiCia: Por desconocimiento de las normas; por experiencias 

jesfavorables, directas o Indirectas, en cuanto a las resolUCiones de los órganos de 

usticia; por desconfianza en cuanto a la probidad de los Individuos encargados de 

mpartlr justicia; por morosidad en la obtención de resultados, por intermediaclón entre 

os órganos de justicia y los sUjetos agraviados; por propensión a las formas de 

JutocomposiClón de los conflIctos, por pasividad ante la afectaCión de los derechos 

propios por COi~ductas de terceros; por recumencia a mecanismos de denunCia 

publICitaria cama sucedáneos de instanCias judiCiales, por procuración de justicia a 

través de Itlst3ncl3S admlllistrallvas, mediante el arbitrio de la influencia, y por 

desistimiento en procesos ya iniciados por la complejidad de las normas y por la 

irnposlbilidad de sobreponerse a rivales que exceden en capacidad técnica procesal o 

en recursos económicos que permiten mayor resiStenCia 143 Es diáfano que de esta 

c2rac[erización de las situaCiones que mantienen al Individuo alejado de la jUSlICl2 no 

eSC2pa 21 deledlo c:dmIrlISlIatl\'O 

:=n r:12.tf'!':2 ck: ?i.dm1nlSLí2Clón y j\!St1C12 eXlsLen granc1~s rezagos SObi"8 Lodo en 

motei 18 de cur:l;¡!lllllcrllo de las norn.as En GÍecto, en el "Programa de Mouertllzación 

"Ii '),,' , ','<1 



le la Administración Pública 1995-2000" se lee, como diagnóstico de la situación de la 

\dminlstración Pública Federal "la interacción que se gene m entre la población y el 

[obierno por las funciones que eSÍe último desarrolla, es de naturaleza divers8 y 

:onfigura, por lo mismo, situaciones y problemas diferentes entre sí. Entre los 

>foblemas se distingue la compleja Integración de atribuciones en las dependencias y la 

:oncentración de actividades económicas en algunas entidades que ha propiciado en 

3S primeras, lentitud en sus procedimientos y una restringida capacidad de respuesta 

rente a la sociedad, y en las segundas un acaparamiento del mercado de diversos 

lienes o servicios poco efiCiente, en detnmento de lOS consumidores. Por otro lado, la 

alta de verdaderos mecanismos que a favor de los particulares propicie respuestas y 

üención eficaz e Inmediata a demandas de quejas ciudadanas, así como la carencia de 

Jefinición y amplia difusión de los estándares mínimos de calidad de los servicios al 

Júblico, o la ausencia de criterios claros y específicos en la aplicación de las normas 

Jan cabida al abuso, a la discreclonalidad y a la corrupción". Más adelante se agrega 

~ue: "Persisten una fuerte concentración de actividades y centralismo muy acentuado 

~n la toma de deCisiones" Y se afirma que. "Tradicionalmente, la actuación y el 

jesempeño de las dependencias y entidades de la administración pública se han 

~valuado con base en 10s niveles de gasto autorizados, así como en funCión de su 

-espectiv2 aSignación a programas y rubros presupuestarios Por lo general se ha 

Jmitido medir la contribución del gasto público al logro de los objetivos a que éste se 

jes'lIna. Lo antenor se cebe a que el planleamlento programátlco-presupuestal vigente 

ha tenido como prioridad la disciplina fiscal, sin incorporar criterios de eficiencia y 

2fectividad para cumplir con las expectativas de la población a la que se pretende 

servIr" 

Ante este panorarns tan desolador, sin desconocer los posibles avances en las 

diversas áreas de la administración pública, se debe señalar que hay un déficit muy 

eievado en la adllllllistrc:Jclón pllbl¡ca para con lél población En genera!, !os goblp.rnos 

d'2 las Clltwnas déc2das en su discurso han enarbolado las neceSidades más senVdas 

cel pueblo como P¡Og~;;::I,lL) dc gobierno, 5111 embargo, en lTlllChos rubms no 58 han 

r!c:;slllc:do el1 )18C1105 o prqJr<11113S concretos, en camhlo la palmea y la 8drlllnlsi:raclón 

p~·IL)![cc se il;lll Sllí!C[C:IIl~r.'J t1 1:l\C;>rcsC?s y (1ICl::-:(;OS [!uC' no COfí2SpC)[lOeíi 2 las :L:C'lZ:S [':e 



:)s mexicanos. En este sentido es eVidente que la regla de justicia enunciada dista 

nucho de cUIIlplirse en el ámbito de la res publica nacional. 

La faHs de criterios de evaluación objetivos de la eficiencia de ia admlnisiración 

lública no autorizan a realizar un JUICIO profundo sobre el funcionamiento de la misma, 

luesto que se corre el riesgo de la alabanza acrítica o de la descalificación fácil Sin 

;tnbargo, en maten a de administración de justicia, sobre todo en la Justicia que aplica la 

!dministración, las estadísticas son frías fuentes de relaciones numéricas, puesto que, 

l la unilateralidad de su generación se le debe agregar su amplio sentido político, 

;lrcunstancia que las priva de objetividad. Tampoco se especifica en ellas las tensiones 

lue subyacen en cada expediente concluido, que son, evidentemente, las "Influencias" 

~ue podrían Invocar las partes para proteger sus intereses que se dilucidan en los 

nismos, lo que nos lleva a la impunidad y a su gemelo la corrupción. 

También es importante acotar que de acuerdo a los objetivos planteados en el 

Programa de rv10dernización de la AdministraCión Pública 1995-2000", se íequería 

Transformar a la AdministraCión Pública Federa en una organización eficaz, eficiente y 

;on una arraigada culTUra de serviCIO para coadyuvar a satisfacer cabalmente las 

egitlmas necesid2des de la sociedad" y "Combatir la corrupción y la impunidad a tíavés 

jel impulso de acciones preventivas y de prOmOGIÓn, Sin menoscabo del ejercicio firme, 

~gll y efectivo de acciones correctivas" Con ~nsteza se debe asentar que estos loables 

)bjetivos no se cumplieron Hoy más que nunca. el ciudadano sobrepasa su capac:dad 

:le asombro cuando ve con desesperación el despreCIo a la ley y el castigo a su 

:::umpllmiento Los pendientes también se sienten en el campo de la justiCia 

3dmlnlstratlva, puesto que no se ha encontrado la regla -8 pesar de la Ley Federal de 

~rocedimlemo Administrativo, la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

")úbllcos y el Código Fiscal de la Federaclón- que permita c:pllcar criteriOS jurídicos 

:::Iaros, preCISOS, eficaces, eficientes y, sobre 'codo Justos, que garanticen el pleno 

-espeto 8 l;::¡s QDrantías de los gobernados en la JUStlCI2 que 58 administra en el poder 

3J8CUtlVO en nU~5tro psís Tarnpoco se ha logrado la correcla aplicaCión de los 

:Jrocecw;lie:':lo5 e¡~ los expedlences jUSilcI8lJ!es, 'ji, e:l íz: deciSión íinal, el deí8cho es 

hábilmente ~)lIrlz:do por leguleyos o pro;es1onlsL8s sifl íormaclón Jurídlc2, pora sa'l;sí3cer 



ecir de la !mparcialldad que brilla por su ausencia en los procedimientos a cargo de la 

ldm¡nistraclón pública, puesto que, contra toda lógica procesa!, los funcionarios se 

onstituyen, ~ndebidamente, en juez y parte en los mismos. 

3.- Corn~ro~, ap;ic@ción de las norm2S y sociedad 

En otro apartado del presente trabajo -capitulo primero- nos ocupamos del control 

, de la aplicación de las normas. Corresponde en esta ocasión hablar de la sociedad. 

)ara lo anterior, y con e! propósito de circunscribir nuestra argumentación a la materia 

:Jrídlca, aprovecharemos el trabajo que presenta el maestro Ignacio Burgoa en su 

Ibro 144. Para este Jurista al grupo de individuos que se asientan en un espacio 

18ográfico determinado constituyen una población, con la característica fundamental de 

a convivencia, cuando este grupo se articula en torno a factores comunes hiStÓriCOS, 

e~iglosos y culturales que representan su historia, su tradición y sus costumbres, se 

arma una comunidad, SI a la comunidad se le agrega la autoconciencia, o sea, el 

,enUdo de pertenenCia a la propia comunidad -esto es el elemento psicológico--, ésta 

3e transforma en la nación. Así, la sociedad es una comunidad teleológica que se 

:?structura para el logr:J de ciertos objet:vos Cuando la comunidad se o:-ganiza 

)olítlcamente a través del orden Jurídico tenemos al Estado 

En este sentido la sociedad es Ulla c01l1unldad capaz de plantearse fines, o sea, 

Jroyectarse hacía el futuro Esto es Importante para nuestro estudio, puesto que, 

l11estros conceptos de corltrol, apllc2clón de las norrnas y los procedimientos que 

lacen posibles anlbJ.s actiVidades, tienen como marco referencial a ese elemento 

amorfo, pero omnlp1escnte, 1181llado sociedad Control, justicia y procedimientos son 

:::onsusianclales a ese rredlo denominado socl31 

Para e,ltender mejor esta idee, considerarnos Importante dar algunas estadísticas 

que Oflentcn él! lector sobre la tr8.scendencl8 de 1:; 8.dlvldad encomendada a las 

JUrisdicciones Odllllillstrc?tlv8S ari8!lzad2.s [os procedimientos adrl1lnlsi:rE:tlvos, la materia 

oc respoilsz-:bl'IC::1des de los s8ívidores pLlollcos y 21 Jl!iC10 de nulidad 

"," :', il 



Por !o que se refiere a procedimientos adminis'trativos no hay estadísticas que nos 

)ermltan establecer el número de asuntos puestos 8: consideración de los órganos de! 

Joder ejecutivo, con atribuciones pÓ.ra dirimir conflictos o para decir el derecho en el 

;850 concreto. Sin embargo, el Tribunal Federal de Justicia Fisca! y Administrativa 

'esoivió durante 1999, casi 50,000 jUicios de nulidad'45 También, a gUisa de ejemplo se 

Jebe establecer que, en un ámbito en el que se aplica la Ley Federal de Procedimiento 

\dministrativo, como lo es el de las Inconformidades en materia de adquisiciones y 

)bras públicas, para el periodo del 1° de septiembre de 1999 al 31 de Julio de 2000, el 

,istema de inconformidades reportó 1,824 de las cuales 1,635 se resolvieron en los 

,iguientes términos: a) 320 procedentes; b) 746 improcedentes; y c) 569 desechadas; 

encontrándose 189 en trámite Esto es, considerando un global de 1,850 

nconformldades por año, tendriamos durante el sexenio 1994-2000 un total de 11,100 

nconformid2des. De éstas únicamente el 19,6% de las mismas se resolvieron 

'avorablemente a los intereses de los gobernados y, el resto, 80.4%, se declararon 

mprocedentes, se desecharon o se encuentran en trámite Con lo que, dado el elevado 

Jorcentaje de asuntos en los que por diversas causas se desestimó la acción intentada, 

Jermlten considerar que, o la actividad administrativa en nuestro país marcha sobre 

ruedas o existen factores extrajurídlcos que Impiden que efeci.!vamente se analicen los 

expedientes atendiendo a criteriOS de objei.lvldad y especialidad jurídica; si se trata del 

segundo caso, difícilmente se puede hablar de justicia en esta materia, 

En el campo de las responsabilidades de los servidores públicos, en el "Informe de 

Labores 1999-2000" de la Secretaria de Contraloria y Desarrollo Administrativo, se 

establece que "En el perlado do diCiembre de 1994 a agosto de 2000 e! sisterna captó 

4'003,231 soliCitudes Ciudadanas, de las cuales 978,118 están relacionadas con 

presuntas ICregulalldades cometidas por serVidores pllbllcos [ .. ] De las 978,118 

solicitudes Ciudadanas relacionadas con presuntas irregularidades el 85 5%, se 

atendieroll 811 forllle:: IrlnlG!dlata, so!uclonalldo la problemática expuesta en donde 

ocurrieron k.ls l12dlOS, y llllis<Jmente ell el resté:nte 1~, 5% de los casos se integró el 

expediente de que]? o demmCICl cOrl'espondlenIe pms !nlClar !a inveslig8.clón previa al 

[lroceoHlllen'Lo adlllll1iSl:'.:~tlvo de fsspons8.billd3des" T8nlbien S2 aSlcr.:a que' "DU!8nte 

, \" .1', ( "l\ ' .. ::.,' , l' 1, 



a presente Administración se han Impuesto 51,702 sanciones administrativas a 51,017 

servidores públicos, de las cuales 4,945 fueron de tipo económico, por un monto 

eproximado de 3,179 millones 14 mil pesos" Además, se callficaíOn 24 pliegos de 

'8sponsabil:dades por un monto de 87 2 miles de pesos. 

Así, podemos advertir que del total de quejas y denuncias captadas, sólo el 5 28% 

merecieron pasar al procedimiento disciplinario. Lo que implica que en el 94.72% de los 

expedientes generados no se realizó procedimiento de naturaleza alguna. Sí como lo 

:onsideramos en e! apartado correspondiente de nuestro trabajo -relacionado con la 

L.ey Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos-, el procedimiento 

Jisciplinario se Inicia precisamente con la queja o denuncia. es evidente que se dejó de 

oractlcar un procedimiento ordenado por la ley en un gran número de casos. Así, la 

::erteza jUíÍdica en la aplicación de las normas en esta materia deja mucho que desear, 

ouesto que se dejó a la administración pública determinar de manera discreCional en 

~ué casos Incoar procedimiento disciplinario y en qué casos dejar de hacerlo. 

Por lo que atañe al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se debe 

:lecir que con 1,4CO empleados y 101 magistrados. enfrenta la cantidad de 50,000 

casos al año, para el período que va de noviembre de 1998 a octubre de 1999, este 

tribunal recibió 49.169 demandas y emitió 44,107 sentencias 146. Sin embargo, esta 

estadística no refleja el número de asuntos en los que se emitió una sentencia de 

nulidad lisa y I;ana, una nulidad para efectos o se sobreseyó el expediente por 

cuestloll8S q:.Je Impidieron pronunciarse sobre el fondo, en el caso concreto. Lo anterior 

nos lleva: él cuestionar SI efectrv'arnente se logra la justicia en Jos jUicios de nulidad 

Esta SI'tuacióll se puede ilustrar mejor con una estadística, publicada en el Informe 

1999 del Presidente Magistrado, Luis Carballo Balvanera, del Tribunal Fiscal de la 

FederaCión, ql..!8 refleja el IlLJmero de casos por materia que h31l Sido sometidos a 

consideración de este tribunal en el período del 1° de noviembre de 1998 al 31 de 

octubre de 1999, atendidos por sus Sal3s Regionales y fvletropolltanas: 

i ll,'] 1'" 111. ~'II.:l : 1'" t! (1, 1.1 I u:' l.:':"]) "lld'II:;],' \'1,1<)" (kl I'.L", ,'c'LI;,' \1. '~l'i dlll' I 1:1\ ( . ,11,:1[\1 Itlh,iIlel.l, 
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Corno se advie¡ie, si ero el mismo período se recibieron L!9,169 demandas, 

restadas del total de asuntos por materia que se tramitan en las d¡VerS3S Salas por 

maierra, 8HOJFl UIl8 diferencia de 12,892 asuntos, a estos se deben agregar la diferencia 

resultante entre los asuntos íesueltos y las dem,mdas recibidas en el período que es de 

5,062 expedientes, con lo que tenemos u¡~a suma de 17,954 jUicios pendientes, que 

correspoí1derían il~rotétlcamente al rezago que arraStra el Tribunal Federal de JustiCia 

Flscai y ¡\dmlllIStrcüiva Por lo q'Je. oir2 vez 18 JUStiCia en el caso concreto se presenta 

como prob!em8 

Así, pod8mos considerar que, a pes(¡r de los esfuerzos c;ue se realizan en nlcH8íla 



os asuntos, corrupción, ignorancia jurídica y recursos escasos, son signos 

;aracterísticos. Las vertientes para enfrentar estos problemas son evidentemente: la 

~dministrativa para hacer más eficientes y eficaces los sistemas de control y gestión de 

os asuntos; la jurídica, con el fortalecímíento de acciones para el combate a la 

legalidad e impunidad, mediante las herramientas normativas que permitan enfrentar 

oon rapidez y contundencia estas patologías sociales; la formativa, a través de la 

:::apacitaclón de los recursos humanos y los medIos de selección rigurosa para los 

'uturos aspirantes a ingresar en las tareas de imparticlón de justicia; y en el ámbito 

~conómjco, la optimización de los recursos para obtener el mayor costo beneficio de 

ollas. Las vertientes propuestas, sin embargo, no darán resultados positivos si la 

Joblación no siente la necesidad de obtener justicia en el caso concreto ante la 

3dministración; esto es, serán inútiles si no se fomenta \a cultura Jurídica de los 

habitantes del país 

Este escenariO deja espacIo para considerar a un personaje central del drama 

lurídico el juzgador, esto es así, porque este personaje, con sus determinaciones, 

forma conciencia jurídica en la población Sus deCISiones autónomas e independientes, 

apegadas a la Idea de Justicia y a la imparcialidad, perrnltlrán un mejor control de los 

actos del poder público Para Gustavo Zagrebelsky "La forma actual de asegurar la 

autonomía e mdependencla de los jueces no es más que el perfeccionamiento de la 

aspiraCión positiva a una aplicación exacta de la ley, es decir, no alterada por 

influencias de ningun género, llevada a cabo por un cuerpo estatal compuesto de étres 

1I13nimés,,147 

En este contexto es interesante establecer, en matena de aplicación normat!V2, lo 

que se considera la responsabilidad socIal del juez En un esclarecedor artículo Sergio 

Valls Hemández, establece que "Una línea de pensamiento doctrinalmente aceptada 

es aquélla que considere; cemo compromiso SOCial del juez la tutela de los valores de la 

ley en la renlldad concreta, en la cual los "valores de la ley" son las normas legales 

esiabl0clo'as y la "realidad concreta" se identifica con la aCluallzaclón de esa norma en 

lFi caso 8srecíítco [ 112 reaiidc:d SOCI;]! do. contenido a la norma cuando ésta regula él 

z;c;u8!]a, ret·o tc:rnbt(~ll t~ rC(1lidc:d 80c!8.1 es lilodlflC8dé< pOI ¡a norma cuando ésta Induce 



a la sociedad a determinado comportamiento en beneficIo común, y precisamente aquí 

es cuando se ejerce la responsabilidad social del juez, la cual desde el punto de vista 

de! origen del derecho se abre en dos vertientes. a) El íuez debe lograr, a través de sus 

resoluciones, la actualización de la norma producida por el legislador para crear un 

principio de cambio social, de disciplina de conductas y encauzamiento del desarrollo 

08 una comunidad. Tan es así que en la dinámica de la sociedad, el legislador, por 

virtud del derecho, regula la repetición más o menos reiterada de ciertas maneras de 

obrar -realidad social- y el juez al aplicar la norma, decide ese derecho objetivo 

incidiendo en la transformación del comportamiento social [o, 1 b) Además de la facultad 

del juez consistente en aplicar estrictamente en el derecho positivo, tiene la atribución 

de resolver los litigios que son de conocimiento a través de la creación judicial del 

derecho. [o,.] Lo anterior quiere deCIr que el juez tiene atribuciones para aplicar las 

normas legales, pero también, haciendo uso de su talento juridico, de su ética 

profesional y su capacidad Interpretativa y decisoria "Debe conocer el espíritu de los 

tiempos hasta donde lo requieran los presupuestos intelectuales de su tarea"""'. 

Como se advierte de la exposición, la justicia de cualquier tipo no se puede 

concebir sin "la boca que pronuncie las palabras de la ley", esto es, el juzgador que 

Individualice la norma y la aplique al caso concreto En los p:ocesos administrativos 

esto es más claro, puesto que, como acertadamente lo señala Emilio Margaln 

Manautou. "El Derecho Administrativo constituye un reto para el abogado que desee 

penetrar en él, pues no siempre encontrará dentro de esta rama del derecho la solución 

a todos los problemas legales que se les presen~en. Muchas veces la solUCión se halla 

en el Derecho COlTIlIn, esto es, en olgunas de las f81llDS del Derecho; en ocasiones en 

los principIos generales del derecho; en la terminología que se emplea, en las fuentes 

del Derecho Administrativo, en las diferenCias Jurídicas entre la ley y el reglamento, o 

bien en la Interpretación propia del Derecho Adminlstrativo,,1~9 

La actlvlrlac de 18 adrninistr8clón al 8pllr:<Jr normas Jurídicas o dirimir controversias, 

debe constituirse en una verdadera fcrma de control del poder para benefic10 de la 

:1, \ ,llh lkli1.uhL·/, :--','1"111, ,:1111:1111) / iI I('\"('I!\II/,d¡,f,:d \0, 1(1/ ,j, i ¡/(':, 1'L'1101lK(l "] ,1 JOll1.Hl.l", IHi[l1l'l(l 571", 
:lIill'\ 7S ,\. :l"()\i" d,' }11I:\' \Cli.IIl11 1\,lí:'l 1 ()I'I[IIII11, jl,':,~ :1 

j\1.11 ',1111 i\'I,:'L~lI'"l\: 1 [1111'11, /'.'j" '1111, (Ii'!.' UI ¡,I!II,¡':r' ,j,: 1\"(, !i') 1,/111'1111//1 ¡", el ',(, \.'(,,111', l' ,':, :\1:[11.1, 
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lciedad. ESt8 función debe realizarse en tal fOím8 que se evite, lo que el maestro 

ego Valadés considerB, para el control político, como: un sistema de coniroles mal 

rtendido qce iJuede conducir al bloqueo del poder, en el que io que un órgano hace lo 

"hace el otro, o a la inhibición del poder como resullado del cual nadie hace lo que le 

¡rresponde; o en contraste, a un sistema de controles desatendido que conduce a la 

diferencia, en la que nadie se preocupa por las tareas de los demás, o a la 

lmplicidad, donde todos encubren los desaciertos propios de los ajenos. Lo anterior 

)n el propósito de arribar al control del poder en la democracia funciona!, en el cual 

3te es verificable, responsable, razonable, evaluable, renovable, revisable y 

~uillbrable'50 Se puede criticar esta descnpción por estar referida a la política. Sin 

mbargo, en el campo del control administrativo también existe el bloqueo del poder. 

sto se da cuando el peso politico del iitular de la dependencia o entidad posee mayor 

Ifluencía que el órgano de con(rol, al extremo que puede eludir los inlentos de control 

e su actividad. También existen desatención e indiferenCia, cuando los 

dministradores simplemente dejan de cumplir con las instrucciones que les gira el 

rgano de controlo las Ignoran Además, es típico que el órgano de control se inhiba 

nte administradores que hacen gala de poder politico. En cuanto a la complicidad, los 

dmlnlstradores prefieren coptar, por cualquier vía, al órgano controlador para eVitar las 

onsecuencias desfavorables del contíOl. Por lo antenor, hacemos votos para que, sin 

niedo a las repetlclonEs, arribemos a un poder verificable, responsable, razonable, 

:valuable, renovable, revisable yequilibrable. 

'( .1 





1111. CAPíTULO SÉPTIMO 

REFORi11iAS PRO?:.iESTAS A L'; LEY fEDERAL D= PROC=DI~J1IEIIl"TO 
Amm~JISTRAIIVO; LEY ;:::::JERAL DE RESPOIllSI'.B!LlDADES m: LOS Sr::"VI:JOR:CS 
?ÚBU.cOS .... / CÓD[GO F1SC!4~ DE LA FEDERACiÓN 

En esta parte de nuestro trabajo nos abocaremos a proponer una serie de reformas a 

las leyes en estudio La metodología que seguiremos será enunciar la norma vigente y 

nuestra propuesta, para lo anterior utilizaremos el sistema de columnas para ver el artículo 

plasmado en la ley y lo que proponemos. Cabe aquí una aclaración, únicamente haremos 

relación a normas de carácter procedimental, puesto que nuestro trabajo se encamina 

hacia los procedimientos administrativos materialmente jurisdiccionales. Lo anterior sin 

perjuicio de hacer relación a otras normas, aparte de las estudiadas, si las características 

de nuestro trabajo lo ameritan. 

A) De la Ley Federal de Procedimiento Admindrativo, proponemos la reforma de 

los siguientes preceptos: 

1e;('to vigente 
ART. 1 - Las disposIciones de esta ley son 
de orden e Interés públiCO, y se aplicarán 
a los actos, procedimientos y resoluciones 
de la Administración Pública Federal 
centralizada, sin perjuIcIo de 10 dispuesto 
por los Tratados Internacionales de [os 
que MéXICO sea parte 

El presente ordenamiento también se 
aphcar¿ a los organismos 
descentralizados de la AdministraCión 
Pública Federa[ paraestatal respecto a sus 
actos de autOridad, a los servicios que el 
estado preste de manera exclusiva, y a los 
contratos que los pal trculares solo puedan 
celebl8r eDil RI llllsmo 

Eslp ord8n3rlllBrlto no será c:pllcable <"1 [ZlS 

maten;;::.s ele carácter flse<,-,I, 
l'esponsJbllldz:rles de los scrVICJores 
pLlbIICOS, jllS::CI3 891 al 12 y l?bOlel!. ni al 
illllllS'lCrlQ Pllbl!cJ PIl 2j0ITlr:lü efe sus 

-;ex~o propiU!es~o 

ART. 1 - Las diSposIciones de esta ley se 
aplicarán a los actos administrativos y al 
proceso que re;;¡¡¡ce ¡a Adminis~ración 
Púbiicc: federai centraJizadéiJ. Tar:ütJién se 
aplicará. éiJ los actos 8dministra1ivos Cjue 
como autoridades emi'iém I.s¡s erni.ida:a1es 
paracstatales, 31 los servicios que presia 
en forma exc~L8s¡va ei estado y a. los 
contréltos que los parí:¡cu!ares celebren 
con él mismo 

Se excluye de b aplicadóru ae es(e 
ordenamiento a las siguierllí:es materi;;;:s' 
fiscal, cuando se trate de contribuciones y sus 
accesoriOS, responsabilidades de los 
serVidores públiCOS, jusllcla agrana y labc~al, 
y las funCiones constitucionales del tnlnlsterro 
PllbilCO 

Por te C:U8 se reitere a ¡as m3.~e;¡as de 
C01:-¡pcteilcia ecenémic;;:, 



;on las materias de competencia ~fü¡Jo tercero A ae ~z :Olíesell~e ley. 
:=conómica, prácticas desleales de 
~omerclo ini:ernacional y financiera, 
lnicamente les será aplicable el título 
ercero A 

:.Jara los efectos de esta Ley sólo queda 
:=:xcluida la materia fiscal tratándose de las 
~ontribuciones y los accesorios que 
:1eriven directamente de aquéllas 

C\RT. 2.- Esta Ley, salvo por lo que toca al 
:ítul0 tercero A, se aplicará 
supletonamente a las diversas leyes 
administrativas El Código Federal de 
?rocedimientos CiViles se aplicará, a su 
I/ez, supletoriamente <3 esta Ley, en lo 
::onducente. 

l'\RT 5 - La omisión o irregularidad de los 
8[ementos y requIsitos exigidos por el 
artículo 3 de esta Ley, o por las leyes 
administrativas de las materias de que se 
trate, producirán, según sea el caso, 
nulidad o anulabilidad del acto 
administrativo 

ART. 6 - La omiSión o IITegulandad de 
cualquiera de los elementos o requIsitos 
estableCidos en [as fraCCiones I a X del 
artículo 3 de la presente Ley, producirá la 
nulidad del acto administrativo, la cual 
será declarada por el superior JerárquIco 
de la autoridad que lo haya emitido, salvo 
que el acto IlIlpugnado provenga de! titular 
de una dependenciJ, en cuyo caso la 
nulidad será declarad2 por él mismo 

El acto administrativo que se declare 
Jurídicamente nulo será inválido, no se 
presurnll'á legiillllo ni ejecutable, se! á 
subsanable, sin perjUICIO de que pueda 
expedirse un lluevo acto. Los particulares 
!lO tendrán obligación de cumplirlo y los 
serVidores pl~blicos deberán hacer constar 
su OposlClon 3 ej8cut;;lr el acto, fundando y 
nlotlvanclo tal neg8.üvéJ. La decI2rJClÓn de 
nulidad plOduclfá 8Íectos retroactivos 

::::1 C250 ,:e íjLl3 01 2C:0 S·2 hj~ICI= 

COIlSU:1 1 :-:riO o 1.'10:1 S~,l 111'.;)OSlbic de 

ART 2.- Esta iey es de aplicación 
supletoria él! los üámites, procedimierrios y 
procesos administrativos que se regulan en 
los ordenamientos aplicables a la 
AdministraCión Pública Federal cen[rallzada y 
paraestatal, con los ~jmHes consignados en 
el artícuio i 

ART 5 - la omisión o ¡.regu~arid!ad en [os 
e!emerüos y requisitos exigidos por esta ley 
o las leyes para la emisión válida del acto 
administrativo, darán h..ngc:r a su nundad o 
anu!abiiiclad 

ART 6 - la. nu!:dlaal eJel acto adminisira'idvo 
¡él decretará el superior jerárc;uico de la 
autoridad emisora o el Titular de una. 
dependencia o entidad, cuando se 
comprueben viola.ciones sustanciales en 
la. emlSlon del ",eCo adminis1rativo 
¡e!c::cionadas con los sujetos, el objeto, la 
finalidad, el motivo, [a fundamentaciór:, ~a 

moíivé:.clón, compe~enc¡a o cuando se 
compruebe IlJUla transgresión gi"@VC aJ 
orden jm¡ci¡co 
la cJec!a.ración de ú111~¡d,"di podrá 'le¡-¡er 
efectos retroactivos 
lEn el caso dz a.cí.os consumados o en ~os 
que sea ¡mposib~a de ¡lecho o de dl?recilo 
íet.rotr~er SIlJS efectos, óar¿n lugar ;: ;as 
responsabilidades co,respondicnÍLes del 
servidor pC:blico que to hubiere em:~ido l] 

ordenado. 



lecho o de derecho retrotraer sus efectos, 
3610 dará lugar a la responsabilidad del 
servidor público que 10 hubiere emitido u 
Jrdenado. 

l\RT. 7 - La omisión o irregularidad en los 
~dementos y requIsitos señalados en las 
:racciones Xl! 1 a XVI del artí culo 3 de esta 
_ey, producirá la nulidad del acto 
3dmínistratlvo. 

ART. 7 - la ~rill.,!I2:b:!io'Jarl del ac~o 

adm¡rt¡s~ra't¡vo [a decreta,@ ~21 aL1~oí"¡daa1 

emisora o e! superior ]er¿rq~¡co. cUlanclo 
existarll violaciones 'i'ormaies al 
procedimierlto que trasciendan el sen'il:ido 
del fallo impugnado 

El acto declarado anulable se considerará Atendiendo a la presunción de validez del 
válido; gozará de presunción de élIcto administrativo, el acto GlüllUl~ab~e podrá! 
egltlmldad y efectividad, y será ser subsanado ¡Ja.Il"21. que surtz. 'iodos sus 
subsanable por los órganos efectos legales; adem@s, el ac'il:o 
administrativos mediante el pleno subsanado podrá slnutir evec'ios 
::umpllmlento de los requisitos eXigidos retroactivos 
oor el ordenamiento jurídico para la plena 
validez y eficaCia del acto Tanío los 
servidores públicos como los particulares 
tendrán obligaCión de cumplirlo, 

El saneamiento del acto anulable 
prodUCirá efectos retroactivos y el acto se 
considerará como SI siempre hubiere sido 
válido 

ART 11 -El acto administrativo de ART 11 -El ac~o c:c1minlsitrativo par(icu~ar 
carácter IndiVidual se extingue de pleno se extingue pOi: 
derecho por las siguientes causas 1. Cumplimiento de su fin o expiración 

I Cumplimiento de su finalidad, del plazo; 
II ExpiraCión del plazo, 11. CUándo no se realice la condición o 
111 Cuando la formaCión del acto término suspensivo dentro del 

administrativo esté sujeto a una pló.zo señalado para ello; 
condiCión o térnllno suspensIvo y HL CU3ndo exista una condición 
éste no se realiza dentro del resc¡utoria; 
plazo señalado en el propiO acto, IV. Renuncia deü irrteresado, SiempIT'2; 

IV Acaeclmlerlto de ulla condiCión que no sea. en per]uicio óe~ 
resolutoria, interés SJúblko o privz;do; y 

V RenunCia del Iflteíesado, cuando V. Por reVOCz.cióll, en los términos de 
el acto hubiere Sido dictado en ley. 
exclUSIVO benefiCIO de éste y no 
sea en perJUICiO del Interés 
pl~¡blico, y 

VI Por rcvoc8clón, cuando 8sí lo 
eXIJa el Illteres publiCO, de 
acueld,) con la ley c:c; 18 Ill'.'lterl?l 

)\J\T 13 - l2 ,,,;ctlJ,1C::'JIl ~lcj:lllnlstIJtl'J;¡ en /\8.T 13 - Er'. 10s 'l;;:;¡niLCS, !Jfcccci:mic;l'lOS 
el PIOCCdilll:'?I,lo S2 CPS3i'oll,:¡ré.l con;' en cl :xoccso 2rj:n¡:ljslr~tivo :<.:s 
;;:12gI0 (, Il)s p'1[1C;lros de :;col'on::('l, ~~¡:o;-:C:;:c:cs se ;:-;;Jc~~;-c.:; {l los pr:nclrlOS de 



,eleridad, eficacia, legalidad, publicidad y 
Juena fe. 

legalidad, economía, celeridad, eficacia, 
publicidad y buena fe 
Estos principios deberán iráer¡;neta.rse era 
el serniddo m¿s favorable pc:ra e~ desaIilf'oj~o 
ele la: IQJJJílciórn plñrol;ca 'J ere bei1efido eJe jos 
aclministiados 

'\RT 14.- El procedimiento administrativo ART. 14 - !El proceso administrativo podrá 
Jodrá Iniciarse de oficio o a petición de IniCiarse de oficio o a petición de parte 
Jarte interesada Interesada. 

~RT. 15.- La Administración Pública ART. 15.- La Administración Pública Federal 
:::"ederal no podrá eXigir más formalidades 
~ue las expresamente previstas en la ley. 
_as promociones deberán hacerse por 
~scrito en el que se precisará el nombre, 
:ienominaclón o razón social de qUien o 
Wlenes promuevan, en su caso de su 
"epresentante legal, domiCiliO para recibir 
lotiflcaclones, así como nombre de la 
Jersona o personas autorizadas para 
"eclbirlas, la petición que se formula, los 
lechos o razones que dan motivo a la 
Jetlción, el órgano administrativo a que se 
ji rige y lugar y fecha de su emisión El 
~scnto deberá estar firmado por el 
nteresado o su representante legal, a 
llenos que no sepa o no pueda firmar, 
::aso en el cual, se IInpnmlra su huella 
jlgltal 
::1 promovente deberá adjuntar a su 
=Scrlto los documentos que acrediten su 
Jersonalldad, así como los que en cada 
:::aso sean requerrdos en los 
Jrdenamlentos respectivos 

l\RT 18 - El ;Jrocednnlento administrativo 
:::ontlnuará de OfiCIO, sin perJUIcIo del 
mpulso que puedan darle ros Interesados 
=n caso de corresponderles a estos 
jltlmos y no lo hiCieren, operará la 
::aducidad en los tél minos previstos en 
2sta ley 

no podrá eXigir más formalidades que las 
expresamente previstas en el ordenamien'l:o 
que regule el ac~o o las previstas en la 
presente ley" 
( ) 

ART 18 - El proceso adm¡nistratlvo 
continuará de OíICIO, Sin perJulc¡o del Impulso 
que puedan darle los Interesados En caso de 
corr"esponderles a estos últimos ~mplJ¡s2J.r e~ 
proceso y no lo hIClel"en, precluHa su derecho 
en los térnllnos previstos en esta ley 

I\RT 44 - IrHclado el procedimiento, el J\RT 44 - Iniciado c¡ ~roceso, el órgano 
Jrgallo 2dlllllllS~18tlvO nodl"á adoptar las adlllllllstrOltlvo pOdrá adoptar las nledldas 
llcdldas provls:ollZlles establccld:Js ell las cauteiares estableCidas en ¡as leyes 
eyes J.drnlillstr:->tlv8s de le:: materia, y en aCllllnlstréülvas que rijan [(1 mc;terra, y en su 
su caso 1211 [::: pleselú' ley p21~~ ~S':'C:UIJJ CZlSO, I;¡s sellJlaebs en 1:-: presente ley, Dmé: 
:: 2frc,'lCI;l eL, 1:1 .csolu',íO:1 que pLIcilC'r~: (1sc;:;ur:lí 1;; (~f.c0C1J de 1;] ¡esol',1cloil eue 

, " 



-e caer, SI eXistieren suficientes elementos pudiera recaer, ;ub'icialnlrlo y mot~varJa1o SQj] 
:le JuicIo para ello @cU:Uladón 

'\RT 49.- Los actos necesarios para la 
:leterminación, conocimiento y 
:omprobación de los hechos en virtud de 
os cuales deba. pronunciarse resolución, 
5e realizaran de oficio por el órgano que 
:ramite el procedimiento. 

'\RT 50 - En los procedimientos 
3dministrativos se admitirán toda clase de 
Jruebas, excepto la confesional de las 
:mtoridades No se considerará 
::omprendlda en esta prohibición )a 
)etlclón de informes a las autoridades 
3dmlnistratlvas, respecto de hechos que 
::onsten en sus expedientes o de 
::locumentos agregados a ellos. 
_a autoridad podrá allegarse de los 
l1edios de prueba que considere 
lecesaflOS, Sin mas limitación que las 
~stablecidas en )a ley 
:':1 órgano o autoridad de la Administración 
::Júbllca Federal ante qUién se tramite un 
Jrocedimiento administrativo, acordará 
sobre la admisibilidad de las pruebas 
)frecldas Sólo podrá rechazar las 
)ruebas propuestas por los interesados 
:uando no fuesen ofrecidas conforme a 
jerecho, no tengan relación con el fondo 
::lel asunto, sean Improcedentes e 
nnecesanas o contrarias a [a moral o al 
::lerecho. Tal resolución deberá estar 
::lebldamente fundada y motivada 

'\RT 54 - Los infol mes u opiniones 
501lcltados a otros organos administrativos 
)odrán ser obligatorios o facultativos, 
Jlnculantes o no Salvo diSposIción legal 
~n contrario, los illfonnes y opllllones 
5erán facultativos y no Vinculantes al 
Jrgano que los solicitó y deberán 
ncorporarse al expediente 

ART 49 - Pare: e~ mejor conocimiento y 
comprobación ole ~os i1ec:1os sobre ~os 

cua~es deba Gnmmndarse, l@ al!~oridatl 
admiUlistr21t¡va podrá ordenar ele oficio ;z: 
prácllcal de o1mgencias y el desa.hogo eJe 
pmeb21s derriro del pi"Oceso. 

ART 50.- En los procesos administrativos se 
admitirán toda clase de pruebas, incluida [a 
confesional de Ia.s aJuil:oridaaes, cuando 
verse sobre hechos propios. 
La autoridad podrá allegarse de los medios 
de prueba necesarios para formar 
corwiccion, sin más limites que los 
establecidos en la ley 
El órgano o autoridad de la Administración 
Pública Federal ante quién se tramite un 
procedimiento administrativo, acordará sobre 
la admisión de las pruebas ofrecidas En 
ningún caso podrá rechazar ~21S pmebas 
propuestas [por los interesados, salvo que 
sean improcedentes, contrarias a la moral o al 
derecho El descchamientQ de pruebas 
deberá estar debidamente fundado y 
motivado 

ART 5::'] Los informes u opiniones 
solicitados a otros órganos administrativos 
podrán ser obligatorios o facultativos, 
Vinculantes o no Salvo diSpOSICión legal en 
contrario, los Informes y opiniones serán 
facultativos y no Vinculantes al órgano qu~ los 
SOliCitó y deberán Incorporarse al expediente. 
Se excep~l;~m de :~ C:ispos1ció:1 ,é':InIÍerior 
!O$ inÍo;-mes en les que se r8COrlOZCé'H"l 

derechos o situaciones jur¡d¡C2S 
L2vorables 2: lOS aclm¡r.is~;-aoos, pLíCS en 

último c;::so, ser2il 
o~l:gator¡os 



J opinión, deberá emitirlo dentro del plazo 
le quince días, salvo disposición que 
~stablezca otro plazo 
)1 transcurrido el plazo a que se refiere el 
)árrafo 8::1tenor, no se recibiese el Informe 
J opinión, cuando se trate de Informes 
)bligatorlos o vinculantes, se entenderá 
1ue no existe objeción a las pretensiones 
iel interesado 

le solicite un Informe u opinión, deberá 
emitirlo dentro de un plazo no menor rie 
cinco n1¡ mayo; de quince c:í~s h¿biJes, 
salvo disposición expresa que establezca otro 
plazo 
Si transcurrido el plazo a que se refiere el 
párrafo anterior no se recibiese el Informe u 
opinión, cuando se trate de Informes 
obllgatorjos o vinculantes, se entenderá que 
no eXiste objeción a las pretensiones del 
Interesado 
En caso de que no se emita el informe, ~os 
servidores públicos omisos serán sujetos 
de respons@bilidad adminisü"ativa, en e~ 

supuesto de que no justifiquen su 
actuación, 

:J..RT. 59.- La resolución que ponga fin al ART. 59 - La resolución que ponga fin al 
JrocedilTliento decidirá todas las proceso se fundará en derecho y dec1d¡rr¿ 
:uestlones planteadas por los interesados todas las cues1:iones derivadas de~ mismo 
( de oficIo las derivadas del mismo, en su En los procedimientos tramitados a solicitud 
:aso, el órgano administrativo competente del Interesado la resolución será congruente 
:)Qdrá decidir sobre las mismas, con las peticiones formuladas por éste, Sin 

)onléndolo, previamente, en conOCimiento perjuicio de la potestad de la Administración 
je los Interesados por un plazo no Pública Federal de iniciar de oficIo un nuevo 
3Upertor de diez días. para que procedimiento 
llanlfleSlen lo que a su derecho convenga 
{ aporten las pruebas que estimen 
::.onvenlentes 
=n los pIocedlmlelltos tramItados a 
301lCltud del interesado la resolución será 
::ongruente con las peticiones formuladas 
Jor éste, Sin perjuicio de la potestad de la 
l\dmln¡stl'aclón PlIbllca federal de Iniciar 
::le OfiCIO un nuevo procedimiento 

l\RT G1 - En aquellos casos en que ART 61 - Derogado. 
'lledle una Situación de emergencia o 
~Irgencla. debidamente rundClda y 
rnorivada, la autoridad competente podrá 
2mltlr el acto adrnlrllstratlvo Sin SUjctaise a 
los requiSitos y formalidades del 
procedimiento .scfmllllstl él~IVO previstos en 
est<'1 ley, respetando en todo caso Ic:s 
gz:rantías IIIdlvldualcs 

/\RT 83 - LOS Illtcn:'SélcJoS afectacJo~ pOI ART 83 - S<:T<1 O~í.Z.;:¡VO :JC:;-~ los interesados 
ios actos y resolLlclonl2s de la atc;ctados por los ZJCtoS y resolUCiones de le.: 
Adrnlnls'lrélCJ()r~ rubllca Fel~ei'éll I\dlllllllstraclón Pubilc8: Fecf{;o:ral centralizada 
cen'lí~:II?::::dz: ClL:-2 ¡JCI~gC,l 

;'loC';(,r;11iCl:tc ,-:.dII1111:S:: ;¡',IVO, 

íill ;;: ll;::; ;lO;l~~(;il TI;l <:: :J~-'JC;:'2SC 3Cilllnls~r'811\'(\ él 

1:::;] Ui12 l;jS[:::11C:3 o que reSlIClv:::n un cxpecj,ení.e, 



nstancia o resuelvan un expedleníe, Interponer el recurso de revisión o inteJ'ltar las 
)Qdrán interponer recurso de reVISión o vías Judiciales correSpOl1dlentes. 
ntentar las vías judiciales 
:orrespondlentes 

B) De la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 

Jroponemos la reforma de los siguientes preceptos: 

\RTiCULO 45 ARTicULO 45 
~n todas las cuestiones relativas al En todas las cuestlo!les :,e~acion2.rl2:s con 
)rocedimlento no previstas en esta Ley, los procesos regulados era estz Ley, así 
lsí como en la apreciacIón de las pruebas, como en la apreciación de las pruebas, se 
;e observarán las diSpOSiciones del aplicarán supletonamente ias dlsposic:ones 
::':ódlgo Feceral de Procedimientos del Código Federal de Procedimientos 
Jenales. ASimismo, se atenderán, en lo Penales. ASimismo, y se atenderán, en lo 
:onducente, las del Código Penal conducente, las del Código Penal 

\RTicULO 47 
roda servidor ¡;úbllcO tendrá las siguientes 
)bllgaclones, para salvaguardar la 
egalldad, honradez, lealtad, imparcialidad 
" efiCiencia que deben ser observadas en 
;1 desempeño de su empleo, cargo o 
;omlslón, y cuyo Iflcumpllnllento dará 
ugar al procedimiento y a Ic:s sanciones 
~ue correspond2n. sin perjuIcIo de sus 
jerechos 18borales. aSI como de las 
lormas especificas que al respecto rijan 

;11 el serVICIO de las fuerzas :cmnadas 

ARTiCULO 47 
los principios aplicables al servicio 
público son honradez, legalidad, 
neutralidad, imparcialidad, transparencia de la 
gestión, competencia profeSional y serv:clo a 
la SOCiedad 
Todo servidor pú~lico tendrá [as 
siguientes abUgaciones en el desempeño 
de su empleo, cargo o comisión: 
l. Guarda.r ~a áebida obediencia. a la 

Constitución y a las leyes. 
11. 

I Cumplir con la máXima 
dillgellcla el servIcIo que le sea 
enCOlllendado y abstenerse de 
cU8lqulel· acto u omiSión que llL 
cause la suspenSión o 
deficienCia de dicho serVicio o 

Ejercer sus ~2;feas, funciones, 
cargo, empleo o comisión con 
lealtad ¡nstitucional e imparcia¡¡dc:d, 
sirviendo él los intereses gener¡:¡!es. 
Cumplir COIl diligencia las 
ir.sl:ruccior:es profesionales que 
reciba :oor via jerárquica. 

Impiique abuso o eJercIcIo IV. 
Indebido de un empleo, cargo o 
COlllISlón, 

II FClI"illular y eJecutc:r legalrnen¡e. 
en su CLlSO, los pianes. 
pi ogrZHlI~s y pi esupuestos 
COI rC's¡JoncJlcl1t2s él su 
C:llllpcter,C[("l, y clIinr!iI·I.o:::3 leyes 
y (':I"S nOI111(1<::; que detel:nltlCll V. 
el I L:1llC'jO de I CCl rsos 
ccon01~liCOS ¡',,::::llCos, " 

¡il I,:~I ,:'::. i:,,; '1;, ["~I'~~ ~~', "';I'~,~: 

R~a!izau con !a G2biáa aplicacióUl 
1':::5 funciones y ta.reas que ienga 
asignadzs, y <Olqueilas otrZls que [e 
encomienden S:JS jefes o 
superiores parco: el ~og¡ro de ¡os 
o;Jjellvos propios de ~a t:t'1ic~a~ 

é':0rninis:raUvz en ¡a (~tle prest.:: S¡JS 

S2r'¡¡cios. 
Cum;.)~;r con ¡,::¡ jor,,;;dz. de '¡rzb<:jo y 
¡os ;lOra;-ios C~,l~:)jCCic-;os. 
~~i,2¡,ic¡~c.' :2 ;-2S~íV;;: c:c ¡os ;:¡Sur:l..JS 
C,liS' ::::Oj'GZC;; C::;';: :,10',:\'0 :::0 s~; 



IV 

V 

VI 

VII 

aSignados para el desempeño 
de su empleo, cargo o comisión, 
las facultades que le sean 
atribUidas o la informadón VIi. 
reservada. a que tenga acceso 
por su función exclusivamente 
para los fines a que están 
afectos, VW. 
Custodiar y cuidar la 
documentación e información 
que por razón de su empleo, 
cargo o COflllslón, conserve baJo 
su cUidado o a la cual tenga IX. 
acceso, Impidiendo o evitando 
el uso, la sustracción, X. 
destrucción, ocultamiento o 
inutilizaCión indebidas de XL 
aquéllas; 
Observar buena conducta en su 
empleo, cargo o comisión, 
tratando con respeto, diligencia, 
Imparciz.lldad y rectitud él [as XU. 
personas con [as que tenga 
relación con motivo de éste, 
Observar en la d[~ección de sus 
inferiores JerárquIcos las 
debidas reglas del trato y 
abstenerse de incurrir en 
agravIo, desviaCión o abuso de XIJI. 
autoridad, 
Observar respeto y 
subordinaCión legitimas con 
respecw a 
JerárquIcos 
rnedlatos, 

sus superiores 
Inrnedlatos o 

cumpliendo las 
dlSpOSIC:Olles que éstos dicten 
en el eJerCICIO de SllS 
atribuciones, 

XIV 

VIII Conlunlcar por escrito al titular 
de [a dependenCia o e:-¡lldad en 
la que presten sus serVICIOS, [as 
dudas fundadas que le suscite 
la ploceuencI8 de las ól'denes 
r¡uP. rr"'í:lhri, 

IX Abstenelse de ejercer [as 
funciones de un empleo, C8ígO 
o comlSlen des pues de 
cC:lrlll1do el pellorlc p81Cl el CII,11 
se le desI9nó o de haheí 
CCS::Jc!0. r101 CL!;JIC;lIl' oll[ 
C:'LIS~' ,:11 ,,1 é~J';:Clnl) (:,,' sus 

emp~eo, cargo o corr.:isiÓru '1 rao 
hacer uso il1dabido de ¡a 
ini'oüm@ción oMenicié:. 
GrJzrdaü el secreto de lc¡s ;"'J"Ja:~aTias 

dasHicac1c::s por ley como tales \..l 

otras cuya cJ~ViJs¡Órl es~é pm¡'1l¡bi[iJ@ 
~ega!marJte. 

~;acer de~ conocimiento de ¡as 
autoridades competenies 2lCjue¡[as 
órdenes que, Zl su juicio, pudiesen 
ser contrarlas a ~a ~ega¡icJad o 
constitutivas de delito. 
Cumplir con las normas en1l materia 
de incompatibi~idades. 
Tratar con a~ención y de1erencia a 
¡os c¡udadanos. 
Cuidar y usar correctamente [os 
inmuebles, ma~eria¡es, documerüos 
e información que se le 
proporcionen para el desarrol~o de 
su empleo, cargo o comisión. 
Abstenerse de uWizar los medios 
propieóad de ¡a adminis'Ü:ración 
públicé.: federal en provecho propio 
ni ejercer sus atribuciones en forma 
que pueda:. beneficiarse 
ilegi1:imamente él si mismo o en 
bene)<jcio de otros. 
Tratar con 
consideración 
jerárquicos, 
subordinados, 

corrección y 
a ~os superiores 
compañeros y 

Obedecer y dar cumplimiento él las 
sentencias ejecutorias emitidéls [por 
¡os órganos juíisC)iccionaies. 



funciones; 
X Abstenerse de disponer o 

autorizar a un subordinado a no 
asistir Sin causa Justificada a 
sus labores por más de qUince 
días continuos o treinta 
discontinuos en un año, así 
como de otorgar indebidamente 
licencias, permisos o 
comisiones con goce parcial o 
total de sueldos y otras 
percepciones, cuando las 
necesidades del servicio público 
no 10 exijan, 

XI Abstenerse de desempeñar 
algún otro empleo, cargo o 
comisión oficiala particular que 
la Ley le prohiba; 

XI!. AbsÍenerse de autorizar la 
selección, contratación, 
nombramiento o designación de 
qUien se encuentre inhabilitado 
por resolución firme de la 
autondad competente para 
ocupar un empleo, cargo o 
comisión en el servicio público, 

XIII Excusarse de IIltervenir en 
cualquier forma en la atención, 
tramitación o resolución de 
asuntos en los que tenga 
interés personal, familiar o de 
negocios, Incluyendo aquéllos 
de los que pueda resultar algún 
beneficIo para él, su cónyuge o 
parientes consangullleos hasta 
el cuarto grado, pOI afinidad o 
CIViles, o para terc~ros con los 
que tenga relaCiones 
profeSionales, laborales o de 
negocIos, o para. SOCIOS o 
sociedades de 105 que el 
servidor públiCO o 125 personas 
antes refendas formen o hayan 
fon'18do parte, 

XIV Informa.r pOI escrito al Jefe 
Inmediato y en su caso, al 
supellol Jeléllqulco, sobre la 
ate;lCloll, tl;:1l1l1te ° resolUCión 
de los ~SLlil~OS ;:¡ que hcH":e 
l·derenCi~ le: fl:lCCiOn Zlllte:IQJ y 
Cjt.i2 SC;;:11 de su conCClJ1118nto. y 

,:;[ 



observar sus InstrucCiones por 
escr¡to sobre su atención, 
tramitación y resolución, cuando 
el servidor público no pueda 
abstenerse de intervenir en 
ellos, 

XV Abstenerse, durante el ejercicio 
de sus funCiones de solicitar, 
aceptar o recibir, por sí o por 
interpósita persona, dinero, 
objetos medjante enajenación a 
su favor en precio notoriamente 
Inferior al que el bien de que se 
trate y que tenga en el mercado 
ordinariO, o cualquier donaCión, 
empleo, cargo o comisión para 
sí, o para las personas a que se 
refiere la fraCCión XIII, y que 
procedan de cualqUier persona 
física o moral cuyas actividades 
profesionales, comerciales o 
industriales se encuentren 
directamente vinculadas, 
reguladas ° supervisadas por el 
servidor público de que se trate 
en el desempeño de su empleo, 
cargo o comiSión y que Implique 
Intereses en conflicto Esta 
prevención es aplicable hasta 
un afio después de que se haya 
retirado del empleo, cargo o 
comisión, 

XVI Desempeñar su empleo, cargo 
o comisión Sin obtener o 
pretellder obtener ber.eflclos 
adicionales a las 
contrapl estaciones 
comprobables que el Esiado le 
otorga por el desempei'io de su 
funCión, sean para él o para las 
personas a las que se refiere la 
fraCCión XIII, 

XVII Abstenerse de Interverllr o 
fJ<:JlilClpal ¡lldebldamente en la 
selección, nombramiento, 
deslgn3cloll, contrataclon, 
prOiYlOCIÓn, SllSpCilslon, 
TCIl10CIÓl1, cese o sanción de 
ClIDlqUlcr selVldol publiCO, 
cu~ íldo Lcrl~;2 li1tC'I 25 ~JC, s'Jllcl 
i"Ll':lr\1r o de; 1I(O<~OCIOS en el 



caso o pueda derivar alguna 
ventaja o beneficio par él o para 
las personas a las que se 
refiere la fracción XllI; 

XVII L Presentar con oportunidad y 
ver2c:dad, las declaraciones de 
situación patrimonial, en Jos 
térrr:inos establecidos por esta 
Ley; 

XIX Atender con diligencia las 
InstrucCiones, requerimientos y 
resoluciones que reciba de la 
Secretaría de la Contraloría, 
conforme a la competencia de 
ésta; 

XX Supervisar que los servidores 
públicos sUjetos a su dirección, 
cumplan con las disposIciones 
de este artículo, y denunciar por 
escrito, ante el superior 
jerárquIco o la contralorÍa 
Interna, los actos u omisiones 
que en eJerCICIO de sus 
funciones llegare a advertir 
respecto de cualquier servidor 
público que pueda ser causa de 
responsabilidad administrativa 
en los términos de esta Ley, y 
de las normas que al efecto se 
expidan, 

XXI PlOporclonar en forma oportuna 
y veraz, toda la información y 
datos solicitados por la 
Institución a la que legalmente 
le competa la vigilancia y 
defensa de [os derechos 
hUlllanos, a efecto de que 
aquélla pueda cumplir con las 
facultades y atIlbuclones que le 
con-espondan, 

XXII Abstenerse de cualquier acto u 
omiSión que Implique 
Incu:llplillllento de cualqUIer 
dlSpos:clon Jlmdlca relacionada 
con el selVICIO públiCO, 

XXIII Abstenerse, en eJerCICIO de sus 
fU:lclon2s o con n~otlvo de ellz::s, 
el", celebl,lr o ~utOIIZéll lél 
CE,;lc;·¡rc;CI(1[1 de pedidos o 
('url:,:1'~CJs :C'I G:: Oll2cJCS ce)fl 

,iciq e % fere: 1('S, :111 cpc:-:rl1lCllius ~' 



enajenación de todo tipo de 
bienes, prestación de servicios 
de cualquier naturaleza y la 
contratación de obra pública, 
con qUien desempeñe un 
empleo, cargo o comisión en el 
servlclo públiCO, o bien con las 
sociedades de las que dichas 
personas formen parte, Sin la 
autOrizaCión previa y específica 
de la Secretaría a propuesta 
razonada, conforme a las 
disposiciones legales 
aplicables, del titular de la 
dependencia o entidad de que 
se trate Por ningún motivo 
podrá celebrarse pedido o 
contrato alguno con quien se 
encuentre inhabilitado para 
desempeñar un empleo, cargo o 
comisión en el servicio público, 
y 

XXIV Las demás que le Impongan las 
leyes y reglamentos 

:uando el planteamiento que formule el 
ervidor público a su superior Jerárquico 
leba ser comunicado a la Secretaría de la 
:ontraloría General, el superior procederá 
I hacerlo Sin demora, baJo su estncta 
esponsabllldad, poniendo el trámite en 
onocimiento del subalterno Interesado Si 
d superior Jerárquico omite la 
omunicación a la Secretaría de la 
:ontraJoría General, el subalterno podrá 
Iractlcarla directamente IiIformando a su 
upenor acerca de este acto 

ARTicULO 47-BI5. 
Paré; erectos oel proceso C;;iscipiiruaüio se 
consideran mlraCCW<les graves ero el 
servicio publico, 13S siguien1es: 

L ~ncrJ;np¡¡miento del deber de 
guardar obedienci@ .@ ~@ 

Constitución y 2; 13.5 ~eyes. 

[L ~rscurrir en acciOOles 
discrtminaioriz.s ce Cll~!qu¡er 

nc:turaleza. 
¡1i. Abarloono dei s8;v¡cio ¡Jú~'J:jco 

8ilCOmCr1C<:::cJo 
jl:Stlíic~c~z. 

Si:1 caes<=: 

,>.'. =:-11:1, ¡n;or::1CS o :-GSO~::c:o:~cs 

, ,\ 1 



V. 

VI. 

VII. 

VIII. 

IX. 

v 
A. 

Xl. 

)([1. 

ilegales que c@usen daños 
graves @l p21ü'¡monio o a los 
bjenes ele 1<:: ao1min5shación o de 
~os goiJem@dos. 
?UlbtlcadóUl o uso indebido de 
dOC1JmsUltos o iroformación el que 
~enga o hayal tenido acceso con 
motivo de su empleo, caugo {) 
comisión. 
Negligencia. en la custodia de 
secuetos oficiales o infolrmadón 
clasificada, establecidos así en la 
~ey respectiva, que provoque su 
publicación o difusión indebidas. 
Notorio incumplimiento de las 
funciones inherentes aJ empleo, 
C2T910 o comisióUl Ojn..::e 
desempeñe en el servicio 
público. 
Violación a la neutralidad o 
impardalidad al utilizar recn.lUSOS 
púb¡¡cos o las facultades 
at:-ibuidas para intervenir ero 
procesos electorales. 
Desobedecer las órdenes o 
instwcciones de un. superior 
jerárquico o jefe inmediato que 
haya.n sido emitidas POI" éste ero 
el ejercicio tie su competencia, 
relacionadas con las funciones 
del puesto o las yunciones del 
interesado. 
Ostentarse COr.lO servidor 
público, después de concluido e[ 
encargo, p21ra ob(ener un 
beneficio inciebido para si o para 
otro. 
Realizar actividades 
irtcompatib!es entre sí, cU8.;nao 
se comprometa 12 ¡m¡nrcialidad 
o independencia. 
Realizar actos que impidar. e~ 

ejercicio de ~os derec~os 

fundamentales, de ¡as ¡iberíL2ces 
púb!icas o ele ~os derec~los 

sindicales. 
?arí.;clpC:T er: :.c;13. :l:.Je~ga C::'lé1:lGO 

cs'~é cX;JITeS2iTIente pro¡1ibjdc por 
h~y. 

)(1'/. >1C~:i:~~~;.- CO'-:' \:.s O~liS3CioL1(:!s 

:-clz.:cio¡l;:;C<:S co)""'; ;;;: 2~e¡:c:ó:': ¿8 



,RTicUlO 49 
:n las dependencias y entidades de la 
,drnlnlstraclóll Pública se establecerán 
nldades específicas, a las que el público 
::nga fáCIl acceso, para que cualquier 
lteresado pueda presentar quejas y 
enuncias por IIlCllnlplllnlento de 13.5 
bllgaclones de los servidores públicos, 
Oll las que se IT1¡clara. en su caso, el 
,rocedlrnienlo dlSClpllll11nO 
orlespolldlcnlc 

[os servidos públicos eserudales 
en caso de ¡'1lv]ra~géJ. 

XV. L@ agresrrór. a cUól[OJllJiei" pel'"solrl.ól 
con la que se ::e[ae[clne er: e; 
ejercicio ce su.: emp~eo, cargo lO 

comls¡ór.. 
XVI. Acoso S.}tU" I debidamente 

probado 
XViL Exceso en ei lllSO de SlllS 

atribuciones s¡ se traduce en un 
daño o perjuicio grave ¡Jara sus 
subordinados o e~ emp~eo, cargo 
o comisión que 'tiene 
encomendado. 

xvm. Abstenerse de da.r cumplim¡en~o 
a las sentencias ejecu~or¡adas 
que emitan los órganos 
jurisdiccionales. 

X~X. Incumplir reiteracle:merüe con ~éilS 

obligaciones consignadas en fas 
leyes apJ¡cablas a~ seruido 
púb!ko. 

lEn e~ supuesto ele que de 12s conduc~as 
relacionadas se advier'ía la comisión de 
presunto delito, se realizará e~ desglose 
respectivo y se remitirán las constancias 
al Ministerio Público competente. 
Las sandones adminis'i:rativas que se 
impongan por conducías ele las que puede 
derivarse responsabilidad de carácter 
penal o civil, no extinguen iz¡ 
responsabitid;:;:d correspondiente, por [o 
que los afectados podrán acudir ante ia 
autorid3d aclministr2ltivé: en tos ~érminos 
dei artículo 77 ~BrS, o agotar ~as vias 
legales que consideren pertinentes. 

ARTiCULO 49 
Cualquier interesado puede presentar 
quejas y denuncias pOu incumplimierüo de 
¡as o[nr¡gac¡ones de ~os serrviciores 
públicos, con !2S que se iniciará, en su 
caso, el proceso a¡sc:plina,io 
correspondiente 
la ,csponsab¡¡id2d administrativa: 
a} Es ¡ndepend¡e-n~e de otr2s 

responsabtJ:aades dc car¿dco-r civ;~ o 
pe nc: i. 

.a Societaria cstGbleccrá 1.-:15 nOIrl1<1S y ú) Los hechos decl.::rCl.éos :::-;r.cs el. 
Ilnccdll:ll'311:\i'~ r:~ll:: CHIC' ~,;", IJ1S',21lC'::lS del 
IU:)!ICO se.'ll :l~C"H;'d",~ '1 .esuel::1s con 

rcso~uc¡or.::;s ~.J0:si2.lcs v:nc.l~;:::~ ;:: té: 
,Jc;m I :1IS .. :";::ció;, 



flciencia. 

,RTicUlO 50 
a Secretaría, el superior JerárquIco y 
Jdas los servidores públicos tienen la 
bligaclón de respetar y hacer respetar el 
erecho a la formulación de las quejas y 
enuncias a las que se refiere el articulo 
ntenor y de eVitar que con motivo de 
stas se causen molestias Indebidas al 
ueJoso 
lcurre en responsabilidad el servidor 
'úblICO que por si o por Interpósita 
'ersona, utilizando cualquier mediO, inhiba 
I quejoso para eVitar la formulaCión o 
oresentaclón de quejas y denuncias, o 
ue con motivo de ello realice cualquier 
onducta Injusta u omita una Justa y 
ebida que lesione los Intereses de 
;ulen8s las formulen o presenten 

c~ Só¡o podrán SamciOrilZlfSe a.cc:ones r..J 

omisiones que CO\'i:StliQ.]}'811 i¡rr?¡¡z¡cció:1 
cJiscipi ~ rilariz¡. 

d) Eru~re ~2 i:llyracciór; comeí¡o;a:: y ~a. 
s2lllllciólIll que se :mpongG: debe e;t¡s~¡T 
h;: aaecuZld2 ¡oroporc:oroaJidacJ. 

ARTicULO 50 
La Secretaría, el superior jerárquIco y todos 
los servidores públicos tienen la obligaCión de 
respetar y hacer respetar el derecho a la 
formulación de las quejas y denuncias a las 
que se refiere el artículo anterior y de eVitar 
que con motivo de éstas se causen molestias 
indebidas al quejoso. 
Atendiendo 0:::1 interés que posee ~odo 
ciudad2JTIO pé::ra ~Cl buena mzrch~ de los 
negocios públicos, las autoridades que 
tramitan y resue[van el proceso 
disciplinzrio deberán respetar e~ derec¡lo a 
la información de los promovenies sobre 
el üámite de las denuncias o quejas 
planteadas. 
También deberá respetarse el derecho de 
los promoventes para acceder al 
expediente respectivo y aportar los 
medios de prueba que estimen 
convenientes, con las limitClciones de ley 
Incurre en responsabilidad el servidor públiCO 
que por sí o por Interpóslta persona, 
utilizando cualqUier mediO, Inhiba al queJoso 
para eVitar la formulaCión o presentación de 
quejas y denunCias, o que con motivo de ello 
realice cualqUier conducta IrlJusta u omita una 
Justa y debida que lesione los Intereses y 
derechos de qUienes las formulen o 
presenten 

I.RTíCULO 53 ARTICULO 53 
as sancIOnes por f~lta administrativa Las sanciones por irefracción administrativa 
onslstlrán en 

Apercibimiento privado o públiCO, 
I Amonestación pnvada o pública, 
II Suspellslón, 
v DestitUCión del puesto, 
1, Sanción económlC8, 8 

I[ Inh8bllit8CIÓI~ telllpoíal pril él 

deSellHJerlOr emp]eos, c:Jrgos o 
comisiones en el serVICIO ¡JllbllCO 

):::r:do IJ 11l]¡;lblllti1:~I()ll SO 11111'onga como 
:OllSCCUC"'>11Ckl de; Li;l :1C:0 II 01111S10:l que 

conSistirán en 
1 AperCibimiento privado o pllbllCO 
11 Amonestación privada o pública 
111 Demérito, 
IV Suspensión de empleo y sueldo, 
V Destitución del puesto, 
VI SanCión econÓmica, 
VII CamiJio íorzoso C:2' pU2StO, 
VIII 1l1h;::bllltJclón tempolal rara 

(!PSelllfX'llar emplcos, C81g0S o 
COI11:SIOI1L~S en el serV:CiO pllb:ICO 



nplique lucro o cause daños y perJuIcIoS, las sanciorces contenldas en Uas 
erá de un año hasta diez años SI el fracciones de ~G. ~v a ~a Vlii SÓ~O podrán 
1onto de aquéllos no excede de impo:1erse por TaHa grave 
losclentas veces el salarla mínimo lEn todo caso se ¡leva::-á un reglsym de 
lensual vigente en el Distrito Federal, y sanciones adiminisi:rativas, s~ro perjuicio de 
le diez a veinte años SI excede de dicho anocaria.s ero ei e;qoedierüe persorcél] de[ 
mite. Este último plazo de Inhabilitación infractor. 
3mblén será aplicable por conductas 
Iraves de los servidores públicos 
jara que una persona que hubiere sido 
lhabilltada en lOS términos de ley por un 
liazo mayor de diez años, pueda volver a 
lesempeñar un empleo, cargo o comisión 
!n el servicio público una vez transcurrido 
,1 plazo de )a Inhabilitación impuesta, se 
equedrá que el titular de la dependencia o 
'ntldad a la que pretenda Ingresar, dé 
IVISO a la Secretaria, en forma razonada y 
Jstlficada, de tal circunstancia 
.a contravención a lo dispuesto por el 
lárrafo que antecede será causa de 
esponsabllldad administrativa en los 
~rmlnos de esta Ley, quedando sin 
!fectos el nombramleni.o o contrato que en 
.u caso se haya realizado 

\RTíCUlO 55 ARTíCULO 55 Derogado. 
:n caso de aplicaCión de sanciones 
~conóm¡cas por benefiCIOS obtenidos y 
lañas y perJUIcIoS causados por 
lcumpllmlento de las obligaCiones 
~stablecldas en el artículo 47, se aplicarán 
los tantos del IlICIO obtenido y de los 
lañas y perJuiCIOS causados 
.as sanciones económ:cas establecidas 
~n este articulo se pagaran una vez 
letermlnadas en cantidad líqUida, en su 
:qulvalenc:a en salariOS mínimos vigentes 
JI día de su pago, conforme al siguiente 
)rOCedlmlento 

I La sanCión económica Impuesta se 
diVidirá entle b cantidad líqUida 
que conesponda y el salan o 
fIlllllnlO m811sual vigente:: en el 
DIStlltO Federal al día de su 
IIllpOSICIÓI1, y 

il [1 COCiente se :llLJI¡:pllcará p8r el 
Sal:lIIO millllllo 1l18il<;U;:1 vlgen'le 
ell e: DIS~IIIO Fl2dC'r81 <'11 c¡¡;:¡ del 
p~S:ln (k~ .:i :~:;,1C ü:~ 

':;i':" los ::';é'C ~;I~ dc:' r"~ r~l :_,~/ ~~-, C': t-=:;jdC":l 



or salano mínimo mensual, el equivalente 
rrelnta veces el salario mínimo diario 

¡gente en el Distnto Federal . 

.RTiCULO 62 
I de las investigaciones y auditorías que 
;alice la Secretaría apareCiera la 
;sponsabllldad de los servidores 
úbIICOS, informará a !a contraloría Interna 
e la dependencia correspondiente o al 
oordlnador sectorial de las entidades, 
ara que proceda a la Investigación y 
anción disciplinaria por dicha 
;sponsabllldad, SI fuera de su 
ompetencla. Si se trata de 
;sponsabilidad mayores cuyo 
onOClmlento sólo compete a la 
:ecretaría, ésta se avocará directamente 
I asunto, Informando de ello al Titular de 
l dependencia y a la contralaría interna 
e la misma para que participe o 
aadyuve en el procedimiento de 
etermlnaclón de responsabilidades 

,RTicULO 64 

ARTíCULO 62 Dero912OJo 

ARTicULO 64 
a Secretaría Impondrá las sanciones En e¡ proceso disciplinario se observarán 
dmlnlstrativas a que se refiere este los siguientes principios: 
:apitulo mediante el siguiente a} Para imponer sanciones dis::iplinari2.s 
,rocedlmlento por infracciones graves se deberá 

Citará al presunto responsable a agotar previamente el proceso 
una audiencia, haciéndole saber la esiabiecido. 
responsabilidad o b} En el caso ele iniracciones leves se 
responsabilidades que se le podr¿ impom:n ;a sanción mediznte e¡ 
Imputen, el lugar, día y hora en que proceso sumario que regula. este 
[end] á venflcatlvo dicha audienCia articu¡o respetando en 'iodo caso las 
y su del echo a ofrecer pruebas y gzra,üías de auc1¡er.cia y debido 
alegar en la misma lo que él. su proceso. 
derecho convenga, por si o por e) El proceso d¡sciplinario se s1Js~en~ará 
mediO de un defensor en ~os principios de ceiericlaal y 
También aSistirá a la audienCia el economiz. ¡:Jroces~!; en todo caso se le 
repl-esentante de la dependenCia gé'lrantizarán ;:::1 j19s'Lidable ¡os 
que pa:a tal efecto se deSigne siguie;1tes derechos: !a presurDció[1 de 

II Entre la fecha de [a CitaCión y la de inoccnciz¡; ¡a not.ificación del 
la audienCia dp.hp.r~ mediar un nombrc.:m¡ento de inStructor y la 
plazo no menor de Cinco ni mayor pos¡bilic1zd ele recusarlo; la 
de qUince días hábiles, í:ormulaciór, de zfeg8tos en cuak;uier 

V Or;sahogadé:s las pruebas, SI las ;ase je¡ ?roceso; el derecho ;o: apo:-~a, 

hubiere. 1Z1 Secretarí8 resolvo!é! ¡as prueb~s que eSlime necesa;-:as 
cielltrO de los treinta días tlab:'.?s pare.: su C:e':ens2 ~r, en caso necesé:.do, 
slqu:cntcs, so\" e [;J IlleXIS',N\CI3 dc 
r2sponsJ:)'lld:xj o 1;11P0111Clldo 81 

-::1 2u):;¡:o de ,3 é:~;'Lo¡-k.12C: .~ --. ,,_ 
O:J~cltcr¡2.S; e: GC:GC,-;'O ,<; 1;,:: ;:::c:e~t.sz y z. 



'1 

infractor las sanciones 
administrativas correspondientes y La 

~a. ¡nrfo~maciól1, 

autOridad competente 
notificará la resolución al sanciones administrativas a 
interesado dentro de las setenta y este Capítulo meQian~e 
dos horas, a su jefe inmediato, al proceso" 

impondrá: las 
que se refiere 
el s1g1Jiel1~e 

representante deSignado por la J. Citará al presunto responsable él 

dependencia y al superior una audienCia, haCiéndole saber la 
jerárquico, Infracción o infracciones que se le 
SI en la audIencia la Secretaría Imputan, el lugar, día y hora en 
encontrara que no cuenta con que se realizará dicha audiencia y 
elementos sufiCientes para resolver su derecho a ofrecer pruebas y 
o adVierta elementos que alegar en la misma lo que a su 
impliquen nueva responsabilidad derecho convenga, por sí o por 
administrativa a cargo del presunto medio de un defensor" 
responsable o de otras personas, También ~eno1rá ¡al obligación de 
podrá disponer la práetlca de asistir a [2) audiencia ei 
investigaciones y citar para otra u representante de :a dependencia 
otras audienCias, y que pUéll tal efecto se designe 
En cualqUier momento, previa o Entre la fecha de la cltaclón y la de 
posterlormente al cltatono al que la audienCia deberá mediar un 
se refiere la fraCCión 1 del presente plazo no menor de cinco ni mayor 
artículo, la Secretaría podrá de qUince días hábiles, 
determinar la suspensión temporal 11. Desahogadas las pruebas, si las 
de los presuntos responsables de hubiere, la Secretaría resolverá 
sus cargos, empleos o com!slones, dentro de los treinta días hábiles 
SI a su JuicIo así conviene para la SigUientes, sobre la ineXistencia de 
conducción o continuación de las responsabilidad o Imponiendo al 
lnvestlgaciones La suspensión Infractor las sanciones 
temporal no prejuzga sobre la administrativas correspondientes y 
responsabilidad que se Impute La notificará la resolUCión al 
determinaCión de la Secretaría Interesado, a su Jefe inmediato, al 
hará constar expres8mente esta representante deSignado por la 
salveda.d dependenCia y al superior 

a suspensión temporal a que se refiere el JerárqUICO, dentro de las setenta y 
árrafo anterior suspenderá los efectos del dos horas siguientes a la emisión 
eto que haya dado ongen a la ocupación En le; nOmic2ción de iz: 
el empleo, cargo o comiSión, y regirá resolución deberá hacer dei 
esde el momento en que sea notificada conodm!ento de~ ¡nte~esado e~ 
I iTlteresado o este quede enterado de la 
:::soluclón por cualqUier medio La 
uspenslón cesará clIando así lo resuelva 
l. Secretaría, IndeDendlentemente d8 la 
IIClaCIÓn, continuaCión o conclUSión del 
rocedlrnlemo él que se refiere el plesente 
rliculo en relación con la presunta 
:::sponsabilldad de los serVidores 
libllcos 

los SUSDCl1dldos 
~rI\fJOralnlelltp 11("\ I l'sult:lI en I esponsJblcs 
(: [0 [;1I:J q:il? se Ic's In:nIJ\;;, SCI";i:, 

-.:s(IIUI(:üS el1 el ~)Cl" c\~ sus lic,'eC!lOS ~! 

111 

recurso que procede contrZl 
ésta 
En cualqUier momento, previa o 
posteriormente al cltatono al que 
se refiere la fraCCión I del presente 
artículo, la Secretaría podrá 
determinar 13 suspensión temporal 
de los presuntos responsables de 
sus cargos, empleos o COnllSIOnes, 
cuando eXistan eiementos 
suficientes para establecel" UIlCJ. 

pi csunLl In;¡ "]CClDI1 adl1llnlstrCjtlv8, 
SI ;; su J~IICIO así COIlVlene fJ2r.ó: 1<1 



e les cubrirán las percepciones que 
lebieran percibir duratlte el tiempo en que 
e hallaron suspendidos 
;e requerirá autorización del Presidente 
le la República para dicha suspensión SI 
,1 nombramiento del servidor público de 
¡ue se trate incumbe al Titular del Poder 
:Jecutlvo_ Igualmente, se requerirá 
lutorización de la Cámara de Senadores, 
I en su caso de la Comisión Permanente, 
I dicho nombramiento requirió ratificación 
le éste en los términOS de la Constitución 
3eneral de la República 

,RTicULO 67 
:1 Titular de la dependencia o entidad 
100r8 designar un I-epresentante que 
lartlclpe en las dillgellcl3s Se dará vista 
'8 todas 185 c:ctU3Clon8S a la dependenCia 

entld3d en 18 que el p,esunto 
:;sf1olls::1ble I~rcst;; sus serVICIOS 

conducción o continuación de las 
investigaciones La suspensión 
temporal no prejuzga sobre la 
responsabilidad que se impute La 
determinación de la Secretaría 
hará constar expresamente esta 
salvedad, E[ abuso de es1at 
;:m;:!rmga.~iva de la 
adminis'(ración será sancionada 
enl ¡al via disciplinaria [001" el 
superior jerárquico o los 
órganos jmiscliccionales_ 

La suspensión temporal a que se refiere el 
párrafo anterior suspenderá los efectos del 
acto que haya dado origen a la ocupación del 
empleo, cargo o comiSión, y regirá desde el 
momento en que sea notificada al interesado 
o éste quede enterado de la resolución por 
cualqUier mediO_ La suspensión cesará 
cuando así lo resue~va la Secretaría, 
independientemente de la iniciación, 
contlnuacióll o conclUSión del procedimiento a 
que se refiere el presente artículo en relación 
con la presunta responsabilidad de los 
servidores públiCOS 
SI los servidores suspendidos temporalmente 
no resultaren responsables de la falta que se 
les Imputa, serán restitUidos en el goce de 
sus derechos y se les cubrirán ¡as 
percepciones que debieran percibir durante e[ 
tiempo en que se hallaron suspendidos 
Se reque~lrá autorización del Presidente de la 
República para dicha suspensión SI el 
nombramiento del servidor público de que se 
trate IncL'mbe al Titular del Poder EJecutivo_ 
Igualmente, se requerirá autOrizaCión de la 
Cámara de Senadores, o en su caso de la 
ComiSión Permanenle, SI dicho nombramiento 
requirió ratificaCión de éste en los términos de 
la Constitución Gene! al de la República 

ARTiCULO 67 
El Tltu[ar de la dependenCia o entidad deberá 
desIgn8r un represent8ntA que partiCipe en 
liJS diligenCias, con el cm¿cter de 
c08dyuvante ne ~a dC~erlS2 o ¿e ¡a 
z.clls3.ciór; Se dará vista de todas las 
actU(lClor",~s J. [a drpC?ndencl3 o entidad en [a 
que el [JICSlIllto ¡-esponsélble presta sus 
$0IV:CI()S 

'1 



RTíCUlO 70 
os servidores públicos sancionados 
odrán impugnar ante el Tribunal Fiscal de 

Federación las resoluciones 
dmillisírativas por las que se les 
npongan las sanciones a que se refiere 
ste Capítulo. Las resoluCiones 
nulatorias firmes dictadas por este 
r¡bunal, tendrán el efecto de que la 
ependencia o entidad en la que el 
Brvldor púb!lco preste o haya prestado 
JS servicios, lo restituya en el goce de los 
erechas de que hubiese sido privado por 
I ejecución de las sanciones anuladas, 
In perjuiCIO de lo que establecen otras 
~yes 

RTíCUlO 71 
as resolUCiones por las que se impongan 
anciones administrativas, podrán ser 
npugnadas por el servidor públiCO ante la 
ropia autOridad, mediante el recurso de 
~vocación que se Interpondrá dentro de 
>5 qUince días sigUientes a la fecha en 
ue surta efectos la notificación de la 
;:solución recurrida 
a tramitaCión del recurso se sUjetará a 
lS normas slgulen~es 

Se iniciará mediante eSCrito en el 
que deberán expresarse los 
agravios que a JUICIO del servidor 
públiCO le cause la resolUCión, 
ac;omparlando COpl2 de ésta y 
constancia de [a notificación de la 
misma, así como [a proposición de 
las pruebas que conSidere 
necesario rendir, 
La autoridad acordará sobre la 
admisibilidad del recurso y de [as 
pruebas ofrecidas, desechando de 
plano las que no fuesen Idóneas 
para deSVirtuar los hechos en que 
se base la resoluclon, y 
Desahogadas las pruebas, 31 [élS 

hubiere, la autOridad elllltirá 
resolUCión dentro de los tremta 
di.:Js hílblies slglliemes, 
notlfICf'lnGo!o :11 Illte¡-esado en un 
plazo no m('lYOí de selent.:J y dos 
::or85 

ARTíCULO 70 
los servidores púh~icos, los deru.11l'1lclanf.:es 
o qJjejosos podr¿ra impugi121i'" j~s 

resoll:ciones emi1idas eU1 el proceso 
discip~inalrio, media.;;íe e~ reC\JliSO de 
revocacióU1 ¡rJterpiles~o anf:e e¡ superior 
jerárquico de la autor~dad emisora de~ 
ac~o, o a través elel juicio de nulidati ante 
el Tribunai Federal de Justicia. F¡sca~ y 
Ad mi n istrativ2I. 

ARTíCULO 71 
iEi recurso de ;-evocacióU1 se interpondrá 
dentro de los quince alas siguieUiltes a [a 
fecha en que surta erectos la. notific.=:ción 
ele ¡a resolución recurrida 
La tramitación del recurso se sujetará. a las 
normas Siguientes 

1 Se iniCiará mediante escnto en el 
que deberan expresarse los 
agravIos que a JUICIO del servidor 
púb[lco le cause la resolUCión, 
acompañando copia de ésta y 
constancia de la notificación de la 
misma, así como la proposición de 
las pruebas que conSidere 
necesariO rendir, 

II La autOridad acordará sobre la 
admisión del recurso y de las 
pruebas ofrecidas, desechando de 
plano las que no fuesen Idóneas 
para deSVirtuar los hechos en que 
se base la reso[uclón, 

III Desahogadas las pruebas, si las 
hubiere, la autOridad emitirá. 
resolUCión dentro de los treinta días 
hábiles SigUientes, notificándolo al 
Interesado en un plazo no mayor de 
setenta y dos horas, y 

IV :::n. toc:o 10 no prev¡s~o eL: ma:~I2r¡2 
ce ~roceso se ap¡¡céi,á 
suplc/lo;-i;;men~e el Código 
;=eccral oe Procedü;nicn'los 
?C:~2~CS :,f, 2:-': 10 CO:lCl:ccn,c, c. 
Código :='c;,;:o: 



RTicUlO 73 ARTicULO 73. Demga~c. 
I servidor público afectado por las 
)So!uclones administrativas que se dicten 
)nforme a esta Ley, podrá optar entre 
terponer el recurso de revocación o 
lpugnarlas directamente ante el Tribunal 
:scal de la Fedeíaclón. 
3 resolución que se dicte en el recurso 
:: revocación será tambjén impugnable 
líe el Tribunal Fiscal de la Federación. 

C) Del Código riscal de la Federación, proponemos la reforma de los siguientes 

receptos: 

EXTO VIGENT" 

RTicULO 207.- la demanda se 
-esentará por escnto directamente ante 

Sala Regional competente, dentro de 
's cuarenta y cinco días siguientes a 
:¡uél en que haya surtido efectos la 
:JtlflcaClón de la resolución Impugnada 
3. demanda podrá enviarse por correo 
:;rtlficado con acuse de recibo SI el 
emandan'ce tiene su domicilio fuera de la 
oblación donde está la sede de la sala o 
Jando ésta se encuentra en el Distrito 
ederal y el domicilio fuera de él, o 
Jando ésta se encuentre en el Distrito 
ederal y el dOllllClllo fuera de él, siempre 
ue el envío se efectLle en el lugar en que 
~slda el demandante 

TEXTO PROPUESTO 

ARTicULO 207.- la demanda se 
presentará por escrito directamente ante la 
Sala Regional competente, dentro de ~os 
quince día.s há.biles siguientes a aquél en 
que haya surtido efectos la notificación de la 
resolución Impugnada. 
La demanda podrá enviarse por correo 
certificado con acuse de recibo si el 
demandante tiene su domiCiliO fue~a de la 
población donde está la sede de la sala o 
cuando ésta se encuentra en el Distrito 
Federal y el domiCiliO fuera de él, o cuando 
ésta se encuentre en el Clstrlto Federal y el 
domiCiliO fuera de él, siempre que el envío 
se efectúe en el lugar en que resida el 
demandante 

as autOridades podrcin presentar la Las autOridades podrán presentar la 
emanda delltro de los cinco afias demanda dentro de los Cinco años 
iguientes a la fecha en que sea emitida la siguientes a la fecha en que sea emitida la 
~soluclón, cuando se pida la modificaCión resolUCión, cuando se pida la modificación o 

nulidad de un acto favorable a un nulidad de un acto favorable a un particular, 
articular, s.?llvQ que haya prodUCido salvo que haya producido efectos 
fedos de tracto suceSIVO, caso en el que corH.onuos, el1 este úitimo caso se podrá 
e podrá demal1dr¡1 la modificaCión o demandar la modificaCión o nulidad en 
ulldad en cualqUier época Sin exceder de cualqUier época SITl exceder de los Cinco 
lS CinCO 8ños del (¡Itlmo efedo, rRro los aTlas del último efecto del acto. La 
fectos de la sentellcl21 en caso de ser sentencia, en Caso de ser total o 
)[211 o pClrcI3imentc desfavor<'lble para el palclalmente desfavorable para el particular, 
articular, sólo Se retlotr2el'~m G los cinco no peora tener eíectes re'i:roc:c:¡vos 
l~lOS ;cjntertOl2S ;1 1::1 jilC'SclltClclón de 18 Cuando el Intelesado fallezca durante el 
el1l3nd;: pl<'1?:o rar:; IIlICIJr JUICIO, el plazo se 
;'_LlI1c10 el lIú'I:.::s:"li) f",I!('7::::; Clll¡;lIl:C' >:::1 SUsl'el1lif'l~l II(1s[?' un CIño SI antes no se ha 
!::l70 1';-1':1 1.llr,i'; :UIC.[) ni i!l,l,~() :"';2 ",c~:<"do el r:;,:,~jO de :'c;rresRIlic:ntc de !:l 



uspenderá hasta un año si antes no se 
a aceptado el cargo de representante de 
~ sucesión También se suspenderá el 
lazo para Interponer la demanda SI el 
articular solicita a las autoridades fiscales 
¡iclar el procedimiento de resolución de 
ontroverslas contenido en un tratado para 
viiar la doble tributación incluyendo, en 
u caso, el procedimiento de resolución de 
ontroversias contenido en un tratado para 
vitar la doble tributación incluyendo, en 
u caso, el procedimiento arbitral En 
stos casos cesará la suspensión cuando 
e notifique la resolución que da por 
:'!rmlnado dicho procedimiento, inclUSive 
n el caso de que se dé por terminado a 
etlción del interesado. 
:n los casos de Incapacidad o declaraCión 
e ausencia decretadas por autoridad 
Jdicial, el plazo pma interponer el juicIo 
e nulidad se suspenderá hasta por un 
ño. La suspensión cesará tan pronto 
amo se acredite que se ha aceptado el 
argo de tutor del Incapaz ° representante 
~gal del ausente, siendo en perJuIcIo del 
,articular si durante el plazo antes 
lencionado no se provee sobre su 
epresentaclon 

sucesión. También se suspenderá el plazo 
para interponer la demanda si el particular 
sollclta a las autoridades fiscales iniciar el 
procedimiento de resolución de 
controversias contenido en un tratado para 
evitar la doble tributación incluyendo, en su 
caso, el procedimiento de resolución de 
controversias contenido en un tratado para 
eVitar la doble tributación incluyendo, en su 
caso, el procedimiento arbitra! En estos 
casos cesará la suspensión cuando se 
notifique la resolución que da por terminado 
dicho procedimiento, inclUSive en el caso de 
que se dé por terminado a petición del 
interesadc. 
En los casos de Incapacidad o declaración 
de ausencia decretadas por autOridad 
judicial, el plazo para Interponer el jUicio de 
nulidad se suspenderá hasta por un año La 
suspensión cesará tan pronto como se 
acredite que se ha aceptado el cargo de 
tutor del incapaz o representante legal del 
ausente, Siendo en perjuicio del panicular SI 
durante el plazo antes mencionado no se 
provee soore su representación. 

\RTiCUlO 208.- la demanda deberá ARTiCULO 208.- la demanda deberá 
ldlcar 

II 

I 

II 

/11 

Indicar 
El nombre del derT1andante y 
domiCilio para reCibir notificaCiones 

1 El nombre 
demandante 

y domicilio del 

en la sede de la Sala Regional 1\ 
competente 1II 
La resolUCión que se impugna 
LCl autOridad o autOridades 
demandadas o e[ nombre y 
domiciliO del part:cular demandado 
cuando el JUICIO sea promovido por IV 
lo autondéld administrativa 
Los hechos que den motivo a la V 
demanda 
Las pruebas que oíl·ezca 
En caso de que se oflezca prueba 
penclal o leStllllOll181 se precls~ván 
los ilecllos soore los qL!e clebJn 
VCIS;lI y sci"iJIZlI¡\,l los nOlllbl8s y VI 
domlcl[ioS ch'l PClltO o de [os Vil 

\1 í I [ 

La resolUCión que se impugna 
La autOridad o autoridades 
demandadas o el nombre y domiCilio 
del particular demandado cuando el 
JUICIO sea promovido por la autOridad 
administrativa 
Los hechos que den motivo a la 
demanda 
Las pruebas que ofrezca En caso de 
que se ofrezca prueba pericial o 
testimonia: se preCisarán los hechos 
sobre los que deban versar y 
ser"lalalán los nomuies y domicilios 
del pel ,to o ce los lcStlgOS 
Los conceptos de nnpugn3cio¡-,¡ 
El nombre y domlcl[lo del lercero 
Ilú-;resélcio, CU8[-;GO lo i":8)'G: 
1 e ~l'8 S8 )lld~, s8r1,,[:':::I100 en C.?SO 



111. El nombre y domicilio del tercero 
Interesado, cuando lo haya. 

<. Lo que se pida, señalando en caso 
de solicitar una sentencia de 
condena, las cantidades o acto 
cuyo cumplimiento se demanda 

:uando se omita el nombre del 
emandante o los datos precisados en las 
acciones 11 y VI, el magistrado Instructor 
esechará por Improcedente la demanda 
lterpuesta Si se omitan los datos 
revistos en las fracciones 111, IV, V, VII Y 
'I!!, el magistrado instructor requenrá al 
romovente para que los señale dentro del 
lazo de cinco días, apercibiéndolo que de 
o hacerlo en tiempo se tendrá por no 
resentada la demanda o por no ofrecidas 
IS pruebas, según corresponda. 
:n el supuesto de que no señale domicilio 
ara recibir notificaciones del 
emandante, en la jurisdicción de la Sala 
:egional que corresponda o se 
es conozca el domiCilio del tercero, las 
otlficaciones relativas se efectuarán por 
sta autor:zada, que se fijará en el SitiO 
ISlble de la propia sala 

de solicitar una sentencia de 
condena, las cantidades o acto cuyo 
cumplimiento se demand8 

ClIla.ndo se omi"i.@il'"U los datos prevnstos e:u 
es~e 2rtíCll~O el m~g¡st;ado ¡!lUS~l"lJctoj" 

reqwaj"irá al ¡Oj"omoven1e para qllle ~os 

señale aei'üro del p~azo c':e clITIco titas, 
apercibiéndolo que de no hacerlo en tiempo 
se tendrá por no presentada la demanda o 
por no ofrecidas las pruebas, según 
corresponda. 
En el supuesto de que el demandCln~e no 
sefiale domicilio pa.r~ oir y recibir 
notificaciones, en la JUrisdicción de la Sala 
Regional que corresponda o se desconozca 
el domiCilio del tercero, las notificaciones 
relativas se efectuarán por lista autorizada, 
que se fijará en un !ug@¡- visible de la propia 
sala 

,RTíCUlO 209.- El demandante deberá P,RTíCUlO 209.- El demandante deberá 
dJuntar a su instancia 

11 

v 

Una copia de [a misma y de los 
documentos anexcs, para cada 
una de las partes 
El documento que acredite su 
personalidad o en el que conste 
que le rue reconocida por la 
autoridad demandada, o bien 
ser-lalar los d<ltos de registro del 
documento eDil el que la acredite 
ante el Tnbuna[ Fiscal de la 
FederaCión, cuando no gestIOne en 
nombre propio 
El documento en el ql1e conste el 
acto Inlpugn;:¡do 
En el supuesto de que se Impugne 
una resolUCión negGlllva fleta 
dl?berá aC01l1p.1rlélrSe una COPlu, en 
1:0: que clll8 el sel!o dI? recepCión, 
de lé1 IIlStC1ilCIC1 no resLJe~t:l 

eX¡JrC'S311:0ntl? pOi 1<1 ;:~r\Olld(lC1 

L::< CUII~:c-::1CI:. de 1;, :10~"iC:C'''11 ,,~c'l 

adjuntar a su ¡nstancla 
I Una COpié! de la misma y de los 

documentos anexos, para cada 
una de las partes 

1I El documento que acredite su 
personalidad o en el que conste 
que le fue reconocida por la 
autoridad demandada, o bien 
señalar los datos de registro del 
documento con el que la acredite 
ante el Tribunal Fiscal de la 
FederaCión, cuando no gestione 

111 

IV 

en nombre propio. 
El documento en el que conste el 
acto Impugnado o, en su caso, de 
la Inst8ncIO no resuelta por la 
Clutondad 
Constancia de la notificación del 
2Cto Impugnado, exceptc cuando 
c;d defll.Jnd.Jnte declare baJO 
protesta de deCir verdad que no 
~ec:blo consi.3r"'!C!8 o Cllai~d'l 
il\,lycfC1 slclo por co):eo SI 1('1 



/1. Cuando no se haya recibido notificación fue por edictos deberá 
constancia de notificación o la señalar la fecha de la última 
misma hubiere sido practicada por publicación y el nombre del 
correo, así se hará constar en el órgano en que ésta se hizo 
escrito de demanda, señalando la V. El cuestionario que deba 
fecha en que dicha notificación se desahogar el perito, el cua: deberá 
practicó Si la demandada al ir firmado por el demandante. 
contestar la demanda hace valer VI El interr9gatorio para el desahogo 
su extemporaneldad, anexando las de la prueba testimonial, el que 
constancias de notificación en que debe ir firmado por el 
la apoya, el magistrado Instructor demandante, en los casos 
concederá a la actora el término de señalados en el últill10 párrafo del 
cinco días para que desvirtúe Si articulo 232 
durante ese término no se VII Las pruebas documentales que 
controvierte la legalidad de la ofrezca 
notificación de la resolución Los particulares demandantes deberán 
impugnada, se presumirá legal la señalar, sin acompañar, los documentos que 
diligencia de la notificación de la fueron considerados en el proceso 
resolución referida administrativo como conteniendo 

¡ll. El cuestionano que deba Información confidencial o comercial 
desahogar el perito, el cual deberá reservada. La Sala sollcltal"á los documentos 
ir firmado por el demandante antes de cerrar la instrucción. 

¡lll El Interrogatorio para el desahogo Cuando las pruebas documentales no obren 
de la prueba testimonial, el que en poder del demandante o cuando no 
debe ir firmado por el demandante, hubiera podido obtenerlas a pesar de 
en los casos señalados en el tratarse de docutrlentos que legalmente se 
último párrafo del artículo 232 encuentren a su diSposiCión, éste deberá 

X Las pruebas documentales que señalar el archivo o lugar en que se 
ofrezca encuentra para que a su costa se mande 

~os particulares demandantes deberán expedir copia de ellos o se requiera su 
:;eñalar, sin acompañar, bs documentos remisión cuando ésta sea legalmente 
~ue fueron considerados en el posible Para este efecto deberá identificar 
xocedimlento adm[nlstratlvo como con toda preCisión los documentos y 
:onten[endo IIlformación confidencial o tratándose de los que pueda tener a su 
:omerclal reservada La Sala solicitará los diSPOSICión bastará con que acompañe 
:iocumentos antes de cerrar la instrucción copia de la sollcltlJd debidamente 
::uando las pruebas documentales no present<'1da por lo menos cinco días antes de 
Jbren en poder del demandante o cuando la interposICión de la demanda. Se entiende 
10 hubiera podido obtenerlas a pesar de que el demandante tiene a su disposición los 
ratarse de docunlentos que legalmente se documentos, cuando legalmente pueda 
?ncuentren a su dlSposlclon, éste deberá obtener copia autorizada de los onglnC1les o 
;eñCl.lar el archivo o lugar en que se de las constancias En nlllgLIIl caso se 
~ncuentra paro que a su costa se mande requemán el envío de un expediente 
~xpedlr COpie.: de ellos o se requiera su administrativo 
"emiSiÓn cU:Jnro ésta sea legalnwnte Sr no se adjuntan a la demanda los 
JOSlble P<:ra este cíecto deber;:i Identificar dOClHllP'ltos a que se refiere este precepto, 
:on tOCe: pl"eCISIÓn los documentos y el magistrado Instructor requem¿ al 
IClL3ndose de los que p\12dJ tener él su prornoveme pC1ra que los presente dentro del 
)iSPOSICIOfl b8st"ré~ CO[l que 3COJll:Jarle plazo de cinco días Cuando el prolllovente 
::Op:2 de 1:1 sO[[C:tllrl debici.::r!1l':llle Iln los presente de1l\ro dc dicho ¡Jlazo y se 
W2s8ntz-;c:o t:or i(l l~l\'!lr;:S ([;;CO ellas cm~es ¡: (,te oe jos cJOCllll~crltos 3 que se reílcr0;l 



le la interposición de la demanda Se 
!ntiende que el demandante tiene 8 su 
lisposición los documentos, cuando 
~galmente pueda obtener copia 
IUIonzada de los originales o de las 
:onstancias En ningún caso se requenrán 
d envío de un expediente administrativo 
>1 no se adjuntan a ia demanda los 
locumentos a que se refiere este 
)recepto, el magistrado instructor 
equerirá al promovente para que los 
)resente dentro del plazo de cinco días 
~uando el promovente no los presente 
lentro de dicho plazo y se trate de los 
locumentos a que se refieren las 
¡acciones I a IV, Se tendrá por no 
lresentada la demanda Si se trata de las 
)ruebas a que se refieren las fracciones V, 
f! Y VI!, las mismas se tendrán por no 
)frecldas. 
;uando en el documento en el que conste 
!I acto impugnado a que se refiere la 
racclón 111 de este artículo, se haga 
eferencia a informaCión confidenCial 
)roporclonada por terceros 
ldependlentes, obtenida en el ejercIcIo de 
ó!S facultades a que se refieren los 
uiículos 64-A y 65 de la Ley del Impuesto 
,obre la Renta, el demandante se 
lbstendrá de revelar dicha Información La 
lformaClón confidenCial a que se refieren 
JS artículos citados no podrá ponerse a 
lis posIción de los autorizados en la 
lernanda para oír y recibir notificaciones, 
:alvo que se trate de [os representantes a 
lue se refieren los artículos 46, fracclon IV 
'48, fraCCión VII de este código 

las fracciones I a IV, se tendrá por no 
presentada la demanda Si se trata de las 
pruebas a que se refieren las fraCCiones V, 
VI Y VII, las mismas se tendrán por no 
ofrecidas 
Cuando en el documento en el que conste el 
acto Impugnado a que se refiere la fraCCión 
111 de eSte artículo, se haga referencia a 
informaCión confidencial proporcionada por 
terceros Independientes, obtenida en el 
ejerciCIO de las facultades a que se refieren 
los articulas 64-A y 65 de la Ley del 
Impuesto sobre !a Rent~, el demandante se 
abstendrá de revelar dicha informaCión. La 
informaCión confidencial a que se refieren 
los 2rtículos citados no podrá ponerse a 
diSpOSICión de los autOrizados en la 
demanda para oir y recibir notificaciones, 
salvo que se trate de los representantes a 
que se refieren los artículos 46, fracción IV y 
48, fraCCión VII de este código. 

;RTÍCULO 2~1.- El tercero, dentro ele los ARTíCULO 21'1.- E[ tercero, dentro de ~C5 
:uarenta y CinCO días siguientes él aquél quince Cn3.S hábiles s¡guien'ces 2. élquél en 
,n que se corra traslado de la demanda, que se corr2 ü'Cls~é::cio ele la áema.nda, 
Jodrá apersonarse en JUICIO, mediante podl á apersonarse en JUiCIO, mediante 
,sen lo que contendrá los requIsitOS de la escnto que contendrá los requISitOS de la 
iernanda o de la contestacíón, según sea demanda o de la contest;:¡ción, según sea el 
,1 caso, asi como la JustificaCión de su caso, así corno la JustificacIón de su derecho 
ierecho para ln!e¡·vPllIr en el 2sunto para Inte:venlr en el asunto. 
Jeberá adjunta! (] su escílto, el Deberá adjuntar él su escnto, el documento 
locumento en que se ?credlte su en que se aCI·edrte su pe: sona[¡daci cuando 
Je¡·sonalldad cu~ndo no gestloll2 en no gostlone en nombre P¡·OpIO, [as pruebas 
lomble propio, l:Js !jl~¡ebGs docLlfllcnt",les docurnent;::[es que ofí·ezc2 y el cuestlon8r10 
~ue oí¡·ezcu y e[ ClIPS(lOn':;¡IO il;):8 los pz;ra los ¡JOlitos SOíl aplicables en lo 



leritos. Son aplicables en lo conducente conducente los tres últimos párr2fos del 
JS tres últimos párrafos del artículo 209. artículo 209. 

~R.T¡CUíLO 2"12.- Admitida la demanda se 
:orrerá traslado de ella al demandado, 
;mplazándolo para que [a conteste dentro 
le los cuarenta y cinco días siguientes a. 
¡qué! en que surta efectos el 
~mplazamlento. El plazo para contestar la 
¡mpliaclón de la demanda será de veinte 
lías siguientes a aquél en que surta 
~fectos la notificación del acuerdo que 
¡dmlta la amplraclón Si no se produce la 
:ontestación a tiempo o ésta no se refiere 
¡ todos los hechos, se tendrán como 
:iertos los que el actor impute de manera 
Jrecisa al denlandado, salvo que por las 
lruebas rendidas o por hechos notOriOS 
esulten desviriuados 
:uando alguna autOridad que deba ser 
Jarte en el JuicIo no fuese señalada por el 
¡ctor como demandada, de OfiCIO se le 
;orrerá traslado de la demanda para que 
a conteste en el plazo a que se rE::fiere el 
Járrafo anterior 

ARTíC:JlO 2-:2,- Admitida la demanda se 
correrá traslado de ella al demandado, 
emp[@zámioio pZJnJ qt.l8 ~a cmües~e 

de~üm de los qllill1ce días ¡'1¿bi[:;:s 
siguientes a aquél ero que Sllr'(a efec~os el 
empla.zamiento. El plazo para contestar la 
ampliaCión de la demanda será de veinte 
días Siguientes a aquél en que surta efectos 
la notificaCión del acuerdo que admita la 
ampliación. SI no se produce la contestación 
a tiempo o ésta no se refiere a todos los 
hechos, se tendrán como ciertos los que el 
actor impute de manera precisa al 
demandado, salvo que por las pruebas 
rendidas o por hechos notorios resulten 
desvirtuados 
Cuando alguna autoridad que deba ser parte 
en el JUICIO no fuese señalada por el actor 
como demandada, de ofiCIO se le correrá. 
traslado de la demanda para que la conteste 
en el plazo a que se refiere el párrafo 
anterior 

:uando los demandados ~ueren vanos el Cuando los demandados fueren vanos el 
érmlno para contestar les correrá términO para contestar les correrá 
ndlvldua!mente indiVidualmente 

~RT¡CULO 230_- En los JUICIOS que se ARTíCULO 230,- En los JUICIOS que se 
ramiten ante el Tribunal Fiscal de la tramiten ante el Tribunal Fiscal de la 
:ederación, serán admisibles toda clase 
le pruebas, excepto la de confesión de las 
J.utoridades mediante absolUCión de 
)OSIClones y la petiCión de Informes, salvo 
1ue los informes se limiten a hechos que 
:onslen en documentos que obren en 
Joder de las autOridades 
_as pruebas supervenientes podrán 
Jresentarse Slempl e que no se haya 
llctado sentencia En este caso, el 
naglstrado Instructor ordenará dal" vista a 
a contraparte para que 2n el plazo de 
:InCO dlas exprese 10 que a su derecho 
:onveng;;¡ 
~I maglstl ado Instructor podra acordar la 
;XhlblClón rle Cl'<lICll!!er documento que 
eng3 re!acló'l COn los Ilcchos 
~olltroveilldos o Prll-;:: oídenm [3 p:actlca 
JI? ClI:J'Cl,J:Ci C:III~-C:,C,~ 

Federaclon, se admitirz.n ioda ciase de 
pruebas, incluida la de confesión de ¡as 
autoridades mediante absolución de 
posiciones, cuando se renerél a hechos 
propios 
Las pi uebC'ls supervenientes podrán 
presentarse Siempre que no se haya dictado 
sentencia En este caso, el magistrado 
Instructor ordenará dar vista a la contraparte 
para que en el plazo de CinCO días exprese 
lo que a su derecho convenga 
El magistrado Instructor podrá acordar la 
exh:blclon de cualqUier documento que 

tenga .elacióll con los hechos controvertidos 
o para ordellJr 18 pr~lCtlca de cua[quler 
diligenCia 



o!\RTíCULO 23~·.- La valoración de las ARTíCULO 234.- El lr¡bu~a~ rgOZ2 de ~ó1 
:xuebas se hará de acuerdo con las más am¡di;:¡ ¡jbel'i:@d! p~;"Zl valorar ~a:s 
siguientes disposiciones: pnJebas, tonas enhern'J:e ce o~ras y para 

Harán prueba plena de confesión estzblecer ~d resuH2.d!o 1¡r¡a~ de dicha. 
expresa de las partes, las valoración contrzclictori2.. Para las 
presunciones legales que no pmebas confesiorJa.~, presuncioflal, 
admitan prueba en contrario, así documentad, llesHmoll1iaJ ':f pericio.~ ceberá 
como los hechos legalmente Í,[omar en consideración [as siguiení:es 
afirmados por autoridad en disrposicioroes· 
documentos públicos, pero, si en 1 Harán prueba plena la confeSión 
estos últimos se contienen expresa de las partes, las 
declaraciones de verdad o presunciones legales que no admitan 
manifestaciones de hechos de prueba en contrario, así como los 
particulares, los documentos sólo hechos legalmente afirmados por 
prueban plenamente que, ante la autOridad en documentos públicos; 
autOridad que los expidió, se pero, SI en estos ultimas se 
hicieron tales declaraciones o contienen declaraciones de verdad o 
manifestaciones, pero no prueban manifestaciones de hechos de 
la verdad de lo declarado o particulares, los documentos sólo 
manifestado prueban plenamente que, ante la 
Tratándose de actos de autoridad que los expidiÓ, se hicieron 
comprobación de las autOridades tales declaraciones o 
administrativas, se entenderá manifestaciones, pero no prueban la 
como legalmente afirmados los verdad de lo declarado o 
hechos que constan en las actas manifestado 
respectivas Tratándose de actos de comprobación 

11 El valor de la prueba pericial y de las autOridades administrativas, se 
testimonial, así como el de las entenderá como legalmente afirmados 
demás pruebas quedará. a la los hechos que constan en las actas 
prudente apreciación de la sala respectivas 

~uando por el enlace de las pruebas ¡¡ El valor de la prueba pericial y 
-endidas y de las presunciones forllladas, testllTlonlal, asi como el de las demás 
a sala acqulera conviCCión dlstlllta acerca pruebas quedará a la prudente 
Je los hechos materia de litigiO, podl-á arreclaclón de la sala 
"alorar las plueb8s sin sUjetarse a lo En todo cz:so se deberá: fundar 11 motivar 
:.llspuesto en las fraCCiones anteriores, en derec:lO e[ resultado cíe le:: v2loración 
:.leblendo fundar r87.01l8blernente esta 
Jarte de su sentellcra 

::\RT[CUlO 236.- La senten:::la se ARTiCULO 236.- La sentencia se 
Jronunclará por unClnllTlidad o mayoria de pronunciará por unanimidad o mayoría de 
Jotas de los magistrados IIltegr;:mtes de la votos de los magistrados Integrantes de la 
;;-\Ia, dentro de los sesenta dias sigUientes sala, dentro de los treinta días háoi;es 
:1 aquel en que se cierre la instruCCión en siguientes @ ac;ue~ en que se cierre 121 
~I JUiCIO [Jara este efecto el magistrado instrucciór; en e~ juicio Para este efecto el 
nstnlctor formulará el proyecto respectivo m8glstrado Instructor formulará el proyecto 
:Jentro de los CUéll8ilt:-J y CinCO di2S respectivo dentro de ¡os qL:¡nce clias 
siguientes DI CI(;I re eJe la Instl ucelón Pora ;ljL~i¡cs sigu!0níes al cierre ¿e ¡e: 
Jlctz¡r ¡ esollicléll en los CClSOS de instrucc¡ór. Par él dictar resolUCión en los 
~ol!'esell~1IeI1,0 ;)01 Z'i~ltJI';J de> 10 s C:lllS;:~S CélSOS de SOlJleSelllllento por c:lglJll;:) de las 
1IPVIS:C!S el] r'l::-: ~lllll() 7U,~ eL:> c<.e cócJ'00, ccus;::c; rlC\!lstJS C;l 8\ ZlI,lculo 203 eje este 



o será necesario que se hubiese cerrado 
~ instrucción 
;uando la mayoría de los magistrados 
'stén de acuerdo con el proyecto, el 
:1aglstrado disidente podrá limitarse a 
!xpresar que vota en contra del proyecto o 
:xmular voto particular razonado, el que 
leberá presentar en un plazo que no 
!xceda de diez días 
).1 el proyecto no fue aceptado por los 
Itros magistrados de la Sala el magtstrado 
lstructor engrosará el fallo con las 
Irgumentos de la mayoría y el proyecto 
lodrá quedar como voto particular 

código, no será necesario que se hubiese 
cerrado la instrucción, 
Cuando la mayoría de los magistrados estén 
de acuerdo con el proyecto, el magistrado 
disidente :Jodrá llmltarse a expresar que vota 
en contra del proyecto o formular voto 
particular razonado, el que deberá presentar 
en un plazo que no exceda de diez días, 
SI el proyecto no fue aceptado por los otros 
magistrados de la Sala el magistrado 
instructor engrosará el fallo con los 
argumentos de la mayoría y el proyecto 
podrá quedar como voto particular, 

\RTiCULO 237.- las sentencias del ARTicULO 237.- las sentencias del 
-nbunal Fisca.l se fundarán en derecho y 
esolverán sobre la pretensión del actOí 
lue se deduzca de su demanda, en 
elación con la resolUCión impugnada, 
r.::miendo la facuMad de invocar hechos 
¡oiorios, 
~uando se hagan valer diversas causales 
le ilegalidad, la sentencia o resolUCión de 
3 sala deberá examinar primero aquéllos 
¡ue puedan llevar a declarar la nut;dad de 
Ina resoruclón por ra omisión \le tos 
equisltos formales eXigidos por las leyes, 
) por vicios de procedimiento, la misma 
leberá señalar en que forma afectaron las 
lefensas del particular y trascendieron al 
;entido de la resolUCión 
_as salas pOdrán corregir los errores que 
ldvlertan en la cita de los preceptos que 
:e conSideren Violados y examinar en su 
:onJunto los agravIos y causales de 
egalidad, así como los demás 
azonamlentos de las partes, a fin de 
esolver la cuestión efectlvameni.e 
)Ianteada, pero Slll cambiar los hechos 
;xpuestos en Id demanda y en la 
:ontes'Laclón 
-1 atándose 
esuelvan 
esoluClon 

de 135 

sobre la 
clclad8 

sentenCI~s que 
legalidad de la 

en un recurso 
ldlllltllstl'Ot:VO, SI se cuenta con elementos 
;u[lclentes para ello, el Tribunal se 
)rollunclará sohre lel leg211dad de I;::¡ 
esoluclon recur~ld~l, C'1l 1(1 pZ'rte que 110 
;Jil::,[IZO e IlllCll"S JurídiCO elel 
jcrn a r: cJ;m k; 1\:0 se roci;(."li' r:lnul(1l' o 

Triburtal risca! se fundarán en derecho y 
resolverán sobre la pretensión del actor que 
se deduzca de su demanda, en relación con 
la resolución impugnada. 
Cuando se hagan valer diversas causales de 
Ilegalidad, la sentencia o resoluCión de la 
sala deberá examinar primero aquéllos que 
puedan llevar él declarar la nulidad de una 
resolución por la omisión de los requisitos 
formales eXigidos por ]8.S leyes, o por vicios 
de procedimiento, la mrsrna deberá señalar 
en que forma afectaron las defensas del 
particular y trascendieron al sentido de la 
resolución Sin embargo, si se alegan 
causales de Ilegalidad manifiesta en el acto 
ImfJugnado, [a sala respectiva deberá. 
analizar los agravios correspondIentes y, de 
comprobarse, se anulará el acto en forma 
lisa y llana 
Las salas podrán corregir los errores que 
adViertan en la cita de los preceptos que se 
consideren Violados y examinar en su 
conjunto los agravIos y causales de 
ilegalidad, así como los demás 
razonamientos de las partes, a fin de 
resolver la cuestión efectivamente 
planteada, pero Sin cambiar los hechos 
expuestos en la demanda y en la 
contestación 
Tratandose de las sentencias que resuelvan 
sobre 18. legalidad de la resolución dlctClda 
en un recurso admlnlstíatlvo, SI se cuema 
con elementos sufiCientes pare¡ ello, el 
Tllhun81 se 0lonuncl8ra. sorxe la lega:ldad 
de la l-esDil;c:én fCCUI-~¡d2, en 12. parLe que no 



nodiflcar los actos de las autoridades 
~dmlmstraé¡vas no Impugnados de manera 
:xpresa en la demanda 
::'n el caso de sentencias en que se 
:ondene a la autoridad a la restitución de 
Jn derecho subjetivo violado o a la 
jevoluc¡ón de una cantidad, el tnbunai 
ieberá previamente constatar el derecho 
lue tiene el particular, además de la 
legalidad de la resolución impugnCida. 

~RTjCUlO 239.- La sentencia 
Jodrá 

definItiva 

I 

11 

III 

IV 

Reconocer la validez de la 
resolución Impugnada 

Declarar la nulidad de la resolución 
impugnada 

Declarar la nulidad de la resolución 
impugnada para determinar 
efectos, debiendo precisar con 
claridad la forma y términos en 
que la autoridad debe cumplirla, 
salvo que se trate de facultades 
discrecionales 

Declarar la existencia de un 
derecho subjetiVO y condenar al 
cumplimiento de una obligación, 
é:S~ como declarar ~a r.ulidad de 
la resoluc!ón impugnada. 

Si la sentencia obliga a la autoridad a 
"eallzar un deterrlllnado acto o iniCiar un 
Jrocedimlento, deberá cump[lrse en un 
Jrazo de cuatro meses contados a partir 
:le que [a sentenc'a quede firme Dentro 
:le) mismo término debel á emitir la 
"eso lUCión deflnlt:va, aun cuando hayan 
~ranscumdo los plazos seria lados en los 
3rticulos 46-A y 67 de este código 
::n el caso de que se Interponga recurso, 
se suspenderá el efecto de la sentencia 
lasta que se dicte [a resolUCión que 
ponga fin a la controvelsla 
SIempre que se esté en alguno de los 
supuestos previstos en las fraCCiones I[ y 
111, del artículo 238 de este codlgo, e[ 

Tribunal Fiscal de la FederaCión declarará 
la nulldcd paré'.: el e~ecto C:2 que se 
lepong2 el proccdlJlllclllo o se emlí8 
nueViJ rE'SOIUCIO:l en los dcmós C2S0S, 

,GI:l0:C 1l pccjr~~ IIlUll~J; los lér:l~!;:OS 

COilfo¡rnc: :-: [o"'. c'J:-:lcs r::,hc: (:IC(.l: su 

satisfizo el Interés juridlco del demandante. 
No se podrán anular o modificar los acl:os de 
las autondades adminisirativas no 
impugnados de manera expresa en 12 
demanda, salvo que eXlsia une;: violación 
abierta a las leyes 

ARTíCULO 
podrá. 

239.- La sentencia definitiva 

I 

11. 

111 

Reconocer la validez de la resolución 
impugnada 

Declarar la nulidad de la resolución 
Impugnada 

Declarar la nulidad de la resolución 
impugnada para determinar 
efectos, debiendo precisar con 
claridad la forma y términos en 
que la autoridad debe cumplirla, 
salvo que se trate de facultades 
discrecionales. 

IV Declarar la eXistencia de un derecho 
subjetiVO y condenar al 
cumplimiento de una obligación. 

Si la sentencia obliga a la autoridad a 
realizar un determinado acto o iniciar un 
procedimiento, deberá cumplirse en un plazo 
de treinta días hábiles contados a partir de 
que la sentencia quede firme Dentro del 
mismo término deberá emitir la resolución 
definitiva, aun cuando hayan transcurrido los 
plazos señalados en los artículos 46-A y 67 
de este código 
la interposición ue! recurso suspende 
¡os efectos de I@ semerlcia hasta que se 
dicte ~a resolución respectiva. 
Siempre que se esté en alguno de los 
supuestos previstos en [as fraCCiones 11 y 111, 
del articulo 238 de este código, el Tnbunal 
declarará la nulidad para el efecto de que se 
reponge el proccdlmlcnto o se emlt8 nueve: 
resolución, con excepción hecha de los 
casos de ilegalidad manifiesta, puesto c:ue, 
en esta (¡!tima CIrcunstancia se 2nu\zra lisa y 
1I;J11;:lII~ente de determinaCión y 18 autOridad 
no POdl'él emitir un nuevo acto, en los demás 
(;8$05, ',,"rr:i),2:: [!cd¡ c': Indlca¡ los términOS 

cOIl:or'IIC 2 los cl,ales debe dle'lélr su 



esolución 18 autoridad 
,alvo que se trate 
liscreclonales. 

administrativa, resolución la autoridad administrativa, salvo 
de facultades que se trate de facultades discrecionales. 

Las reformas propuestas se sustentan en las siguientes consideraciones: Por lo 

lue se refiere a la Ley Federal de Procedimiento Administrativo estimamos que toda 

lOrma juridica es de interés geceral y orden público, por lo que nos parece innecesario 

llasmar esa circunstancia en la ley. Pretendimos dar una mejor sistemática a los 

lreceptos relacionados, mejorando su redacción y estableciendo los supuestos de 

lrocedencia de la anulabilidad y la nulidad. Con el propósito de evitar la 

liscrecionalidad y arbitrariedad en el desempeño de las labores encomendadas a la 

.dministración pública, se plasmó la obligación a cargo de la autoridad administrativa de 

nterpretar los principios que uniforman a los trámites, procedimientos y procesos en el 

;entido más favorable para el desarrollo de la función pública y en beneficIo de los 

3dministrados. En contra de la posición dominante, se incluyó entre los medios de 

)rueba a la confesional de la autoridad; esto fue así, porque entendemos que en 

)casiones el derecho que invoca el gobernado se relaciona con el conocimiento directo 

~ue posee la autoridad sobre los hechos, y consideramos que privar al administrado de 

oste elemento probatOriO es colocarlo en estado de indeíensión. En el caso de los 

nformes que se pidan a otras autoridades en el proceso administrativo, en los que se 

::oncedan derechos a favor de los administrados, para evitar la interpretación fundada 

011 el libre albedrio de la autoridad, establecimos su carácter obligatorio para los 

Jrganos de resolUCión de procedimientos, con la finalidad de evitar que, por Ignorancia 

) mala fe, se les prive a los gobern2dos de los derechos en ellos consignados 

Por lo que hace a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

:JúbIICOS, además de pretender mejorar la técnica Jurídica de los preceptos 

-elacionados, plasmamos lo sigUiente Intentamos resolver el problema de la norma 

;upletoria apllcabl2 a la materia, y dejarnos en claro que es la legislación sustantiva y 

3djetlV8 penal, deiemllnaclón que no es caprlchcsa, puesto que obedece a cuesliones 

lis-ióncas y de llCüuraleza Jur¡dlca íorma\ y material del régimen dlsciplmario. 

R8CIOrl311ZZlIllOS bs obligaCiones 8 cargo de los serVidores plJbIICOS, generalizándolas y 



riolaciones graves a la disciplina administrativa. Asentamos los llamados principios de 

a responsabilidad administrativa, esÍo es, la Independencia de las vías administrativa, 

)ena! y civil, el de Vinculación de las determinaciones firmes que emita la autoridad 

urisdiccional, el de que sólo podrán sancionarse acciones u omisiones que impliquen 

nfracción administrativa y el de proporcionalidad Se otorga al quejoso o denunciante el 

;arácter de parte y se asienta, en concordancia, la obligación de la autoridad 

3.dministratlva de respetar el derecho a la información En cuanto a las sanciones 

ldministrativas, atendiendo a la naturaleza disciplinaria de la vía, se agregan las de 

Jeménto y el cambio forzoso de puesto Agregamos, además, los llamados principios 

Jel proceso disciplinano, entre los que sobresalen' el agotar el proceso para imponer 

;anciones por illfracciones administrativas graves; seguir la vía sumarla para las 

nfracciones leves; los de celeridad, economía procesal, presunción de InocenCia, 

Jerecho a alegar y el auxilio de la autoridad al presunto responsable para que pueda 

,llegarse de los mediOS de prueba a su favor Se deja plasmado que el abuso de la 

'acuItad de suspensión temporal será sancionado en la vía administrativa por el superior 

erárquico 

Por su parte, para el Código Fiscal de la Federación, reducimos los tiempos de 

Jresentación y contestación de la demanda de 45 a 15 dies hábiles, Adecuamos los 

-equisitos de la demanda y de la prevención, En matena probatoria se agregó a los 

lledlos de pruebas la confesional de la autoridad y se le otorgó amplia libertad al 

Jrgano de resolUCión para la valoraCión de las pruebas. También, se reducen los 

~Iempos pare; [8 emiSión de [a sentencia y la formulación del proyecto respectivo, entre 

Jtras sítuacIOl18S 

Es claro para el lecior atento, que no Intentamos una reforma profunda al 

:.:ontenldo de las leyes aquí relaCionadas, si no que, con espíritu constructivo, 

::::onsíderamos conV8nlelTte p,eservar parte de las mismas Las razones de esta 

:Jeterrnlnaclón son obVias Por un lado, el análiSIS de las Instituciones sUS-lantlvas y 

adjetivas que lilCegran 8: cuerpo de las leyes analizadas requiere de una reflexión más 

proíundc:, en 125 Que se plasmen no sólo cuestiones técnico Jurídicas, SinO también las 

situaciones de carácter socisi que desde el elIJos colectiVO slilgularlzan ;; la ley y la 



No podemos dejar de mencionar que, mientras se redactaba el presente trabajo, 

~ fracción parlamentaria de! Partido Acción Nacional en la Cámara de Diputados, el 5 

e abril de 2001, presentó dos proyectos de ley: la Ley Federa[ de Juicio Político y 

)eclaración de Procedencia y [a Ley Federa[ de Responsabi[idades Administrativas de 

)s Servidores Públicos. 

Para [os propósitos de nuestro trabajo interesa [a segunda. En ella destacan las 

iguientes propuestas. La separación del JUIcIo político y [a declaración de procedencia 

e la responsabilidad administrativa La creación del registro de servidores públicos 

ancionados, instancia que cabe mencionar ya existe dentro de la estructura de [a 

)rrecclón Genera[ de Responsabl[idades y SituaCión Patrimonial de la Secretaría de 

:ontra[oría y Desarrollo Administrativo. Establece que e[ registro tendrá e[ carácter de 

'úblico, sin embargo no establece los mecanismos para que e[ público pueda tener 

cceso a la información en él contenida; esta situación puede relacionarse con el hecho 

e que se prepara un proyecto de ley de acceso a la Información en [a Secretaría de 

'obernación. Destaca también [a ob[igaclón a cargo de [as dependencias y entidades 

e la Administración Pública Federal de elaborar códigos de ética, situación que puede 

I futuro provocar un caos, puesto que el serviCIO públjco ya posee su código de ética 

ustentado en la lega[idad, honradez, lealtad, Imparcla[idad y eficiencia; yen este tenor, 

JS serVidores pLlbllCOS tendrán que estar atentos no sólo al código ético plasmado en la 

?;y, si no también al particular de cada dependencia o entidad Con acierto, se otorgan 

3cu[tades para aplicar la ley al [nstltuto Federal Electora[, a [os Trrbunales Agrarios y a 

3 Auditoría Supellor de [a Federación El proyecto amplia [os plazos de prescripción, 

Jasando de uno a tres silOS a tres y CinCO años, para el caso de Infracciones graves. 

\quí es prudente 8.sentar que en el proyecto no se establece con claridad que debe 

~ntenderse por Inffélcciones graves, lo que choca con la seguridad jurídica Además, 

lcremeni3 innecesanamente la casuística que contiene el actual artículo 47 de la Ley 

'Igente por 10 que Se refiere a las obligaCiones a cmgo de los servidores públiCOS. 

:siablece el ernbarqo precautono de bienes para gmantlzar el cobro de sanCiones, con 

:) que puec!e c;2rse íl18;::: la crbllíariedad, puesto que la determ:ll8clón de sanciones es 

nalerr3 del ¡irOCedllllI81llo, cuyo ¡-CSU!t8rlO fllléll se rlasrna en una resolución por la que 



va a imponer una sanción económica y ordene como medida cautelar el embargo 

precautorio, con lo que se da carta de naturalidad a la arbitrariedad. Otra novedad en el 

proyecto es la determinación del Código Federal de Procedimientos Civiies como norma 

supletoria aplic8Dle al "procedimiento" diSCiplinario. Aquí cabe plantear algunas dudas 

sobre [o acertado de la medida. En efecto, no entendemos como un código de 

naturaleza dispositiva va a ser útil en un proceso Indagativo. En el proceso disciplinario 

no existe la igualdad entre partes que se plantea en materia civil, el estado siempre está 

por encima de los gobernados. Además, atendiendo a la naturaleza sancionatoria del 

proceso disciplinario, es evidente que el código adjetivo penal proporciona mejores 

herramientas jurídicas a la autoridad para el desenvolVimiento de sus funciones 

También, es claro que la legislación adjetiva y sustantiva penal proporcionan mayores 

garantias al presunto responsable Por lo que hacemos votos porque se vuelva en sana 

ortodoxia juridica a la supletoriedad a favor de los códigos sustantivo y adjetivo penales. 

En el aspecto procedimental, el proyecto establece como novedad una dilación 

probatoria de ónco días después de celebrada la audiencia de ley; con lo anterior 

desnaturaliza el sentido de la propia audiencia, puesto que su propósito es el de 

ofrecer, admitir y desahogar pruebas y verter alegatos. Con lo anterior se rompe con la 

secuencia lógica del proceso SI lo anterior no fuese bastante, incrementa 15 días 

hábiles el plazo que se otorga a la autoridad para emitir resolución, que pasa de 30 a 45 

días hábiles. ad8rnás, deja abierta la pOSibilidad para la autoridad administrativa de 

aplazar a la emiSión de la resolución por otros 45 días hábiles. Con Jo anterior el plazo 

real pc:ra emitir una resolUCión es de 90 días hábiles, lo que es contmno a la garantía de 

justicia pronta que rGgula el stiículo 17, párrafo segundo, de la CarÉa Magna. En Igual 

sentido, el plazo para notificar la resolución pasa de 72 horas a 10 días há.biles. 

Como se advierte, el proyecto del Partido Acción Nacional se concentra en 

cuestiones de formJ m¿s que de fondo, por lo que no trasciende el sentido de las 

reformas qL:e proponernos 

No podemos soslayar que los limites cognrllvos y metodológicos del presente 

trabajo nos COnSlrltlen al c2mpo ITlsirumental del Derecho Administrallvo. Así, en el 

estudiO eJe lí'is leyes aquí rllenclonadas nos ocupamos l!llic8mcnl8 del aspecto adJetiVO, 

c::::;:-: e)(ce~;c;ó:~ :,CC:l~ ce 1;:: Ley ~ceJem! Je :<2C',::ons;;:¡biild2.c18S eJe los Serv:dofes 



Públicos, cuyas características la transforman en una norma sui generis. Las reformas 

Jlanteadas por sí mismas no van a solucionar el probiema de la aplicación del derecho 

2n la materia administrativa. Para que estas propuestas se pudiemn transformar en un 

~ran eje de lucha contra la corrupción y de tutela de la legalidad, se requieren, 

Jaralelamente, otro tipo de reformas; tal es el caso de los artículos 192 y 193 de la Ley 

Reglamentaria de los Artículos 103 Y 107 Constitucionales, para obligar a las 

3utoridades administrativas que aplican normas jurídicas a sujetarse a la interpretación 

=lue realiza el Poder Judicial de [a Federación de las mismas, con el propósito de 

Jniformar los criterios de solución de controversias jurídicas. Es urgente establecer el 

5erviclo Civil de carrera para evitar que cada sexenio se reinvente la administración. 

:Jtra cuestión trascendente es la que se relaciona con los recursos públicos, toda vez 

~ue la separación de poderes en nuestro país será inexistente mientras sea el ejecutivo 

~uien determine el uso y destino de los recursos públiCOS También importan las formas 

je organización, un buen programa puede fracasar si se carece de la estructura capaz 

je llevarlo a la práctica. Existen otras cuestiones de las que deberia ocuparse la 

sociología Jurídic3, relaCionadas con la legitimidad de los mandatos normativos en 

luestro país y e: grado de formaCión jurídica que poseen tanto los apllcadores de las 

lormas como los destinatarios de las mismas Otro tipo de problemas se relaCionan 

::lirectamente con los usos y costumbres del poder en nuestro país que afectan 

5ubstantivarnente a lo Jurídico Para el campo de la psicología jurídica queda la cuestión 

'elaclonad8. con el 8.llá[isIS de la mentalidad de los IndiViduos que ocupan cargos en la 

3dnllnlslraclón y como influye ésta en la toma de deCISiones. Para la filosofía queda el 

2stabiecer como el bien Justicia, debe repartirse para satisfacer las neceSidades del 

1llSmO en la Ciudadanía 

No pretendemos que eSl3S propuestas sean las mejores ni las más acabadas, 

llUy por el contrariO estamos consci(2ntes de la falibilidad de las Ideas humanas; de 

:luestras propi8S fllGrZ8S y de la perfectibilidad de las ¡nstitIJ(';lones Jurídicas Es más, 

3deiamándonos .3 nuestros críticos podemos afirmar que nuestra propuesta no es 

::or.:pleta, pl!esio que no b8Stc: el otor~8r ill2yores 8'lílbuclones 2. un iUrlsdtccnie para. 

=lue IpSO 13ClO S8 !lo.ga Justicia Sin embargo, Si estas líneas contílbuyen al debate en 

~olrlO 2 1,""1 JUSlICk: qJ8 se (;2. en 13 i:":.C;;illlliSd2CIC)llI1,e cioy por S2,:ls~ec:lO 





f[lL Conclusiones 

Al delimitar las ideas fundamentales de nuestro estudio, plasmamos diversas 

~ategor¡as doctrinales de control: como son las de control legislativo, administrativo, 

urisdiccional, socia! y político, etcétera. Destacamos las características de! control 

nterno y externo Decantamos las voces procedimiento, proceso, jurisdicción, 

;ompetencia, administración y las formas de organización de la administración pública 

;n México. Aludimos, también, a la Interpretación de las normas jurídicas letra a letra, 

;omo vicio de aplicación normativa Al estudiar los conceptos de procedimiento y 

)roceso, apoyándonos en las ideas de Francisco González Navarro y en su teoría 

evisionista del proceso, establecimos la existencia de los llamados universales del 

)roceso un órgano público titular de la función judicial, unos datos que se deben fijar 

)ara ejercer la función Judicial y un destinatario de esa función, quien posee el derecho 

3 intervenir o no intervenir en el proceso. Siguiendo esta tesis, y sustentados en la 

Jistinción formal y material de los actos Juridicos, consideramos que la diferencia entre 

)roceso y procedimiento consiste en que en el primero el sujeto pasivo tiene derecho a 

ntervenir, mientras que en el segundo no Estimamos que el llamado procedimiento 

3.dmlnistrativo, cuando intervienen partes y se dice el derecho en el caso concreto, es 

Jn verdadero proceso Planteamos, además, que la jUrisdicción y el control son temas 

~orrelativos En este orden de Ideas, conclUimos que nada se opone a que se dé la 

unCión Jurisdiccional en materia administrativa 

Nos ocuparnos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, establecimos 

~ue el procedlllljento que regula esta ley desde el punto de visía material debe ser 

::onslderado un verdadero proceso y Clue atendiendo a sus notas sustanciales es 

llaterlalmente jUrlsdrcclonal Drsertamos sobre la consti'lucionalrdad de la ley adjetiva 

3dmlnistrativa Al estudiar el recurso de revrslón regulado en la ley estimamos necesario 

lomlnarlo "proceso adminlstr8tlvo de reviSión" y dejar la voz "fase autocompositiva" 

)8ta aquella eta.p.;; llamada "prOCedll11lento administratiVo". Por lo que se refiere a su 

:::sf2cteí de :nec~lo eh control ce In 2CtlVidDd acinllnlstí2t:V2, consloeí2mos que ¿ste 

:iescans8 er l el IlCC)lO de? c:ue (,1 rr::crrdo "pro::::;edlnlr8nio" tiene COIllO propósito tutelar 18 



procedimientos administrativos" se puede confirmar o dec!aíar la inexistencia de un 

:Icto de autoridad administrativa, anularlo, revoca~lo o modificarlo. 

Después de analizar la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

'úblicos, hicimos una breve referencia al juicio político y a la declaración de 

Jrocedencia. Sentamos la necesidad de clarificar lo relacionado con la norma. suplei.oria 

lplicable al procedimiento disciplinario, la solución que propusimos, después de un 

málisis dogmático e histórico, se relaciona con la adopción del Código Federal de 

:;!rocedlmientos Penales y el Código Penal Federal como norma supletoria. Disertamos 

;obre el marco normativo del control interno; y analizamos el llamado procedimiento 

Jisciplinario, donde consideramos que si el propósito del "procedimiento" es investigar 

Jna queja o denuncia, para aplicar el derecho al caso concreto, con lo que concluimos 

~ue no existe la "fase de investigación" que en la práctica realizan las contralorfas 

nternas. Además, estimamos innecesaria la ratificación de la queja o denuncia, 

3tendiendo a que el interés jurídico en este tipo ce "procedimientos" se surte a favor del 

::stado. Tambié~, establecimos el carácter ce verdadero proceso materialmente 

urisdiccional del "procedimiento disciplinario" y a los elementos que lo configuran como 

lledio de control Interno de la actividad administrativa. Perfilamos algunas medidas que 

3e proponen para enfrentar a la corrupción, como son' la existencia de estructuras 

::;olegiadas en el ámbilo de la administración pública, la revisión jerárquica y la coma de 

jecisiones por temas Y dejamos plasmados una sene de problemas en materia de 

3pllcaclón normativa y sus posibles soluciones 

Nos ocupamos del Código Fiscal de la FederaCión, y en particular del juiCIO de 

lulldad que se regula en él mismo, advertimos que este juicio constituye un verdadero 

Jroceso. Disertamos, también, sobre los caracteres del conlencloso administrativo 

::;omo representativo de un mediO de control matenalmente jurisdiccional y externo de la 

Jctivldad adminisllativa Dimos un breve vistazo a la queja, la aclaración de sentencia y 

3: la excitativa de justicia Entre los recursos que regula la ley nos ocup8mos de la 

reclamación y la revisión Estimamos que este JUICIO es un medio de conlrol por 

:::llionom2sl2 de la Z:C:,iVidscl de la Admlllisi.raclón PLlbllca en e: p8ís Y si ocu¡JZrr10S de 

18 íunclón de con:rol ~I c:pllcCiclón de 13 norma en el proceso contenciOSo, 8dvertltllOS 

c:IQunos prolJleJl12S p;O~IOS cíe eSl8 <JClIVIClZ:C'J, CO;110 SOl1 Ic:s caígé',S eXC2SlV2S de 



abajo, la falta de capacitación del personal encargado de aplicar la norma y la carencia 

e un presupuesto apropiado a la necesidades de esta actividad. También adverlimos 

ue, con las reformas publicadas en el Diario Oficial el 31 de diciembre de 2000, nos 

cercamos cada vez más 21 contencioso administrativo de plena jUrisdicción 

Intentamos una breve experiencia de derecho comparado, al contrastar los casos 

e España, Francia, Inglaterra e Italia, como representativos de los dos grandes 

istemas que se disputan el control de la actividad de los órganos administrativos: el 

ontinen!al europeo y el jurisdiccional, o el administrativo y el judicial, e hicimos una 

elación de sus diferencias \' concluimos que Independientemente de donde se 

'ncuadre el órgano que aplique la justiCia administrativa -en el poder judicial o en el 

'oder ejecutivo- lo importante es la responsabilidad, la honestidad, la experiencia y la 

apacidad probada de quienes apliquen el derecho en la rama contencioso

Idministrativa 

Relacionamos dos conceptos que por sus caracteristicas propias no pueden ser 

'ntendidos el uro sin el otro: el control administrativo y la Justicia. Después de estimar 

lue para nuestro trabajo buscamos un concepto operativo de Justicia, acudimos a las 

~xperienclas de la doctrina para establecer este concepto de Justicia para el marco del 

,roceso administrativo, el concepto al que arribamos se relaciona con la llamada justicia 

ICocesal perfecta a que alude John Rawls, que es aquella en la que se cumplen dos 

:ondiciones eXiste una norm8 Independiente para decidir 21 resultado que es justo y un 

lrocedimiento que garantlz2 aue se llegará a él. Analizamos !as cuestiones 

elaclon2das con el control y la administraCión y conSideramos que el Instrumento por 

~xcelencia del control Illtemo preventivo y correctivo es la auditoría interna Después, 

lOS enfocamos a la cuestión de relaCionar la justicia con la administración y recordando 

1 Aristóteles dejamos asentado que la diferenCiaCión entre justicia distributiva y 

:onmutativa no ha Sido superada; Sin embargo, también dejamos constancIa de algunos 

Hoblemas que se viven en el ámbito administrativo, relaCionados con el lema de la 

usticia Nos abocamos a establecer corno se visualiza el control y la aplicació:l de las 

10 ríll c:s 811 !z.: mc::teíl8 Clc)lninisIí3.tiVe: desde 12 socI2dac', pare: lo Clla.! 8cuo'Imos 2 é'!lguf18S 

~st3distlcas POi (JllIIllO, cJeslaC8nlOS el pap!?1 del Juzgador en la tarea de aplicación de 

'[(1 



Para finalizar, enunciamos nuestra idea de reforma a las Leyes Federal de 

rocedimien'i:o Administrativo; Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos 

Código Fiscal de la Federación. Destaca que la misma se encamina z: es1ablecer 

lejores herramientas procesales para los juzgadores, por lo que reducimos los tiempos 

:; resolución, clarificamos normas supletorias e intentamos mejorar la técnica jurídica 

:; los preceptos cuya reforma proponemos. También exploramos brevemente el 

Jntenido de la reforma que propone el Partido Acción Nacional para crear las Leyes 

ederal de Juicio Po!itlco y Declaración de Procedencia y Federal de Responsabilidad 

dministrativa de los Servidores Públicos. Dejamos asentado que la reforma no es 

erfecta, y establecimos la necesidad de una reforma más integral y profunda a 

eterminados rubros tanto normativos como administrativos, como posibles ejes de una 

strategia contra la corrupción, entre las que destaca la posibilidad de obligar a las 

utoridades administrativas que apliquen "procedimientos" materialmente 

Irisdiccionales a sujetarse a la jUrisprudencia y la necesidad de mejorar las estructuras 

dministratlvas e implantar el servicio civil de carrera 

Con los anteriores puntos consideramos haber comprobado la hipótesis que nos 

lanceamos al inicIo del presente trabaJo, esto es, acreditamos la eXistencia de 

rocedlmlentos administrativos materialmente JUrisdiCCionales Advertimos la 

lsuflclencia de las herramientas normativas en el ámbito administrativo y por último 

ropusimos nuevas normas para enfrentar la corrupción 





El 16 de julio de 2001 se publiCó en el Diano Oficial de la Federación la reforma al 

:eglamenlo Interior de la Secretaria de Contraloría y Desarrollo Administrativo. Esta 

::!forma es importante para nuestro trabajo en atención a que, en el capítulo tercero, en 

ande nos ocupamos de estudiar la Ley Federal de Responsabilidades de los 

'ervidores PúbliCOS, analizamos parte de su contenido. En particular estudiamos el 

rtículo 26, fracción 111. en el que se establecían las atribuciones de los titulares de los 

rganos internos de control, y las de los titulares de las áreas de quejas, 

osponsabllidades y auditoría en las dependencias y enlldades de la administración 

ública federal. 

Con la reforma el reglamento aumentó considerablemente, pues sus 34 artículos 

'riginales pasaron a 55, esto es, 21 más. En el caso de la regulación de las atribuciones 

e los servidores públicos relacionados, se debe señalar que el reglamento actual 

'siablece en el Capitulo IX iliulado "De los Coordinadores de Sector de los Órganos de 

'Igilancia y Control, Delegados, Comisarios Públicos, Titulares de los Órganos Internos 

e Control y Supervisores Regionales", en su artículo 47, fracción 111, nurnerales 1 al 12, 

:ue los titulares de los ór~anos internos de control tendrán las facultades que establece. 

:ntre ellas destacan reCibir quejas y denuncias, investigarlas y fincar las 

2sponsabilldades a que haya lugar, además de llevar acabo las acciones conducentes 

lara garartizar el cobro de las sanciones económicas que se Impongan a los servidores 

iúb!icos Lo allterlor pod~ía llevar a estimar que las contralorías internas pueden invadir 

.'1 ¿rnblto competenclal de las autOridades fiscales, puesto que a estas últimas 

:orresponde aplicar el procedlllliento económico coactivo para el cobro de los créditos 

Iscales a los que se aSimilan las sanciones económicas Impuestas en la vía 

liscipllnana También, se les otorga la atribución de calificar los pliegos preventivos que 

ormulen las dependenCias, entidades y órganos desconcertados y "fmcar" los pliegos 

le respons8billd;:¡des cuando proceda, erTlItrr resolUCiones en los recursos de 

evocación; :--eallzar 18 defensa Juridica. de las resolucrones que ernitan, IrT',plementar el 

;lsiem3 Integral de control gllbem31l'l8ntsl y coadyuvar;:: Su runclonamÍento efecllvo. 

)IOpZ::lK:r;.' i'ec!I,{~'::f 2-ucl:torí2S, lilVCS:ig2c1oncs, IflSp-:::cclones o VISIl8S de cU81c:;uler llpO, 



lcibir, tramitar y dictaminar sobre la indemnización a que se refiere el articulo 77-bis de 

, Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, coordinar la 

lfmulación de proyectos, programas y el presupuesto; formular las denuncias que 

rocedan por presuntos nechos delictivos, requerir información para el cumplimientos 

e sus atribuciones; y verificar el cumplimiento de las obligaciones de los servidores 

úblicos, entre otras 

En la fracción IV del erticulo mencionado, se regulan las atribuciones de los 

tulares de las áreas de responsabilidades, auditoría interna, auditoría de control y 

valuación y quejas Del primero destacan las siguientes facultades: citar al presunto 

:!sponsable a la audiencia de ley, iniciar e instruir el procedimiento de investigación, 

eterminar las responsabilidades a que haya lugar e imponer las sanciones 

orrespondientes; llevar registro de los asuntos de su competencia; dictar las 

3soluciones en los reClirsos de revocación; recibir y resolver las inconformidades y 

uxiliar al titular del órgano Interno de control en la materia de responsabilidades. Al 

agundo se le atrrbuye realizar audltorias y reVisiones; vigilar la aplicación de las 

nedidas correctivas y recomendaCiones, requerir información y documentación para el 

:umplimlento de sus funciones y atribuciones y proponer las Intervenciones que se 

¡eban incorporar al programa anual de control y auditoría El tercero debe verificar el 

:umplim1ento de las normas de control que emita la Secretaría, evaluar la suficiencia y 

!fectlvldad de la estructura de control interno; efectuar la evaluaCión de riesgos que 

lbstaculicen el cumplimiento de las metas y objetivos, promover una cultura de control; 

)romover el estableclfnlento de "pronunCiamientos de carácter étiCO" y proponer las 

~tervenciones que en materia de evaluaCión se deban incorporar al programa 8ilual de 

:ontrol y auditoriO) Por último, al cuarto se le permite coadyuvar en la recepción de 

iuejas y denunCias, captar y gestionar peticiones sobre trámites y serviCIOS; turnar al 

~re8. de responsabilidades las quejas y denunCias que procedan y reziizar el 

;egulmielllo del procedllnlento disciplmarlo: conocer, prevIo a la presentación de una 

nconformid8d, de ras irregufafldades que a Juicio de los interesados se h8yan come lId o 

:;:1 los procedlniíelltos de adJudlcsclones y serVICIOS p2.r3. que se corrjj2n; y a:.Jxlliar al 

¡tular d81 órg8.1lo 111t8!110 de cOlllrol en materia de quejas 



Como se advierte esta reforma tiene como proPÓSito racionalizar las atribuciones 

e los servidores públicos adscritos a los órganos internos de control Aunque no hay 

luchas sorpresas, puesto que la mayoría de las atribuciones que se les otorgan ya se 

'ncontraban previstas en el reglamento anterior, podría estimarse que existe un avance 

;1 plasmar en la norma las atribuciones de servidores públicos que generan aclos de 

lutoridad que pueden vulneran la esfera jurídica de los gobernados. 

-'! ; 
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